[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 19-21
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del 10 de mayo de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, los másteres Carlos Montero Zúñiga, y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar, Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como Director interno de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII y acuerdo de sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV
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Documento N° 620-21
Aprobación del acta N°18-2021 del 26 de abril de 2021. (Prosecretario Eduardo Chacón Monge).
 Por unanimidad se acordó: Aprobar el Acta N° 18-2021 del 26 de abril de 2021. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Hlk66448178][bookmark: _Toc71232982][bookmark: _Toc66450527][bookmark: _Toc62827173]ARTÍCULO II
Documento N° 649-2021

Por unanimidad se acordó: Modificar el orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte, para unificar los artículos 23, 26 y 32, en un solo artículo, siendo que corresponden a un mismo tema. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc71232984]ARTÍCULO III 
Documento N° 589, 604-2021
En sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva dice:
“Este órgano colegiado, acordó de manera unánime: 1) Ratificar el nombramiento del MPM. Oslean Mora Valdez como Director Interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril 2021, ajustando sus funciones y competencias, conforme a las funciones que dicho cargo demanda. 2) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, la Dirección Ejecutiva y al Macroproceso Financiero Contable su colaboración para realizar el traslado de las plazas, funciones y actividades propias relacionadas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y esta Junta Administradora, mediante una transitoriedad a partir del 15 de abril, que permita ser asumidas por esta estructura administrativa, para lo cual se habilita su coordinación con el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la JAFJPPJ. 4) Conforme al acuerdo anterior, estarán facultadas las dependencias administrativas señaladas para continuar ejerciendo las funciones propias de sus cargos como hasta la fecha, coordinando lo necesario para las aprobaciones finales requeridas, con el señor Mora Valdez, conforme a las competencias de su cargo. 5) Deberán las anteriores dependencias, elaborar un informe de cierre de labores, detallando las actividades ordinarias, las extraordinarias que son llevadas a cabo por dichas plazas a ser trasladadas; así mismo se deberán indicar claramente cuales actividades se mantienen pendientes de ejecución y su nivel de prioridad para ser asumidas por la estructura administrativa de la Junta Administradora del FJPPJ. 6) La Dirección de Gestión Humana, la Dirección Ejecutiva y al Macroproceso Financiero Contable tomarán nota, para lo que a cada una corresponde. Se declara este acuerdo firme.”
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La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 1319-DE-2021 del 22 de abril de 2021, comunicó lo siguiente:
“En relación con el acuerdo tomado por la Junta que usted preside en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XXV, le informo que en fecha 15 de abril recién pasado, el personal del Departamento Financiero Contable que atiende labores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones se trasladó a laborar a la nueva Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 

En cuanto al informe que se pide en punto 5 del acuerdo, esta Dirección solicitó al Departamento Financiero Contable que a más tardar el 30 de abril brinde la información solicitada, la cual oportunamente se estará remitiendo.”
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Por unanimidad se acordó: Tomar nota de la comunicación realizada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 1319-DE-2021 del 22 de abril de 2021. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71232988]ARTÍCULO IV 
Documento N° 598-2021

El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, en oficio Nº 484-TE-2021 del 21 de abril de 2021, remitió:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven nombre 001, número de cédula valor 001, en forma atenta se indica:

· Que mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N° 24-04 celebrada el 01 de abril de 2004, artículo XXXVI, se resuelve aprobar la solicitud de pensión a favor de nombre 001, a partir del 23 de noviembre de 2003.
· Que el 06 de marzo de 2021 la pensionada judicial cumplió la mayoría de edad (18 años), por lo que, esta oficina siguiendo el trámite de estilo intentó localizarla días previos a la fecha señalada, con el fin de notificarle mediante oficio las condiciones y requisitos para que el beneficio de beneficio se mantuviera vigente, así como para solicitarle la presentación de los documentos de estudio pertinentes.

Sin embargo, no fue posible localizar a la joven nombre 001 con los datos registrados en el Sistema SIGA-FJP. 

· Que en virtud de lo anterior en la primera quincena de marzo de 2021, se le canceló el beneficio correspondiente a los días del 01 al 06 de marzo de 2021 y en la segunda quincena de marzo de 2021 se registró la exclusión por suspensión, por cuanto no se contaba con la información de estudios respectiva.

· Que el 16 de abril de 2021 la pensionada nombre 001 remitió por medio de correo electrónico la solicitud de reactivación del beneficio, además de la constancia de estudiante regular en la Universidad Estatal a Distancia en el programa de Estudios Generales en el III cuatrimestre de 2020 y el I cuatrimestre de 2021, las notas aprobadas de las 2 materias cursadas en el  III Cuatrimestre de 2020 en la UNED y la matrícula de 4 materias del II cuatrimestre de 2021 en la Universidad Hispanoamericana en la carrera de Medicina y Cirugía.

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven nombre 001era por la suma de ¢228.577,53 (¢114.288,77 por quincena).

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.”
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Por unanimidad se acordó: 1) Tener por rendido el oficio Nº 484-TE-2021 del 21 de abril de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, mediante el cual rinde informe del estado del beneficio de la pensionada judicial nombre 001. 2) En virtud de haber acreditado encontrase matriculada para el I y II Cuatrimestre de 2021, proceder con la reactivación de la pensión a partir del 7 de marzo de 2021. 3) Deberá la pensionada estudiante actualizar sus datos en la Unidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el fin de ser localizable cuando sea requerido y considerar las fechas de presentación de documentos para evitar suspensiones o giros en demasía de su beneficio de pensión. Se declara acuerdo firme.
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Documento N° 603-2021

En sesión Nº 3-2021 celebrada el 18 de enero de 2021, artículo XXXIV, se solicitó a Macroproceso Financiero Contable que proceda en la segunda quincena de enero de 2021, a suspender el beneficio a las personas que no actualizaron los datos, conforme la publicación realizada en el Diario Extra el 3 de diciembre de 2020.

El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, en oficio Nº 474-TE-2021 del 22 de abril de 2021, comunicó:
“En atención al contenido del oficio N° 51-2021 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 3-2021 celebrada el 18 de enero de 2021, artículo XXXIV, en el cual se acordó para lo que interesa:

“[…] Solicitar a Macroproceso Financiero Contable que proceda en la segunda quincena de enero de 2021, a suspender el beneficio a las personas que no actualizaron los datos, conforme la publicación realizada en el Diario Extra el 3 de diciembre de 2020.”

En virtud de lo dispuesto por ese Órgano Superior

Que a partir de la II quincena de enero de 2021 se procedió con la suspensión del beneficio a 49 personas (22 personas jubiladas, 26 pensionadas y 1 persona jubilada-pensionada). 

Que las personas suspendidas en dicha quincena han actualizado sus datos personales de forma paulatina en esta oficina, por lo que, se han reactivado los beneficios de conformidad con las solicitudes de las personas interesadas.

Que a la fecha queda pendiente la reactivación de 6 personas (1 persona jubilada y 5 personas pensionadas). Cabe señalar que, la persona jubilada el día 21 de abril de 2021 actualizó datos, por lo que, en la II quincena de abril de 2021 se procederá con la reactivación del beneficio.”
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Por unanimidad, se acordó: Tener por rendido el informe del máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, en oficio Nº 474-TE-2021 del 22 de abril de 2021, relativo a la suspensión del beneficio de pensión y jubilación a las personas que no actualizaron los datos, conforme la publicación realizada en el Diario Extra el 3 de diciembre de 2020. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71232992]ARTÍCULO VI
Documento N° 851-2020, 572-2021
En sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo de 2021, artículo VII, se tomó el acuerdo que dice:
“En sesión 7-21 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXV,  se tomó nota del oficio N° 121-TE-2021 del 3 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa de Subproceso de Egresos, relacionado con el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social, correspondiente al III trimestre del 2020. Y en cuanto al punto 2. A. se solicitó al Macroproceso Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección Jurídica se establecieran los procedimientos para el cobro de las sumas en que la persona recibió salario y a su vez jubilación, mediante el debido proceso que se encuentra establecido y conforme al criterio jurídico de la Máster Karol Monge Molina, asesora externa, referente a los casos de personas jubiladas por incapacidad que se encuentren laborando.

El máster Miguel Ovares Chavarría y las máster Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 277-TE-2021 del 05 de marzo de 2021, comunicaron lo siguiente: 

“En atención al contenido del oficio N° 191-2021 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXV, en el cual se acordó para lo que interesa:

[bookmark: _Hlk65765620]“[…] 2.) En cuanto al punto 2. A. solicitar al Macroproceso Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección Jurídica se establezcan los procedimientos para el cobro de las sumas en que la persona recibió salario y a su vez jubilación, mediante el debido proceso que se encuentra establecido y conforme al criterio jurídico de la Máster Karol Monge Molina, asesora externa, referente a los casos de personas jubiladas por incapacidad que se encuentren laborando.( el subrayado no corresponde al original)”

Al respecto es preciso indicar que, el procedimiento actual que aplica este Macroproceso para el cobro de sumas pagadas de más es el siguiente:

1. Realiza el cálculo de las sumas pagadas de más, en el momento que se define la suspensión de un beneficio por parte de esa Junta Administradora y se establece el periodo para dicha suspensión. 

2. Efectúa la notificación a la persona jubilada por medio de oficio de este Macroproceso, brindando un plazo para la posibilidad de un arreglo de pago, siendo que cuando se recibe la respuesta se eleva a esa Junta Administradora para la autorización respectiva. 

3. En caso de que no se llegue a un acuerdo se traslada a la Dirección Jurídica para el procedimiento legal correspondiente.

4. Cuando se llega a un acuerdo de pago con la persona jubilada y se determina la forma de recuperación de la cuenta por cobrar (previa aprobación de esa Junta), este Macroproceso da seguimiento a los pagos ya sea por depósito en la cuenta bancaria del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial o por medio de deducciones a la jubilación.

De conformidad con lo anterior, para aplicar el procedimiento de cobro a las personas que recibieron salario y a su vez jubilación, se requiere dicha Junta determine si se debe suspender a las personas jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333 de 1994 y que aparecen reportadas en los cruces de bases de datos con la C.C.S.S. en el campo Tipo de Empresa como trabajadores independientes, seguro voluntario o empresa privada.

Aunado a lo expuesto, es necesario que se indique a partir de qué período aplicaría la suspensión y/o cobro de sumas, ya que de considerarse para tales efectos la fecha de rige de la Ley N° 9544, correspondería efectuar lo anterior a partir del 22 de mayo de 2018.

Cabe indicar que, para determinar la suspensión de las personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente, es necesario considerar lo señalado en el informe de doña Karol Monge, que dentro de las conclusiones y recomendaciones señala:

“5.5. A ese derecho le es enteramente aplicable el régimen de los actos administrativos, de manera de que este tipo de beneficios, a la luz de dicha doctrina, es un acto declaratorio de derechos subjetivos que sólo puede ser revisado, revocado o anulado, por los medios previstos por el ordenamiento, por lo que la Junta debe tener una habilitación legal para actuar de tal forma.

5.6. La Junta sí cuenta con una norma de tipo legal -artículo 233 de la LOPJ- que le permite decretar la suspensión del beneficio jubilatorio de aquellas personas beneficiarias de una jubilación por enfermedad.

5.7. Tal potestad la puede utilizar siempre y cuando esta sea precedida de un debido proceso.

5.8. Debe llevarse a cabo una investigación preliminar por parte de la oficina que la Junta designe para tales labores de fiscalización y de determinarse que la persona jubilada por incapacidad se encuentra laborando de forma remunerada, sin haber solicitado previamente el respectivo permiso ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez o la instancia que la CCSS designe; o que habiéndolo solicitado, este le haya sido rechazado, la Junta deberá de forma inmediata proceder a la apertura del procedimiento administrativo correspondiente (el subrayado no corresponde al original).

De conformidad con el criterio emitido por la Máster Karol Monge Molina y según el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, solamente los miembros de ese Órgano Superior pueden decidir sobre la suspensión del beneficio o cobro de sumas, por lo que este Macroproceso estaría a la espera de lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora para activar el procedimiento de cobro.”
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Se acordó por unanimidad: 1). Tener por conocido el oficio N° 277-TE-2021 del 05 de marzo de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, mediante el que comunican el procedimiento actual que aplica este Macroproceso para el cobro de sumas pagadas de más. 2). Solicitar al Macroproceso Financiero Contable que continúe con los procedimientos y que remita un informe considerando las particularidades de cada caso en forma individual. Lo anterior tomando en cuenta los casos dados a partir del 28 de enero 2020, que entró en funcionamiento esta Junta Administradora a fin de que se tenga todos los elementos para los efectos correspondientes.””
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En relación con lo anterior, el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Xinia Campos Solís; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, en oficio N° 411-TE-2021 de 15 de abril de 2021, informaron:
“En atención al contenido del oficio N° 309-2021 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo de 2021, artículo VII, en el cual se acordó para lo que interesa:

“[…] 2). Solicitar al Macroproceso Financiero Contable que continúe con los procedimientos y que remita un informe considerando las particularidades de cada caso en forma individual. Lo anterior tomando en cuenta los casos dados a partir del 28 de enero 2020, que entró en funcionamiento esta Junta Administradora a fin de que se tenga todos los elementos para los efectos correspondientes.”

En virtud de lo dispuesto por ese Órgano Superior, se remite en archivo de Excel adjunto la información con la que a la fecha cuenta esta oficina, pertinente a cada uno de los casos de personas jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333 de 1994 y que aparecen reportadas en los cruces de bases de datos con la C.C.S.S. entre enero 2020 y diciembre 2020 (los casos marcados en color amarillo son los que cuentan con algún acuerdo del Consejo Superior). 

Se informa lo anterior, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora.
Datos 001”
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Por unanimidad se acordó: 1) Tener por rendido el informe suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Xinia Campos Solís; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, en oficio N° 411-TE-2021 de 15 de abril de 2021, referente a la información de las personas jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333 de 1994 y que aparecen reportadas en los cruces de bases de datos con la C.C.S.S. entre enero 2020 y diciembre 2020. 2) Comunicar a los señores nombre 001 (periodo de enero a julio 2020), nombre 002 (periodo de enero a junio 2020) y nombre 003 (periodo de octubre y noviembre de 2020), que de acuerdo con el informe del cruce de bases de datos entre la Caja Costarricense de Seguro Social y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aparecen reportados como trabajadora independiente, seguro voluntario y empresa privada respectivamente y su jubilación fue otorgada por incapacidad absoluta y permanente por lo cual de conformidad con el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (9544), se encuentran incumpliendo lo ahí señalado por lo que se solicita que en el plazo de 10 días hábiles se pronuncien o caso contrario se procederá con la suspensión del beneficio de jubilación.  3) Comisionar a la Dirección de la Junta Administradora para que se realicen las diligencias correspondientes para cada uno de los casos señalados en el punto 2. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc71232994]ARTÍCULO VII
Documento N° 616-2021
El máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, en correo electrónico de 26 de abril de 2021, comunicó:
“Se remite el oficio N°209-FC-2021, con el análisis y la recomendación realizada por el Comité de Riesgos, en la sesión N°90-2021 del 22 de abril de 2021, con respecto a la propuesta de modificación del “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 240 bis, ley 9544)”.

Se adjuntan:

1. Oficio N°209-FC-2021
1. Matriz Análisis Reglamento de Crédito Ajustada.
2. Reglamento de Crédito FJPPJ (Última Versión en Limpio).

Cualquier consulta estamos a su disposición.
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A esos efectos se transcribe el oficio N° 209-FC-2021, que dice:
“En atención al oficio N° SP-160-2021, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director División Regímenes Colectivos y al Plan de Acción presentado a la Junta Administradora del FJPPJ por el MPM. Oslean Mora Valdez, de acuerdo con el análisis y la recomendación realizado por el Comité de Riesgos, en la sesión N°90-2021 del 22 de abril de 2021, se traslada para su valoración la propuesta de modificación del “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 240 bis, ley 9544)”, para que se han analizados y atendidos por la Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial. 
Con respecto a la propuesta del Artículo N°9 Tasa de Interés, se resaltan los aspectos que se valoraron: 
1. En los instrumentos a tasa variable, el Código de Comercio, artículo N°497 permite la tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica (BCRR) para operaciones en moneda nacional y la tasa prime rate para operaciones en dólares americanos. De manera que, la tasa que sirve para referenciar los créditos del FJPPJ en colones es la tasa básica pasiva del BCCR. 
2. Una tasa actuarial no puede ser referencia para una tasa de crédito por razones técnicas. No toma en cuenta aspectos del mercado al momento del otorgamiento del crédito, no es conocida y es calculada únicamente una vez al año. 
3. La curva soberana no puede ser referencia para una tasa de crédito porque refleja lo que está hoy a los distintos plazos de un instrumento de referencia, entonces mañana puede ser completamente diferente. Lo que hace la curva soberana es mostrar las expectativas con respecto al futuro de tasas de interés. 
4. Además de la tasa básica, se estará considerando un margen, en el cual se tomarán en cuenta distintos factores, incluso la tasa actuarial que es una restricción muy particular de cada fondo. 
Es importante indicar que para esta propuesta se contó con las observaciones por parte del Comité de Inversiones y los Procesos de Riesgos e Inversiones.”




”
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Detallada la gestión del máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, en correo electrónico de 26 de abril de 2021, por unanimidad, se acordó:  1) Trasladar a estudio de las personas integrantes de esta Junta Administradora para el análisis respectivo y conocimiento en la próxima sesión del lunes 17 de mayo de 2021. 2) Se comisiona a la Dirección de la Junta para que remita la versión comparativa para dicho estudio. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71232996]ARTÍCULO VIII
Documento N° 628-2021
El máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y Jefe interino de Proceso de Inversiones, en oficio N° 103-PI-2021 de 29 de abril de 2021, informaron:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N.º 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N.º 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de marzo de 2021, de lo cual es importante indicar:
o Como se mencionó en informes anteriores, el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes la custodia del BCR, mantiene inconsistencias para realizar la conciliación de títulos valores. 
La situación anterior ha implicado que: 

 Para que el Poder Judicial realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial.
 Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio agrupa algunos casos por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación.

 Algunas operaciones no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reportó al BCR; ya la mayoría se solucionaron, pero quedan todavía algunas inconsistencias que conforme se comprometió el Custodio serán corregidas en los próximos meses.
 Para el 8 de marzo 2021 se recibió correo electrónico del señor Douglas Soto Leitón, Gerente General del Banco de Costa Rica, remitiendo los oficios N° GG-03-134-2021 / BCR-CEV-049-2021 del 3 de febrero de 2021, brindando respuesta y asumiendo compromisos respecto a las diferencias expuestas en oficio N.° 007-PI-2021, correspondiente a las conciliaciones del mes de diciembre 2020, dado que los oficios anteriores a éste, contemplaban una reiteración de lo sucedido.
Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.”
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Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 103-PI-2021 recibida el 29 de abril de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones, en el que remiten el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de marzo de 2021. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y de Auditoría para el respectivo seguimiento. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71232998]ARTÍCULO IX 
Documento N° 591-2021
El máster Miguel Ovares Chavarría, las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe del Departamento Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa Subproceso de Egresos, en oficio N° 475-TE-2021 del 20 de abril de 2021, informaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk51693260]“En atención al contenido del oficio N° 361-2021 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al acuerdo tomado por dicho Órgano Superior en la sesión N° 15-2021 celebrada el 05 de abril de 2021, artículo VI, que para lo que interesa señala:

“[…] 2) Solicitar al Macroproceso Financiero Contable, que depure la información conforme lo solicitado por esta Junta Administradora ya que existen montos que no corresponde a la realidad de los beneficios de jubilación y pensión mensuales.”

En forma atenta se remiten mediante el archivo de Excel adjunto, los datos correspondientes a las personas jubiladas y pensionadas judiciales activas a marzo 2021 (identificación, nombre, monto bruto pago normal, deducciones de ley, monto neto contemplando el rebajo solamente de las deducciones de ley y fecha de rige del beneficio), de conformidad con lo aclarado vía Teams por el MPM. Oslean Mora Valdez. 

Se informa lo anterior para lo que corresponda a ese Órgano Superior.”


DATOS 001
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[bookmark: _Toc66450576]En sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo de 2021, artículo XXIV, se tuvo por conocida la solicitud de la señora Silvia Artavia periodista de la Sección de Política del periódico “La Nación”, mediante correo electrónico de 12 de marzo de 2021, y se trasladó al Macroproceso Financiero Contable, para que remitiera la información de la cantidad de casos durante los últimos 10 años, que superan en monto los ¢2,2 millones de colones de salario después de deducciones y cuanto representa este monto del promedio total de pensiones, sin identificar nombres y cédulas de personas jubiladas, de conformidad a la ley de protección de datos. Además, se comisionó al máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo para coordinar con la licenciada Sandra Castro Mora, del Departamento de Prensa, lo correspondiente a la respuesta al periódico la Nación.
Posteriormente, en sesión N° 15-2021 celebrada el 05 de abril de 2021, artículo VI, se tuvo por rendido el oficio N° 373-TE-2021 del 23 de marzo de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa de Proceso de Tesorería, y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa de Subproceso de Egresos, mediante el que suministraron el archivo “Información La Nación”, solicitado en la sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo de 2021, artículo XXIV. Asimismo, se solicitó al Departamento Financiero Contable, que depurara la información conforme lo solicitado por esta Junta Administradora ya que existen montos que no corresponde a la realidad de los beneficios de jubilación y pensión mensuales.
Por unanimidad se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 475-TE-2021 del 20 de abril de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe del Departamento Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa Subproceso de Egresos, con el cual remite informe correspondiente a las personas jubiladas y pensionadas judiciales activas a marzo 2021 (identificación, nombre, monto bruto pago normal, deducciones de ley, monto neto contemplando el rebajo solamente de las deducciones de ley y fecha de rige del beneficio). 2) Comisionar al MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora para que remita la información solicitada por la periodista Silvia Artavia de la Nación, con las consideraciones brindadas por la Junta. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233000]ARTÍCULO X
Documento N° 540-2021

	El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Proceso de Tesorería, así como la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina de Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 372-TE-2021 del 08 de abril de 2021, comunicaron lo siguiente:
“Para su conocimiento y lo que a bien estime resolver, con fundamento en lo indicado en oficio Nº 3512-DE-2013[footnoteRef:2] de fecha 26 de abril de 2013 de la Dirección Ejecutiva, se remite el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense de Seguro Social correspondiente al IV trimestre del año 2020, el cual se gestionó con el Lic. Rodrigo Rovira Pantoja, encargado del Área de Gestión Informática de esa entidad, con el fin de determinar si existen personas jubiladas judiciales laborando en el sector público y personas jubiladas judiciales separadas por incapacidad absoluta o permanente, que se encuentren laborando. [2:  Se aclara que en el oficio 3512-DE-2013, se indica que el cruce es mensual siendo lo correcto cruce trimestral.] 


1. Personas Jubiladas reportadas en las planillas de la cuenta individual con gobierno, sector público u otras entidades no privadas. 

Para los casos mencionados a continuación, no aplica gestión de cobro según lo que se indica en las observaciones del siguiente cuadro:

Cuadro N.º 1
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Observaciones:

1. Corresponde al pago de Salario escolar 2021, según lo verificado en SIGA-GH y lo confirmado vía correo electrónico por los funcionarios de la Dirección de Gestión Humana el 19/03/2021.
2. Según lo informado por la Dirección de Gestión Humana vía correo electrónico el 19/03/2021, el pago efectuado se canceló por medio de la colectiva N° 480.
3. Según lo informado por la Dirección de Gestión Humana vía correo electrónico el 19/03/2021, el pago realizado se canceló por medio de la colectiva N° 499.
4. Los salarios reportados corresponden a montos devengados antes de la fecha de reactivación del beneficio de jubilación, según lo verificado en SIGA-GH.
5. Corresponde a jubilado judicial que fue nombrado interinamente en el Poder Judicial desde el 03/08/2020 al 01/11/2020 (Tiempo Servido). Esta oficina aplicó la suspensión del beneficio de jubilación, de acuerdo con la notificación recibida del SIGA-GH.
2. Personas Jubiladas reportadas en las planillas de la cuenta individual con patronos privados, cuenta propia u otros valores

A) Personas Jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 de 1994 (incluye casos de trabajadores independientes, seguro voluntario o empresa privada).

Dichos casos por indicación de la Dirección Ejecutiva podrían analizarse a la luz de lo señalado en el informe AL.DP. Nº 032-14 de la Asesoría Jurídica de la Dirección de Gestión Humana, en el cual se indica:

“[…] Criterio legal: A estas personas les resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 234 de la ley de cita que reza: “Al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. / También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación.” (Énfasis agregado) Este numeral, a diferencia del anterior, sí hizo distinción entre las personas jubiladas y en el segundo párrafo hace especial referencia a aquellas que en razón de una enfermedad fueron jubiladas, quienes en caso de encontrarse trabajando deben suspender el disfrute del beneficio. En relación con este último punto considera esta Asesoría que al no señalar nuestros legisladores dónde no debe prestarse el servicio, sea el sector público o el sector privado, se tienen por contemplados ambos; por cuanto, tal y como se indicó líneas atrás, no es dable distinguir donde la ley no distingue. […]”

Dado lo anterior, se detallan los beneficiarios (as) que aparecen reportados laborando, según el cruce de bases de datos realizado para el IV trimestre de 2020: 


Cuadro N.º 2

DATOS 002

En el presente informe se adiciona a los casos reportados en el trimestre anterior, la señora Silvia Elena Calvo Serrano, la cual aparece reportada laborando para una empresa privada en los meses de octubre y noviembre 2020.

B) Jubilados y Jubiladas para Mejor Servicio Público y No Reelección
Cuadro N.º 3

DATOS 003
Para los casos mostrados anteriormente, salvo criterio en contrario, no aplica gestión de cobro, en razón que la norma no lo tipifica (artículo Nº 234 L.O.P.J. N° 7333 de 1994 y artículo Nº 233 L.O.P.J. N° 9544 de 2018).
Adicionalmente se indica que, la Circular N° 74-2018 de la Dirección Ejecutiva fue comunicada vía correo electrónico a todas las personas jubiladas judiciales. Posteriormente, se remitió dicha circular por el mismo medio a cada una de las personas jubiladas que aparecen reportadas laborando para universidades públicas. A la fecha las personas que se detallan a continuación tienen pendiente la presentación de la certificación respectiva de este período y en algunos casos también el documento de períodos anteriores: 

Cuadro N.º 4
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3. Anexos

De conformidad con lo indicado por la Dirección Ejecutiva, en correo electrónico del 14 de setiembre del 2015, se incluyen en este apartado los grupos que, salvo disposición en contrario, no ameritan suspensión del beneficio, según criterios externados en el oficio N.º JP-11-15 del 7 de enero de 2015 informe AL.DP. N.º 032-14 de la Dirección de Gestión Humana.  

A continuación, se detallan dichos casos:

· Anexo I: Jubilados y jubiladas judiciales que se encuentran laborando en universidades públicas y en el sector privado que, se acogieron al beneficio por tiempo servido y/o edad cumplida.

· Anexo II: Jubilados y jubiladas judiciales separados por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 8 de 1937, reportados (as) laborando en universidades públicas y en el sector privado.

· Anexo III: Pensionados y pensionadas judiciales que obtuvieron el beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 de 1994 reportados (as) laborando en el sector público, universidades públicas y sector privado.

· Anexo IV: Pensionados y pensionadas judiciales que obtuvieron el beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 8 de 1937 reportados (as) laborando en el sector público, universidades públicas y sector privado.

· Anexo V: Casos adscritos al Ministerio de Hacienda (Dirección Nacional de Pensiones).


4. Departamento de Trabajo Social

Aunado a la información brindada anteriormente, es importante mencionar lo estipulado en el artículo N.º 8 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones:

“Artículo 8.- El Departamento de Trabajo Social es el encargado de realizar los estudios socioeconómicos solicitados por el Consejo Superior o el Departamento de Personal, que permitan establecer la procedencia, acrecimiento, suspensión, extinción o modificación de una pensión, así como también el correcto aprovechamiento de los beneficios acordados según lo normado en el artículo 235 de la L.O.P.J.”
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En sesión N°7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXV, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
“Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota del oficio N° 121-TE-2021 del 3 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa de Subproceso de Egresos, relacionado con el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social, correspondiente al III trimestre del 2020. 2.) En cuanto al punto 2. A. solicitar al Macroproceso Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección Jurídica se establezcan los procedimientos para el cobro de las sumas en que la persona recibió salario y a su vez jubilación, mediante el debido proceso que se encuentra establecido y conforme al criterio jurídico de la Máster Karol Monge Molina, asesora externa, referente a los casos de personas jubiladas por incapacidad que se encuentren laborando.”
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Posteriormente, en sesión N° 12-2021, impartida el 15 de marzo de 2021, se conoció el oficio N° 277-TE-2021 del 05 de marzo de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo; por su orden, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina de Proceso de Tesorería y Jefa interina del Subproceso de Egresos, mediante el que comunican el procedimiento actual que aplica este Macroproceso para el cobro de sumas pagadas de más, adicional a ello se solicitó al Macroproceso Financiero Contable que remitiera un informe considerando las particularidades de cada caso individualmente, siempre y cuando se tomara en cuenta los datos a partir del 28 de enero de 2020, que entró en funcionamiento la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

Por unanimidad se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Proceso de Tesorería, así como la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina de Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 372-TE-2021 del 08 de abril de 2021, con el cual comunica el resultado del cruce de bases de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social, correspondiente al IV trimestre del 2020. 2.) Tomar nota de la información remitida por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la JUNAFO. 3.) Conforme a lo definido por la Sala Constitucional en su resolución N°. 2020010204, expediente 20-007594-0007-CO, en cuanto a la aplicación del principio de confianza legitima del administrado, la Junta Administradora del FJPPJ no podrá actuar en contra de las resoluciones administrativas previamente acordadas por el anterior administrador del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a lo cual sus actuaciones se ejecutarán respetando los acuerdos previamente establecidos por el estimable Consejo Superior. 4.) Dada la situación anteriormente descrita, las personas beneficiarias de este régimen que a continuación se detallan, deberán conservar la autorización brindada para percibir su beneficio económico y poder continuar laborando, a pesar de haberse jubilado por una declaración de incapacidad absoluta y permanente: a) Barquero Varela Grace, según acuerdo del Consejo Superior tomado el 26 de marzo de 2019, Sesión N°. 027-2019 Art. 67. b)  Rodríguez Vargas Mainor según acuerdo del Consejo Superior tomado el 26 de marzo de 2019, Sesión N°. 027-2019 Art. LXVIII. c)  Villavicencio Masís Ana Gabriela conforme acuerdo del Consejo Superior tomado el 05 de marzo 2016, sesión N° 064-2016 Art. XIX. 5.) Deberá la Dirección de la JUNAFO ejecutar los procesos necesarios para contactar a las personas afiliadas a este régimen Incer Sevilla Eduardo y Calvo Serrano Silvia para que en un periodo de 10 días hábiles aporten documentación mediante la cual se aprecie la autorización previa otorgada para efectos de laborar a pesar de su condición de jubilación por incapacidad absoluta y permanente, conforme a lo indicado en el artículo N°. 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en caso de no aportar la información referida, deberá iniciarse el proceso de suspensión del beneficio económico que perciben e iniciar el debido proceso de cobro correspondiente a la luz de lo indicado en el citado artículo. 6.) Solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, remita un informe del estatus de las gestiones a la fecha efectuadas en el caso de la persona jubilada judicial Garbanzo Garbanzo Noidy, expediente N°.  19-000210-1357-AD (B). 7.) Deberá la Dirección de la JUNAFO tomar nota de la acá acordado con el fin de que los siguientes informes que remita, depure el listado de personas jubiladas judiciales por incapacidad absoluta y permanente que se encuentren laborando en contraposición de lo dictado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc71233002]ARTÍCULO XI
Documento N° 283, 599-2021
En sesión N° 16-2021 celebrada el 12 de abril de 2021, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que dice:
“En sesión número 11-2021 celebrada el 08 de marzo de 2021, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:

“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.

Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: mgarcia8371@gmail.com ,”

- 0 -

	En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.

Datos001
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544”

-0-

En correo electrónico del 6 de abril de 2021, el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial, remitió la siguiente solicitud:

“Les saludo cordialmente y a la vez les solicito que, se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo: 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial número: 7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa, ni de forma tácita (la ley 9796 en su artículo 7 lo que reformó fue la ley N. 8 de 1933 en su artículo: 236 bis).  Si se niegan a aplicar la ley, tal y como esta escrita, les procederé a demandar en forma personal.

Tienen el término de ley para responderme”

-0-

Por unanimidad se acordó: Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 6 de abril de 2021, por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial y remitir a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su estudio e informe, con el fin de brindar respuesta al petente. Se declara acuerdo firme.”
-0-
En relación con lo anterior, en oficio N° DJ-C-212-2021 de 22 de abril de 2021, suscrito por los másteres Rodrigo Campos Hidalgo y Argili Gómez Siu, informaron:
“Por este medio se procederá a emitir criterio en relación con la consulta planteada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo solicitado mediante oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021.   

I. Antecedentes (la consulta)

Mediante oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021, se hace de conocimiento de esta Dirección Jurídica lo establecido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el artículo XXVIII de la sesión número 16-2021 de fecha 12 de abril de 2021, en que se solicitó a la Dirección Jurídica lo siguiente: “Tener por conocida la gestión remitida por correo electrónico del 6 de abril de 2021, por el licenciado Miguel Ángel García Martínez, Jubilado del Poder Judicial y remitir a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para su estudio e informe, con el fin de brindar respuesta al petente”  (ver oficio 384-2021).

II. Criterio de esta Dirección Jurídica

De previo a la exposición del criterio, se considera oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y pregunta que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto. 

Es así como frente a la solicitud que se pronunciamiento, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.  

En cuanto al tema en consulta, entiende esta Dirección que se solicita algún criterio en relación con lo manifestado por el señor Miguel Ángel García Martínez, respecto de la aplicación de la denominada “contribución especial solidaria” establecida en el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación con lo establecido en la “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”.[footnoteRef:3]  [3:  Ley número 9796 de fecha 05 de diciembre de 2019, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 243 de fecha 20 de diciembre de 2019.  ] 


Sobre la contribución especial solidaria del régimen jubilatorio del Poder Judicial y su reforma legal 

Esta figura se introdujo por reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la adición de un artículo 236 bis a dicha ley que normaba el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:4], ahí se introdujo la instauración de la denominada “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, que en su primera versión del inciso a) establecía un monto exonerado del pago de esa contribución especial de hasta diez veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial y a favor del propio fondo de jubilaciones y pensiones[footnoteRef:5].   [4:  Lo que se dio a partir de la ley número 9544 de fecha 24 de abril de 2018, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 89 del 22 de mayo de 2018. ]  [5:  También puede recordarse que el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial impuso una comisión por gastos administrativos del fondo de cinco por mil sobre el salario del funcionariado judicial y de las jubilaciones y pensiones judiciales. ] 


Sin embargo, con los artículos 04 y 07 de la ley número 9796, denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, se modificó el artículo 236 bis inciso a) y se redujo el monto jubilatorio exonerado de la contribución solidaria, porque ya no es de hasta diez veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial, sino que lo fija en seis veces el salario base del puesto más bajo del Poder Judicial, lo que hace que un sector adicional de jubilados vea disminuida su jubilación en una proporción importante.

Sobre lo planteado por el señor García Martínez

Lo que ha argumentado el señor García Martínez, según lo reseñado en el oficio número 384-2021 base de esta consulta, es el tema de forma de que “(…) se proceda a efectuar la deducción de la Contribución Obligatoria Solidaria, conforme a Derecho, por estar vigente el artículo: 236 bis, de la Ley Orgánica del Poder Judicial número: 7333 del año 1993 y sus reformas, dado que el mismo no ha sido derogado ni de forma expresa, ni de forma tácita (la ley 9796 en su artículo 7 lo que reformó fue la ley N. 8 de 1933 en su artículo: 236 bis)”.    

Lo anterior, claramente posee la naturaleza jurídica de un reclamo administrativo[footnoteRef:6] respecto del rebajo o aplicación de la figura de la “contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados” a su caso concreto, quizás orientado a que se le aplique el monto exonerado de diez veces el salario del puesto más bajo del Poder Judicial y no de seis veces ese monto, como se dispuso a partir de la ley 9796, solicitud que pareciera sustentar en el argumento de que la ley número 8 de 1937 “Ley Orgánica del Poder Judicial” es distinta de la ley 7333 de fecha 05 de mayo de 1993 y que como la ley 9796 hizo alusión a modificar el artículo 236 bis de la ley número 8 de 1937, no habría modificado el artículo 236 bis de la ley 7333 del año 1993.   [6:  Artículos 224 y 348 de la Ley General de la Administración Pública. ] 


Este reclamo debe ser resuelto oportunamente por la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en ejercicio de la competencia exclusiva y excluyente para conocer y decidir estos asuntos en sede administrativa, en virtud de ostentar la condición de órgano desconcentrado máximo en materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial (artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Acciones de inconstitucionalidad pendientes de decisión ante la Sala Constitucional

Es importante llamar la atención sobre el hecho de que los artículos 4 y 7 de la ley número 9796, que son los que redujeron el espectro de exoneración de la “contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados” poseen varias acciones de inconstitucionalidad pendientes de decisión y que se han acumulado a la que se tramita bajo el expediente número 20-007715-0007-CO.  

En la resolución de curso de esa acción de inconstitucionalidad del supra aludido expediente judicial, se dispuso:  “La publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los órganos que agotan la vía administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a efectos de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se extraen varias reglas. La primera, y quizás la más importante, es que la interposición de una acción de inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en los procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos tendientes a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en general. La tercera es que –en principio-, en los casos de acción directa (como ocurre en la presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición (véanse votos No. 537-91, 2019-11633, así como resoluciones dictadas en los expedientes números 2019-11022, 19-006416 y 19-015543 del Tribunal Constitucional)” (Resolución de curso de la Acción de Inconstitucionalidad de las 11:37 horas del 12 de mayo de 2020 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; publicada en los boletines judiciales número 93, 94 y 95 de fechas 18, 19 y 20 de mayo de 2020, respectivamente.  El subrayado no es del original)

Observaciones adicionales:
a) En términos genéricos hay que recordar que, según nota aclaratoria del Sistema Nacional de Legislación Vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la ley número 8 del año 1937, solo que fue reformada parcialmente y reproducido su texto íntegramente por el artículo 1 de la ley número 7333 del 05 de mayo de 1993. 

b) Que frente al reclamo administrativo del señor García Martínez sobre la aplicación actual de la norma sobre “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, no puede dictarse resolución final que agote la vía administrativa, porque existen acciones de inconstitucionalidad pendientes de resolver, pero las normas impugnadas deben seguir aplicándose hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente.[footnoteRef:7]  [7:  Si la Sala Constitucional declarara alguna inconstitucionalidad, deberá dimensionar los efectos de su declaratoria y dentro de lo cual se deberá considerar la aplicación continuada de las normas en el tiempo previo a la resolución constitucional de fondo sobre el tema. ] 


Manifestación final

Se recuerda y reitera que la competencia para valorar y decidir oportunamente lo pertinente en relación con la inquietud planteada en el oficio base de la consulta, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, al órgano desconcentrado máximo consultante, de conformidad con el bloque de legalidad aplicable. 

III. Conclusiones y recomendaciones

Con base en todo lo expuesto, se puede concluir que: 

1. La “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”, es una figura creada por el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial y reformada por los artículos 04 y 07 de la ley número 9796, a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
2. Sobre la ley 9796 y, en especial sobre los artículos 04 y 07 que redujeron el monto exonerado del pago de la contribución especial, solidaria y redistributiva, pesan varias acciones de inconstitucionalidad admitidas y que han sido acumuladas a la que se tramita bajo el expediente número 20-007715-0007-CO, siendo que a la fecha de emisión de este criterio, se encuentran pendientes de resolver.  
3. Que al Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es el órgano desconcentrado máximo competente para conocer el  reclamo administrativo del señor García Martínez respecto de la aplicación actual de la norma sobre “Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados”  en su caso particular. 
4. No puede dictarse resolución final que agote la vía administrativa sobre el reclamo aludido en el oficio de consulta, hasta tanto la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia no resuelva las acciones de inconstitucionalidad que han sido admitidas; pero las normas impugnadas deben seguir aplicándose hasta que el Tribunal Constitucional decida lo pertinente.
5. Según nota aclaratoria del Sistema Nacional de Legislación Vigente, la Ley Orgánica del Poder Judicial es la ley número 8 del año 1937, solo que fue reformada parcialmente y reproducido su texto íntegramente por el artículo 1 de la ley número 7333 del 05 de mayo de 1993.
6. La competencia para valorar y decidir oportunamente lo pertinente en relación con la inquietud planteada en el oficio base de la consulta, corresponde, en forma exclusiva y excluyente, al órgano desconcentrado máximo consultante, de conformidad con el bloque de legalidad aplicable.

Advertencias:
El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 384-2021 de fecha 14 de abril de 2021 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  

Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.”
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Por unanimidad se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° DJ-C-212-2021 de 22 de abril de 2021, suscrito por los másteres Rodrigo Campos Hidalgo y Argili Gómez Siu, Director y Subdirectora Jurídicos respectivamente, mediante el cual brindan opinión respecto a la solicitud remitida a la Junta Administradora por el jubilado judicial Miguel Angel García Martínez, por la aplicación de la Contribución Solidaria. 2) En vista de que esta Junta Administradora en sesión N° 18-2021 del 26 de abril de 2021, artículo VII, se inhibió de conocer las gestiones del señor García Martínez debido a que tuvo conocimiento de que el señor García presentó denuncia penal contra la Junta Administradora, trasladar el presente acuerdo a las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora para que en sesión extraordinaria lo conozcan y consideren en el análisis que corresponda respecto a los alegatos del señor García. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc71233004]ARTÍCULO XII
Documento N° 627-2021
El máster Miguel Ovares Chavarría, las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe del Departamento Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa Subproceso de Egresos, en oficio N° 517-TE-2021 del 29 de abril de 2021, informaron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, de manera atenta se informa lo correspondiente a la situación presentada en el Sistema BCR Comercial con el pago de la planilla de personas jubiladas y pensionadas judiciales de la I Q de abril de 2021:

1. El día 14 de abril de 2021 esta oficina aprobó 7 archivos pertinentes al pago de la planilla de la I Q de abril de 2021 en el Sistema BCR Comercial.

2. De conformidad con los procedimientos establecidos a lo interno de esta oficina, el día de pago 15 de abril de 2021 en horas de la mañana procedió a verificar la aplicación de las transferencias, sin embargo, en uno de los archivos que contenía 2.977 transacciones se reflejaba solamente la aplicación de 543 y se mostraban 2.418 en estado “APLICÁNDOSE” (el resto tenían el estado de Rechazada).

3. La situación fue informada de forma inmediata al Ejecutivo de Cuenta del BCR Carlos Sibaja (tanto vía telefónica como por correo electrónico), con el fin que se aplicara el protocolo de atención pertinente.

4. En virtud de lo anterior a primera hora del día de pago, se recibieron en esta oficina llamadas telefónicas y correos electrónicos de personas molestas quejándose por no tener depositado el pago de la quincena.

5. Esta oficina efectuó una comunicación masiva sobre la situación acontecida, a los correos electrónicos de las personas jubiladas y pensionadas judiciales registrados en el SIGA-FJP.

6. Posterior a las 12:00 medio día del 15 de abril de 2021, la entidad bancaria informó sobre la aplicación de todas las transferencias pendientes.

En razón de la situación acontecida y de la solicitud de una explicación por parte de algunas personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, esta oficina solicitó al Banco de Costa Rica el mismo día remitir un comunicado señalando las causas del inconveniente presentado con el pago de la I Q de abril de 2021, así como las medidas adoptadas.

El día 23 de abril de 2021 el Ejecutivo de Cuenta Carlos Sibaja vía correo electrónico envía una nota de fecha 22 de abril de 2021, la cual contiene el detalle de lo solicitado por este Macroproceso.

Adicionalmente se menciona que, el MPM. Oslean Mora Valdez ha coordinado con la entidad bancaria lo relacionado con la búsqueda de soluciones al inconveniente presentado, así como la revisión del protocolo actual que se aplica en el momento que se determina que existen transferencias pendientes de aplicar el día de pago. 

Se informa lo anterior, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora.”
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Por unanimidad se acordó: Tener por conocido el oficio N° 517-TE-2021 del 29 de abril de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, las másteres Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefe del Departamento Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa Subproceso de Egresos, mediante el cual remiten la carta de respuesta del Banco de Costa Rica ante la situación presentada en el pago de la I quincena del mes de abril de 2021, para la población jubilada y pensionada. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233006]ARTÍCULO XIII
Documento N° 588-2021
	En sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El Consejo Superior em sesión N° valor 001, artículo valor 002, en lo conducente, de conformidad con lo que establecen los artículos 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544 y con base al Transitorio I de la Ley N° 9544, artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, reconoció para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada nombre 001, 27 años, 9 meses y 7 días, laborados para la Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a partir del 24 de marzo de 2017, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢ valor 001

- 0 -

La licenciada nombre 001, Jueza del Juzgado de Trabajo de Heredia, en correo electrónico de 27 de enero de 2021, indicó:

“...me puede dar información sobre mi situación para una futura pensión, por favor. Yo estoy nombrada en propiedad hace un año, tengo algunos años atrás con nombramientos interinos. Vengo de una Institución pública donde coticé para la CCSS, actualmente me están rebajando un 23% de mi salario para el fondo de jubilaciones para pagar la deuda al fondo por las diferencias con las cotizaciones de la CCSS. El Poder Judicial me reconoció los años servidos en esa otra Institución.

Mi consulta es cómo está la situación futura de mi pensión? yo tengo 31 años de trabajar para el Estado y 57 años de edad, obviamente todavía no puedo jubilarme, pero necesito saber aproximadamente las opciones que tengo a futuro, si es que las hay. Gracias.”
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A esos efectos, el máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo, de esta Junta, contestó a la servidora nombre 001, lo siguiente:

1. “La Ley Orgánica del Poder Judicial, en la reforma presentada por la Ley N°. 9544 en su artículo 224 bis establece la posibilidad de acogerse a una jubilación anticipada conforme a los siguientes preceptos:
 
[image: ]
 
1. El cumplir al menos 20 años de laborar para el Poder Judicial es uno de los requisitos para obtener el beneficio de la jubilación, el cual debe cumplirse con el fin de obtener la opción de una jubilación anticipada.

1. Se parte del hecho de que su persona no cumplió con los requisitos del transitorio VI de la Ley 9544, en razón de lo cual se debe acoger a las nuevas condiciones impuestas en dicha reforma.
 
De tal forma, la Ley establece que las mujeres cotizantes al FJPPJ podrán jubilarse a la edad de 60 años cumplidos para una jubilación anticipada (art. 224 bis) o a los 65 años para una jubilación ordinaria (art. 224). Dado lo anteriormente detallado, aunque en su caso cuenta con más de 31 años de servicio de trabajo para el Estado, no posee los 20 años de trabajo para el Poder Judicial en razón de lo cual no cumple con los requisitos de Ley establecidos para obtener el beneficio de jubilación anticipada. De tal manera, al realizar un análisis superficial de su situación, la opción que le permitiría obtener el beneficio de jubilación es contar con 65 años de edad y ajustarse al inciso b) del artículo 224 bis de la Ley.
 
Espero haber atendido con esto su consulta.”
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Posteriormente, la licenciada nombre 001, de calidades antes dichas, en correo electrónico de 5 de febrero de 2021, consultó al señor Mora Valdez:

“Gracias, me puede indicar cuál es el supuesto del Transitorio VI de la ley 9544?

Existe la posibilidad de trasladarme de régimen a la Caja? para mantener un plan complementario que compense el monto a recibir? En mi caso no pienso jubilarme a los 60 años, pero lo que me preocupa es esperar a los 65 años y que el monto dela pensión sea muy bajo, para esa gracia me paso a la CCSS y pago un plan complementario con la cuota que estoy pagando en el Poder Judicial que actualmente es un 23 % de mi salario.

Si me tuviera que quedar de manera obligada en el régimen del Poder Judicial, cuál podría ser el porcentaje de pensión que me correspondería recibir? es muy bajo?”
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En razón de lo anterior, el señor Oslean Mora Valdez, atendió mediante correo electrónico de 5 de febrero de 2021, la consulta de la siguiente manera:

“Doña Ana, respondo sus consultas de la siguiente manera:

1. El transitorio establecido en la Ley, dictaba un periodo de 18 meses desde su promulgación, para que quienes cumpliesen requisitos se acogieran a las condiciones establecidas en la anterior Ley, esto se puede apreciar en el siguiente detalle:

[image: ]

1. No resulta posible cotizar para el régimen del IVM, mientras se mantenga laborando para el Poder Judicial. La Ley Orgánica del Poder Judicial establece la obligatoriedad de todos los funcionarios del Poder Judicial a cotizar al régimen del FJPPJ.

2. Con respecto a su porcentaje de pensión, la Ley establece las reglas de cálculo en el artículo 224 bis inciso b) según se detalla:
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3. De tal forma, el porcentaje mínimo establecido en dicho inciso se obtiene de dividir 20 años de servicio en el Poder Judicial / 35 años de Servicio Total = 57.14%. Este porcentaje varía de acuerdo a la cantidad de años de servicio que se posean efectivamente laborados para el Poder Judicial.

4. Es importante recordar que el porcentaje máximo posible a percibir es del 83% del salario de referencia, el cual se calcula como el promedio de salarios percibidos durante los últimos 240 meses.

5. Por último, es importante aclarar que de igual en el régimen del IVM actualmente el porcentaje percibido de pensión ronda entre el 40% y el 60% del salario de referencia (240 meses) y su pensión promedio se en un nivel del 52.5%, según puede corroborarse en el siguiente enlace: https://www.ccss.sa.cr/noticia?cada-cotizacion-vale-para-el-calculo-de-una-pension.

Ahora bien su caso tiene una particularidad, la cual debe ser analizada con mayor detalle: Usted indica que laboro 31 años para el Estado y que ya se le reconoció dicho tiempo servido, en sesión N°. 51-2019, artículo datos 001 del Consejo Superior y se le empezó a deducir el reconocimiento de tiempo servido antes de la conformación de la Junta Administradora del FJPPJ. En razón de lo anterior, su caso debe ser elevado a conocimiento de la Junta Administradora del FJPPJ para su análisis, dado que no existe jurisprudencia especifica aplicable.

Me permito indicarle que su caso será agendado para la sesión del 15 de febrero del 2021 para ser analizado por dicho cuerpo colegiado.

Espero la información le sea de utilidad.”
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En consideración de la cadena de correos electrónicos previamente desarrollada, el señor Mora Valdez, en correo electrónico de misma fecha, solicitó incluir en la agenda de la Junta Administradora del FJPPJ del 15 de febrero del 2021 el caso de la Sra. nombre 001, para ser analizado por dicho cuerpo colegiado.

Reconocimiento de tiempo servido previo a la confirmación de la Junta Administradora y consideración para efectos de edad de jubilación.

DATOS 002
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocido el correo del señor Oslean Mora Valdez, en correo electrónico del 5 de febrero de 2021, mediante el cual remite para conocimiento de esta Junta el caso de la Sra. nombre 001, para ser analizado por este cuerpo colegiado. 2.) De previo a resolver la gestión anterior, trasladar el caso de la señora nombre 001 a la Dirección Jurídica a efectos de que analice desde el punto de vista legal lo consultado por la petente e informe a esta Junta Administradora lo que corresponda.”
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El máster Rodrigo Albero Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Argili Gómez Sui, Subdirectora Jurídica interina, mediante criterio N° DJ-C-208-2021 del 20 de abril de 2021, informaron lo siguiente:
“En atención al oficio N° 192-2021 de 22 de febrero de 2021 emitido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual solicitó a esta Dirección Jurídica criterio respecto de las consultas planteadas por la señora nombre 001, Jueza del Juzgado de Trabajo de Heredia, quién literalmente cuestionó:

´Mi consulta es cómo está la situación futura de mi pensión? yo tengo 31 años de trabajar para el Estado y 57 años de edad, obviamente todavía no puedo jubilarme, pero necesito saber aproximadamente las opciones que tengo a futuro, si es que las hay…

¿Gracias, me puede indicar cuál es el supuesto del Transitorio VI de la ley 9544?

¿Existe la posibilidad de trasladarme de régimen a la Caja? para mantener un plan complementario que compense el monto a recibir? En mi caso no pienso jubilarme a los 60 años, pero lo que me preocupa es esperar a los 65 años y que el monto de la pensión sea muy bajo, para esa gracia me paso a la CCSS y pago un plan complementario con la cuota que estoy pagando en el Poder Judicial que actualmente es un 23 % de mi salario.

Si me tuviera que quedar de manera obligada en el régimen del Poder Judicial, cuál podría ser el porcentaje de pensión que me correspondería recibir? es muy bajo?´

De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que plantea ese órgano colegiado, sin que se prejuzgue o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete.

Es así como frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas. 

[bookmark: _Hlk65686523]Ahora bien, en atención a la consulta, puede observarse que como antecedente al análisis que nos ocupa de manera atinada y apegada a nuestro ordenamiento jurídico el máster Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contestó a la servidora nombre 001 de la siguiente manera:

“´1.	“La Ley Orgánica del Poder Judicial, en la reforma presentada por la Ley N°. 9544 en su artículo 224 bis establece la posibilidad de acogerse a una jubilación anticipada conforme a los siguientes preceptos:
 
 2.	El cumplir al menos 20 años de laborar para el Poder Judicial es uno de los requisitos para obtener el beneficio de la jubilación, el cual debe cumplirse con el fin de obtener la opción de una jubilación anticipada.

3.	Se parte del hecho de que su persona no cumplió con los requisitos del transitorio VI de la Ley 9544, en razón de lo cual se debe acoger a las nuevas condiciones impuestas en dicha reforma.
 
De tal forma, la Ley establece que las mujeres cotizantes al FJPPJ podrán jubilarse a la edad de 60 años cumplidos para una jubilación anticipada (art. 224 bis) o a los 65 años para una jubilación ordinaria (art. 224). Dado lo anteriormente detallado, aunque en su caso cuenta con más de 31 años de servicio de trabajo para el Estado, no posee los 20 años de trabajo para el Poder Judicial en razón de lo cual no cumple con los requisitos de Ley establecidos para obtener el beneficio de jubilación anticipada. De tal manera, al realizar un análisis superficial de su situación, la opción que le permitiría obtener el beneficio de jubilación es contar con 65 años de edad y ajustarse al inciso b) del artículo 224 bis de la Ley…
 
1.	El transitorio establecido en la Ley, dictaba un periodo de 18 meses desde su promulgación, para que quienes cumpliesen requisitos se acogieran a las condiciones establecidas en la anterior Ley, esto se puede apreciar en el siguiente detalle:

 2.	No resulta posible cotizar para el régimen del IVM, mientras se mantenga laborando para el Poder Judicial. La Ley Orgánica del Poder Judicial establece la obligatoriedad de todos los funcionarios del Poder Judicial a cotizar al régimen del FJPPJ.

3.	Con respecto a su porcentaje de pensión, la Ley establece las reglas de cálculo en el artículo 224 bis inciso b) según se detalla:

 4.	De tal forma, el porcentaje mínimo establecido en dicho inciso se obtiene de dividir 20 años de servicio en el Poder Judicial / 35 años de Servicio Total = 57.14%. Este porcentaje varía de acuerdo a la cantidad de años de servicio que se posean efectivamente laborados para el Poder Judicial.

5.	Es importante recordar que el porcentaje máximo posible a percibir es del 83% del salario de referencia, el cual se calcula como el promedio de salarios percibidos durante los últimos 240 meses.

6.	Por último, es importante aclarar que de igual en el régimen del IVM actualmente el porcentaje percibido de pensión ronda entre el 40% y el 60% del salario de referencia (240 meses) y su pensión promedio se en un nivel del 52.5%, según puede corroborarse en el siguiente enlace: https://www.ccss.sa.cr/noticia?cada-cotizacion-vale-para-el-calculo-de-una-pension.” (Las negrillas no son del original)

Para un mayor abundamiento,  tal y como se le informara a la gestionante la Ley Orgánica del Poder Judicial estipula claramente los siguientes supuestos para tener acceso a los beneficios de la jubilación: 

“Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)

Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor:

1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.

2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.

Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salarlo base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)

Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de Igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años.

Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las Instituciones públicas estatales. En ningún caso, podrá computarse el tiempo servido en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.

Si la prestación del servicio, por parte del funcionarlo, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario.
Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.

Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.

En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcanzara el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)

Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:

a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según se estableció en el artículo 224.

b) El resultado obtenido en el punto a) se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio.

Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225.

(…)

 Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos:

1) Un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, porcentaje que se retendrá en el pago periódico correspondiente.

2) Un aporte patronal del Poder Judicial de un catorce coma treinta y seis por ciento (14,36%) sobre los sueldos y los salarios de sus servidores.

3) Un aporte del Estado que será un porcentaje sobre los sueldos y los salarios igual al establecido para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).

4) Los rendimientos y demás beneficios que produzca o pueda llegar a generar, obtener el Fondo.

En ningún caso, la suma de la contribución obligatoria y la contribución especial, solidaria y redistributiva y, en general, la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.

Los recursos que se obtengan con la contribución obligatoria establecida en la presente ley ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018), (las negrillas no son del original).

Como puede observarse, la consulta planteada por la Jueza del Juzgado de Trabajo de Heredia ya le fue respondida por el máster Oslean Mora Valdez, encargado de Apoyo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; la cual considera esta Dirección se encuentra apegada a Derecho en asocio con la plataforma fáctica expuesta por la señora jueza, por lo que se concluye, con fundamento en lo esbozado que las expectativas de jubilación para la gestionante se ven limitadas por la normativa aludida, toda vez que para el momento en que esta cumpla 60 o 65 años de edad carecerá del requisito de prestar veinte años de servicio en el Poder Judicial, requisito indispensable para optar por una pensión anticipada u ordinaria; siendo también improcedente la posibilidad que trabajando para el Poder Judicial, no cotizare para el Régimen de Jubilaciones y Pensiones de la Institución y lo haga para el Régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social, según lo acotado. 
 
Conforme a lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.


	Advertencias:
· El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.
·  El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 192-2021 de 22 de febrero de 2021, suscrito por la Licda Lucrecia Ruiz Rojas,  en su condición de Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 
· Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.
· No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.
· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.



-0-
Por unanimidad, se acordó: Tener por rendido el criterio jurídico N° DJ-C-208-2021 del 20 de abril de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la máster Argili Gómez Sui, Subdirectora Jurídica interina. 2) Remitir el criterio de cita a conocimiento de la señora nombre 001, servidora judicial. 3) La Dirección de la JUNAFO tomará nota del criterio jurídico para futuras consultas relacionadas. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233008]ARTÍCULO XIV
Documento N° 601-2021
En sesión N° 19-2020 celebrada el 08 de junio del 2020, artículo XVIII, en razón de la exposición de la integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas, sobre el pago de dietas, se solicitó a la Dirección Jurídica un informe sobre la legalidad de que los integrantes de la Junta Administradora y otros miembros que participan en los Comités y Comisiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, perciban dietas, dado que son servidores activos y personas jubiladas del Régimen del Poder Judicial.”
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Director Jurídico y Coordinadora del Área de Análisis Jurídico, mediante criterio N° DJ-C-214-2021 del 22 de abril de 2021, informaron:
“En atención al oficio N° 161-2021 del diez de febrero de dos mil veintiuno, mediante el cual se comunicó el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 06-2021 celebrada el ocho de febrero del año en curso, artículo VII, le remito el informe solicitado.

I. Antecedentes de la gestión:

1. [bookmark: _Hlk9928881]Mediante acuerdo tomado por la Junta Administrada del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 19-2020 celebrada el 08 de junio del 2020, artículo XVIII, se dispuso “Solicitar a la Dirección Jurídica un informe sobre la legalidad de que los integrantes de la Junta Administradora y otros miembros que participan en los Comités y Comisiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, perciban dietas, dado que son servidores activos y personas jubiladas del Régimen del Poder Judicial.”

2. En atención a dicha consulta, esta unidad asesora bajo el criterio No. DJ-C-491-2020, rindió el criterio solicitado sobre el tema del pago de dietas a los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y determinó lo siguiente: 

“(…) es importante indicar que si bien la Junta tiene la potestad con fundamento en sus atribuciones, de crear las comisiones o comités que estimen pertinentes para la mejor administración del fondo; al analizar la normativa que reformó el régimen de pensiones del Poder Judicial (Ley 9544), no encuentra esta Dirección algún aspecto en que el legislador regulara el pago de las dietas por la participación en dichas de comisiones o comités.

Ante este panorama se recomienda que dicha Junta valore aquellos cuerpos normativos emitidos por los entes reguladores como CONASSIF o la SUPEN, que en todo caso tiene la obligación de atender (artículos 239 inciso g y 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), en especial el Reglamento Sobre Gobierno Corporativo, publicado en el Alcance No. 290D del Diario Oficial La Gaceta No. 235, del 7 de diciembre del 2016, que se refiere concretamente a esos órganos colegiados que podrían orbitar a la Junta.   Esto por cuanto, si bien es clara la posibilidad que tiene la Junta de crear las comisiones o comités que estime pertinente para la sana administración del Fondo, debe valorarse la vía para autorizar el pago de las dietas de quienes participarían en esos Comités y Comisiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto como se indicó, la Ley 9544 no lo contempla.

Al respecto se estima importante señalar para su consideración que, una norma reglamentaria puede desarrollar lo dispuesto en la ley que le sirve de sustento, pero no puede disponer en su sentido o texto algo inexistente en aquélla. Aceptar lo contrario, sería violentar la jerarquía de las fuentes normativas del ordenamiento vigente, que no sólo se extrae de artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública, sino que es posible sintetizarlo a partir del artículo 121 constitucional en relación con el numeral 140 inciso 3) de la misma carta fundamental. 

Los reglamentos autónomos o acuerdos, como actos interna corporis que pueda emitir la Junta, no pueden llegar al extremo de regular lo que no fue determinado por el legislador a través de la Ley 9544. Más aún cuando se trata de una afectación presupuestaria, donde el pago de las dietas representaría un impacto sobre las finanzas del fondo y consecuentemente sobre la política económica del mismo, aspectos presupuestarios y financieros que en todo caso se encuentran supeditados a una serie de principios y disposiciones de orden constitucional y legal, que rigen la materia.  Es claro que, en virtud del principio de legalidad administrativa, desde su acepción positiva, la Administración Pública sólo puede hacer aquello para lo que esté previamente autorizada mediante una norma de rango, potencia y resistencia legal, y por ende sólo podrá regular por vía reglamentaria o de acuerdos, lo que se le permita por una disposición legal. Precisamente por ello, la norma infra legal no podría, en modo alguno, modificar, ampliar o limitar los alcances de la norma legal, so pena de que, en virtud del principio de jerarquía normativa, la disposición reglamentaria o del acuerdo resulte ilegal. 

De igual manera, existen determinadas materias que sólo son susceptibles de regulación por parte del legislador -materia de "reserva de ley"- , dado que se trata de ámbitos sensibles que requieren de una norma legal, en sentido formal y material, para determinar sus límites y alcances, de conformidad con el principio democrático (a saber, derechos fundamentales, materia sancionatoria, materia tributaria, presupuestaria, entre otras) y en consecuencia, no puede la Junta regularlas de manera autónoma mediante el ejercicio de la potestad que le atribuye la Ley 9544. (…)

[bookmark: _Hlk65569861]Conforme lo expuesto, se tiene que la normativa que reformó el régimen de pensiones del Poder Judicial (Ley 9544), no regula el tema del pago de las dietas, y se requiere de una norma legal que autorice su fijación y cálculo.”. 

3. Con relación a lo anterior, la Procuraduría General de la República, en dictamen No. C-021-2021 del veintinueve de enero de dos mil veintiuno, da respuesta al acuerdo tomado por la Junta Administradora en la sesión N° 21-20 del veintidós de junio de dos mil veinte, donde dispuso “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. Dando respuesta al requerimiento de la siguiente manera: 

“(…) 1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, “dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 

 2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.”. 

4. Posteriormente, en oficio No. 161-2021 del diez de febrero de dos mil veintiuno, se comunica acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión No. 06-2021 celebrada el ocho de febrero del año en curso, artículo VII, donde se determinó solicitar a la Dirección Jurídica ampliación del criterio DJ-C-491-2020, a la luz de lo señalado por la Procuraduría General de la República en el dictamen N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021.
[bookmark: _Hlk9928881][bookmark: _Hlk532472081][bookmark: _Hlk9928881][bookmark: _Hlk532472081]
II. Análisis:

De previo a la exposición del criterio, se estima oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que plantea ese órgano colegiado, sin que se prejuzgue  o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete a ese órgano consultante.

Es así como, frente a la presente solicitud de criterio, hay que recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un  límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.

Ahora bien, en atención a la solicitud de ampliación del criterio DJ-C-491-2020, sobre el reconocimiento de dietas a integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, nos permitimos responder en los siguientes términos: 

Respetuosamente se reitera que la Procuraduría General de la República en su dictamen No. C-021-2021 del veintinueve de enero de dos mil veintiuno, sobre la naturaleza jurídica de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es clara al indicar que es un órgano con independencia máxima del Poder Judicial, dotado de personalidad jurídica instrumental y que en virtud del artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial le es otorgado poderes que inciden en la gestión de los recursos humanos sin desligar a su personal del Poder Judicial, con el cual mantiene una relación de empleo público. Aunado a ello, con relación a la potestad de la Junta Administradora en el manejo del recurso humano a su cargo y su relación con el régimen jurídico aplicable al resto de funcionarios del Poder Judicial, expone lo siguiente: 

“(…) En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”. Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero). Obsérvese, en primer lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo. No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial. Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación de empleo que los vincula con el Poder Judicial (…)”. (El texto suplido no corresponde al original). 

El dictamen supra citado concluye que la potestad de la Junta Administradora es cubierta por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, debido a que la desconcentración y personalidad jurídica instrumental no desvinculan la relación orgánica y de empleo público del ente al cual está adscrito, por lo que su personal se encuentra cubierto por el régimen jurídico aplicable a los servidores judiciales. 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, el Diccionario Usual del Poder Judicial define dieta como aquel “pago o retribución que se entrega a la persona que ejecuta comisiones o encargos, por un tiempo determinado que emplee en realizarlos. Al representante se le pagan las dietas por días”. De la misma manera, es conceptualizado como aquel “estipendio con que se retribuye a miembros integrantes de órganos colegiados por su asistencia a sesiones”.[footnoteRef:8] [8:  Diccionario Usual del Poder Judicial. Recuperado de https://diccionariousual.poder-judicial.go.cr/index.php/diccionario?query=dieta&search_type=contains] 


De hecho, para que el pago de dieta sea válido, es exigida su creación expresamente por el ordenamiento jurídico, la cual debe establecer reglas para su retribución y es por lo tanto que la Procuraduría General de la República en su opinión jurídica No. OJ-195-2003 emitida el dieciséis de octubre de dos mil tres, ha señalado que el derecho a percibir dietas aplica salvo disposición legal en contrario y su remuneración no debe consistir un premio político, pero tampoco puede ser desvalorizada y que con ello no motive a las personas más calificadas a aceptar los cargos. 

Por otro lado, el numeral 27 inciso 2) de la Ley de Salarios de la Administración Pública y el artículo 1 del Reglamento del Título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas definen dieta como aquella “remuneración que utilizan los órganos colegiados para compensar económicamente la asistencia de sus miembros a las distintas sesiones”.   Asimismo, el artículo 1 inciso 18) del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento ilícito en la Función Pública señala que la dieta es la “remuneración no salarial que reciben por su participación en las sesiones respectivas, los integrantes de un órgano colegiado o junta directiva pertenecientes a un ente, órgano o empresa de la Administración Pública”. (Énfasis suplido).

Aunado a ello, la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley No. 8422, en el artículo 17 regula lo atinente a la simultaneidad de cargos públicos y la imposibilidad de percibir dietas como respuesta de la constitución de miembros de juntas directivas u órganos colegiados salvo superposición horaria. Dicho artículo expone: 

“Artículo 17.- Desempeño simultáneo de cargos públicos. Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. (…). 

     Para que los funcionarios públicos realicen trabajos extraordinarios que no puedan calificarse como horas extras se requerirá la autorización del jerarca respectivo. La falta de autorización impedirá el pago o la remuneración.

(Así reformado el párrafo anterior por el artículo 44° de la ley N° 8823 del 5 de mayo de 2010)

     Igualmente, ningún funcionario público, durante el disfrute de un permiso sin goce de salario, podrá desempeñarse como asesor ni como consultor de órganos, instituciones o entidades, nacionales o extranjeras, que se vinculan directamente, por relación jerárquica, por desconcentración o por convenio aprobado al efecto, con el órgano o la entidad para el cual ejerce su cargo.
    Asimismo, quienes desempeñen un cargo dentro de la función pública, no podrán devengar dieta alguna como miembros de juntas directivas o de otros órganos colegiados pertenecientes a órganos, entes y empresas de la Administración Pública, salvo si no existe superposición horaria entre la jornada laboral y las sesiones de tales órganos.

(Así reformado el párrafo anterior por el inciso a) del artículo 1° de la ley N° 8445 del 10 de mayo del 2005)

(…) 

(La Sala Constitucional mediante resolución N° 13431-08 del 02 de setiembre del 2008, interpretó de este artículo el término "simultáneamente", en el sentido de que este implica una superposición horaria o una jornada superior al tiempo completo de trabajo, en el desempeño de dos cargos públicos)”. (La negrita no corresponde al original). 

Nótese que el numeral es claro al establecer la prohibición de los funcionarios públicos a devengar dietas como resultado de la conformación de juntas directivas y órganos colegiados pertenecientes a entes en el cual laboran; no obstante, su pago está condicionado a la inexistencia de superposición horaria entre las sesiones del órgano y su jornada laboral. 

Con base en lo anterior, el Decreto Ejecutivo No. 32333, denominado “Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”, en su artículo 36, sobre el pago de dietas expone: 

“Artículo 36.-Pago de dietas. Quienes desempeñen un cargo dentro de la función pública debidamente remunerado salarialmente o mediante dietas, no podrán devengar adicionalmente dieta alguna como miembros de juntas directivas o de otros órganos colegiados pertenecientes a órganos, entes y empresas de la Administración Pública. La imposibilidad establecida en el párrafo cuarto del artículo 17 de la Ley, no impide el desempeño ad honorem del cargo respectivo”.

En consecuencia, el pago de las dietas corresponde exclusivamente como retribución a la participación de las sesiones de órganos colegiados y en el caso de funcionarios públicos, aplicará siempre que: 

1. Este expresamente regulado por el ordenamiento jurídico, en efecto de su naturaleza presupuestaria y en respeto al principio de legalidad administrativa.

2. Su asistencia a sesiones o juntas se realice fuera del horario o jornada laboral en la cual mantiene una relación de empleo público. 

Con respecto al reconocimiento de dietas de las personas integrantes de la Junta Administradora, la Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Ley No. 9544, en sus numerales 239 y 240 regula lo siguiente: 

“Artículo 239- (…) Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.

(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)”. 

“Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.

(…) 

Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta pero sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. (…)”. (El texto suplido no corresponde al original). 

En virtud de lo expuesto y en respuesta a la contradicción entre las normas citadas, se estima oportuno valorar la figura de antinomia jurídica, la cual consiste en una situación regulada por dos o más normas jurídicas de manera opuesta, cuyos métodos de aplicación para resolver la disputa corresponden a la jerarquía, antigüedad y especialidad de la norma. 

En razón a lo dicho, la Procuraduría General de la República, en su dictamen No. C-327-2015 del treinta de noviembre de dos mil quince, se refiere a las antinomias jurídicas de la siguiente manera: 

“Con total independencia de que el sistema jurídico sea coherente o que se utilice como si lo fuera, es unánimemente admitido que el Derecho no puede estar compuesto de normas jurídicas incompatibles, de manera que si son detectadas en los procesos de aplicación jurídica dos normas que atribuyen al mismo supuesto de hecho dos soluciones normativas incompatibles e insalvables, una de las dos debe ser eliminada para restaurar la coherencia del sistema.

Existe entonces antinomia normativa cuando un mismo supuesto de hecho es regulado por dos normas jurídicas de forma contradictoria. Los efectos de ambas disposiciones se excluyen entre sí, resultando imposible jurídicamente la aplicación de ambas, con permanencia de los efectos de cada una de ellas. Por consiguiente, una debe eliminar la aplicación de la otra. Es este uno de los supuestos en que una norma vigente no puede producir sus efectos, aplicándose a un determinado caso.

Se ha indicado al efecto:

“Si las consecuencias jurídicas se excluyen mutuamente, sólo una de las dos normas jurídicas puede conseguir aplicación. Pues no tendría sentido que el orden jurídico quisiera mandar al mismo tiempo A y no A. Por tanto, en tales casos se tiene que decidir cuál de las dos normas jurídicas prevalece sobre la otra..." K, LARENZ: Metodología de la Ciencia del Derecho, Ariel, Barcelona, 1980, p. 260.

Para que pueda hablarse de antinomia normativa es necesario que las dos normas pertenezcan al mismo ordenamiento y tengan el mismo ámbito de regulación, especial, material o personal. Por consiguiente, que tengan pretensión de regular un mismo supuesto de hecho.

Los criterios tradicionalmente utilizados para resolver las antinomias son bien conocidos: el jerárquico, en cuya virtud la ley superior deroga a la inferior; el cronológico, por el que la ley posterior deroga a la anterior; y el de especialidad, que ordena la derogación de la ley general en presencia de la especial. Sin embargo, hemos sido contestes en advertir que la aplicación de los criterios cronológicos y de especialidad no es automática, ya que depende de las normas en conflicto y del marco normativo correspondiente. Es por ello que en ciertas circunstancias una norma general puede resultar aplicable por sobre la norma especial inclusive.

Por ello, interesa especialmente a la presente consulta el proceso de solución de aquellas contradicciones bajo criterios hermenéuticos y de ordenación (reglas) que le permitan al operador jurídico motivar racional y adecuadamente la decisión al optar, con exclusión, por una de ellas. Recuérdese que las antinomias se producen entre normas jurídicas; es decir, entre significados atribuidos a las disposiciones normativas como consecuencia de su interpretación, y por tanto, su identificación y su solución dependen de la interpretación y su debida justificación (…).”

En virtud del choque de normas contemplado en los artículos 239 y 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y debido a que ambos numerales fueron reformados mediante la Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Ley No. 9544, es conveniente traer a colación lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento ilícito en la Función Pública, Ley No. 8422 al disponer que “Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente.”.

Con base en lo anterior y en virtud de que los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial son servidores o funcionarios que se encuentran nombrados en el Poder Judicial[footnoteRef:9] no podrán en su condición de integrantes devengar dietas como remuneración a la asistencia de las sesiones de la Junta.  [9:  Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Ley No. 9544. Artículo 240.- “La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.
Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial. (…)”. ] 


En complemento a lo anterior, esta Dirección Jurídica en criterio DJ-AJ-1863-2018, donde analizó el tema de reconocimiento de dietas, concluyó al indicar que “el cargo de integrante en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial deberá ejercerse sin recibir dietas, es decir, en forma ad honorem.”.   

En cuanto a la posibilidad de crear comités y comisiones para el buen funcionamiento de la Junta Administradora y en cuanto a la viabilidad de aprobar el pago de dietas por dicho concepto, debe valorar el FPJPJ su procedencia, tomando en cuenta que dicho rubro no está contemplado en la Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.   Aunado a ello, según lo dispuesto por los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública, los actos de la Administración Pública se deben realizar en apego al Principio de Legalidad Administrativa, en consecuencia, sus actuaciones se deben ajustar al ordenamiento jurídico. 

Así las cosas, resulta conveniente traer a colación la jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo de conformidad con el artículo 6 de la Ley General de Administración Pública, cuya norma regula: 

“Artículo 6.- 1. La jerarquía de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo se sujetará al siguiente orden:
a) La Constitución Política;
b) Los tratados internacionales y las normas de la Comunidad Centroamericana;
c) Las leyes y los demás actos con valor de ley;
d) Los decretos del Poder Ejecutivo que reglamentan las leyes, los de los otros Supremos Poderes en la materia de su competencia;
e) Los demás reglamentos del Poder Ejecutivo, los estatutos y los reglamentos
de los entes descentralizados; y
f) Las demás normas subordinadas a los reglamentos, centrales y descentralizadas.
2. Los reglamentos autónomos del Poder Ejecutivo y los de los entes descentralizados están subordinados entre sí dentro de sus respectivos campos de vigencia.
3. En lo no dispuesto expresamente, los reglamentos estarán sujetos a las reglas y principios que regulan los actos administrativos.” (El énfasis es suplido).

Con relación al principio de jerarquía normativa, la Procuraduría General de la República lo define como un límite a la potestad reglamentaria, señalando: 

“(…) Uno de los límites fundamentales de la potestad reglamentaria es precisamente el principio de jerarquía normativa. El ordenamiento jurídico administrativo es una unidad estructural dinámica en la que coexisten y se articulan una serie de distintas fuentes del Derecho. La relación entre esas diversas fuentes se ordena alrededor del principio de la jerarquía normativa, según el cual se determina un orden riguroso y prevalente de aplicación, conforme lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley General de la Administración Pública; es decir, se trata de saber cuando una fuente es superior a otra y, en caso de conflicto, desaplicar la de inferior rango. 

Lo anterior supone, una relación de subordinación, según la cual “Las normas de la fuente inferior no pueden modificar ni sustituir a las de la superior. Es el caso de la Constitución frente a la ley y al resto de las normas del orden, y es también el caso de la ley frente al reglamento (...) en caso de contradicción prevalece siempre y necesariamente la ley. Esto expresa y aplica el principio llamado de “jerarquía”. Conforme el artículo 6 de la misma Ley General de Administración Pública, los reglamentos autónomos son parte de las fuentes del ordenamiento jurídico administrativo, no obstante una de las fuentes del menor rango, y por ello deben subordinarse no solo a las fuentes superiores a la ley y a ésta misma, sino también a los reglamentos ejecutivos que hayan sido dictados por los órganos competentes” (Dictamen C-058-2007 del 26 de febrero de 2007.)”

Por lo cual, los posibles actos que emitirá la Junta Administradora con relación al pago de dietas por asistencia a juntas, comisiones o comités no podrán regular de manera autónoma aquello que el legislador no determinó, principalmente por tratarse de asuntos de índole presupuestarios y financieros cuyas disposiciones corresponde únicamente al rango legal.  

Por último, debe recordarse que corresponde al órgano consultante la competencia, exclusiva y excluyente, para valorar y decidir lo que en Derecho proceda respecto del caso concreto.

III. Conclusiones:

De conformidad con todo lo expuesto y con fundamento en los artículos 11 de la Constitución Política, 11 y 6 de la Ley General de Administración Pública, 239 y 240 de la Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 27 inciso 2 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, 1 del Reglamento del Título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, 17 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, 1 inciso 18) y 36 del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento ilícito, se concluye lo siguiente:

1.  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental cuya relación orgánica no es interrumpida con el Poder Judicial, por lo cual no se desvincula su relación de empleo público.  

2. El objeto de la dieta es compensar económicamente la asistencia a sesiones de juntas, comités o comisiones y es aplicable cuando se encuentre amparada en una norma jurídica de rango legal, por ser materia reservada a la ley. Es importante indicar que la inasistencia de los integrantes acarrea la pérdida del emolumento. 

3. Con fundamento en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (artículo 17)[footnoteRef:10], así como su respectivo Reglamento (artículo 36), se establece que quienes desempeñen cargos públicos no podrán percibir dietas como resultado de la asistencia de juntas directivas y órganos colegiados pertenecientes a entes en el cual laboran[footnoteRef:11], salvo que no exista superposición horaria entre las sesiones del órgano y su jornada laboral.  Del mismo modo, se dispone la prohibición de desempeñar, simultáneamente dentro de la Administración Pública, más de un cargo remunerado, razón por la cual, los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no podrán en su condición de integrantes devengar dietas como remuneración a la asistencia de las sesiones de la Junta.  [10:  Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, N° 8422:   “Artículo 17.- Desempeño simultáneo de cargos públicos. Ninguna persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. […]” (Énfasis suplido).
]  [11:  Imposibilidad de recibir en forma simultánea salario y dieta.   Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública:   “Artículo 36. — Pago de dietas. Quienes desempeñen un cargo dentro de la función pública debidamente remunerado salarialmente o mediante dietas, no podrán devengar adicionalmente dieta alguna como miembros de juntas directivas o de otros órganos colegiados pertenecientes a órganos, entes y empresas de la Administración Pública. La imposibilidad establecida en el párrafo cuarto del artículo 17 de la Ley, no impide el desempeño ad honorem del cargo respectivo. Tratándose de un servidor que desempeñe un cargo público debidamente remunerado mediante dietas, y llegue a ser nombrado en uno o más cargos remunerados igualmente mediante dietas, únicamente podrá devengar una de ellas según la escogencia que haga dicho servidor conforme a su propio criterio”.  (Énfasis suplido).
] 


4. La Junta Administradora en su potestad de crear comités y comisiones, deberá considerar que, en cuanto al tema del reconocimiento económico de las personas integrantes éstos, el pago por concepto de dietas no está autorizado en la Ley de Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ley N° 9544.  En este orden de ideas, el pago de dietas debe entenderse como de reserva de ley, siendo improcedente su implementación mediante norma de carácter reglamentario.  

5. En síntesis, se concluye la improcedencia de pagar dietas a los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; porque, para que este pago sea posible se requiere la existencia de una norma legal que lo autorice, siendo que, como se expone en la presente ampliación del criterio N°  DJ-C-491-2020,  la Ley N° 9544 presenta una antinomia, por un lado, el artículo 239 párrafo 5 señala que con la comisión por gastos administrativos se pagarán dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y en general los gastos administrativos y, por otra parte,  el artículo 240 párrafo 4  establece que “Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero si contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones.”  (Énfasis suplido).  Evidentemente, existe una antinomia, y la forma de resolverla es utilizando los métodos de jerarquía, antigüedad y especialidad de la norma.  Sin embargo, aquí el asunto se complica por tratarse de dos normas de la misma ley 9544, de manera que, tienen la misma jerarquía, antigüedad y especialidad,  por lo que, su solución depende de la interpretación y su debida justificación.  En ese sentido, esta unidad asesora reitera y confirma en su totalidad lo analizado en el criterio DJ-C-491-2020. 

	Advertencias:

· El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.

· El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 161-2021 de 10 de febrero de 2021 de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.  Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 

· Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

· No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.



-0-
Por unanimidad, se acordó: Tener por rendido el informe jurídico suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Director Jurídico y Coordinadora del Área de Análisis Jurídico, mediante criterio N° DJ-C-214-2021 del 22 de abril de 2021, relativo a la imposibilidad legal para el pago de dietas a las personas integrantes de la Junta y otros miembros que participen en los Comités y Comisiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Hacer este acuerdo de conocimiento de los diferentes Comités y Comisiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc71233010]ARTÍCULO XV
Documento N° 626-2021

La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1706-2021 del 28 de abril de 2021, presentaron la siguiente gestión:
[bookmark: _Hlk72432066]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora nombre 001 cédula de identidad valor 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido nombre 002 cédula de identidad valor 002, cuyo deceso acaeció el 06 de octubre de 2020.

I. Origen.
Esta Dirección en fecha 10 de marzo de 2021, recibió la gestión de la señora nombre 001, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Carlos. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  

II. Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe N° 21-310-735-TS suscrito por la Licda. Roxana Barrantes Cambronero, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora nombre 001.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La valorada cuenta con valor 003 años, con primaria completa y siempre estuvo dedicada a las labores domésticas no remuneradas por lo que siempre dependió de los ingresos de su esposo. 

Doña nombre 001 y don nombre 002 permanecieron casados por cuarenta y ocho años, periodo durante el cual procrearon tres hijos (a):  todos de apellidos 003. Tanto nombre 003 como nombre 004 tienen vidas independientes y conformaron sus propios núcleos familiares, en tanto, nombre 005 el hijo menor, no ha egresado del hogar de origen.  Se destaca en la entrevista que durante la relación marital nunca existieron separaciones.

Al momento de la valoración socioeconómica, el núcleo familiar de la valorada está compuesto por ella y su hijo nombre 005 quien es entrenador de Educación Física y actualmente aporta mensualmente la suma de ¢ valor 003, siendo este el único ingreso con que cuenta la familia.

Según lo indicado por la profesional encargada del peritaje, la valorada presenta diagnósticos de diabetes mellitus tipo 2, hipertensión esencial (primaria), infección de vías urinarias y dislipidemia (según certificación médica, con fecha 22 de marzo del 2021), además padecimiento de glaucoma y problemas vasculares.

Según se supo durante la entrevista, doña nombre 001, posterior al fallecimiento de don nombre 002 ha logrado satisfacer las necesidades básicas haciendo uso de los dineros que recibió por concepto del aguinaldo de su esposo, socorro mutuo que se le entregó por el fallecimiento del mismo, así como los ahorros que tenía don nombre 002. 


IV. Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”
“Artículo 229- 


El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

V. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora nombre 001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor nombre 002, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que doña nombre 001  dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora nombre 001  no es beneficiaria de una pensión por parte de ninguno de los regímenes antes mencionados ni tampoco por parte del Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El informe socioeconómico revela que el fallecimiento de don nombre 002, le ha causado a doña nombre 001 una gran afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por su esposo, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada, quien, a pesar de contar con la ayuda económica de su hijo, la misma no es suficiente para hacerle frente a las necesidades del grupo familiar. 

· La edad avanzada de nombre 001 aunado a los problemas de salud que presenta, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales pueda lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura.

VI. Datos de interés.
· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor nombre 002 era de ¢ valor003 mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña nombre 001  de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación don Carlos Jesús, para este caso equivale a ¢ valor 004 mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 10 de marzo de 2021, un total de 157 días naturales posteriores al fallecimiento de nombre 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora nombre 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
 DATOS 004

- 0 -

Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por nombre 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido nombre 002, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número valor 002 del 28 de abril de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora nombre 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido nombre 002, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 10 de marzo de 2021, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión.” 
[bookmark: _Hlk71641891]Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233012]ARTÍCULO XVI
Documento N° 625-2021

La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1677-2021 del 27 de abril de 2021, informan lo siguiente:
 
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora nombre 001, cédula de identidad valor 001 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido nombre 001, cédula de identidad valor 002, cuyo deceso acaeció el 25 de enero de 2021.

VII. Origen.
Esta Dirección en fecha 11 de febrero de 2021, recibió la gestión de la señora nombre 002, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don nombre 002. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  


VIII. Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe N° valor 003 suscrito por la Licda. Lizeth Cruz Torres, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Orozco Castillo. 

IX. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La valorada cuenta con 75 años, con secundaria completa pero siempre estuvo dedicada a las labores domésticas no remuneradas por lo que siempre dependió de los ingresos de su esposo. 

Doña nombre 001y don nombre 002 permanecieron casados por cuarenta y seis años, periodo durante el cual procrearon un hijo, el cual al momento del peritaje contaba con 42 años, casado dos veces, con núcleo familiar independiente, pero según declaración jurada, le ayuda a su madre con un monto mensual de ¢ valor 003.

Al momento de la valoración socioeconómica, doña nombre001 conformaba un núcleo familiar unipersonal, sin tener ingresos que le permitan la satisfacción de sus necesidades ya que siempre fue su esposo quien fungió como único proveedor del núcleo familiar.

Según se supo durante la entrevista, la señora nombre 001ha subsistido estos meses con el dinero del ahorro que tenía don nombre 002, lo que preocupa a la valorada ya que estos son limitados y en cualquier momento podrían acabarse.


X. Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 


El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

XI. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora nombre001, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Roberto Araya Marin, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que doña Olga dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora nombre 001 no es beneficiaria de una pensión por parte de ninguno de los regímenes antes mencionados ni tampoco por parte del Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El informe socioeconómico revela que el fallecimiento de don nombre 002 le ha causado a doña nombre 001 una gran afectación en el área económica, ya que todos los gastos del hogar eran cubiertos por su esposo, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por doña nombre 001, quien, a pesar de contar con la ayuda económica de su hijo, la misma no es suficiente para hacerle frente a las necesidades de su madre. 

· La edad avanzada de doña nombre 001, torna prácticamente imposible su inserción al mercado laboral o el desarrollo de una actividad económica de rentas estables, por medio de las cuales lograr la satisfacción de sus necesidades básicas de forma segura.

XII. Datos de interés.
· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor nombre 001 era de ¢ valor 003  mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña nombre 001 de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación don nombre 002, para este caso equivale a ¢ valor 005 mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 11 de febrero de 2021, un total de 17 días naturales posteriores al fallecimiento de don nombre 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora nombre 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”

DATOS 003
-0-
Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por nombre 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido nombre 002, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número valor 004 del 27 de abril de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora  nombre 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Roberto Araya Marín, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 26 de enero de 2021, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233016]ARTÍCULO XVII
Documento N° 612-2021

En sesión del Consejo Superior Nº 31-2021 celebrada el 20 de abril de 2021, artículo XVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En la sesión N° 10-17 celebrada el 9 de febrero del 2017, artículo IX, se adjudicó la Contratación directa por excepción 2016LA-000062-PROV a la casa comercial Valmer Costa Rica S.A, cédula jurídica 3-101-519437.
- 0 –

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1215-DE-2021 de 13 de abril de 2021, remitió el oficio N° 894-DP/LIC-2021 de fecha 12 de abril en curso, que suscribe la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa del Departamento de Proveeduría, en el que se solicita la ampliación con base en la aplicación del artículo 208 del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa a la Licitación Abreviada N° 2016LA-000062-PROV denominada “Arrendamiento en la nube del sistema de riesgos para el Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial” a la empresa Valmer de Costa Rica S.A.

- 0 –

Seguidamente, se transcribe el oficio de cita.

“En la Sesión N° 10-17 (Artículo IX), celebrada por el Consejo Superior del Poder Judicial el 09 de febrero del 2017, en lo conducente, se adjudicó la Licitación Abreviada N° 2016LA-000062-PROV “Arrendamiento en la nube del sistema de riesgos para el Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial” a la empresa Valmer de Costa Rica S.A., cédula jurídica: 3-101-519437, según el siguiente detalle: 

“En su oferta opcional, el arrendamiento mensual del software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que incluye servicios de acceso a la metodología del vector de precios y curvas de rendimientos basados en la información que actualmente mantiene la Bolsa Nacional de Valores, un costo mensual de $1.390.00, total anual $16.680.00.

Adicionalmente se debe cancelar por una única vez el costo de Implementación para el arrendamiento del software informático de riesgos financieros para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por un monto de $2.000.00.

Monto total a pagar por concepto de implementación más arrendamiento mensual = $18.680.00.”

A través del contrato N° 026117 se formalizó la contratación y mediante el oficio N° 3013-DP/01-2017 se dio inicio según lo establecido en el objeto contractual.

Posteriormente, mediante oficio N° 124-FC-2021, de fecha 03 de marzo del 2021 y suscrito por el MBA. José Andrés Lizano Vargas, jefe del Proceso de Riesgos y el MBA. Miguel Ovares Chavaría, jefe del Departamento de Financiero Contable, se solicita extender el plazo de contratación en seis meses adicionales, con el objetivo de continuar con la buena ejecución de los procesos que conllevan análisis y criterios de riesgos, y que en caso de no contar con el servicio, podrían colocar a la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en incumplimientos normativos de la Superintendencia de Pensiones, al mismo tiempo que permitiría dar espacio a que se tramite la nueva contratación para el Servicio de Arrendamiento de Software Informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgos financieros de los portafolios de títulos valores para el FJPPJ.

Así las cosas, se procede a analizar la aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el cual posibilita a la Administración para modificar unilateralmente sus contratos tan pronto sean perfeccionados, aún antes de su ejecución y durante este si se cumplen las siguientes condiciones:

“a) Que la modificación, aumento o disminución del objeto, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto.
b) Que en caso de aumento se trate de bienes o servicios similares.

c) Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda.

d) Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto.

e) Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público.

f) Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado.

En contratos de prestación continua se podrá modificar tanto el objeto como el plazo. En este último supuesto el 50% aplicará sobre el plazo originalmente contratado, sin contemplar las prórrogas.

Cuando el objeto esté compuesto por líneas independientes, el 50% se calculará sobre cada una de ellas y no sobre el monto general del contrato.

El incremento o disminución en la remuneración se calculará en forma proporcional a las condiciones establecidas en el contrato original. En caso de disminución, el contratista tendrá derecho a que se le reconozcan los gastos en que haya incurrido para atender la ejecución total del contrato.

En caso de contratos de obra, podrán ser objeto de incremento solo aspectos que no sean susceptibles de una contratación independiente sin alterar, perjudicar o entorpecer la uniformidad, la           secuencia, la coordinación y otros intereses igualmente importantes.

Modificaciones que no se ajusten a las condiciones previstas en este artículo, sólo serán posibles con la autorización de la Contraloría General de la República, la cual resolverá dentro del décimo día hábil posterior a la gestión, basada, entre otras cosas, en la naturaleza de la modificación, estado de ejecución y el interés público. La Contraloría General definirá reglamentariamente el procedimiento aplicable para lo previsto en este artículo.

La Administración deberá revisar el monto de las garantías rendidas a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.”

Conociendo además que mediante nota con fecha 19 de marzo del 2021, el contratista manifiesta su anuencia en mantener las condiciones adjudicadas dentro del procedimiento de referencia, se procede a realizar el siguiente análisis individualizado de cada supuesto, a fin de determinar si las razones indicadas por el Proceso de Riesgos del Departamento Financiero Contable para la contratación 2016LA-000062-PROV, cumplen con las condiciones para su modificación:

Respecto a los puntos a) Que la modificación, aumento o disminución del objeto, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto. b) Que en caso de aumento se trate de bienes o servicios similares. c) Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda.

La ampliación del plazo de este contrato no cambia la naturaleza del servicio prestado, se mantiene el servicio Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial; la extensión de plazo no impide cumplir con la función pactada y realizada eficazmente a la fecha.

Con la ampliación del plazo del contrato, se busca mantener el servicio de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, el cual coadyuva en el análisis y acompañamiento que requiere el FJPPJ en esta materia. Todo lo anterior, beneficia al cumplimiento de los objetivos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Asimismo, la ampliación solicitada respeta el 50% delimitado por la normativa. En la contratación original se adquirió el servicio de arrendamiento por el plazo original de 12 meses (con un valor mensual de $1,390.00, para un total de $16,680.00 anuales), mientras que en el presente trámite se están solicitando 6 meses adicionales, a partir del 08 de junio de 2021 -fecha en la que vence el actual contrato- con un valor mensual de $1,390.00, para un total de $8,340.00)

Vale la pena mencionar que el monto adjudicado y que sirve para verificar que no se sobrepase el 50% de la contratación original no incorpora el Impuesto de Valor Agregado (El Impuesto de Valor Agregado es una situación sobreviniente que obedece a un cumplimiento legal, ya que el oferente desea brindar el servicio en las condiciones originalmente adjudicadas), motivo por el cual la verificación para constatar que no se sobrepase ese rubro se realiza en los mismos términos. Al monto originalmente pactado, se le debe sumar el porcentaje correspondiente al 13% del Impuesto al Valor Agregado, lo que resulta que por el 50% que se tramita se deban cancelar un total de $9,424.20.

Respecto al punto d) Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto.

Cabe indicar, que la causa imprevisible que motiva la ampliación del plazo del contrato por 6 meses radica en que: 

i. El 22 de mayo de 2018, entró en vigor la Reforma a la Ley N°. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la Ley N°. 9544 del 24 de abril de 2018, normativa que modifico específicamente el capítulo del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trajo consigo la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

ii. En Sesión N° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, la Corte Plena del Poder Judicial, promulgó el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 

iii. Por acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión N°. 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LXXVIII, se aprobó la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el cual fue suscrito en 27 de enero de 2020.

iv. Por acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N°. 07-2020 celebrada el 28 de enero de 2020, artículo III, se dispuso la ejecución de las acciones necesarias a efecto de garantizar la continuidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Esto mediante el Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

v. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, mediante Oficio N°. 393-2020, del 26 de junio de 2020, solicita respetuosamente a la Procuraduría General de la República, atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta Administradora, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros. 

vi. El 29 de enero de 2021, mediante oficio N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la República, se recibe su criterio, que indica lo siguiente:

“[…] 1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.” 

Debido a lo anterior, la Dirección Nacional de Presupuesto del Ministerio de Hacienda, debe definir cómo se puede realizar la contratación de las plazas o insumos que requiere el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sin que medie un cargo al presupuesto institucional, ya que sería la Junta Administradora, mediante la recaudación del 5/100, que trasladaría estos recursos al Poder Judicial, dichos recursos no forman parte del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria, a la Institución, por lo que mientras se aclara situación anterior, se necesita ampliar la contratación por el plazo indicado. 

Además, actualmente se está en proceso de presentar la documentación para iniciar la nueva contratación externa del Servicio de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el FJPPJ, ya que no estaría lista para iniciar al momento que venza el Contrato. Por lo que es de suma importancia la ampliación del plazo del servicio, ya que tiene la responsabilidad de las siguientes funciones o actividades:

➢ El software calcula los siguientes indicadores de riesgo, para títulos valores emitidos en el mercado financiero nacional e internacional: 

a) Composición del portafolio de valores. i. Muestra la composición de cada portafolio de valores por: instrumento, emisor, sector, mercado, tipo de inversión, plazo y moneda. 

b) Riesgo de precio. 

i. Calcula el Valor en Riesgo (VaR), utilizando las metodologías de: VaR histórico, paramétrico y Montecarlo. 

ii. Calcula el Valor en Riesgo bajo la metodología oficial de la Superintendencia de Pensiones. 

iii. Calcula el Valor en Riesgo Marginal, Valor en Riesgos Incremental y Valor en Riesgo por cada portafolio de valores. 

iv. Calcula las matrices de correlación y matriz de varianza-covarianza. 

c) Riesgo de tasas de interés. 

i. Calcula la duración de Macaulay, duración Modificada y Convexidad de los instrumentos contenidos en el portafolio; así como el indicador del portafolio total y por moneda de inversión. 

d) Riesgo de crédito para títulos valores. 

i. Calcula la pérdida esperada y pérdida no esperada. 

ii. Calcula el riesgo de crédito considerando las matrices de transición de las calificaciones de riesgo de las emisiones del mercado nacional como extranjero. 

iii. Calcula el Índice de concentración, con base en la metodología de Herfindahl – Hirschman, tanto por emisor como por emisión. 

e) Riesgo de liquidez. 

1. Permite calcular indicadores de liquidez o bursatilidad de las emisiones. 

ii. Permite calcular el riesgo de liquidez del portafolio de valores, considerando mecanismos o metodologías para la medición del riesgo de liquidez, tales como SaR (Spreads at risk) o similares. 

f) Rentabilidad y Desempeño.

i. Indicadores de rentabilidad por fondo, moneda, sector y por activo: rentabilidad nominal, rentabilidad real, colonizada y ajustada por riesgo. 

ii. Índices de optimización de carteras como: Sharpe, Treynor, Jensen, entre otros. 

iii. Índices de gestión como: tracking error, information ratio, Sortino, downside risk. 

Respecto al punto e) Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público.

El prorrogar el actual contrato, que se refiere a un servicio vital que no puede ser suspendido, permitiría la buena ejecución de los procesos que con llevan análisis y criterios de riesgos, y el no contar con este servicio podría causar un perjuicio que podría provocar incumplimientos normativos de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

Adicionalmente urge realizar los cambios estimados originalmente, para lo cual un proceso nuevo demandaría mucho más tiempo que un proceso del 50% como el que se está proponiendo, debido a la urgencia de la institución por modernizar los sistemas obsoletos y eliminar el riesgo que esto representa.

Respecto al punto f) Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado.

No se estaría superando el límite de Licitación Abreviada, ya que la misma tiene un límite de ₡585,000,000.00 y con la ampliación del 50% de la presente contratación se estaría llegando a un monto aproximado de ₡47,426,577.00 (considerando la implementación en el primer año= $2,000.00, más cuatro años de servicio de arrendamiento $16,680.00 x 4= $66,720.00, más el 50% pretendido= $8,340.00, para un total de $77,060.00 multiplicado por el tipo de cambio del 12-04-2021: 1$=₡615.45)

El control de calidad por el servicio Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el FJPPJ, seguirá a cargo del Poder Judicial, por lo que la supervisión será efectuada por personal del Departamento Financiero Contable, la cual dará aprobación o reprobación de los pagos respectivos. 

Asimismo, se realizó una revisión de antecedentes sobre el funcionamiento de este servicio y la utilidad que se le está dando, con lo cual se pudo constatar que el servicio está siendo aprovechado y que es una herramienta que coadyuva en la calidad del servicio que se brinda al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por último, la Licda. Ingrid Moya Aguilar, en su condición de Tesorera de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial informa que producto de la aplicación del rebajo denominado “Comisión por gastos administrativos de cinco por mil”, según lo establecido en el Artículo N° 239 de la Ley N° 9544 “Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993 y sus reformas”, con destino a financiar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial cuenta con los recursos económicos para hacer frente a la ampliación, hasta por un monto de ₡5,803,516.60, según el siguiente detalle:

	N° Certificación de Contenido
	Monto

	002-2021
	₡5,803,516.60



Tomando en cuenta que el nuevo contrato se realiza sobre las bases del precedente, que se mantienen los precios y condiciones actuales, que existen condiciones imprevisibles que ameritan una extensión del arrendamiento, que no se sobrepasa el tope económico de la Licitación Abreviada y que se cuenta con contenido económico para atender el negocio, se concluye que se cuentan con todos los supuestos para aplicar la figura del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.

Recomendación:     

Con base en lo anterior, se solicita muy respetuosamente considerar la aplicación del artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa sobre el contrato N° 026117, generado de la contratación 2016LA-000062-PROV PROV “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, suscrito con Valmer Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-519437, a fin de adquirir seis meses adicionales de servicio de arrendamiento a partir del 08 de junio de 2021 -fecha en la que vence el actual contrato-, según el siguiente detalle: 

Costo mensual de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: $1,390.00 + IVA $180.70

Costo mensual de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con IVA incluido: $1,570.70

Costo semestral de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con IVA incluido: $9,424.20

Total por Adjudicar: $9,424.20 IVA incluido, equivalente a ₡5,800,123.89, según tipo de cambio de 1$=₡615.45, del 12-04-2021.”

Las demás condiciones se mantienen invariables”. 
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De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por la máster Yurli Arguello Araya, Jefa del Proceso de Adquisiciones del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 894-DP/LIC-2021 del 12 de abril del 2021, así remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1215-DE-2021 de 13 de abril de 2021, se dispuso: Acoger la recomendación supra, en consecuencia: 1.) Adquirir por el plazo de seis meses adicionales la contratación N° 2016LA-000062-PROV PROV “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, suscrito con Valmer Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-51943. Lo anterior, según lo establece el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa sobre el contrato N° 026117, los cuales rigen a partir del 08 de junio de 2021 (fecha en la que vence el actual contrato), con el siguiente detalle: 

Costo mensual de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: $1,390.00 (mil trescientos noventa dólares y cero centavos) + IVA $180.70 (ciento ochenta dólares con setenta centavos).

Costo mensual de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con IVA incluido: $1,570.70 (mil quinientos setenta dólares con setenta centavos).

Costo semestral de Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con IVA incluido: $9,424.20 (nueve mil cuatrocientos veinticuatro dólares con veinte centavos).

Total por Adjudicar: $9,424.20 IVA incluido, equivalente a ₡5,800,123.89 (cinco millones ochocientos mil ciento veintitrés colones y ochenta y nueve céntimos), según tipo de cambio de 1$=₡615.45, del 12-04-2021.”

Lo anterior, en el entendido de que esto se realizará con contenido presupuestario de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así indicado en el oficio transcrito anteriormente, en donde indican que cuentan con los recursos económicos para hacer frente a la ampliación, hasta por un monto de ₡5,803,516.60. 

Las demás condiciones se mantienen invariables. 

            La Junta Administradora del fondo de Jubilaciones y Pensiones, la Dirección Ejecutiva, la Dirección Jurídica, el Departamento de Proveeduría y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
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Por unanimidad se acordó: Tener por conocido el acuerdo del Consejo Superior de sesión Nº 31-2021 celebrada el 20 de abril de 2021, artículo XVI, mediante el cual se dispuso acoger la recomendación y adquirir por el plazo de seis meses adicionales la contratación N° 2016LA-000062-PROV denominada “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, suscrito con Valmer Costa Rica S.A. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233018]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 624-2021
 
En sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XVI se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora Unidad de Jubilaciones y Pensiones, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Olga Guerrero Córdoba Subdirectora interina de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1277-2021 del 31 de marzo del 2021, solicitaron lo siguiente:            
 
[bookmark: _Hlk71118405][bookmark: m_261957876021670374__Hlk68100026]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la joven nombre 001, en calidad de hija de la jubilada judicial fallecida nombre 002, cuyo deceso acaeció el 13 de setiembre de 2020.
 I.  Origen.
 
Esta Dirección en fecha 30 de setiembre de 2020, recibió la gestión de la señora nombre 002, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su madre.  Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  
 
 
II.  Valoración socioeconómica practicada. 
 
Mediante informe N° 20-001308-0725-TS suscrito por la Lic. Francisco Morales León, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la joven.
 
 III.  Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.
 
La valorada, tiene 24 años, tiene una hija de 8 años de nombre 003, trabaja en AMAZON, es estudiante de Ingeniería Civil en la Universidad Autónoma de Centroamérica y desde hace tres años vive en unión libre con el señor nombre  004.
 
La valorada manifiesta tener una hermana de línea materna con la cual tiene escasa relación, asimismo, reporta que su padre estuvo ausente durante los primeros 6 años de su vida, por lo que su guarda, crianza, educación y manutención, estuvieron a cargo de su madre y familiares.  Fue después de que Cristina cumplió los 6 años, que su padre empezó a brindarle apoyo económico para la primaria y secundaria. 
 
Menciona la señora al profesional en Trabajo Social que a los 16 años, quedó embarazada de su hija nombre 003 a quien su progenitor realiza aportes económicos para su manutención y otros rubros de ¢valor 003 mensuales, según declaración jurada realizada por la evaluada, siendo que se complementaba con el aporte que realizaba a su vez doña nombre 002 para la manutención tanto de nombre 001 como de su hija.
 
De acuerdo con lo manifestado por la valorada, en el 2017 se independizo económicamente ya que empezó su vida laboral, sin embargo, continuó viviendo en casa de su madre y fue hasta diciembre del año 2018 que tomó la decisión de irse a vivir a parte.
 
Se indicó durante la valoración socioeconómica que doña nombre 001 le brindaba ayuda económica a nombre 002 para el pago de un curso del bloque universitario, el cual rondaba alrededor de ¢valor 005 colones cuatrimestrales, lo cual cesó con el fallecimiento de la señora nombre 002 

Según la percepción del profesional en Trabajo Social, dicho aporte no es considerado vital debido a la independencia económica de la valorada, no obstante, este permitía un mayor avance en el ámbito universitario ya que este aporte le permitía matricular más de un curso al por cuatrimestre, 
 
[bookmark: m_261957876021670374__Hlk68099305]Actualmente los ingresos del grupo familiar son por un monto de¢ valor 006 los cuales están conformados por ¢valor 007 que corresponden al salario de nombre 001 y ¢ Valor 005 corresponden a la pensión que recibe su hija.  Por otra parte, se supo que señor nombre 005, la pareja de nombre 001 brinda de manera ocasional aportes de alimentación.
 
Por otra parte, se identifica que el grupo familiar reside en departamento alquilado desde el mes de enero del 2020, el cual cuenta con acceso a servicios básicos y se encuentra ubicado en área residencial urbana concentrada.
 
IV.     Normativa atinente al caso.
 
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por orfandad:
 
1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante,
dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:
 
1.1)     Solteros menores de edad.
 
1.2)     Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.
 
 
1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.
 
“Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.”
 
   V.    Conclusiones.
 
· De acuerdo con la ley 9544, en ausencia de cónyuge sobreviviente, los hijos con dependencia económica quedan facultados para presentar el reclamo de pensión, sin embargo, de acuerdo con la información del estudio socioeconómico, no se establece condición de dependencia entre la jubilada fallecida nombre 002 y su hija, la señora nombre 001, por lo que la condición de ley no se cumple.
 
Dentro de los elementos destacables del informe socioeconómico y que reafirman la inexistencia de dependencia económica entre la señora nombre 001(hija) y la señora nombre 002 (madre), es que doña nombre 001 indica cubrir la satisfacción plena no solo de sus necesidades, sino también las de su hija, demostrando su independencia económica. 
 
Tal y como manifiesta el Trabajador Social en su informe, el aporte que brindaba doña nombre 001 a su hija era para el pago de una materia de la Universidad, ayuda que no era vital para la sobrevivencia de la valorada, aunque le ayudaba a poder llevar más cursos universitarios.
 
Otro punto no menos importante y destacado del estudio socioeconómico, es que a pesar de la convivencia de la señora nombre 001 con el señor nombre 004, los aportes de este son ocasionales, por lo cual, la economía del grupo familiar reside de forma casi que absoluta en los ingresos de doña nombre 001, reforzándose así la independencia económica de la petente.
 
 
   VI.   Datos de interés.
 
[bookmark: m_261957876021670374__Hlk59037314][bookmark: m_261957876021670374__Hlk66719683]· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora nombre 001 era de ¢ valor 004 mensuales en bruto.
 
[bookmark: m_261957876021670374__Hlk69474344]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo que le podría corresponder a la joven nombre 001de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación doña nombre 002, para este caso equivale a ¢ valor 005 mensuales en bruto.
 
  Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 30 de setiembre de 2020, un total de 17 días naturales posteriores al fallecimiento de doña nombre 002. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión de la joven nombre 001, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.
 
Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
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Se acordó: Acoger el informe de la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora Unidad de Jubilaciones y Pensiones, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Olga Guerrero Córdoba Subdirectora interina de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-1277-2021 del 31 de marzo del 2021, en consecuencia; denegar la solicitud de pensión presentada por la joven nombre 001, en calidad de hija de la jubilada judicial fallecida nombre 002, en razón de que no cumple con el presupuesto que indica el artículo 228 de la Ley 9544, que indica: “…Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este … (el subrayado no es del original), por lo cual no es posible para esta Junta Administradora acceder a la petición.
 
El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.”
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	En atención al acuerdo anterior, la señora nombre 001, hija de la jubilada judicial fallecida nombre 002, en correo electrónico enviado el 28 de abril de 2021, expresó lo siguiente:
“Me gustaría saber en que se basan ustedes para decir que vivo en unión libre desde hace 3 años, ya que en ninguna parte de la resolución se menciona la historia real que ya les había comentado y me parece que solo sacan conclusiones. Hace un poco más de 1 año mi mama me notifico que se iba a vivir a Sarapiquí donde contaba con una propiedad en construcción, basado en eso fue que ella se ofreció a apoyarme con conseguir un apartamento en el GAM para que nombre 003siguiera cerca de su centro educativo, y mi trabajo no se viera afectado. Ella me estaba pagando mi carrera, y mi trabajo era meramente para poder ayudarme con los gastos, ya que ella seguía pagando la universidad, transporte y otras cosas para que yo pudiera seguir estudiando. Al final ella tardó un poco más en irse a Sarapiqui, pero estuvo viviendo allí durante la construcción de su casa y solo venía San José para cosas de salud ya que el control de ella lo llevaban al Hospital San Juan de Dios.

Por otro lado, el dinero que aporta el papa de nombre 003(Mi hija), es depositado directamente en la cuenta bancaria de la escuela, no es dinero que yo perciba, y aparte de eso, eso no cubre los gastos adicionales como copias, utiles, internet para las clases virtuales, etc.
  
Me gustaría recalcar que ese no es mi salario neto, lo que ustedes mencionan es sin rebajas, teniendo que pagar apartamento, servicios, comida y demás cosas para poder tratar de darle a mi hija una vida digna, desde el fallecimiento de mi madre hemos tenido que recortar muchos gastos y recurrir al apoyo de otras personas, para poder continuar con mis estudios y poder darle a ella lo que se merece, no se como ustedes no ven los estudios como algo vital, ya que gracias a eso mi mama llego a ser la excelente jueza que era, e igualmente gracias a los estudios ustedes que analizan mi caso estan donde están. Los estudios no tienen que verse como algo extra o por gusto, la educación es un gran privilegio que mi madre muy orgullosamente me estaba dando y no quisiera tener que abandonar por la memoria de ella. Y que ella pueda ver algún día que termine mi carrera gracias al esfuerzo de ella.

Por otro lado, el dinero que aporta el papa de nombre 003 (Mi hija), es depositado directamente en la cuenta bancaria de la escuela, no es dinero que yo perciba, y aparte de eso, eso no cubre los gastos adicionales como copias, útiles, internet para las clases virtuales, etc.

Estoy sumamente en desacuerdo con las cosas que ustedes utilizan como motivo para negarme el derecho de la pensión por la que mi mama tanto trabajo.”
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[bookmark: _Toc71233020]Se acordó: 1) Tener por conocido el correo electrónico enviado el 28 de abril de 2021, remitido por la señora nombre 001, hija de la jubilada judicial fallecida, nombre 002  en el que remite una serie de consideraciones en atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XVI. 2) Manifestarle a la Sra. nombre 001, que de sus manifestaciones no se desprenden elementos que modifiquen el principio establecido en el artículo N° 228 de la Ley 9544, que indica: “…Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este … (el subrayado no es del original) 3) Dado lo anteriormente indicado, esta Junta Administradora del FJPPJ mantiene lo acordado en sesión N°. 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XVI. consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233022]ARTÍCULO XIX
Documento N° 614-21, 632-2021

En sesión N° 05-2021 celebrada el 01 de febrero del 2021, articulo XXII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
	En sesión N° 38-2020 celebrada el 23 de noviembre de 2020, artículo XVI, se tuvo por conocido el oficio N° SP-1455-2020 del 13 de noviembre de 2020, suscrito por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones y mediante el cual comunicó que se dan por atendidos los requerimientos del SP-952-2020 y se dejó sin efecto el incumplimiento comunicado mediante el oficio SP-1136-2020 del 3 de setiembre de 2020. Asimismo, con respecto al oficio N° 676-2020, la Superintendencia de Pensiones recomendó tomar las medidas necesarias para que las acciones que atienden lo requerido por esta superintendencia, se comunicaran dentro del plazo establecido. Además, se acogió el Plan de Acción presentado por el máster Oslean Mora Valdez, encargado de Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y se hizo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones.

	El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante SP-99-2021 del 25 de enero de 2021, gestionó lo siguiente:

“Se recibió el oficio N° 959-2020 del 27 de noviembre de 2020, que ingresó a esta superintendencia el 7 de enero de 2021, donde se remite el avance de las acciones para atender las recomendaciones de la valuación actuarial con corte a diciembre 2019.

Sobre el particular, se dan por atendidas las recomendaciones 2 y 4, y se hacen las siguientes observaciones con respecto a las demás recomendaciones:

Recomendación 1: se queda a la espera del informe con las acciones concluidas.

Recomendación 3: se identifica un atraso en la etapa de “Implementación”, la cual debía haber concluido en noviembre 2020.

Recomendación 5: se identifica un atraso en la etapa de “Ejecución”, la cual debía haber concluido en octubre 2020.

Para las recomendaciones que mantienen acciones pendientes por concluir, se les recuerda que se debe remitir el informe final con la atención de todo el plan de acción durante los primeros 15 días hábiles de abril 2021, de conformidad con lo indicado en el oficio SP-952-2020 del 14 de julio de 2020.

Por último, llama la atención que el oficio N° 959-2020 tiene fecha 27 de noviembre de 2020, pero ingresó a esta superintendencia un mes después, por lo que en línea con lo indicado en el oficio SP-1455-2020 del 13 de noviembre de 2020, se insta nuevamente, a que tomen las medidas necesarias para remitir las comunicaciones en el tiempo y la forma en que se solicitan.”
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Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio SP-99-2021 del 25 de enero de 2021, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante el cual se remiten observaciones a las recomendaciones del estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con corte al 31 de diciembre de 2019. 2) Tener presente la fecha en que debe emitirse el informe final con la atención del plan de acción, sea para los primeros 15 días hábiles de abril de 2021. 3) Considerar lo que señala la Superintendencia de Pensiones en cuanto a los tiempos en que deben darse las comunicaciones a dicho ente supervisor. Se declara acuerdo firme.”
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Asimismo, mediante oficio N° 0351-2021 de 25 de Marzo de 2021, suscrito por el presidente   de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, licenciado. Arnoldo Hernández Solano, se comunicó a la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, lo siguiente: 
“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, respetuosamente me dirijo a su persona en cumplimiento del acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre la situación que a continuación se describe: 
 
A. CONTRATACIÓN Y ELABORACIÓN DEL ESTUDIO ACTUARIAL 2020 
 
1. Que el estudio de referencia fue elaborado conforme a las disposiciones establecidas en el Reglamento Actuarial aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y publicado en el alcance N°. 200 del diario oficial “La Gaceta” del 27 de setiembre del 2016.  
 
2. Que para la elaboración de este estudio se procedió a contratar los servicios del actuario matemático MBA. Raúl Hernández González, carné de colegiado N° 016152, cédula de identidad N°. 02-0443-0650 según las cláusulas establecidas en el contrato N° 002120, firmado con fecha 21 de enero de 2020.  
 
3. Que el profesional a cargo de la ejecución del estudio actuarial cumple con los requisitos establecidos en el artículo N°. 15 del Reglamento Actuarial vigente, según detalle: 
 
“a) No haber sido declarados insolventes o en quiebra, por autoridad judicial nacional o extranjera, durante los cuatro años anteriores a la fecha de la contratación.  
b) No haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delitos contra la propiedad, la buena fe en los negocios o la fe pública, por autoridad judicial nacional o extranjera, durante los últimos diez años.  
c) No haber sido sancionados por los supervisores nacionales o extranjeros a los que se encuentra sujeto en el ejercicio de la actividad profesional, en la plaza o plazas en que esta última se desarrolla, durante los últimos diez años.  
d) No haber incumplido, durante la elaboración de valuaciones actuariales a los regímenes, con el procedimiento de comunicación de sustitución establecido en este Reglamento durante los cuatro años anteriores al estudio para el cual es contratado.” 
 
4. Que el profesional a cargo de la elaboración de este estudio no posee incompatibilidades detectadas, conforme a lo definido en el artículo N°. 16 del Reglamento Actuarial vigente, según detalle: 
 
“Entre otros servicios complementarios que se consideran comprometen la independencia, se encuentran incluidos pero no limitados los siguientes:  
 
a) Contabilidad y otros servicios relacionados con los registros contables o estados financieros de la entidad supervisada.  
b) Diseño e implementación de sistemas de información financiera.  
c) Auditoría Externa de Estados Financieros.  
d) Auditoría Interna.  
e) Auditoría de Riesgos.  
f) Asesoría en materia de riesgos o miembro externo del comité de riesgos.  
g) De dirección o recursos humanos.  
h) Asesor de inversiones o miembro externo del comité de inversiones.  
i) Contralor Normativo.” 
 
5. Que luego del proceso interno de revisión de borradores del citado estudio, la fecha de recepción final del mismo es el 24 de marzo de 2021, en la versión N° 4.1 del informe de referencia. 
 
 
B. ACUERDO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ 
 
Una vez analizadas las versiones previas de este informe por parte de la comisión especial constituida, se analiza mediante sesión extraordinaria N°. 14-2021, artículo III, del 24 de marzo 2021, por parte de la Junta Administradora del FJPPJ en calidad de máximo Órgano de Dirección, tomando el siguiente acuerdo al respecto: 
 
“Se acordó: 1) Por mayoría, aprobar parcialmente el informe actuarial del periodo 2020, realizado por el actuario matemático MBA. Raúl Hernández González, con excepción de la recomendación numeral a) inciso i) referente a la tasa de reemplazo de los futuros derechos sucesorios, la cual se rechaza por cuanto de la literalidad del artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que dice: “El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”, pero de manera alguna realiza otra supresión o disminución como lo recomienda el profesional actuarial en su estudio, por lo que dicha recomendación roza con el principio de legalidad y además con los convenios establecidos de la O.I.T. referentes al tema de las fijaciones de las jubilaciones y pensiones, por ello al estar frente a una reserva de ley, solamente el legislador podrá reformar dicho numeral, nunca esta Junta Administradora. Así mismo se rechaza la recomendación del numeral a) inciso ii) referente al reconocimiento del 50% de inflación a los derechos por curso de pago toda vez que la literalidad del numeral N°. 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “…El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”, por cuanto dicho numeral no faculta a realizar ajustes por una fracción o múltiplo de las variaciones del IPC, sino por la magnitud de variaciones de dicho indicador. 2) Destacar de dicho informe que: a) El estudio con población abierta y con un crecimiento histórico de población de 2.71% presenta un superávit de ¢ 201,462 millones de colones. b) El estudio con población cerrada y escenario base, presenta un déficit de ¢ 698,139 millones de colones, el cual refleja una mejora en su resultado en comparación con el estudio del año 2019 en aproximadamente ¢ 37,918 millones de colones. c) Existe una importante afectación en la estimación del crecimiento de salarios futuros para la población activa, conforme a los parámetros definidos por la Ley N°. 9635 Ley de Fortalecimiento de la Finanzas Públicas, situación que afecta de manera importante la estimación del valor presente de la masa salarial, condición que se escapa del control y actuación de este órgano colegiado. d) Los resultados financieros del FJPPJ para el periodo 2020, exceden las estimaciones realizadas en el anterior estudio, destacando su buen nivel y resultados positivos en la gestión efectuada. 3) Solicitar al MBA. Raúl Hernández González, remita de manera formal y lo más detalladamente posible los requerimientos puntuales y mejoras requeridas en específico sobre los sistemas informáticos del FJPPJ, con el fin de atender sus recomendaciones definidas en el punto b) de su informe, para coordinar lo necesario con las instancias administrativas en procura de su atención y ajuste a la mayor brevedad. 4) Encomendar al MPM. Oslean Mora Valdez, Encargado de Apoyo 
Administrativo la coordinación necesaria para remitir el presente informe actuarial a la Superintendencia de Pensiones, conforme a los requerimientos establecidos en el Reglamento Actuarial del CONASSIF. 5) Remitir el presente acuerdo al honorable Consejo Superior del Poder Judicial, a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento de Trabajo Social y Psicología, así como al Macroproceso Financiero Contable para su conocimiento, solicitando a esta última instancia administrativa su colaboración para la publicación en el sitio web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del informe respectivo. 6) Hacer este acuerdo de conocimiento de todos los Comités que forman parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
La integrante Moya Aguilar en cuanto al inciso 1) votó por aprobar parcialmente el informe realizado por el actuario matemático MBA. Raúl Hernández González, pero en cuanto a las recomendaciones del numeral a) incisos i) y ii) votó por enviarlas a análisis jurídico por parte del profesional en derecho externo que por rol corresponda. 
Por su parte el integrante Hernández Solano en cuanto al inciso 1) votó por aprobar parcialmente el informe realizado por el actuario matemático MBA. Raúl Hernández González, pero en cuanto a las recomendaciones del numeral a) incisos i) y ii) votó por solicitar criterio a la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 
El Macroproceso Financiero Contable tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.” 
C. MEDIDAS ADOPTADAS CON RESPECTO A LAS RECOMENDACIONES ESTABLECIDAS 
 
Una vez analizado el informe de referencia y sopesando el resultado de esta evaluación actuarial, así como las leyes y principios de legalidad aplicables, la Junta Administradora del FJPPJ en sesión N° 14-2021 decide adoptar las siguientes medidas referentes a las recomendaciones de cita: 
1. Rechazar las recomendaciones brindadas en el numeral a) inciso i) y ii) del estudio actuarial, por cuanto dicho cuerpo colegial consideró por mayoría, que las mismas carecen de fundamento legal para su aplicación. Un mayor detalle de lo expuesto puede ser comprendido en el siguiente extracto del acuerdo tomado:  
 
Se acordó: 1) Por mayoría, aprobar parcialmente el informe actuarial del periodo 2020, realizado por el actuario matemático MBA. Raúl Hernández González, con excepción de la recomendación numeral a) inciso i) referente a la tasa de reemplazo de los futuros derechos sucesorios, la cual se rechaza por cuanto de la literalidad del artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que dice: “El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”, pero de manera alguna realiza otra supresión o disminución como lo recomienda el profesional actuarial en su estudio, por lo que dicha recomendación roza con el principio de legalidad y además con los convenios establecidos de la O.I.T. referentes al tema de las fijaciones de las jubilaciones y pensiones, por ello al estar frente a una reserva de ley, solamente el legislador podrá reformar dicho numeral, nunca esta Junta Administradora. Así mismo se rechaza la recomendación del numeral a) inciso ii) referente al reconocimiento del 50% de inflación a los derechos por curso de pago toda vez que la literalidad del numeral N°. 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “…El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”, por cuanto dicho numeral no faculta a realizar ajustes por una fracción o múltiplo de las variaciones del IPC, sino por la magnitud de variaciones de dicho indicador...” 
 
2. Con respecto a la recomendación numeral b) del informe de estudio actuarial 2020, se decide acoger la misma e iniciar la etapa de establecimiento de requerimientos puntuales para ejecutar una mejora a los sistemas, lo cual se coordinará según del detalle del acuerdo tomado al respecto:  
 
“3) Solicitar al MBA. Raúl Hernández González, remita de manera formal y lo más detalladamente posible los requerimientos puntuales y mejoras requeridas en específico sobre los sistemas informáticos del FJPPJ, con el fin de atender sus recomendaciones definidas en el punto b) de su informe, para coordinar lo necesario con las instancias administrativas en procura de su atención y ajuste a la mayor brevedad.” 
 
D. REMISIÓN DEL ESTUDIO ACTUARIAL CON DATOS AL CIERRE DEL PERIODO 2020 
 
1. Una vez efectuados los análisis respectivos y conforme a la formalidad de remisión establecida en el artículo N°. 13 del Reglamento Actuarial, se procede a remitir el informe de referencia adjunto:  
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Dado lo anterior y con el fin de atender el requerimiento normativo correspondiente, sírvase tomar nota de la remisión del Estudio Actuarial del periodo 2020 para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
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Mediante oficio SP-443-2021 del 29 de abril de 2021 el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos, indicó: 

“Como resultado de la revisión de la Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2020, remitida por la Junta Administradora del Fondo mediante oficio Nº 0351-2021 del 25 de marzo de 2021, se tienen las siguientes observaciones:
· Se identifican inconsistencias en el cuadro 4.1 y 4.4 en la información de afiliados y pensionados, con respecto a los datos incluidos en el texto que los describe. Específicamente, el cuadro de afiliados indica que la edad promedio es de 39 años y en el texto, 46 años; la antigüedad en el cuadro es de 14 años y el texto indica 19 años. Para pensionados, el cuadro muestra un total de 4.216 pero el texto indica 4.218 personas.
· No queda claro el supuesto que se hace para las personas que mantienen el derecho con la norma anterior, Ley 7333.
· Se identificó que el valor presente de las contribuciones sobre los salarios de toda la población representa un 28,70% de su masa salarial (en todos los escenarios); cuando el porcentaje de cotización sobre los salarios, a partir de enero 2020, es 28,77% y crecerá a 29,27% por los incrementos de la cuota del Estado como tal, que se establecen para el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).
· En el resultado del escenario base se muestra que la razón de solvencia es de 73,62% y posteriormente, en el análisis de indicadores se indica que es de 0,72 (cuadro 8.3, página 72) cuando este último es el correcto de acuerdo con los análisis realizados.
· Se requiere mayor detalle en las proyecciones financieras presentadas en el informe de la valuación. 
· Según los análisis realizados, en el escenario base, la reserva cubre el 52,53% de las pensiones en curso y 63,25% si se usan las pensiones de curso netas. Por lo tanto, el Fondo no puede cubrir el 100% de la provisión para pensiones en curso de pago y debe remitir un plan de recuperación de conformidad con el inciso a) del artículo 12 del Reglamento Actuarial vigente. Además, tener presente lo indicado en el oficio SP-1455-2020 del 13 de noviembre del 2020, con respecto a cerrar el plan de recuperación del año anterior y aprobar uno nuevo.

· A la fecha de este oficio, no ha ingresado el informe final sobre las acciones para atender las recomendaciones del plan de acción de la valuación actuarial con corte a diciembre del 2019, que debía ingresar durante los primeros 15 días hábiles de abril 2021. Lo anterior, según fue señalado mediante oficios: SP-99-2021 del 25 de enero del 2021 y SP-952-2020 del 14 de julio del 2020. 

De conformidad con las observaciones realizadas, se solicita atender lo siguiente, en un plazo máximo de 20 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación. 

1. Remitir la información suministrada al actuario, donde se identifique si la persona puede retirarse con la Ley 7333.
2. Aclarar el supuesto que se hace para el retiro por vejez de los beneficios con fundamento en la normativa previa, Ley 7333.
3. Revisar el rubro de las contribuciones sobre los salarios y remitir nuevamente el informe de la valuación, considerando las observaciones citadas en los párrafos anteriores. 
4. Remitir las proyecciones financieras completas, para grupo cerrado y grupo abierto en formato Excel.
5. Remitir el plan de recuperación de conformidad con el Artículo 12 inciso a) del Reglamento Actuarial, junto con el cierre del plan de recuperación del año anterior.
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el oficio SP-443-2021 del 29 de abril de 2021, suscrito por el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante el cual comunica que se encontraron inconsistencias en la revisión de la Valuación Actuarial con corte al 31 de diciembre de 2020. 2) Trasladar el presente acuerdo al Máster Raúl Hernández González, actuario matemático, para que se refiera a lo manifestado por el licenciado Mauricio Soto Rodríguez en el término de 10 días hábiles. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XX
Documento N° 71-21, 648-2021

En la sesión N° 15-2021 celebrada el 05 de abril de 2021, artículo XX se tomó el acuerdo que literalmente dice:
La Secretaría General de la Corte, remite para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, copia del oficio Nº 2534-2021 del 17 de marzo 2021, el cual trascribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 22-2021 celebrada el 16 de marzo de 2021 articulo XXXVII que literalmente dice:

“Documento N° 3248-2013, 463-2021, 1220-2021

En sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, número 4-2021 celebrada el 25 de enero de 2021, artículo XVIII, se tuvo por conocido el oficio N° 32-PLA-OI-2021 del 12 de enero de 2021, suscrito por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, mediante el cual remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones” y dado que el informe está dirigido a este Consejo Superior del Poder Judicial, se dispuso estar a la espera de lo que defina este Órgano referente al citado estudio.

La master Nacira Valverde Bermúdez, directora interina de la Dirección de Planificación, mediante oficio 32-PLA-OI-2021, remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”.

Seguidamente se transcribe el informe citado, que dice:

“(…)

En atención al oficio 7021-2019 del 11 de julio de 2019, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 25 de junio de 2019, artículo LXXXVII, le remito el informe suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”.

Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 1605-PLA-OI-2020, del 16 de octubre de 2020, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.i. de Gestión Humana. Además, se le solicitó criterio a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. Como respuesta se recibió oficio PJ-DGH-AP-4214-2020 de 29 de octubre de 2020. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.”
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A esos efectos se transcribe el Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, que dice:

	Dirección de Planificación
	Fecha:
	08 de enero de 2021

	Subproceso:
	Organización Institucional. 

	Justificación:
	Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y cronograma para atención de casos y determinación de las sumas giradas de más, a los jubilados cuyo beneficio se aprobó con la aplicación anterior del Transitorio III de la Ley 7302 por parte de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

	Para:
	Consejo Superior, 

	Copia(s):
	Dirección de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal, Dirección de Gestión Humana, Dirección Jurídica, Financiero Contable, Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

	Oficios y Referencias:
	[bookmark: _Hlk15453833]Con este informe se contestan los oficios de la Secretaría General de la Corte 7021-19, 12478-19 y 446-2020 la referencia interna de la Dirección de Planificación 1177-2019.



[bookmark: _Toc433889455][bookmark: _Toc376939198][bookmark: _Toc376938426][bookmark: _Toc376938111][bookmark: _Toc376937153][bookmark: _Toc293407061][bookmark: _Toc293406873]I.- Antecedentes

· El Consejo Superior en sesión 100-15 celebrada el 12 de noviembre del año 2015, artículo LXXXVII, toma nota de la copia de los oficios DJ-AJ-1537-2015 de la Dirección Jurídica y 1126-AUD-2015 de la Auditoría, y en lo conducente, dispone, comunicar a la Auditoría que este Consejo estaría a la espera de la emisión del informe final sobre la aplicación del Transitorio III de Ley 7302. Asimismo, como medida precautoria y en resguardo de los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, suspende temporalmente, a partir de la fecha de ese acuerdo, la interpretación que se había venido aplicando del Transitorio III de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones).

· Acuerdo del Consejo Superior en sesión 54-16 celebrada el 1 de junio del 2016, artículo VI, del que se extrae lo relevante:

“El máster Walter Jiménez Sorio, Ex Auditor Judicial, en oficio N°539-31-SAFJP-2016 de 30 de mayo de 2016, comunicó:

“… remito el estudio efectuado por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y la Unidad Jurídica del Despacho a mi cargo, denominado “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”, del cual se desprende el tema que nos ocupa referente a la “Interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Marco) en el otorgamiento de jubilaciones y pensiones”.

El objetivo de esta auditoría consistió en evaluar si las jubilaciones, pensiones y aguinaldo, se otorgaron y ajustaron conforme a la normativa aplicable y si cumplen con las condiciones de cálculo, registro, presentación y revelación adecuadas.

En razón de que la comunicación de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) contiene una interpretación distinta a la realizada por la Auditoría de esta Institución y distinta también a la que se venía aplicando en este Consejo y vista la importancia técnica de ese órgano, se acordó: 

1) Remitir a la Auditoría el oficio SP-629-2016, suscrito por el licenciado Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, para criterio e informe a este Consejo. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de las organizaciones gremiales y sindicatos del Poder Judicial, para lo que a bien estimen manifestar, en el plazo de ocho días después de recibida la comunicación de este acuerdo. Se declara acuerdo.”. 

· El Consejo Superior en sesión número 94-16 celebrada el 12 de octubre del 2016 artículo I, acuerda:

“1.) Acoger la recomendación 4.1 de la Auditoría y en consecuencia suspender en forma definitiva la aplicación que se venía dando al Transitorio III de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones) en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (dos por uno), antes de la medida transitoria que se dispuso en la sesión de este Consejo Superior, Nº100-15 celebrada el 12 de noviembre del 2015, artículo LXXXVII. En ese entendido, la disposición transitoria III de la Ley Marco de Pensiones (descuento del 2 x 1), aplica única y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es decir, la persona servidora se podría jubilar si ha cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública sea al menos de 30. 2.) Aprobar la recomendación 4.2 de la Auditoría y proponer a Corte Plena la modificación al Reglamento del Título IX de las jubilaciones y pensiones judiciales, para incorporar los lineamientos correspondientes a la forma de aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional (Ley Nº7302). A esos efectos la Dirección Jurídica remitirá a este Consejo la redacción de la propuesta a presentar a la Corte Plena. 3.) Respecto a la recomendación N° 4.3 de la Auditoría, por mayoría, se dispone a tomar la decisión que corresponda, respecto a las jubilaciones ya otorgadas, una vez que la Sala Constitucional haya resuelto la acción de inconstitucionalidad Nº12592-14, presentada contra los artículos 34, 40 y el transitorio 3 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Así votaron la magistrada Villanueva y los integrantes Arauz y Mora.”.

· Acuerdo del Consejo Superior en sesión número 105-16 celebrada el 12 de octubre del 2016 artículo XXIV, donde se transcribe lo más relevante:

“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante nota N°5447-DE-2016 del 10 de noviembre del 2016, remite el informe N°3867-AP-16, referente a las observaciones de la visita Superintendencia de Pensiones, el cual dice:

“Mediante oficio SP-1132-2016, del 20 de octubre de 2016, la Superintendencia de Pensiones comunica situaciones de riesgo operativo, legal y de solvencia y los principales hallazgos de una visita realizada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, producto del estudio para verificar la aplicación del Transitorio III de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Ley Marco N°7302), en beneficios concedidos desde 1977 hasta enero de 2016.

Donde se acordó: 1) Tomar nota del oficio Nº5447-DE-2016 de la Dirección Ejecutiva, en que remitió el informe de la Dirección de Gestión Humana Nº3867-AP-16. 2) Acoger el proyecto de respuesta transcrito anteriormente y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), con base en la audiencia concedida. Se declara acuerdo firme.”.

· El Consejo Superior en sesión 33-18 de 24 de abril de 2018, artículo LXXXIV, solicita criterio a la Dirección Jurídica para que analice el marco normativo y jurisprudencial respecto a las sumas giradas de más a servidores y servidoras judiciales y en el plazo de un mes contados a partir de la comunicación de este acuerdo informe lo que corresponda. En ese momento, se hizo este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones.

· El Consejo Superior en sesión 39-18 celebrada el 10 de mayo del 2018, artículo II, en lo conducente, insta a la Dirección Jurídica para que a la brevedad emita el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería presentar el 15 de mayo de 2018.

· El Consejo Superior en sesión 50-18 del 1 de junio de 2018, artículo XXVI, amplió el plazo del informe solicitado a la Dirección Jurídica, en sesión 33-18 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo LXXXIV, por tres meses y se estuvo a la espera de lo correspondiente.

· El Consejo Superior en sesión número 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, en su artículo XX, dispuso:

“1.) Deberá la Dirección Jurídica en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, determinar las sumas giradas demás a las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302, y en caso de tratarse de actos declarativos de derechos o de errores aritméticos proceda a instaurar el procedimiento más idóneo, sea de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en vía administrativa o el proceso de lesividad en sede jurisdiccional. 2.) En aquellos casos en que la Dirección Jurídica considere que los beneficios jubilatorios otorgados son ilegítimos, deberá informar al Tribunal de la Inspección Judicial para que investigue y siente las responsabilidades que correspondan.”.

· En el oficio número 4265-AP-2018 de 13 de setiembre de 2018, el Subproceso de Administración de Personal, Gestión Humana hace de conocimiento del Órgano Superior la imposibilidad de ejecutar lo dispuesto respecto al cálculo de las jubilaciones y sumas pagadas de más, con el equipo de trabajo existente en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana. Debido a que, para determinar las sumas giradas de más a las personas jubiladas que se vieron beneficiadas con la aplicación del Transitorio III de la Ley 7302 “Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional” debe realizarse un estudio a todos los beneficios de jubilación concedidos entre el 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015.

· El Consejo Superior en la sesión número 89-18 celebrada el 11 de octubre 2018, dispuso:

“1.) Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, remitido mediante oficio N°4265-AP-2018 de 13 de setiembre de 2018. 2.) Solicitar a la citada Dirección que remita a este Consejo Superior un plan de trabajo de cómo se llevaría a cabo el proceso de revisión y análisis, de las sumas giradas demás, de las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302; en el cual se deberá indicar de forma detallada, el recurso profesional que se requerirá y el tiempo estimado para llevar a cabo la labor; asimismo la estimación económica del proyecto a implementar a partir del 2019.

3.) Hacer de este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación.

Las Direcciones Jurídica y de Planificación, tomaran nota para lo que corresponda.”.

· La Dirección de Gestión Humana con el fin de cumplir con este acuerdo y en apego a las disposiciones institucionales, presentó ante la Dirección de Planificación, los formularios respectivos, con el fin de atender el estudio correspondiente, desde la perspectiva de un proyecto institucional. Lo indicado, debido a que, con el número de personas colaboradoras de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, era imposible atenderlo en conjunto con las labores cotidianas que se ejecutan y que tienen como finalidad la determinación de los beneficios de jubilación y pensión.

· La Dirección Jurídica mediante oficio número DJ-4137-2018 del 18 de diciembre de 2018, hace algunas acotaciones relacionadas con el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión número 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, en su artículo XX y recomienda modificar dicho acuerdo y propone la redacción de éste.

· El Consejo Superior en sesión número 2-19 celebrada el 10 de enero del 2019, acuerda lo que se transcribe a continuación:

“Tener por rendido el informe DJ-4137-2018 de la Dirección Jurídica, en consecuencia: Tener por modificado el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, de la siguiente manera:

“1.- Disponer que la Dirección de Gestión Humana realice un estudio de las jubilaciones otorgadas desde el 1 de enero del año 2008 hasta la fecha, en donde se haya aplicado el indicado transitorio III del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional.

2.- Con base en cada estudio realizado, la Dirección de Gestión Humana deberá referir a la Dirección Jurídica un informe por períodos bianuales de los casos, en donde se adjuntará a cada uno de ellos un expediente que contenga al menos la siguiente información:

· Personas que se les aplicó correctamente el indicado transitorio.

· -Personas que se les aplicó el transitorio sin contar con ninguno de los dos requisitos de la norma.

· Personas que se les aplicó la norma a pesar de no contar con los años de servicio necesarios.

· Personas que se les aplicó la norma a pesar de no contar con la edad necesaria.

· Otros supuestos.

3.- A cada caso debe acompañarse de un expediente con el acto administrativo que dio lugar a la jubilación y el estudio respectivo, en donde deberá constar el estado actual de la persona jubilada, fundamentalmente en lo que corresponde a cuotas cotizadas con posterioridad a la jubilación y edad a este momento de la persona.

4.- Una vez recibido cada bloque bianual, la Dirección Jurídica realizará el análisis respectivo de cada caso y determinará:

· Procedencia o no de la apertura de un procedimiento anulatorio.

· Determinación de si procede un procedimiento administrativo o lesividad si fuere el caso.

· Consecuencias posibles de una eventual anulación de cada caso.

5.- Con base en lo determinado, la Dirección Jurídica emitirá un informe para conocimiento de este Consejo Superior a efecto de adoptar las respectivas decisiones respecto del respectivo bloque de casos de jubilados de análisis.

6.- Las respectivas responsabilidades administrativas, de existir, serán determinadas una vez que se cumpla el respectivo procedimiento anulatorio.

2.) En razón de lo anterior, la Dirección Gestión Humana deberá presentar un cronograma a este Consejo de la forma en que se atenderán las recomendaciones, valorando de forme prioritariamente los asuntos de vieja data.

La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda.”.

· El Consejo Superior en sesión 10-19 celebrada el 7 de febrero de 2019, artículo XXIV, tomó el acuerdo que literalmente dice: 

“1.) Tener por rendido el informe N°72-02-SAFJP-2019 de la Auditoría Judicial, referente al “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”. 2.) Tomar nota de los resultados expuestos en este informe. 3.) Deberá la Dirección Jurídica, dentro del plazo de cuatros meses indicado por esa instancia a la Auditoría Judicial mediante correo electrónico del 16 de enero del 2019, remitir ante este Consejo, la redacción de la propuesta a presentar a la Corte Plena para así dar consecución a la recomendación 4.2 de la Auditoría y proponer a Corte Plena la modificación al Reglamento del Título IX de las jubilaciones y pensiones judiciales, para incorporar los lineamientos correspondientes a la forma de aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional (Ley Nº7302). 4.) Tomar en cuenta, en caso de que el documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, que deberá preverse lo establecido en la Ley Nº8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría Judicial, Dirección Jurídica, Dirección Ejecutiva, Corte Plena, Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales.

El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N°9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.”.

· La Dirección de Gestión Humana mediante oficio 720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, indica que para la Unidad de Jubilaciones y Pensiones no es factible abordar el estudio requerido de los 1075 casos de jubilación que deben revisarse.

“Es importante señalar que la reforma a la ley de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial produjo un incremento de las gestiones de jubilaciones, fijaciones de derecho y pensiones presentadas en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, cuyo promedio mensual pasó de 25 solicitudes a 36 casos de jubilación por mes. Del mismo modo, los trámites de pensión registraron un incremento, pasando de 4 gestiones a 8 solicitudes mensuales.”.

· El Consejo Superior en sesión número 22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, articulo LXXI, acuerda: 

“1.) Devolver el oficio N°720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, a la Dirección de Gestión Humana, para que en el plazo de 5 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, remita a este órgano un informe puntualizando como se conformará el equipo de trabajo, cual es el planteamiento concreto de cómo se realizará el estudio y cuánto tiempo se requiere. 2.) Asimismo, deberá la citada Dirección valorar e informar cuales plazas de los permisos otorgados de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en sesión 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, para realizar proyectos de interés institucional, que vencen el próximo 31 de marzo del presente año, se pueden reasignar para hacerle frente al presente estudio, dado que, para este órgano colegiado el tema es prioritario.

La Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”.

· El Consejo Superior en sesión número 32-19 celebrada el 09 de abril del 2019, articulo XXXIV, acuerda: 

“Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Otorgar a la citada Dirección 15 días a partir de la comunicación del presente acuerdo, para que rinda el informe solicitado en la sesión N°22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, artículo LXXI. Se declara acuerdo firme.”.

· El Consejo Superior en sesión Nº50-19 del 31 de mayo de 2019, artículo LVI, se dispuso que debía la Dirección de Gestión Humana en el plazo de 5 días atender lo solicitado por este Órgano Superior en sesión Nº22-19 celebrada el 12 de marzo de 2019, artículo LXXI, o en su defecto informar el estado en que se encuentra; con la advertencia que de no hacerlo, se remitiría al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de cargo. Previamente a resolver lo correspondiente, se acordó:
 
“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”.

· La Corte Plena, en sesión 43-18 aprobó el “Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” y, posteriormente, en sesión 21-19 celebrada el 3 de junio 2019, artículo XV, dispuso aprobar su modificación, permitiendo con ello el reinicio del proceso electoral para la conformación de JAFJPPJ.

· El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, articulo LXXXVII, acordó: 

“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”.

· Corte Plena en sesión 44-19 celebrada el 21 de octubre de 2019, artículo XXXIV, se acordó: 

“1) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior referente al informe N°72-02-SAFJP-2019 de la Auditoría Judicial “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, relacionadas con el estudio denominado “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”. 2.) Tener por rendido el informe de la Dirección Jurídica sobre la competencia de la Corte para conocer la propuesta de modificación al Reglamento del Título IX de las jubilaciones y pensiones judiciales, contenidas en el punto 4.2 del informe N°72-02-SAFJP-2019 que se da cuenta y hacerlo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial y de la Auditoría.”

· El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 94-19 celebrada el 29 de octubre del 2019, artículo XXX, se acordó:

“Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por la Comisión de traslado de funciones a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilación. 2.) Acoger el criterio de la Dirección Jurídica y con base en sus razonamientos autorizar que por el plazo inicial de dos años se mantendrá todo el apoyo para la operación del Fondo, entendiéndose los servicios administrativos y demás recursos necesarios para su funcionamiento y continuidad del Fondo. 3.) La Secretaría General de la Corte y Consejo Superior mantendrá el apoyo a la elaboración de agendas, actas y comunicación de acuerdos, la Dirección Ejecutiva, el Departamento Financiero Contable, la Dirección de Gestión Humana, la Dirección de Tecnologías de la Información, la Dirección Jurídica, la Secretaría General de la Corte, el Departamento de Trabajo Social y demás dependencias institucionales, continuaran con el soporte en todos los servicios existentes como se realiza a esta fecha. Todo lo anterior, conforme lo disponga la Junta Administradora en el entendido que es un órgano del Poder Judicial, conforme al artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4.) La Auditoría, se mantendrá vigilante del uso de los recursos públicos y demás actuaciones de la Junta conforme a las competencias que la ley da ese órgano fiscalizador y asesor. 5.) Aprobar la suscripción del Convenio entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y este Poder de la República. 6.) Hacer de conocimiento de los miembros designados que integrarán la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, este acuerdo y la disposición institucional de promover un convenio, donde se defina los recursos institucionales que se facilitarán para su buen funcionamiento, dada la relación inter orgánica con el Poder Judicial, como un órgano más dependiente de este. Para lo cual las direcciones Jurídica y Ejecutiva prepararán el borrador de convenio, en coordinación con los miembros de la Junta 7.) Solicitar a las Direcciones de Planificación y Jurídica, que colaboren con la definición de estructuras y revisión de reglamentos que requiera la Junta Administradora, ya designada por la Corte y el Colectivo Judicial, a fin de facilitar el inicio de sus labores el próximo mes de febrero de 2020, tal y como lo dispuso la Corte en sesión N°45-18 del 28 de octubre de 2019, artículo VI.”

· El Consejo Superior en sesión 102-2019 del 21 de noviembre de 2019, artículo XCVI, se acordó:

“Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión N°44-19 celebrada el 21 de octubre de 2019, artículo XXXIV, referente al informe N°72-02-SAFJP-2019 de la Auditoría Judicial “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, relacionadas con el estudio denominado “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”. Se declara acuerdo firme.”

· El Consejo Superior en sesión 02-2020 del 09 de enero de 2020, artículo LXIX, acordó:

“1.) Tomar nota de lo indicado por la Secretaría General de la Corte. 2.) Reiterar a la Dirección de Planificación que, en el plazo de un mes, debe presentar el informe solicitado por este Consejo Superior, en sesión número 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo LXXXVII, con el apercibimiento que en caso de no hacerlo se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial. Se declara acuerdo firme.”

II. Justificación

A solicitud del Consejo Superior en la sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, donde se acordó:

“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humano existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”.

Lo anterior, ya que según se desprende del acuerdo tomado, existen aproximadamente 1075 casos de jubilación que deben someterse a revisión por parte del Subproceso de Administración Salarial, Dirección de Gestión Humana, para determinar si se realizó algún cálculo de manera errónea en cuanto al beneficio que se aprobó con la aplicación anterior del Transitorio III de la Ley 7302, lo cual no se tiene estimado, pero es un impacto económico considerable, lo que convierte el tema de atención prioritaria.

III. Información Relevante

3.1.- Información general sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se crea mediante la Ley 34 del 9 de junio de 1939, misma que modifica la Ley Orgánica del Poder (Ley 8 de 29 de noviembre de 1937) para incluir el Título XI “De las Jubilaciones y Pensiones Judiciales”.

Como resultado de lo anterior, se elabora el “Reglamento de la Ley de Jubilaciones y Pensiones Judiciales”, el cual se promulgó a través del Decreto número 2 del siete de julio de 1939. A partir del 9 de junio de 1939 y hasta el 31 de diciembre de 1993, el Título “De las Jubilaciones y Pensiones Judiciales” fue reformado en varias ocasiones en busca de mejorar las prestaciones del régimen y su sostenibilidad financiera.

El 1 de enero de 1994 entra en vigencia la Ley 7333 (Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial) y esta Ley trae aparejada una modificación integral de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por ende esta modificación alcanza al Título “De las Jubilaciones y Pensiones”. Esta modificación sufre una reforma introducida por la Ley 7605 (Modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial) vigente a partir del 26 de junio de 1996.

Relacionado con el tema de jubilaciones es necesario considerar la Ley 7302 “Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional” y sus reformas, especialmente el Transitorio III de la Ley 7359 vigente a partir del 1 de octubre de 1993. Lo anterior, debido a que este Transitorio estable la posibilidad de restar a la edad requerida por la Ley para el retiro, un año por cada dos de servicio acumulado antes del 15 de julio de 1992.

3.1.1.-Leyes y Modificaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

● Ley 34 de 9 de junio de 1939, vigente a partir del 1 de julio de 1939

● Ley 3370 de 6 de agosto de 1964, vigente a partir del 15 de agosto de 1964
● Ley 3485 de 28 de enero de 1965, vigente a partir del 6 de febrero de 1965
● Ley 6869 de 9 de noviembre de 1983, vigente a partir del 30 de noviembre de 1983

● Ley 7302 de 8 de junio de 1992, vigente a partir del 15 de julio de 1992

● Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 , vigente a partir del 1 de enero de 1994
● Ley 7605 de 20 de setiembre de 1993, vigente a partir del 26 de junio de 1996
● Ley 9544 del 22 de mayo de 2018, vigente a partir del 22 de mayo de 2018

· El artículo 4 de la Ley 7302 de 8 de junio de 1992, indica:

“Artículo 4. Tendrán derecho a acogerse a la jubilación:

Los servidores que tengan al menos sesenta años de edad, que hayan servido al estado y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan al menos por treinta años.

Los servidores que tengan más de sesenta y cinco años de edad y que hayan cotizado para el régimen especial al que pertenezcan por más de veinte años.

El trabajador que cumpla con los requisitos legales para optar por su jubilación deberá gozar de libertad para ejercer ese derecho. Quedan prohibidas expresamente las intimaciones, discriminaciones o cualquier otra forma de presión u hostigamiento para que el trabajador se jubile en forma obligatoria por exclusivas razones de edad.”.

(…)

“Transitorio III. Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública. En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen.””.

3.2.- Información General de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. -

· Estructura de la Unidad Jubilaciones y Pensiones ubicada en la Dirección de Gestión Humana:

Es importante señalar el dónde se ubica la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, la cual es objeto del presente estudio, por lo que se muestra un organigrama resumido de la Dirección de Gestión Humana, que permite delimitar y observar, la estructura formal y la ubicación de esta.

Figura 1

Ubicación Formal y Organizacional de la Unidad Jubilaciones y Pensiones



Fuente: Elaboración propia a partir del organigrama de la Dirección de Gestión Humana.

Tal como se aprecia la Unidad de Jubilaciones y Pensiones pertenece al Subproceso de Administración de Personal, y al Proceso de Administración Humana de la Dirección de Gestión Humana. En caso de requerir un mayor detalle se puede seguir el siguiente vínculo, Estructura Organizacional del Macroproceso Dirección gestión Humana. 

3.2.1.- Estructura de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones:

Figura 2

Estructura Unidad Jubilaciones y Pensiones

Fuente: Relación de puestos, elaboración propia. 

Tal como se aprecia la Unidad está conformada formalmente por 3 recursos, es importante acotar que informalmente se cuenta con la colaboración de un recurso adicional de Técnico Administrativo 2, el cual está adscrito al Subproceso de Administración de Personal, el mismo colabora con todo el tema referente a las valoraciones médicas. 

3.2.2.- Principales funciones asignadas a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones 

La Unidad de Jubilaciones y Pensiones es responsable de determinar el beneficio de jubilación de las personas servidoras judiciales, que cumplan con los requisitos que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial para tales efectos.

Asimismo, como resultado del fallecimiento de una persona jubilada o servidora judicial, establece el beneficio de pensión para las personas que les corresponda según lo establecido en la normativa de pensiones y jubilaciones (citar la normativa asociada).

Además, ejecuta las tareas necesarias para mantener actualizados ambos beneficios.

Figura 3

Principales Funciones Unidad de Pensiones y Jubilaciones
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Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada. 

3.3.- Funciones del personal adscrito a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones

A continuación, se muestran las principales actividades ejecutadas por el personal que conforma la unidad, es importante indicar que también hay labores directas especialmente de aprobaciones realizadas por las jefaturas del Subproceso y Proceso correspondientes. 

Tabla 1
Funciones del Personal de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones

	Clase Ancha
	Actividades que Realiza
	Colaborador

	Asistente Administrativo 2
	Confección de constancias o certificaciones de tiempo servido para jubilación.
	David Castillo Mora

	
	Constancia de operadora de pensiones para el retiro del ROP
	

	
	Confección de constancias (evidencia de que la persona usuaria no pertenece al régimen de jubilaciones del Poder Judicial)
	

	
	Reporte de asignación mensual en un periodo
	

	
	Cálculo de pensión
	

	
	Acrecimientos de pensión 
	

	
	Redistribución por afectación del porcentaje en las pensiones
	

	Profesional 1
	Cálculo de reajustes por revaloración
	Gabriela Jarquín Valladares

	
	Cálculo de jubilación 
	

	
	Estudio para ordinariar la jubilación
	

	
	Recalculo de jubilación
	

	
	Confección de informe de jubilación
	

	Técnica Administrativa 2
	Confección de protocolos referencia para estudio de invalidez
	Karla Quesada Calderón

	
	Confección hoja de solicitud de la valoración
	

	
	Crear expediente físico y digital con: oficio de solicitud de cita dirigido a la Comisión Calificadora de la Invalidez, hoja de solicitud, copia de la cédula, protocolos debidamente completados por el centro médico, documentación medica que el paciente considere debe aportar, correo de solicitud
	

	
	Se remite el expediente físico a la Comisión Calificadora de Invalidez
	

	Coordinador de Unidad 2
	Revisión y aprobación técnica del cálculo de jubilación y pensión.
	Leda Córdoba Montero

	
	Revisión y aprobación técnica de reajustes en jubilaciones y pensiones
	

	
	Cálculo de reajuste por costo de vida a jubilados y pensionados
	

	
	Confección de informes de pensión
	

	
	Confección de informes varios
	

	
	Confección del informe de la comunicación del resultado de la valoración Médica al Consejo Superior, cuando la persona es catalogada NO INVALIDA.
	


Fuente: A partir de información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

Tal como se evidencia las funciones del Asistente Administrativo 2 están muy ligados con el servicio de la persona usuaria, contacto y atención de esta, tramitación de solicitudes e información. Según indicaciones de la Licda. Leda Córdoba, Coordinadora de Unidad 2, se tiene una gran carga de trabajo, por lo que han indicado en varias ocasiones se requiere reforzar el recurso.

El Técnico Administrativo 2, no pertenece a la estructura formal definida de la unidad, pero brinda colaboración con las funciones relacionadas a esta Unidad.

El profesional 1, tiene asignados en su mayoría los cálculos y análisis de jubilaciones, siendo el llamado a realizar los reajustes que dan origen al presente estudio; actividad que se considera de especial relevancia, ya que se debe realizar una correcta aplicación de los cálculos, tanto para el fondo de jubilaciones, como para las personas beneficiarias de este.

La Coordinadora de Unidad 2, se dedica en su mayoría funciones de coordinación y revisión del trabajo realizado por el personal a cargo, donde se destaca el conocimiento técnico en la aplicación de la normativa vigente, así como sus reformas y modificaciones históricas.

Según estimaciones por parte de la Dirección de Gestión Humana, del personal que tiene relación directa con gestiones o labores de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, es el siguiente, con su respectivo porcentaje de dedicación.

Tabla 2
Porcentajes de utilización de los colaboradores en funciones relacionadas con la Unidad de Jubilaciones y Pensiones

	Número de puesto
	Categoría del puesto
	Porcentaje de tiempo invertido en labores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 

	103611
	Asistente Administrativo 2
	100%

	43595
	Profesional 1
	100%

	48480
	Coordinador(a) de Unidad 2
	70%

	43590
	Jefe Administrativo 4
	40%

	43588
	Subdirector(a) General 1
	10%


Fuente: información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

De lo indicado por el Lic. Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4 del Subproceso de Administración de Personal, de la Dirección de Gestión Humana, se puede apreciar que su puesto como Jefatura dedica aproximadamente un 40% de su tiempo laboral a gestiones relacionadas con la Unidad de Jubilaciones, y así para los dos puestos de Subdirectores con un 10% cada uno.

Se tienen aproximadamente 3 recursos dedicados completamente a labores de jubilaciones y pensiones, los cuales se resaltan en azul y corresponden al personal de propio de la Unidad; el cual es objeto del presente estudio para determinar la posibilidad de que asuma el reproceso del recalculo, según lo que indica gestión humana el recurso tiene una dedicación completa, por lo que la capacidad de asumir estas actividades es limitada.

3.4.- Labor a Realizar por Parte de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones 

Tal como se indicó en antecedentes el origen del presente estudio contempla el recalculo del beneficio otorgado a las personas jubiladas entre el 1 de enero de 2008 y 12 de noviembre de 2015, fecha en la cual el Consejo Superior dispuso la suspensión temporal de la aplicación del Transitorio III, tal y como se venía aplicando. 

Es importante indicar que con el paso del tiempo muchos de estos casos se vuelven imposibles de recuperar por prescripción legal. En el oficio 720-AP-2019 de la Dirección de Gestión Humana de febrero de 2019 se indicó que existían aproximadamente 1075 casos para estudio o análisis, comparando esta información con datos suministrados por esta misma Dirección (Lic. Carlos Lizano Alfaro, Jefe Subproceso Administración de Personal) a marzo de 2020 se estima una cantidad de 816 casos para estudio y análisis; por lo que se ha perdido la posibilidad de realizar gestiones de cobro para 259 registros. 

La Dirección de Planificación procedió con el análisis y revisión de los 816 casos citados, los cuales fueron suministrados en un archivo o base de datos de Excel, de los cuales se desglosa la siguiente información.

3.4.1.- Tipos de Casos:

La Dirección de Gestión Humana determino que existen tres tipos de aplicaciones posibles:

“Tipo A: Servidores y servidoras judiciales que obtuvieron su derecho a la jubilación con el requisito de 30 o más años de servicio, pero sin alcanzar la edad requerida para la correcta aplicación del Transitorio III de la Ley 7302.

En estos casos lo que corresponde es el recalculo del porcentaje de beneficio, considerando la edad al momento del retiro contra la edad establecida por ley. El nuevo porcentaje será el que se utilice para el establecimiento del monto de jubilación correcto.

Tipo B: Casos en los cuales los beneficios se aprobaron con el requisito de la edad por la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7302, pero sin contar con 30 años de servicio. Lo anterior implica que al momento de la jubilación no poseían ni el tiempo ni la edad para acogerse a la jubilación. Para los casos anteriores no existe claridad sobre el método de corrección del beneficio, esto en razón de que los jubilados y jubiladas no cumplían con el tiempo ni con la edad para la jubilación, situándonos en una imposibilidad material de elección sobre como ajustar el porcentaje de derecho si no alcanzaron legalmente bajo la correcta interpretación del Transitorio, ninguno de los requisitos mínimos.

Tipo C: Beneficios de pensión que se derivan de jubilaciones que fueron aprobadas con la interpretación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7302. No existe certeza jurídica sobre como reajustar el porcentaje de jubilación. Aunado a lo anterior, se presenta el tema de las sumas giradas de más al jubilado, sujeto sobre el cual existe una imposibilidad material de cobro debido al deceso ya acontecido del mismo.”.

Con la base de datos suministrada se procedió a la clasificación de los casos por tipo antes descrito y el posible tipo de expediente, considerando que para fechas anteriores al año 2013 se trataba de expediente físico, los cuales están escaneados no obstante incide en la duración del proceso de revisión.

Tabla 3

Tipos de Casos para Análisis y Tipo de Expediente
	Tipo Aplicación
	Expediente Digital
	Expediente Físico
	Total general

	A
	328
	215
	543

	B
	92
	82
	174

	C
	40
	59
	99

	Total general
	460
	356
	816


Fuente: elaboración propia a partir de información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

Los casos indicados como expediente físico son 356 en total y 215 de tipo A, los cuales suponen una duración mayor en el proceso de revisión en comparación a sus homólogos digitales, esto ya que conlleva una labor de búsqueda de la resolución del Consejo Superior, dichos archivos están escaneados pero como paquetes completos (todo el expediente) por lo que se debe revisar todo el archivo, el cual no tiene índices o clasificación. 

Resulta relevante acotar la necesidad imperiosa de definir el proceder en los casos de tipo B y C, sobre los que no se tiene definido el cómo recalcular o cobrar el monto de jubilación o pensión, en total son 273 casos que representan el 33.45% de los casos a revisar. 

Se sugiere empezar de manera inmediata con el proceso de revisión y recalculo para los 543 casos tipo A (los cuales si se pueden gestionar), no obstante es necesario que la Dirección Jurídica defina los requerimientos, formato y machote del expediente para dar continuidad al procedimiento administrativo o de lesividad que corresponda aplicar en estos casos. 

En línea con lo antes mencionado resulta relevante observar los registros por su fecha de registro, lo que permitirá ver los posibles vencimientos o caducidades.

3.4.2.- Registros o Casos por Fecha de Registro: 

A continuación, se pueden observar los casos a revisar por año y mes en que fueron registrados.

Tabla 4
Distribución de casos para análisis según mes y año en que se otorgaron
(observar prescripción)

	Mes/Año
	2010
	2011
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016

	Enero
	24
	12
	14
	9
	16
	13
	12

	Febrero
	17
	5
	4
	5
	7
	7
	10

	Marzo
	4
	9
	5
	7
	11
	6
	10

	Abril
	4
	5
	7
	4
	8
	3
	8

	Mayo
	13
	6
	3
	7
	 
	5
	6

	Junio
	10
	3
	8
	10
	18
	5
	6

	Julio
	16
	9
	25
	32
	23
	22
	11

	Agosto
	5
	7
	11
	7
	8
	8
	4

	Setiembre
	2
	6
	11
	16
	13
	16
	9

	Octubre
	10
	6
	8
	8
	7
	9
	4

	Noviembre
	8
	8
	9
	12
	7
	4
	8

	Diciembre
	16
	16
	30
	15
	11
	7
	6

	Total
	129
	92
	135
	132
	129
	105
	94


Fuente: elaboración propia a partir de información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

Considerando el periodo de prescripción de 10 años se puede observar los casos en los que se podría perder la posibilidad de recuperación de las sumas pagadas de más por lo que resulta urgente se inicie con las labores necesarias para dicha gestión, por lo que de no empezar a atender esta labor en el presente año se restarían 129 registros a revisar, correspondientes a beneficios otorgados en el año 2010. 

Ahora bien, a continuación se muestra la misma distribución, pero para los casos Tipo A, los cuales son los que se podrían trabajar en este momento: 

 Tabla 5
Distribución de casos tipo A, para análisis según mes y año en que se otorgaron. (prescripción)

	Mes/Año
	2010
	2011
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016
	 Total

	Enero
	12
	9
	6
	4
	12
	9
	12
	64

	Febrero
	12
	4
	2
	4
	4
	2
	8
	36

	Marzo
	 
	9
	2
	4
	10
	6
	10
	41

	Abril
	1
	3
	3
	2
	4
	1
	7
	21

	Mayo
	9
	1
	2
	3
	 
	3
	6
	24

	Junio
	7
	2
	4
	5
	12
	4
	6
	40

	Julio
	12
	2
	14
	19
	18
	17
	10
	92

	Agosto
	2
	5
	6
	5
	5
	6
	4
	33

	Setiembre
	2
	4
	7
	11
	6
	11
	9
	50

	Octubre
	5
	4
	5
	3
	6
	5
	3
	31

	Noviembre
	4
	5
	7
	7
	6
	3
	7
	39

	Diciembre
	11
	15
	17
	9
	8
	6
	6
	72

	Total
	77
	63
	75
	76
	91
	73
	88
	543


Fuente: elaboración propia a partir de información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

Como se aprecia en el cuadro anterior la cantidad de casos Tipo A, que se tendrían que revisar mensualmente es relativamente baja, se tiene julio y diciembre los cuales presentan una tendencia elevada en comparación con sus similares. La tabla permite observar que sería importante analizar, revisar y tramitar al menos en una primera instancia los procesos para los años del 2010 al 2012, aproximadamente 215 casos tipo A (prontos a prescribir), con esto tener un margen de tiempo para trabajar de manera mensual con los 328 casos restantes según cada mes, en promedio se requería trabajar 7 casos (tipo A) para los registros de los años 2013 al 2016. 

Lo anterior considerando que únicamente se pueden trabajar los casos tipo A, en el momento que se tenga definido el proceder para casos tipo B y C, con esto se deben trabajar al menos los registros antiguos (141 para años 2010 al 2012) para mantener el margen de tiempo, por lo que la cuota mensual de trabajo aumentaría a un promedio de al menos 10 registros mensuales (registros del 2013 al 2016), siempre y cuando se mantenga el margen de tiempo para garantizar el análisis de estos.

3.4.3.- Actividades a realizar para la revisión propuesta. 

Según lo indicado por la Dirección de Gestión Humana en el oficio número PJ-DGH-AP-2436-AP-2019, del 7 de junio de 2019, visto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo LXXXVII las actividades a realizar son:

“El objetivo del estudio se enfoca en la determinación de las sumas giradas de más, a los jubilados cuyo beneficio se aprobó con la aplicación anterior del Transitorio III de la Ley 7302. Para el logro de lo señalado, se realizaron ejercicios de prueba con el propósito de establecer la guía procedimental de común aplicación y que se detalla de seguido:

1- Revisar los expedientes de cada una de las personas jubiladas entre el 1 de enero de 2008 y 12 de noviembre de 2015, fecha en la cual el Consejo Superior dispuso la suspensión temporal de la aplicación del Transitorio III tal y como se venía aplicando; con la finalidad de determinar la correcta Ley a aplicar, su adecuada fórmula matemática y clasificación pertinente a registrar en el sistema.

2- Diseñar, probar e implementar una hoja electrónica que permita realizar los cálculos de los beneficios de jubilación en los casos que corresponda.

3- Diseñar, probar e implementar una hoja de cálculo que contenga todos los aumentos por costo de vida, Ajuste de ICS (2013) que se hayan sucedido desde el 1 de enero de 2008 al 31 de diciembre de 2019 y los cambios en la forma de ejecutar el aumento por costo de vida.

4- Diseñar, probar e implementar una hoja de cálculo que permita determinar las diferencias semestrales entre el monto de jubilación incorrecto y el monto correcto de jubilación.

5- Determinar el monto de beneficio de jubilación correcto y utilizando la hoja de cálculo diseñada actualizar el monto con los aumentos por costo de vida que se hayan sucedido entre la fecha de rige del beneficio y la fecha en que se hará la corrección del monto de beneficio.

6- Determinar las sumas giradas de más en los beneficios de jubilación o pensión utilizando la hoja de cálculo diseñada con esa finalidad.

7- Confeccionar los expedientes requeridos por la Dirección Jurídica sobre las situaciones encontradas para que se analice las acciones a seguir.”

Para el presente estudio se realizó una medición in situ el 6 de mayo de 2020, donde se mide lo antes descrito en los puntos del 2 al 4 y logra evidenciar que ya se tiene una propuesta de hoja para la realización de los cálculos; únicamente estaría pendiente la aprobación, además de que se realizó una depuración de las actividades específicas por desarrollar para cada registro, en específico: 

1- Realizar la búsqueda del expediente (Físico o escaneado, o Digital (más ordenado y fácil de ubicar))

2- Localizar el Acuerdo del Consejo que avala la Jubilación.

3- Anotar el porcentaje aprobado.

4- Realizar recalculo del porcentaje con aplicación correcta transitorio, (definir para casos tipo b y c).

5- Calcular los montos semestrales tanto con él con el porcentaje aprobado (histórico de Movimientos de lo efectivamente pagado) y porcentaje corregido (recalculo del monto correcto apagar), considerando los ajustes de costo de vida correspondientes. 

6- Revisar si existen reajustes, para aplicar los mismos a los montos semestrales, históricos y recalculados.

7- Calcular los reajustes a ingresar en el sistema.

8- Ingresar reajustes al sistema (para cada semestre se ingresa una clasificación y los reajustes que correspondan).

9- Remitir estudio para aprobación de la Coordinadora.

10- Remitir estudio para aprobación de Jefatura y Macroproceso.

11- Confeccionar resolución para enviar a Financiero Contable (pendiente de definir el formato).

12- Proceso que aplicará el Departamento Financiero Contable.

13- Pase a Cobro Administrativo.

La ejecución de las actividades citadas del 1 al 11 corresponden actualmente a la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Jubilaciones y Pensiones. Lo señalado en los puntos 11, 12 y 13 (destacadas en negrita), aún están pendientes de definir por los responsables, así como la duración de estos y el recurso disponible para su ejecución (12 y 13), por lo que la Dirección Jurídica y Financiero Contable con la colaboración de la Dirección de Gestión Humana deberán definir y clarificar el proceso a seguir para realizar el cobro y recuperación de sumas de más de la manera más eficaz y eficiente.

3.4.4.- Estimación del tiempo total del estudio. 

Con el objetivo de cuantificar el efecto en cantidad de recurso necesario para realizar la actividad de corrección encomendada, se realizó un ejercicio de medición de la duración en la realización de las actividades enumeradas anteriormente del 1 al 8, y con esto tener una idea de los posibles escenarios en cuanto al recurso necesario, considerando el volumen de trabajo actual de la Unidad para la definición del cronograma solicitado. 

Es importante indicar que dicha medición únicamente se pudo aplicar a los casos Tipo A, ya que es para estos que se tiene conocimientos del proceder en cuanto al recalculo del monto correcto de subsidio que se debió otorgar. Para los tipos B y C se podría asumir una duración similar, especialmente en cuanto a la revisión del monto o beneficio otorgado, no obstante, lo que corresponde al recalculo del monto que se debió otorgar de momento no es posible realizar, debido a que no se ha definido como se realizaría para estos casos. 


A continuación, se muestran los resultados obtenidos por esa medición: 

Tabla 6
Resultados de medición realizada para casos tipo A

	Actividad (cambiar a verbo a infinitivo de cada actividad)
	Expediente Físico
	Expediente Digital
	Duración Estándar
	Observaciones

	1- Realiza la búsqueda del expediente (Físico o escaneado, o Digital (más ordenado y fácil de ubicar))
	5 min
	2-3 min
	5
	 

	2- Se busca el Acuerdo del Consejo que avala la Jubilación.
	5 a 30 min
	5 a 10 min
	10
	 

	3- Se anota el porcentaje aprobado.
	2 min
	2 min
	2
	 

	4- Se realiza recalculo del porcentaje con aplicación correcta transitorio, (definir para casos tipo b y c)
	10 min
	10 min
	10
	La duración puede variar si se presentan reajustes

	5- Calcula los montos semestrales tanto con el porcentaje aprobado (histórico de Movimientos de lo efectivamente pagado) y porcentaje corregido (recalculo del monto correcto apagar), considerando los ajustes de costo de vida correspondientes.
	15 min
	15 min
	15
	 

	6- Se revisa, si existen reajustes, para aplicar los mismos a los montos semestrales, históricos y recalculados.
	10 min
	10 min
	10
	 

	7- Se calculan los reajustes a ingresar en el sistema
	7 min
	7 min
	7
	 

	8- Ingresan reajustes al sistema (para cada semestre se ingresa una clasificación y los reajustes que correspondan)
	3 a 5 min c/u
	3 a 5 min c/u
	45
	En promedio los casos presentan 14 semestres a revisar, (mínimo 8, máximo 22), calculo corresponde a duración 3 min

	TOTAL
	 
 
	104
	 


Fuente: elaboración propia a partir de mediciones realizas in situ.

Es importante indicar que en la duración de la labor influyen muchas variables, como el tipo de caso, la complejidad, experiencia y conocimientos de recurso, disponibilidad de sistemas, otras fuentes de interrupción y el tipo de expediente, lo que añade variabilidad en los valores resultantes, en el caso de la labor a realizar se puede estar hablando de procesos que van desde los 45 minutos hasta 2 horas, 20 minutos. En este caso la duración estándar y base para los cálculos indiferentemente del tipo de expediente nos arroja 1 hora y 44 minutos. 

Adicional a la medición realizada a la base de datos con los registros indicados por la Unidad de Jubilaciones se le aplicó una simulación con los supuestos de tiempos mínimos, promedios y máximos, para obtener una estimación de la duración estándar, esto considerando la cantidad de semestres que posee cada registro, lo que influye en la cantidad de ajustes que se deben realizar, adicional al tipo de expediente. De dicho análisis se desprende la siguiente información:
Figura 4
Estimación de Duración en Minutos para cada registro
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Fuente: elaboración propia a partir de estimaciones realizadas con los datos suministrados por la Dirección de Gestión Humana

Al correr el ejercicio para los 816 casos se puede apreciar las estimaciones en duración mínima, promedio, máxima y estándar; es importante acotar que entre mayor cantidad de semestres se estima mayor duración (por lo que registros más antiguos implican mayor inversión de tiempo). El dato máximo está considerando una variabilidad elevada, siendo este valor estimado de 6 horas y 5 minutos (considera la medición realizada con duración máxima en todas las actividades) para el registro más antiguo a revisar, en contra parte con la duración mínima de 45 minutos.

Se debe destacar que el valor relevante es la línea morada, referente a la duración estándar, y la línea morada punteada que representa su promedio, alrededor de los 104 minutos, dichos datos como se observan se mueven a la baja en el eje X (cantidad de Semestres) por lo que entre más semestres para revisar, mayor duración, por lo que resulta relevante no solo revisar los casos próximos a vencer, si no la totalidad de estos, ya que si se realiza de manera oportuna esto influirá en la duración de las revisiones. 

3.4.5.- Estimación del recurso necesario para ejecutar la labor

Considerando la medición realizada in situ, así como los 816 registros que se deben revisar inicialmente, especialmente los tipos A (ya que no se tiene claro el cálculo o proceder para los tipos B y C, para estos últimos la duración puede ser incluso mayor o menor, ya que no se tienen claridad del calculo que se debe realizar, las fuentes de información necesarias para los cálculos), se realizan estimaciones para determinar la cantidad de recurso necesario y la duración de este.

Se debe mencionar que existen algunos registros que no van a requerir que se ejecute todo el proceso de recalculo, por tratarse de casos de incapacidad absoluta y permanente, los que son considerados casos excepcionales.

Se estimó la posibilidad de filtrar dichos casos por el porcentaje de asignación de la jubilación (valor o dato que el Excel facilita, casos menores al 70%), no obstante dicho proceder no garantizaría que se trate de este tipo de casos, siendo lo recomendable la revisión de todos los registros y una vez identificados omitir aquellos donde no procede la revisión por aplicación errónea del transitorio, lo cual permitirá un tiempo de revisión menor que el requerido para la totalidad de cálculo de un proceso que sí lo amerite.

Se tiene claro que en este tipo de procesos se pueden generar variaciones en la duración o estimaciones realizadas, lo cual influiría en el recurso necesario para realizar dicha labor, en adición a otras variables cualitativas como la experiencia del personal, por lo que considerando el dato estándar de duración (104 minutos), se muestran las siguientes estimaciones: 

Tabla 7
Duración estimada en la revisión de casos

	Detalle
	Atención Total
	Tipo A

	Cantidad de Registros
	816
	543

	Duración Estándar
	104 min
	104 min

	Tiempo laboral Necesario (min)
	84864
	56472

	Tiempo Jornada Laboral 
	465 min
	465 min

	Cantidad Días Laborales Necesarios (1 recurso) 
	182,5
	121,4

	Cantidad Meses Laborales (21 días por mes)
	8,7
	5,8

	Cantidad Días Laborales Necesarios (2 recursos) 
	91,3
	60,7

	Cantidad Meses Laborales (21 días por mes)
	4,3
	2,9


Fuente: Elaboración propia.

Siendo así se puede realizar la estimación del recurso necesario para la atención de esta labor, esto considerando un 100% de dedicación a la actividad, de manera básica los 816 casos por la duración estándar (816 * 104 min), 84864 minutos en total, esto se divide en el tiempo efectivo de una jornada laboral (considerando 7:45 horas efectivas al día, o en su defecto 465 minutos), 84864/465 es igual a 182.5 días laborales (8.7 meses) para que un recurso dedicado al 100% realice las labores indicadas, o 91.25 días laborales (4.35 meses) con dos recursos capacitados y dedicados al 100%.

También se muestra el mismo ejercicio, pero para los casos tipo A, los cuales son los que se podrían trabajar y recalcular actualmente, con un recurso dedicado al 100% se podría avanzar en las labores citadas en un plazo estimado de 5.8 meses y con dos recursos en 2.9 meses.

Ahora bien, con la distribución de casos y sus diversas variables, en especial la cantidad de semestres a revisar, considerando como fecha de corte el 30 de setiembre de 2020, se realiza una simulación para cada uno de los registros de la base de datos, generando la siguiente tabla con las duraciones en meses.

Tabla 8
Duración estimada en la revisión de casos por tipo y expediente con 1 recurso dedicado al 100% (meses)

	Tipo Aplicación
	Digital
	Físico
	Total, general

	A
	2,7
	2,9
	5,6

	 B
	0,8
	1,1
	1,9

	C
	0,4
	0,8
	1,2

	Total, general
	3,9
	4,8
	8,7


Fuente: Elaboración propia

La tabla anterior nos da una idea más detallada de la duración esperada, que considera las particularidades de cada registro, por lo que se aprecia que para los casos tipo A, se estima una duración de 5.6 meses con un recurso asignado al 100%, tal y como se indicó en la tabla 6 que muestra el total de casos para revisión. Por lo que, si se considerara trabajar solo los casos tipo A, su duración ronda los 5 meses y medio, con una desviación de +-0.7 meses o 15 días.

En el caso de los tipo B y C, al no existir certeza sobre el proceder legal, y como realizar el proceso, no se tiene una estimación correcta del recurso requerido, ya que esto va a depender del tipo de recalculo que se deba realizar y la complejidad de este, lo que puede variar el tiempo de ejecución así como los recursos destinados para la atención de estas labores.

Si bien es cierto resulta relevante la estimación de lo que implicaría ejecutar esta actividad, también es importante evaluar la capacidad actual de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, así como su carga de trabajo, con el objetivo de determinar si el recurso ordinario puede trabajar lo solicitado.

3.5.- Estadísticas de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

A continuación, se muestran las principales estadísticas de la Unidad en análisis, es importante considerar que su principal objetivo es el análisis de jubilaciones y pensiones, y todo lo que engloba el tema, como reajustes, revisión tiempo servido, atención de la persona usuaria.

Tabla 9
Datos de Salidas de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones 

	Detalle
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020*
	Promedio (2016-2019)
	Desv Estándar
	Salida Mensual

	Trámites Jubilaciones
	181
	220
	285
	309
	18
	249
	50,9
	21

	Fijar Derecho
	20
	30
	27
	9
	4
	22
	8,1
	2

	Solicitudes Jubilados
	154
	174
	238
	265
	7
	208
	45,3
	17

	Reactiva Jubilación
	1
	5
	11
	20
	3
	9
	7,2
	1

	Separados
	6
	11
	9
	15
	4
	10
	3,3
	1

	Trámite Pensiones
	50
	73
	60
	45
	12
	57
	10,7
	5

	Acrecimientos de pensión
	6
	13
	6
	0
	1
	6
	4,6
	1

	Tramites Pensiones
	44
	60
	54
	45
	11
	51
	6,6
	4

	Total general
	231
	293
	345
	354
	30
	306
	49,0
	25

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Jubilaciones-reajustes
	530
	8742
	140
	6851
	3515
	4066
	3792,7
	339

	Pensiones-reajustes
	325
	2028
	3
	1483
	746
	960
	826,6
	80

	Total Reajustes
	855
	10770
	143
	8334
	4261
	5026
	4614,6
	419


Notas: 2020*, incluye datos hasta febrero 2020.
Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas suministradas.

En el caso de las actividades relacionadas con “Trámite Jubilaciones”, esta presenta una tendencia creciente, comparando el año 2019 versus el 2016, se tiene un aumento nominal de 128 registros, lo que representa un 70% más de lo tramitado en el 2016, lo que aproximadamente equivaldría a 10.6 gestiones adicionales por mes. 

El conglomerado de actividades de “Trámite Pensiones”, en ese mismo periodo (2016-2019) registra 5 casos menos para una variación del -10%. Para el total de esos registros, sin considerar las labores de reajustes, se tiene un aumento nominal de 123 casos (53.25% más), lo que equivale a que se recibieron 10.25 casos más por mes en el 2019 en comparación a lo que se registró en el 2016. Comparando esto para periodo 2018-2019 se da una variación de 9 registros en total para un aumento del 2.65%. 

En el caso de los reajustes para los rubros de jubilaciones y pensiones, existe mucha variabilidad en la cantidad que se registra por año, en promedio se registran 5026 reajustes por año con una desviación estándar de 4614. 

Para el año 2017 y 2019 se registraron 10770 y 8334 muy por encima del promedio citado, un 80% de los reajustes citados corresponden a jubilaciones, aproximadamente 4066 del promedio (5026). En reunión sostenida con la Coordinadora de Unidad, Licda. Córdoba Montero indicó que la variabilidad en el total de reajustes responde al flujo de trabajo que ingrese a la Unidad y el nivel de priorización de los tipos de asuntos que se conocen, teniendo como casos de primer orden en atención los relacionados a trámites de jubilaciones.

Los reajustes en su mayor parte obedecen a solicitudes de las personas beneficiarias, ya que algún pago no se contabilizó en el cálculo del beneficio, o consideran debe revisarse el mismo.

Ahora bien, en la siguiente gráfica se aprecian los datos respecto a la carga de trabajo, sin contemplar los reajustes, los cuales presentan una significativa variabilidad, con la finalidad de que se aprecie el comportamiento de la carga ordinaria de trabajo:

Figura 5
Comportamiento Histórico Jubilaciones y Pensiones (sin Reajustes) 


Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas suministradas.

Como se aprecia en la gráfica la tendencia en jubilaciones es creciente, el 2018 es donde se encuentran más meses que superan el promedio histórico de ingreso, además de eso se observa diciembre con un alto volumen 46, en promedio se tramitan por mes 25 casos (jubilaciones y pensiones), lo cual deja entrever la variabilidad y aumento que se ha presentado en la carga de trabajo, aspecto importante a considerar al ejecutar la actividad de recalculo.

Lo anterior se evidencia aún más en la siguiente gráfica donde se observa el promedio mensual de salida por año para los trámites de jubilaciones y pensiones. 

Figura 6
Promedio de Salida Mensual por año


Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas suministradas.

Se debe acotar que el dato que se muestra corresponde a la salida, ya que se solicitó información referente a la entrada, sin embargo no se brindaron los datos, no obstante, según indicaciones de la Licda. Córdoba Montero los datos son referencia de la entrada de la Unidad, ya que por lo general atienden todas las solicitudes o casos que les ingresan en el mes.

3.6.- Medición de Carga de Trabajo Adicional 

Si bien es cierto se tiene un aumento en las principales variables o estadísticas que explican la carga de trabajo, es importante medir la utilización del recurso, para esto se aplicó una metodología con una lista de actividades para cada una de las plazas que pertenece a la unidad. 

Con esta metodología, cada colaborador procedió a llenar una matriz, donde se consignaron las actividades realizadas, la periodicidad (Diario, Interdiario, Semanal, Quincenal, Mensual, Trimestral, Cuatrimestral, Semestral o Anual), así como el volumen promedio que ejecutan, adicional, además consignaron la duración en cada una de estas actividades (en minutos) indicando la tiempo mínimo, promedio y máximo, con esta información se calcula una duración estándar, la cual considera una distribución beta (considera 1 desviación estándar para el mínimo, 4 para el promedio y 1 para el máximo). 

Con esto se estima cuantos minutos al mes utiliza el recurso en realizar sus labores, por ende conociendo el tiempo laboral disponible, sirve para determinar el porcentaje de utilización del recurso y el promedio de horas laborales trabajadas diariamente y la composición (representación) de cada una de esas actividades en la jornada de cada puesto. 

Si bien es cierto la herramienta posee cierta subjetividad al tratarse de información ingresada por la percepción del colaborador, esta se minimiza realizando una depuración y revisión de los volúmenes y duraciones en conjunto con el personal, adicional si fuese necesario se pueden realizar mediciones in situ de las actividades que mayor volumen de trabajo aportan.

En este caso el ejercicio sirve como base y aproximación, para ser considerara en conjunto con la información estadística y de esta determinar la carga de trabajo. 

Para efectos de los cálculos se considera que el mes cuenta con 21 días hábiles y cada día con un tiempo efectivo laboral de 7 horas y 45 minutos. A continuación, se muestra un resumen de la información obtenida para cada uno de los colaboradores de la Unidad. 

3.6.1 Asistente Administrativo

Se muestra la información que completó el puesto de Asistente Administrativo 2, la cual fue revisada por la Coordinadora de Unidad y la Jefatura del Subproceso de Administración de Personal.

Figura 7
Análisis Lista de Actividades Asistente Administrativo 2

[image: Interfaz de usuario gráfica

Descripción generada automáticamente con confianza media]
Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada. 

Este caso se envió a revisión de la Coordinadora de Unidad, Licda. Córdoba Montero, al registrarse volúmenes y duraciones importantes, especialmente en las actividades clasificadas tipo A y B (última columna), ya que supera en gran medida la capacidad de trabajo normal de un recurso, en promedio 69.82 horas al día, casi lo equivalente a lo que realizarían en conjunto 9 recursos de esta misma categoría; la atención de llamadas y correos representa un 80% de la carga laboral, por lo que mediante correo electrónico, indica: 

“Al respecto me permito indicar que en efecto existe un error involuntario en la incorporación de los datos en la tabla, ya que los datos atención de llamadas y atención de correos están invertidos, por lo que adjunto la tabla con los valores correctos.”. 

Adicional indica que, al atender una línea telefónica, que funciona como central se tiene ese alto volumen de llamadas y que por el tipo de consultas y usuarios las duraciones de estas se extienden; aunado a la atención de la cuenta de correo oficial de la Unidad, la cual tiene un porcentaje de ingreso considerable; motivos que considera son causal de contar con una persona que se dedica solamente a este tipo de labores. 

Una vez aplicadas las correcciones se obtiene que el recurso trabaja aproximadamente el equivalente a 3.4 recursos, lo que daría un promedio de 26.37 horas por día, lo cual supera las horas totales de las que se compone el día, pero al tomar en cuenta que la herramienta maneja cierta subjetividad, adicional que al existir mucha variabilidad en las duraciones, se puede ocasionar un efecto que altere los resultados, no obstante según indica la Licda. Córdoba Montero, efectivamente este recurso se encuentra sobrecargado de trabajo, por lo que algunas gestiones las debe realizar en horario extraordinario. 

3.6.2.- Técnico Administrativo 2

Este recurso como se mencionó anteriormente no corresponde a recurso formal de la unidad, si no a una colaboración o apoyo para las gestiones de esta, no obstante, resulta importante aplicar el instrumento para determinar la utilización de este.

Figura 8
Análisis Lista de Actividades Técnico Administrativo 2

[image: Interfaz de usuario gráfica

Descripción generada automáticamente] 
Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada. 

El Asistente Administrativo 2, dedica un 73.8% de su tiempo laboral a la confección de protocolos referencia para estudio de invalidez y un 9.85% a “Crear expediente físico y digital con: oficio de solicitud de cita dirigido a la Comisión Calificadora de la Invalidez, hoja de solicitud, copia de la cédula, protocolos debidamente completados por el centro médico, documentación medica que el paciente considere debe aportar, correo de solicitud”, estas dos actividades representan más del 80% de su tiempo laboral.

El recurso labora como 0.99 unidades o a un 99.78% de su capacidad, en promedio labora 7.73 horas por día.

3.6.3.- Profesional 1

El Profesional 1, según indica la Licda. Córdoba Montero es el que debe asumir la labor de recalculo del transitorio, por ser actividades directamente relacionadas con el perfil competencial.

Figura 9
Análisis Lista de Actividades Profesional 1
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Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada.

El 80% del tiempo laboral del recurso se destina a cálculos de jubilación (33.56%), estudios de tiempo servido (15.33%), atención de llamadas (14.61%), atención de correos electrónicos (9.13%) y confección del informe de jubilación (8.22%), según los resultados labora como 2.24 recursos, para un promedio de 17.38 horas por día, por lo que se realizó la consulta a la Licda. Córdoba Montero que indica: 

“En jubilaciones se realizan más de tiempos servidos que cálculos de jubilación porque hay personas que solicitan acogerse al beneficio de jubilación, pero cuando se les realiza el tiempo servido se determina que no cuenta con los requisitos establecidos por ley. (el cálculo de jubilación se demora 120 minutos los cuales incluyen los 60 minutos que se tarda en hacer el tiempo servido).”.

Adicionalmente indicó que se dedica tiempo significativo en la atención de otra línea telefónica, correos y consultas, por motivo de cambios en cálculos de jubilaciones y pensiones, así como las reformas de la ley.

Realizando ajustes con las indicaciones para las tareas de cálculos de jubilación, y estudios de tiempo servido se obtiene que trabaja como 1.6 recursos, en promedio 12.57 horas al día, lo cual sumado al aumento en solicitudes de jubilación y pensión imposibilitan asumir una mejor atención de la revisión y corrección de las aplicaciones errores del transitorio III.

3.6.4.- Coordinador de Unidad 2

Figura 10
Análisis Lista de Actividades Coordinador de Unidad 2
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Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada.

La coordinadora, Licda. Córdoba Montero según los resultados de la herramienta dedica en total un 66% de su tiempo laboral en atención de llamadas (39.92%) y correos electrónicos (27.52%), seguido por confección de informes de pensión, que representan un 23.59%, lo anterior sumado representa el 90.03% de la carga laboral. Según el análisis labora como 1.47 recursos, en promedio 11.47 horas al día.

En términos generales se aprecia una utilización del recurso superior al 80%, y en algunos casos incluso superior al 100%, lo que demuestra que existe poca capacidad instalada para atender de manera eficiente la labor de revisión del transitorio, que se considera con un reproceso.


3.6.5.- Resumen de las actividades del equipo de trabajo 

Tabla 10
Resumen de resultados de la herramienta lista de actividades

	Clase Ancha
	Colaborador
	Cantidad de Recurso equivalente*
	Promedio Horas Laboradas por Día

	Asistente Administrativo 2
	David Castillo Mora
	3,40
	26,37 Horas/Día

	Técnico Administrativo 2
	Karla Quesada Calderón
	1,00
	7,73 Horas/Día

	Profesional 1
	Gabriela Jarquín González
	1,62
	12,57 Horas/Día

	Coordinador de Unidad 2
	Leda Córdoba Montero
	1,47
	11,42 Horas/Día


Notas: * Corresponde a percepción, según las cargas de trabajo, duraciones indicadas y variabilidad de los procesos.
Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada.

Se tiene a manera general para la Unidad en análisis que la totalidad de los recursos se están utilizando a su capacidad máxima, llama la atención el Asistente Administrativo 2, que asume labores de atención de central telefónica, lo cual viene a saturar la percepción y horas destinadas a estas labores.

Si bien es cierto existe un tercer nivel de depuración de la herramienta tal como mediciones in situ, y verificaciones aún mayores a los datos reportados, el resultado general es suficiente para determinar las actividades que generan la mayor cantidad de trabajo y evidenciar que la Unidad posee una capacidad limitada para asumir por completo la labor designada. Si bien dicha labor corresponde a retrabajo, la capacidad operativa para resolver de manera oportuna no es la necesaria.

3.7.- Estimación del Impacto Económico

Si bien es cierto se realizaron mediciones de la estimado del tiempo probable para proceder con la revisión de los beneficios otorgados bajo el Transitorio III de la Ley 7302, las limitaciones ocasionadas por la pandemia COVID-19 no permitieron que fueran más representativas, no obstante, se consideran suficientes para determinar duraciones válidas y aproximadas para realizar el siguiente ejercicio.

Se realizaron 6 revisiones de expedientes de manera aleatoria de los 816 registros, de los cuales un 50% de los revisados aplicaba algún recalculo, de lo que se desprende la siguiente información a modo de ilustración:

Tabla 11
Resultados de las revisiones completas de registros que aplica corrección en el beneficio otorgado bajo el Transitorio III
 de la Ley 7302

	ID
	Monto Actual 
	% Asignado
	Cantidad Semestre (redondeado)
	Suma de Mas Acum (aprox cierre I semestre 2020)
	Suma de Mas Promedio por Semestre
	% Representación Monto Actual (suma de más promedio por semestre)
	% Representación Acum Suma de Mas /Monto actual

	 1 
	₡3 328 293,17
	86,81
	 10 
	-₡9 365 370,99
	₡913 023,61
	27,43%
	281,39%

	 2 
	₡708 297,42
	90,25
	 20 
	-₡6 947 325,22
	₡340 555,16
	48,08%
	980,85%

	 3 1 
	₡5 331 845,49
	100
	 19 
	-₡5 628 964,29
	₡294 689,04
	5,53%
	105,57%

	*
	₡3 122 812,03
	92,35
	17
	-₡7 313 886,83
	₡516 089,27
	27,01%
	455,94%


Notas: 1 jubilado tomó beneficio de jubilación, luego reingreso a laborar el primer calculo es erróneo.
 *Promedio 
Fuente: Elaboración Propia 

La revisión de los registros, (proceso que se debe realizar a los 816 casos), permite observar un resumen de la información más relevante, así como observar el monto de beneficio actual que se recibe, el porcentaje que les fue asignado (cálculo), la cantidad de semestres que han transcurrido hasta el proceso de revisión (lo que influye en los montos a recuperar), y el monto acumulado aproximado de suma de más a recuperar al primer semestre del 2020. Este monto se divide entre la cantidad de semestres y nos da un promedio de lo que representa la suma de más por semestre para los casos que se utilizaron para evidenciar la situación bajo análisis.

Adicional se ve la representación de ese promedio que se paga demás semestralmente entre el monto del beneficio actual, donde las cifras van desde un 5.53% hasta un 48.08% de lo que reciben por mes. En la última columna se puede visualizar lo que representa el acumulado de suma de más en relación con el monto del beneficio actual, donde las cifras van desde 105.57% (1.05 veces) hasta 980.85% (9.8 veces).

En promedio esta variable, representa para los casos analizados un 455.94% o 4.5 veces más el monto que reciben actualmente los jubilados o pensionados. Al aplicar esa línea de análisis para los 816 registros pendientes de análisis, los cuales devengan en su totalidad un monto actual de ₡1,660,452,882.98 se podría estimar que las sumas pagadas de más representan un monto cercano a los ₡7,570,668,874,66.

No obstante, considerando que no todos los registros son sujetos al recalculo, asumiendo que de la totalidad de casos solo un 50% reciba sumas de más, se tendría un monto estimado de ₡3,785,334,437.33, aplicando incluso solo a un 25% de los registros el monto se aproximaría a ₡1,892,667,218.66, cifras que se consideran relevantes. 

Es importante indicar que entre más transcurra el tiempo de recalculo de los beneficios obtenidos por jubilación y pensión bajo análisis (816 casos), las sumas pagadas de más seguirán en aumento, con el agravante de no ser recuperadas (por prescripción) y que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones continué con el pago del beneficio otorgado de manera errónea. 

En línea con lo indicado anteriormente y utilizando los datos de la tabla anterior se realiza un ejercicio más detallado considerando particularidades de los registros, utilizando como base el promedio de sumas pagadas de más por semestre para esos tres casos, que representa un 27,01% del monto actual que se recibe de pago por mes (el acumulado sumas de más, se divide entre la cantidad de semestres y luego se divide por el monto actual de beneficio). 

Con el porcentaje estimado (27,01% promedio) se realiza el siguiente ejercicio de cálculo para determinar el impacto económico del pago de suma pagadas de más para todos los registros, con fecha de corte al 30 de setiembre de 2020 (fecha utilizada para el ejercicio):

Tabla 12 
Estimación de Impacto económico (sumas de más)

	Tipo Caso / Estado
	Activo
	Estado beneficio Excluido
	Estado Beneficio Suspendido
	Total general de sumas pagadas de más (estimado)

	A
	₡4 561 024 070,99
	₡65 853 103,71
	₡18 696 484,47
	₡4 645 573 659,17

	B
	₡1 256 983 776,42
	₡92 194 313,09
	₡14 188 928,20
	₡1 363 367 017,71

	C
	₡376 147 172,65
	₡47 805 713,60
	₡1 067 890,92
	₡425 020 777,17

	Total general
	₡6 194 155 020,07
	₡205 853 130,39
	₡33 953 303,58
	₡6 433 961 454,04


 Fuente: Elaboración propia a partir de supuestos.

La tabla anterior muestra una estimación del posible impacto económico, realizando una inferencia, en este caso se considera el 100% de registros, para un total ₡6,433,961,454.04. Al sensibilizar este dato suponiendo que solo aplica algún recalculo para el 50% de los casos, se obtiene que se podría estimar las sumas de más acumuladas de ₡3,216,980,727.02 aproximadamente; con la misma lógica únicamente para los casos o registros tipo A en estado activo, se tendría la suma de ₡2,280,512,035.50. 

El cálculo considera los beneficios excluidos que son aquellos que por algún motivo ya no se pagan, como por muerte del beneficiario y los beneficios suspendidos, que son aquellos que se pagaron y temporalmente encuentran en ese estado, para citar un ejemplo como el de la persona jubilada que se reinserta en la fuerza laboral nuevamente. Es importante acotar que en estos casos se debe analizar si procede el cobro o no, y a quien se le cobraría o si aplica realizar un ajuste al monto con el objetivo de no perjudicar la sostenibilidad actuarial del fondo.

Para los registros tipo B y C, el monto puede ser superior al mostrado, ya que, por la naturaleza de estos, no se cumplía con muchas de las condiciones para optar por el beneficio, por lo que el impacto que estos han generado en el fondo de jubilaciones en estos momentos es inestimable.

3.8.- Estudio del Estado Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Según el último estudio de valuación actuarial del régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se desprende la siguiente información ( https://www.supen.fi.cr/web/supen/estudios-actuariales), con corte al 31 de diciembre de 2019, realizado por el Actuario Raúl Hernández González, MBA.

Figura 11
Caracterización de la Población Jubilada y Pensionada del Fondo al 31 de diciembre de 2019
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Descripción generada automáticamente]
Fuente: Estudio Actuarial, Poder Judicial. 

Tal como se observa, “actualmente el Fondo tiene 3089 derechos ordinarios (jubilatorios) que representan el 71.74% del total, mientras que los derechos por invalidez 419 son el 9.73% del total y los derechos sucesorios 798 representan un 18.53%. En este último grupo llama la atención 102 casos de hijos mayores de 25 años, que son un 2,37% del total de derechos; porcentaje que es relativamente significativo, si se observa otros Fondos de Pensiones.”.

En total a la fecha de corte se tienen 4306 beneficios activos, lo que representa el 31.89% de la base de colaboradores activos (13,500.00), con un derecho promedio de 1,561,365 colones, para el 2019 se otorgaron 297 nuevos derechos (6.89% del total de beneficios). 

Ahora bien, con el monto estimado de sumas pagadas de más se podría contribuir con la sostenibilidad actuarial del fondo, en todos sus escenarios, ya que sería una inyección de capital que se podría reinvertir, en adición a las sumas que se dejarían de pagar sin ser un derecho adquirido, ya que estos 816 registros representan el 18.95%. 

A continuación, se muestran los escenarios que brindó el estudio actuarial, el cual en su mayoría evidencia un déficit del fondo:

Figura 12
Resumen de los Escenarios
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Fuente: Estudio Actuarial, corte a diciembre 2019.

Tal como se aprecia en los escenarios donde el resultado es un déficit, este podría ser menor al considerar que se reintegra el dinero pagado de más, el cual se podría invertir y aumentar la rentabilidad; de igual manera por la reducción en los montos de beneficios (al jubilado o pensionado) que se deberían de erogar a futuro. Por lo anterior, se podría impactar directamente el indicador de solvencia del fondo de manera positiva.

3.9.- Posibles escenarios para realizar un Plan de Atención Remedial:

Se detallan los posibles escenarios para atender lo solicitado por el Consejo Superior respecto a la revisión y cobro de las sumas pagadas de más por la aplicación errónea del transitorio III de la Ley 7302.

3.9.1- Escenario 1

No otorgar recurso adicional para la realización de la actividad y utilizar el equipo de trabajo actual con una cuota de trabajo definida, donde es importante considerar que no existe capacidad instalada para abordar de manera eficiente la revisión de los registros. 

De igual forma, fijando una cuota de revisión de 10 registros o casos al mes, en el supuesto de que la revisión inicie en octubre 2020, y siempre se cumpla esa cuota mínima, se tendrían los siguientes resultados:

Tabla 13
Posible Resultado de la Aplicación Escenario 1, Iniciando revisión en octubre 2020

	Detalle
	A
	B
	C
	Total, general

	Prescrito Antes de inicio revisión
	59
	23
	16
	98

	Registros con revisión Ajustada
	472
	148
	82
	702

	Prescribe por Falta Capacidad
	12
	3
	1
	16

	Total, general
	543
	174
	99
	816


Fuente: Elaboración Propia.

Trabajando con prioridad los registros más antiguos y tipo A, al iniciar en octubre 2020, de los 816 registros que se tenían para trabajar, habrán prescrito 98, trabajando con la cuota mínima, y con una programación muy ajustada en el pase y traslado a cobro de los expedientes (sin holgura), se trabajarían aproximadamente 702 registros.

Es del caso indicar que de existir alguna complicación o imprevistos, como el aumento de la demanda de los servicios normales de la Unidad o rotación de personal, es probable que se incremente el número de casos prescritos, lo cual es una variable a considerar en este escenario.

En la simulación realizada para este ejercicio se determinó que los meses para los que se posee un efecto donde la cuota estimada no es suficiente para atender los registros próximos a prescribir, serían los meses previstos de revisión de diciembre 2020, enero 2021 y febrero 2021, en donde prescribirían 16 registros aproximadamente, conformados de la siguiente manera: 6 para diciembre 2020, 7 para enero 2021 y 3 para febrero 2021.

Aplicando este plan se trabajaría ajustado al vencimiento o prescripción de los casos, y se estaría exigiendo la capacidad de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, limitando la posibilidad de atender posibles eventualidades, de poderse aplicar y seguir lo establecido seria hasta aproximadamente junio 2021, donde se empezaría a tener alguna holgura en los tiempos de revisión esto en el sentido de que se revisarían los casos 3 meses antes de su prescripción. 

La revisión de estos 10 registros mensualmente tomaría aproximadamente 1040 minutos al mes (104 min por registro), lo que equivale a un 10% del tiempo laboral ordinario de un recurso, considerando 21 días laborales al mes, 7.45 horas por día, cumpliendo lo propuesto se estaría finalizando la revisión de los registros aproximadamente el 30 de abril de 2025. 

Por la capacidad limitada se podría considerar asignar y autorizar el uso de horas extras para la ejecución de la actividad considerando como base los 1040 minutos al mes (18 horas en total), distribuidas aproximadamente en 5 horas por semana, con lo que se aprovecharía la experiencia del recurso que actualmente ejecuta la labor.

3.9.2.- Escenario 2

Asignar un recurso adicional para que aborde la totalidad de los registros a revisar, a partir de octubre 2020, con esto, de los 816 casos que se tienen pendientes, se tendrían 718 registros aproximadamente para revisión, considerando los de mayor antigüedad y en espera de definir el criterio legal y el proceder para los tipos B y C.

Con la medición realizada y el tiempo promedio para realizar lo indicado para cada registro, (104 min), se esperaría una duración total alrededor de 74.672 minutos, lo que equivale a un recurso dedicado al 100% alrededor de 7.64 meses, o bien, por 9 meses aproximadamente, tomando en consideración los procesos de capacitación o entrenamiento sea para los nuevos recursos como para los que sustituyen al recurso ordinario que realizará la labor.

Se puede valorar la realización del trabajo de manera más intensificada dedicando 2 recursos al 100% con un estimado de duración de 3.82, es decir, 5 meses aproximadamente para cada recurso tomando en consideración el proceso de capacitación o entrenamiento, sea para los nuevos recursos como para los que sustituyen al recurso ordinario que realizará la labor.

Para esta segunda opción, debe indicarse que no se cuenta con contenido presupuestario, y existe lineamientos institucionales que limitan la asignación de nuevos recursos.

3.9.3.- Coste Aproximado de los Escenarios

Se debe considerar que existe un coste asociado directamente con el recurso necesario para realizar los análisis y gestiones, y generar la resolución para realizar la recuperación de las sumas de más, en este caso tal como se ha venido trabajando se determina utilizar la clase ancha Profesional 1, la cual presenta los siguientes costos promedio: 

Tabla 14
Costo estimado Profesional 1 

	Estimación Costo Plaza
	Profesional 1

	Costo Anual
	₡26 032 000,00

	Costo Mensual (12 meses)
	₡2 169 333,33

	Costo Día (365 Días)
	₡71 320,55

	Costo Hora (8 Horas)
	₡8 915,07

	Costo Hora Extra
	₡13 372,60


Fuente: Elaboración propia con la estimación de costos de plazas 2021.

Lo indicado en la tabla anterior sirve como base para determinar el posible costo de la aplicación de los escenarios propuestos, así como sus variantes y variables cualitativas, esto para considerarlo en la toma de decisiones.

Tabla 15
Costo estimado de los diversos escenarios

	Detalle
	Duración 
	Coste Recurso (Profesional 1)
	Observación

	Escenario 1: Recurso Propio
	 - 
	₡0,00
	Prescripciones próximas y sin holgura para eventuales aumentos de la demanda de Pensiones o Jubilaciones de la Unidad. 

	Escenario 1: Horas Extra
	56 meses (18 h mensuales)
	₡13 479 583,56
	Autorizando 18 h extra máximo por mes.

	Escenario 2: Plan remedial Completo (1 Recurso)
	9 meses
	₡19 524 000,00
	Se podrían iniciar a gestionar la recuperación de todos los registros en menos de 9 meses. 

	Escenario 2: Plan Remedial Completo (2 Recursos)
	10 meses (5 por colaborador)
	₡21 693 333,33
	Se podría gestionar el cobro de todos los casos en menos de 5 meses. 



Fuentes: Elaboración Propia.

Los costos estimados anteriormente no consideran el mobiliario el cual asciende a ¢1.184.510,07 por colaborador (Computadora, Estación de servicio con aditamento para mouse, Silla giratoria secretarial, además se debe considerar las limitaciones de espacio que tiene la Unidad y el respeto a las normas de distanciamiento por la pandemia.

Si bien es cierto el escenario 1, es el que tentativamente representa el menor costo visible, es el escenario que mayor riesgo representa ya que se podría dar una prescripción masiva de los casos, lo cual generaría perdidas por montos no recuperados y la obligación de seguir devengando un monto de jubilación o pensión que no corresponde por Ley, monto que según las estimaciones realizadas podría ascender al cierre de setiembre 2020 a ₡6.433.961.454,04, posterior a la fecha indicada, el monto estimado aumentaría y en algunos casos se volvería irrecuperable y prescrito, por lo que se tendría que seguir desembolsando el beneficio con el cálculo erróneo.

Se debe de rescatar que a pesar de tratarse de un reproceso que impacta de forma considerable el fondo de jubilaciones del Poder Judicial, el posible coste para resarcir o corregir dichos cálculos es mucho menor que las pérdidas que genera el no realizar el proceso de recuperación. 

3.10.- Criterio de la Dirección de Planificación 

Esta Dirección considera importante se realice con premura la revisión, correcciones y proceso para recuperación de las sumas de más, tal como se ha indicado en el informe, la recuperación de estos dineros colaboraría en la solvencia actuarial del fondo, si bien es cierto actualmente se está en análisis la estructura y funciones que tomará la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, no se debe esperar a definir dicho asunto.

Se debe considerar que el requerimiento y análisis de recurso comprende la etapa de revisión y recalculo de las sumas de más, donde aún no se tiene definido el formato ni la documentación para ser remitida al Departamento Financiero Contable para su respectivo cobro, además se asume que se realizará con el recurso ordinario, no obstante, según el volumen de casos puede ser necesario reforzar la capacidad instalada.

Se debe realizar la salvedad que aún existen vacíos en cuanto al proceso de corrección y recalculo que se debe realizar, así como el respectivo cobro, tal y como lo ha señalado la Dirección de Gestión Humana, lo que puede requerir de recurso adicional para que conteste y de seguimiento a las apelaciones y recursos que presenten las personas a las cuales se les debe aplicar el proceso de recuperación de sumas de más. 

En línea con lo señalado se debe definir:

1- El proceder en los casos que se encuentran en estado excluidos o suspendidos, que se les realizó el cálculo de manera errónea.

2- La manera de recálculo de porcentaje o monto de jubilación para los casos indicados como tipo B y C, los cuales representan aproximadamente el 33% de los casos a revisar y es probable que por no cumplir ninguna de las condiciones legales, los montos a recuperar sean de una cuantía mayor a los casos tipo A. Para estos casos B y C se sugieren varias maneras para el recalculo: 

a- Aplicar el cálculo como si se tratara de un caso de incapacidad absoluta y permanente, posterior a eso comparar y calcular las sumas de más, y realizar las notificaciones respectivas y el ajuste al monto del beneficio.

b- Calcular las cuotas o diferencia de cotizaciones que debió aportar la persona jubilada o pensionada para cumplir con los requisitos y obtener ese monto de beneficio, con la intención de no ir en detrimento de la estabilidad del fondo. 

3- El formato y la documentación necesaria para la resolución que se debe enviar al Departamento Financiero Contable para iniciar el proceso de recuperación. 

Es de vital importancia definir estos aspectos que podrían generar atrasos en los procesos, en especial el punto 3, para dar inicio con las gestiones para los casos tipo A.

Destacar al menos un recurso dedicado al 100% por un lapso de 9 meses aproximadamente (permiso con goce de salario y sustitución sería el escenario ideal), para atender las labores de revisión de la totalidad de los casos que no se encuentren prescriptos, así como las actividades de recuperación de las sumas pagadas de más, dando prioridad a los de mayor antigüedad. Sin embargo, tiene la limitante de las restricciones presupuestarias para su implementación por el momento.

Es importante acotar que la estimación de las posibles sumas de más a recuperar podría ascender a un monto ₡3 216 980 727,02, aproximadamente al cierre de setiembre 2020, cifra que conforme transcurra el tiempo será mayor, esto respecto a los 816 registros pendientes de revisión. 

En línea con lo indicado, la revisión realizada a tres de los 816 casos determinó un monto acumulado aproximado de ₡21 941 660,50 (por sumas de más), en promedio ₡7 313 886,83 por registro o caso, por lo que se evidencia que cualquiera de los escenarios planteados versus el posible costo asociado a la aplicación de estos, es menor e ínfimo en comparación a las sumas que se deben de recuperar. 

Si bien es cierto, actualmente se encuentra en discusión el tema de la estructura de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como si su conformación debe ser con recurso interno o externo, por la premura del asunto y para evitar la prescripción de más casos, no se puede estar a la espera de la definición de tema y se debe buscar alternativas que permitan trabajar un plan remedial con los casos próximos a vencer. 

Esta Dirección recalca que si bien el estudio contempla únicamente la parte del recalculo para determinar las sumas de más, en este proceso existen muchos aspectos ya indicados que se deben definir y en los que se requiere el criterio legal, adicional se debe realizar la previsión para las etapas posteriores del proceso y otras posibles situaciones que se presenten, como el seguimiento de los casos, y la atención de los posibles recursos de apelaciones. 

Finalmente, para los casos tipos B y C existen muchas posibilidades en cuanto a su proceso de recuperación (sumas pagadas de más), ya sea calculando las cuotas que debió aportar la persona jubilada o pensionada al fondo para cumplir con la edad de retiro, estimar el monto de jubilación o el porcentaje de beneficio como si se tratase de una incapacidad absoluta y permanente, y el tipo de cálculo para ese periodo, no obstante, por lo sensible del tema, debe ser sujeto a revisión del sustento legal que permita ejercer acciones para estimar las sumas de más y su respectivo cobro, lo cual debe ser valorado por la Dirección de Gestión Humana, la Dirección Jurídica y la Junta de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aspecto vital para el proceso de recuperación y evitar prescripción de estos casos.

3.11 Informe Puesto en Consulta

La versión preliminar de este informe fue puesta en consulta mediante el oficio1605-PLA-OI-2020 del 16 de octubre de 2020 de las oficinas involucradas, de las cuales se recibió la contestación del Subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana mediante oficio PJ-DGH-AP-4214-2020 del 29 de octubre de 2020, por lo que a continuación se muestra las observaciones remitidas, así como el criterio de esta Dirección:

	
	Observaciones del Subproceso de Administración de Personal
	Criterio de la Dirección
de Planificación

	1
	Sobre la composición de plazas de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, se indica que se cuenta con un Asistente Administrativo 2, lo cual es incorrecto ya que la plaza es de clase Auxiliar Administrativo.
	Se toma nota, no obstante, se mantiene el tipo de puesto consignado, ya que la información consignada en el estudio corresponde a lo repostado en la Relación de Puestos SIGA al 10 de noviembre 2020 de la Dirección de Gestión Humana, para el puesto 103611 “Asistente Administrativo 2”.

	2
	De la Tabla #1, se recibieron varias observaciones

a) Cambio en el segundo apellido de la servidora que ocupa el puesto de Profesional 1 (Valladares por Jarquín)
b) Se solicita realizar ajustes de forma y fondo en las labores que desempeña el puesto de Coordinadora o Coordinador de Unidad 2.

	


a) Se procede con el cambio indicado
b) Se realizan los ajustes propuestos.



	3
	En la tabla #6 con el detalle de los tiempos, el punto 5 no considera la comprobación del histórico de pagos; sino que establece una comparación entre los montos con porcentaje incorrecto contra porcentaje correcto, pero al final las diferencias para cobrar resultan del cálculo de monto correcto contra lo pagado, lo cual requiere verificar el maestro y adicional analizar posibles ajustes aplicados, lo cual incluye posibles reajustes por reingreso, sentencias o sumas de salario canceladas posterior a la fecha de rige del beneficio. Ciertamente las sentencias o reingresos son poco frecuentes, se debe realizar la verificación total contra el maestro, por lo cual estimar una duración estándar de 15 minutos se considera por debajo del promedio. El punto 6 trata sobre la revisión de reajustes extraordinarios, pero no considera que para estos casos incluso se deben recrear los antecedentes del reajuste para su correcta aplicación conforme el nuevo monto y porcentaje.

	Se toma nota de lo indicado, no obstante, en las mediciones realizadas (por medio de muestreo) se tomaron en cuenta las variables que se mencionan, las cuales deberán estar sujetas al análisis por parte de la Unidad, una vez que se inicien las labores de cálculo.

	4
	En cuanto al punto 4.3 del apartado “Elementos Conclusivos”, se señala que la función principal de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones es realizar los cálculos de jubilación, no obstante, con la Ley 7333 y hoy en día con los cambios introducidos por la ley 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones, el cálculo de pensiones sigue teniendo un peso importante en la función de la Unidad, esto debido al total de gestiones presentadas para trámite y su relevancia por significar el posible ingreso para población adulta mayor.






	Se toma nota de lo indicado y se modifica el elemento conclusivo. El apartado de información relevante que origina el elemento resolutivo si contempla ambas labores.

	5
	Sobre el apartado de “Elementos Conclusivos”, se solicita variar el punto 4.10, en lo respectivo a:
a) Corregir el nombre de la Coordinadora de la Unidad que es Leda Córdoba Montero y 
b) Reemplazar el cargo del licenciado Carlos Lizano de Jefe de Administración Salarial a Jefe de Administración de Personal 
c) Modificar el puesto asistente administrativo 2 a Auxiliar Administrativo.

	Los puntos a y b se proceden a variar en el elemento conclusivo y donde corresponda en el apartado de información relevante. Respecto al punto C, se mantiene el tipo de puesto el cual se encuentra de acuerdo con la relación de puestos de la Dirección de Gestión Humana. 

	6
	El informe referencia las funciones realizadas por la Técnico Administrativo 2, que son competencia de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, se debe destacar que esto sucede debido a que la capacidad operativa de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones no permite que su personal ejecute esas labores.

	Se toma nota, ya que el informe indica que es una plaza que brinda colaboración a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 

	7
	Debido a que se solicita en este informe que se defina la documentación (expediente) que requiere la Dirección Jurídica para proceder al cobro de las sumas de más resultantes, no se consideran los tiempos posibles que le pueda tomar a la Unidad confeccionar estos legajos, lo cual evidentemente incrementará los tiempos de trabajo de cada estudio.
	Lo mencionado se indica en el informe, ya que, en el proceso de medición, no se abarcó la totalidad de este por la limitante de aun no tener definido este punto, el cual se debe considerar a la hora de la implementación. 

	8
	Un punto adicional que debe ser considerado, es la recién aprobada modificación a la ley de retiro del ROP, la cual puede ocasionar que, en corto plazo, las personas que a esta fecha ya tienen derecho adquirido presenten a la Unidad la solicitud de jubilación para obtener mejores condiciones en la política de retiro. Esto, sin lugar a dudas afectará los tiempos actuales de gestión de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.
	Se toma nota de lo indicado, no obstante con el escenario recomendado no debería existir afectación directa, ya que se está proponiendo recurso humano adicional de manera temporal, para uso exclusivo de las labores de recálculo. 

	9
	En cuanto a la posibilidad de redistribuir recursos de las plazas que en este momento controla la Dirección de Gestión Humana, se informa que luego de un análisis pormenorizado, se establece que a esta fecha y con base en las funciones habituales y nuevas tareas impuestas por la promulgación de leyes recientes como la 9635, ley de Fortalecimiento de la Finanzas Públicas; Ley 9859, conocida como ley de usura; sumado a los proyectos de interés del Poder Judicial que desarrolla la Dirección de Gestión Humana, no existe viabilidad para redistribuir recursos que puedan asumir el estudio de los casos del dos por uno.
	Se toma nota de lo indicado, no obstante, esta Dirección estima que se mantenga lo recomendado como una medida alterna y temporal de solución tal como se aplica en diferentes oficinas actualmente, en razón de las limitantes presupuestarias a nivel institucional, y que se analicen las consecuencias de las labores que estarán desatendidas así como el impacto que conlleva para la institución, por lo que se insta a la Dirección de Gestión Humana, reconsiderar lo indicado y establecer las prioridades.



Las observaciones planteadas no presentan modificaciones de fondo a lo indicado en el informe preliminar, por lo que las recomendaciones se mantienen incólumes. 

IV. Elementos Conclusivos

4.1.- El Consejo Superior en sesión 50-19 del 31 de mayo de 2019, artículo LVI, solicitó a esta Dirección realizar un estudio, “en el cual se deberá presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”.

Recalcular los beneficios y sumas de más, que se generaron por una mala interpretación del Transitorio III La Ley 7302 de 8 de junio de 1992, vigente a partir del 15 de julio de 1992.

4.2.- La Unidad de Jubilaciones y Pensiones se encuentra adscrita al subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, y cuenta con 3 recursos asignados de manera formal, 1 adicional informal que ha brindado colaboraciones. 

4.3.- La principal función de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones es responsable de determinar el beneficio de jubilación de las personas servidoras judiciales y el cálculo de pensiones que cumplan con los requisitos que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial para tales efectos.

4.4.- Existen 3 tipos de casos, Tipo A, Tipo B y Tipo C, para los dos últimos no se tiene claro el proceder para el cálculo del beneficio correcto que se debió otorgar, el cual es la base para determinar las sumas de más. 

4.5.- A febrero 2019 se tenían aproximadamente 1075 registros para revisión, no obstante, a marzo 2020 únicamente se tienen 816 registros para revisar, de los cuales 543 son tipo A, 174 tipo B y 99 tipo C, aproximadamente 259 registros menos que han prescrito. 

4.6.- Para los casos tipo B y C, se recomienda que la Dirección de Gestión Humana se solicite un criterio legal a la Dirección Jurídica, que indique como proceder para efectos del recalculo de los beneficios de jubilación que se otorgaron sin el cumplimiento de los requisitos de edad y tiempo de servicio, así como la posibilidad legal de proceder al cobro de las sumas giradas de más a jubilados y jubiladas ya fallecidos.

Adicional se debe definir el formato y requerimientos de la resolución de cobro que se debe trasladar a financiero contable (no se estimó la duración de este proceso).

4.7.- Para registros anteriores al 2013 se posee el expediente físico o escaneado esto dificulta o vuelve un poco más lento el proceso de revisión y búsqueda de los expedientes, aproximadamente 356 registros de los 816. 

4.8.- Se estima una duración promedio de revisión de expedientes de 104 minutos (sin confección de la resolución), existen casos en donde únicamente se debe revisar y recalcular, pero no procede realizar ajustes estos supondrían una duración menor, no obstante, por la variabilidad y complejidad de algunos casos esta también podría tender a ser mayor. 

4.9.- La Unidad de Jubilaciones y Pensiones ha tenido un aumento en la cantidad de actividades y estudios realizados a lo largo del tiempo, corresponde a un aumento del 70% la comparación de los años 2016 versus 2019, y en su mayoría por asuntos referentes a jubilaciones. Lo que significa pasar de 19 gestiones en promedio por mes a 29.5. 

4.10.- Al aplicar la herramienta “Lista de Actividades” en términos generales se tiene un uso igual o superior al 100% del recurso humano, lo cual esta apegado a lo indicado por la coordinadora Licda. Leda Córdoba Montero y el Jefe de Administración de Personal, Lic. Carlos Lizano. El puesto con mayor recargo es el asistente administrativo 2, en su mayoría por labores de atención al cliente, central telefónica de Gestión Humana y cuenta oficial de correo. 

4.11.- De la revisión realizada, se estima el posible impacto de las sumas de más acumuladas a recuperar (corte setiembre 2020), el cual ronda los ₡2,984,065,827.98 o ₡3,216,980,727.02 según el método de inferencia, esto considerando que solo aplique el recalculo para un 50% de los registros, por lo que el monto es representativo. 

4.12.- Según el informe de estado actuarial con corte de diciembre 2019, se han dado mejoras en la solvencia del fondo de jubilaciones y pensiones, no obstante, en 7/8 escenarios presenta un déficit, el cual podría ser menor o nulo, al recuperar las sumas pagadas de más y ajustar los montos de los beneficios a otorgar a esos beneficiados que recibieron un monto o beneficio que no corresponde con lo indicado por la ley. 

4.13.- La Unidad de Jubilaciones y Pensiones aún no ha iniciado con la revisión de los registros por lo que existen prescripciones, se estima establecer una cuota mínima de 10 registros por mes, si se iniciara en octubre 2020, se garantiza que los registros que no hayan prescrito sean gestionados previo al vencimiento, no obstante no se tendría holgura para gestionar y para tres meses pico se requeriría una mayor producción. 

4.14.- Se plantean 3 escenarios para posible solución de lo solicitado por el Consejo Superior, siendo el recomendable el escenario 2, ya que permite atender de manera prioritaria y exclusiva los registros que son sujetos a realizar la gestión de cobro.

4.15.- El costo aproximado de la aplicación de cualquiera de los escenarios indicados es mucho menor del costo de prescripción y no recuperación de los montos otorgados por las sumas de más a los beneficiarios del fondo, por lo que la implementación de cualquiera de ellos se justifica económicamente de manera positiva. 

4.16.- La Dirección de Planificación determina que es importante no solo definir el recurso necesario para el análisis y revisión de los registros (alcance del actual estudio), sino también el recurso necesario para realizar el cobro y brindar el posterior seguimiento de los casos (tanto en vías legales), que garantice la adecuada gestión de los procesos, no obstante, existen vacíos que deben ser definidos por Gestión Humana, Financiero Contable y la Dirección Jurídica. 


V. Recomendaciones

Al Consejo Superior

5.1.- Como resultado del análisis efectuado se recomienda la aplicación de alguno de los siguientes escenarios, que se resumen a continuación (detalle completo de los escenarios en información relevante):

Escenario 1

No otorgar recurso adicional para la realización de la actividad y utilizar el equipo de trabajo actual con una cuota de trabajo definida, donde es importante considerar que no existe capacidad instalada para abordar de manera eficiente la revisión de los registros.

Posible Resultado de la Aplicación Escenario 1, 
Iniciando revisión en octubre 2020
	Detalle
	A
	B
	C
	Total, general

	Prescrito Antes de inicio revisión
	59
	23
	16
	98

	Registros con revisión Ajustada
	472
	148
	82
	702

	Prescribe por Falta Capacidad
	12
	3
	1
	16

	Total, general
	543
	174
	99
	816


Fuente: Elaboración Propia.

Trabajando con prioridad los registros más antiguos y tipo A, al iniciar en octubre 2020, de los 816 registros que se tenían para trabajar, habrán prescrito 98, trabajando con la cuota mínima, y con una programación muy ajustada en el pase y traslado a cobro de los expedientes (sin holgura), se trabajarían aproximadamente 702 registros.

Escenario 2

Otorgar recurso adicional para que aborde la totalidad de los registros a revisar, a partir de octubre 2020, con esto, de los 816 casos que se tienen pendientes, se tendrían 718 registros aproximadamente para revisión, considerando los de mayor antigüedad y en espera de definir el criterio legal y el proceder para los tipos B y C.

Con la medición realizada y el tiempo promedio para realizar lo indicado para cada registro, (104 min), se esperaría una duración total alrededor de 74672 minutos, lo que equivale a un recurso dedicado al 100% alrededor de 7.64 a 9 meses, tomando en consideración los procesos de capacitación o entrenamiento sea para los nuevos recursos como para los que sustituyen al recurso ordinario que realizará la labor. 

Se puede valorar la realización del trabajo de manera más intensificada dedicando 2 recursos al 100% con un estimado de duración de 3.82 a 5 meses para cada recurso, tomando en consideración el proceso de capacitación o entrenamiento, sea para los nuevos recursos como para los que sustituyen al recurso ordinario que realizará la labor. 

Costo Aproximado de los escenarios propuestos

Para cada uno de los escenarios anteriores, se desglosa el posible costo de los recursos adicionales.

Lo indicado en la tabla anterior sirve como base para determinar el posible costo de la aplicación de los escenarios propuestos, así como sus variantes y variables cualitativas, esto para considerarlo en la toma de decisiones. 

Costo estimado de los diversos escenarios

	Detalle
	Duración 
	Coste Recurso (Profesional 1)
	Observación

	Escenario 1: Recurso Propio
	 - 
	₡0,00
	Prescripciones próximas y sin holgura para eventuales aumentos de la demanda de Pensiones o Jubilaciones de la Unidad. 

	Escenario 1: Horas Extra
	56 meses (18 h mensuales)
	₡13 479 583,56
	Autorizando 18 h extra máximo por mes.

	Escenario 2: Plan remedial Completo (1 Recurso)
	9 meses
	₡19 524 000,00
	Se podrían iniciar a gestionar la recuperación de todos los registros en menos de 9 meses. 

	Escenario 2: Plan Remedial Completo (2 Recursos)
	10 meses (5 por colaborador)
	₡21 693 333,33
	Se podría gestionar el cobro de todos los casos en menos de 5 meses. 



Los costos estimados anteriormente no consideran el mobiliario el cual asciende a ¢1.184.510,07 por colaborador (Computadora, Estación de servicio con aditamento para mouse, Silla giratoria secretarial, además se debe considerar las limitaciones de espacio que tiene la Unidad y el respeto a las normas de distanciamiento por la pandemia. 

Salvo mejor criterio, considerando las limitantes presupuestarias, esta Dirección recomienda la aprobación del escenario 2, plan remedial por 9 meses con la asignación de al menos un recurso adicional (Profesional 1) dedicado al 100% a la revisión y el cálculo de todos los registros pendientes de revisión, que si bien significa una erogación presupuestaria adicional, no es comparable respecto al costo a nivel institucional que se puede generar de no recuperar las sumas pagadas de más o en el caso de que se materialice la prescripción de los asuntos, como ya se está presentando.

Para disponer del recurso adicional, se proponen algunas alternativas en las recomendaciones 5.3 y 5.4.

5.2.- Establecer a los responsables de definir el proceder para el recalculo de las sumas pagadas de más para los casos indicados como tipo B y C, sobre los que no se tiene definido el cómo recalcular o cobrar el monto de jubilación o pensión, en total son 273 casos que representan el 33.45% de los casos a revisar. 

A la Dirección de Gestión Humana, Departamento Financiero Contable, la Dirección Jurídica y los Directivos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

5.3. A la Dirección de Gestión Humana, se le recomienda, realizar un análisis de los recursos asignados a lo interno de los Subprocesos que la conforman para una posible redistribución y asignarlo en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, tomando en cuenta que, a manera de ejemplo, se ha realizado una reducción en el presupuesto para Capacitaciones (tanto en lo que resta del presente como el próximo año), que podrían generar una subutilización del recurso profesional. Al realizarse una valoración en la carga de trabajo de esas otras áreas internas de la Dirección, podría redistribuirse por el tiempo recomendado en el escenario 2 el personal profesional que coadyuve con el plan remedial. Esto por el impacto que genera la realización de la tarea a desarrollar.

5.4. A la Dirección de Gestión Humana y a la Junta Directiva del Fondo de Jubilaciones, se le sugiere que en caso de no ser factible la asignación del recurso sugerido en la recomendación anterior, se valore a través de la metodología de proyectos (de existir el contenido económico necesario), implementar la solicitud ante el órgano decisor para asignar por 9 meses un permiso con goce de salario y sustitución. Es viable también sugerir, que, de no poder asignarse las dos anteriores acciones, se haga del conocimiento de los Directivos del Fondo de Jubilaciones el presente informe para que se tomen las acciones pertinentes.

5.5. A la Dirección Jurídica y coordinación con la Dirección de Gestión Humana: Revisar y definir si existe la posibilidad legal de proceder al cobro de las sumas giradas de más a jubilados y jubiladas ya fallecidos, casos de pensionados y beneficios en estado excluido o suspendido.

5.6. Al Departamento Financiero Contable en coordinación con la Dirección de Gestión Humana y Dirección Jurídica: Definir los requerimientos, formato y machote del expediente o resolución para iniciar el procedimiento administrativo o de lesividad que corresponda aplicar en estos casos. 

5.7. A los Directivos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, el Departamento Financiero Contable y la Dirección Jurídica: Determinar el procedimiento, requerimientos y responsables del proceso, que garantice la efectiva recuperación de las sumas pagadas de más por jubilación y pensión, por la incorrecta aplicación del transitorio III de la Ley 7302.

5.8. Una vez que se disponga del acuerdo que permita tener claro el escenario avalado y la disposición del recurso, esta Dirección por medio del Subproceso de Evaluación dará un seguimiento de las recomendaciones y brindará en caso de requerirse un acompañamiento en la implementación del Plan Remedial, y la rendición de cuentas que brinde cada mes la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

ANEXOS

	Anexo 
	Detalle
	Documento Adjunto

	1
	Acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, inserto oficio número PJ-DGH-AP-2436-AP-2019
	…

	2
	Correo con lista de beneficios depurados al 16 de marzo de 2020
	…

	3
	Herramienta Lista de Actividades Depuradas:
- Asistente Administrativo 2
- Técnico Administrativo 2
- Profesional 1
- Coordinador de Unidad 2

	…

	4
	Estudio Actuarial Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con corte al 31 diciembre de 2019
	…

	5
	Minuta de Reunión 03 de marzo de 2020 
	…

	6
	Oficio respuesta por parte de la Dirección de Gestión Humana, PJ-DGH-AP-4214-2020 
	…



(…).”
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe Nº 32-PLA-IO-2021 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”. 2.) Aprobar el escenario propuesto número 2: Plan remedial Completo (1 Recurso), recomendado así por el ente técnico. Dicho recurso estará dedicado al 100% a la revisión y el cálculo de todos los registros pendientes de revisión. Siendo que la erogación presupuestaria adicional, no es comparable respecto al costo a nivel institucional que se puede generar de no recuperar las sumas pagadas de más o en el caso de que se materialice la prescripción de los asuntos. Para disponer del recurso adicional, se deberá proceder conforme lo indicado en las recomendaciones 5.3 y 5.4. 3.) Comunicar este acuerdo a las oficinas requeridas, para que a la brevedad implementen las recomendaciones propuestas. 4.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que deberá priorizar la inclusión de los dos recursos a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en la próxima solicitud de permisos, con el fin de reforzar esa sección para la labor encomendada. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 22-2021, celebrada el 16 de marzo del 2021, artículo XXXVII, en donde conoció el informe N° 32-PLA-IO-2021 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”. 2). La Dirección de Gestión Humana deberá remitir a esta Junta Administradora informes de avance mensuales, con cortes de los casos ya estudiados y analizados, para proceder a las gestiones legales correspondientes de comunicación a cada una de las partes y posterior cobro en caso de que así corresponda. 3). Solicitar a la Dirección Jurídica, el procedimiento a seguir en los casos en los supuestos b.) y c.) del estudio supracitado de la Dirección de Planificación.”


-0-
Mediante oficio SP-458-2021 del 06 de mayo de 2021 el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos, indicó: 
“En el oficio 0290-2021 del 16 de marzo de 2021, su representada aclara que el informe N°32-PLA-OI-2021 realizado por la Dirección de Planificación, corresponde a un plan de trabajo para revisar más de ochocientos expedientes correspondientes a las personas jubiladas cuyo otorgamiento se aprobó aplicando el Transitorio III de la Ley 7302, que permitió descontar la edad de retiro en un año por cada dos laborados, hasta un máximo de cinco.
En línea con lo anterior, se le solicita que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, remita el plan de acción para la revisión del 100% de los expedientes que se indican en el párrafo anterior, indicando las acciones que se llevaran a cabo, la fecha de atención y el nombre y cargo de la persona responsable de su ejecución.”
-0-
Por unanimidad se acordó: 1) Tener por recibido el oficio SP-458-2021 del 06 de mayo de 2021, suscrito por el licenciado Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante el que solicita que, en un plazo máximo de 15 días hábiles, se remita el plan de acción para la revisión del 100% de los expedientes correspondientes a las personas jubiladas con la aplicación del Transitorio III de la Ley 7302 (2x1), indicando las acciones, la fecha de atención y la persona responsable de su ejecución. 2) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en el término de 5 días hábiles comunique las personas y plan de trabajo que tiene para el desarrollo del análisis de los casos solicitados, conforme fue ordenado en el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 22-2021, celebrada el 16 de marzo del 2021. 3) Comisionar al MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta, para que elabore la respuesta al oficio de la Superintendencia de Pensiones con base en los insumos que proporcione la Dirección de Gestión Humana. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233042]ARTÍCULO XXI
Documento N° 613-2021, 584-2021, 617-2021


En sesión del Consejo Superior Nº 27-2021 celebrada el 8 de abril de 2021, artículo LII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo del 2021, artículo VI, por unanimidad, se acordó: Solicitar al Consejo Superior, que con base en el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por ese Órgano en sesión de fecha 18 de febrero de 2021, N° 14-2021, Artículo LXVI, donde se conoció el acuerdo celebrado en la sesión N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, artículo III, de la Junta Administradora, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y esta Junta, en vista que perdió vigencia y se tornó innecesario, al ser la Junta un órgano más del Poder Judicial. Así mismo se Solicitó al Consejo Superior ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial, para que atendieran los requerimientos de esta Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.
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La máster Kathia Morales Navarro, Secretaria de la Comisión Gerencial de Tecnología, mediante oficio N° CGTI-06-2021 del 18 de marzo de 2021, comunicó:

“Para su conocimiento y fines correspondientes, se transcribe el acuerdo tomado por la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, en la sesión N°03-2021, celebrada el 10 de marzo 2021, el cual literalmente indica:

ARTÍCULO II

La Máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información y Comunicaciones, eleva para conocimiento de la Comisión los siguientes oficios relacionados con solicitudes de servicio por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
· [bookmark: _MON_1676809235]Oficio 1807-DTI-2020, suscrito por el Máster Orlando Castrillo Vargas, en el que solicita a esta Comisión, autorizar la labor de incorporación de la sección de "preguntas frecuentes", solicitadas en el sitio web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, gestión que no formaba parte del paquete inicial de ajustes aprobados, por lo cual se generarían una serie de esfuerzos e impactos que no estaban considerados.


· [bookmark: _MON_1676809274]Oficio N. 2031-DTI-2020, suscrito por el Lic. Orlando Castrillo Vargas, mediante el que hace de conocimiento las tareas realizadas por el equipo técnico de la DTI y solicita aprobación por el accionar debido a la urgencia planteada y para no atrasar los procesos ante la SUPEN.


· Oficio 304-DTI-2021, en el que la Dirección de Tecnología da respuesta al acuerdo de Consejo Superior en el que se analizar el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo VI, referente a la atención de requerimientos para los sistemas de ese Fondo por parte de la DTIC.
[bookmark: _MON_1676795528][bookmark: _MON_1676795528]


[bookmark: _MON_1676795574]

· Oficio 396-DTI-2021, suscrito por el Máster Orlando Castrillo Vargas y la Licda. Karla Urtecho Madrigal, Jefa del Subproceso de Sistemas Administrativos, mediante el que comunican sobre la modificación en el proceso de cálculo de la deducción denominada Contribución Solidaria en la segunda quincena de cada mes, en cumplimiento a la nueva orden de prelación, acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.




· [bookmark: _Toc65245948]Oficio 255-2021, en el que se transcribe el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la sesión N° 09-2021 ARTÍCULO IX, en el que se traslada requerimiento de la SUPEN sobre el desarrollo de un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos, con el fin de automatizar el proceso y a la vez disponer de información que resulta relevante para las labores de supervisión. Sobre este oficio el Lic. Orlando Castrillo Vargas y la Licda. Karla Urtecho Madrigal, Jefa del Subproceso de Sistemas Administrativos, exponen la situación con este requerimiento.
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Se integran la Licda. Karla Urtecho Madrigal y el Máster Orlando Castrillo Vargas, Jefa del Subproceso de Sistemas Administrativos y Jefe del Proceso de Sistemas respectivamente, con el fin de que puedan explicar aspectos relevantes de la situación actual con los requerimientos del Fondo.

Manifiesta la máster Morales Navarro: Que se debe tener claridad del apoyo que la Dirección de Tecnología ha estado brindando a la Junta del Fondo y también a las áreas que le prestan servicios como lo son Financiero Contable y Gestión Humana, todo de acuerdo con el Convenio establecido y cuando las instancias superiores lo definen se ha estado analizando y satisfaciendo otras necesidades. No obstante, la cantidad de necesidades que la Junta requiere y el volumen de trabajo que esto supone, hacen que no se puedan cumplir de forma inmediata y además, compite con las necesidades de otras oficinas. Adicionalmente, con el criterio emitido por la Procuraduría General de la República y la interpretación que la Junta del Fondo realiza, se le comunicó que se da una derogatoria “tácita” del Convenio, lo que debe ser aclarado a lo interno del Poder Judicial.

También y para mayor claridad del escenario de competencia por los recursos y capacidades de la DTIC que tienen las necesidades del Fondo, le da la palabra a la Licenciada Karla Urtecho Madrigal, Jefa del Subproceso de Sistemas Administrativos.

Manifiesta la Licda. Urtecho Madrigal: Que el Subproceso de Sistemas Administrativos, responsable de la atención de las mejoras y solicitudes de desarrollo de la Junta del Fondo, tiene una sobrecarga de trabajo que imposibilita cumplir en un tiempo corto los requerimientos de esa Junta. 

Así mismo, indica que el subproceso recibe una gran cantidad de solicitudes de requerimientos en los sistemas de información, las solicitudes son remitidas desde diferentes oficinas de la institución, muchas de estas son catalogadas por las oficinas como necesidades urgentes de atender, los requerimientos que recibe el subproceso van desde mejoras sencillas hasta el desarrollo de nuevos sistemas de alta complejidad, por lo que la DTI se ha visto en la necesidad de solicitar a las áreas usuarias la priorización de las solicitudes con el objetivo de cubrir las necesidades más urgentes de la institución. Además, manifiesta que el subproceso debe brindar la sostenibilidad de más los 90 sistemas que actualmente se encuentran en el ambiente de producción.

Expone la distribución del personal, mismo que se resume en la siguiente tabla:

	Equipo de Trabajo
	Personal asignado 
	Tareas que se atienden

	Unidad de Sistemas Administrativos-GFH
	5 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico
4 Profesionales en Informática 2
	2 Recursos en la Ley 9635 100%
3 Recursos apoyando Ley 9635, sostenibilidad a los sistemas Salarios, Horas Extra, Registro de Asistencia. Atención de recomendaciones de auditoría.
Se solicitó a GFH priorizar los requerimientos se tienen solicitudes de mejoras que llevan el cronograma hasta el 2024.

	Unidad de Sistemas Administrativos- Sistemas Varios
	5 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico
4 Profesionales en Informática 1 y 2
	1 Recurso Presupuesto Plurianual 100%
4 Recursos atendiendo la sostenibilidad Sistema de Inversiones, Sistema de Reclutamiento y Selección, Proposición Electrónica de Nombramientos, Sistema de Llamamientos, Sistema de Verificación y Ejecución Contractual, Sistema de Inventario y Materiales, Sistema de Preformulación Presupuestaria, Sistema de Vehículos Decomisados. Cabe señalar que este equipo de trabajo apoya con la sostenibilidad de sistemas de la Dirección de Gestión Humana como es el caso de la PIN y Reclutamiento y Selección, debido a que se trasladó un recurso con amplios conocimientos en esos sistemas y que a su vez brinda apoyo en otras tareas a este equipo de trabajo.
Implantación del Sistema de Oferta Electrónica.
Contraparte técnica en Calidad de las aplicaciones.
Atención de recomendaciones de auditoría.

	Unidad de Sistemas Administrativos - SIGA-PJ
	8 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico
7 Profesionales en Informática 1 y 2
	2 Recurso Migración y Rediseño del SIGA-PJ 100%
2 Recurso Integración con el SICOP 100%
4 recursos atendiendo Sostenibilidad del SIGA-PJ, Sistema Integrado de Oficinas, Registro de Proveedores, Formulación Presupuestaria, Servicios Públicos, apoyo a usuarios, apoyo migración SIGA-PJ y a la integración con SICOP y contraparte técnica de las contrataciones, Factura Electrónica.
Atención de recomendaciones de auditoría.
Desarrollo del Sistema de Ventanilla única.

	Unidad de Sistemas Administrativos -Sistemas Varios
	5 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico 
4 Profesionales en Informática
	1 Recurso proyecto PEI-PAO 100%.
4 Recurso Sistema Contable del Poder Judicial, Evaluación del Desempeño, Sostenibilidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y apoyo en Ventanilla única. Atención de todos los sistemas obsoletos de la institución que se utilizan para consulta de históricos.
Atención de recomendaciones de auditorías internas y externas.

	Unidad Servicios al Ciudadano -SDJ
	2 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico
1 Profesional en Informática 1 o 2
	2 Recursos para atender la sostenibilidad del Sistema de Depósitos Judiciales, unificación de bases de datos a nivel nacional, Sistema de Registro de Honorarios Electrónicos.
Atención de recomendaciones de auditoría.

	Unidad de Servicios al Ciudadano- Nexus y Portal Web del Poder Judicial.
	8 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico
7 Profesionales en Informática 1 y 2
	3 recursos para sostenibilidad del Nexus, Sistema de Automatización de Sentencias, desarrollo del proyecto Nexus Oralidad y contraparte técnica en la contratación de mejoras.
4 Recursos para sostenibilidad 78 sitios del portal web del Poder Judicial, desarrollo de 7 nuevos sitios, capacitación a usuarios para la administración de contenidos y formularios Web, contraparte técnica en el desarrollo de nuevos sitios. Atención de accesibilidad en los sitios del Poder Judicial. Atención de Consultas al Ciudadano del T.S.E.
Sostenibilidad del Sistema de Biblioteca y atención de recomendaciones de auditoría.

	Unidad de Servicios al Ciudadano- Sistemas Varios
	5 Profesionales en Informática
1 Líder Técnico
4 Profesionales en Informática 2
	1 Recurso para implantación y desarrollo del Sistema del Observatorio 40%
4 recursos para atender la sostenibilidad de SACEJ, SOAP, Medisys, Servicios con el TSE, Aplicación Móvil del Poder Judicial, Validación de Cuentas de Correo, Sorteo de Magistrados Suplentes, Sistema Georeferencial, Seguridad PJ, Control de Activos Fijos, Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica, Registro de Agresores, Sistema de Reparación de Edificios, Sistema de Reparación de Activos, Sistema de Peritos, Sistema de Gestión Tecnológica, Sistema de Acceso de Visitantes.



Explica además, que el Subproceso está compuesto por 33 personas y que le han sido otorgados 8 recursos adicionales por el artículo 44 (permisos con goce de salario), pero que estos recursos, en cumplimiento de lo establecido, únicamente pueden ejecutar las labores dentro de los proyectos institucionales para los cuales fueron otorgados.

Razona además, sobre los compromisos más urgentes y cuya prioridad es considerada la más alta. Aspectos que se resumen de la siguiente forma:

· Atención de proyectos aprobados con permisos con goce de salario: Ley 9635, Formulación Plurianual, Proyecto PEI-PAO, Integración con SICOP, Migración del SIGA-PJ.
· Integración con el Sistema de Compras Públicas, para lo cual se debe realizar la puesta en marcha del sistema en mayo 2021. Por parte de la DTI se han designado recursos adicionales para cumplir con las fechas establecidas y se estará laborando durante el cierre colectivo de Semana Santa.
· Se debe realizar la puesta en marcha del Observatorio Judicial, el próximo 26 de marzo 2021, se tiene la limitación que para este año no se otorgó la continuidad del permiso con goce de salario para este proyecto y durante el 2021 el Subproceso de Sistemas Administrativos únicamente puede destacar este recurso en un 40% de su tiempo; sin embargo, el lanzamiento de este sistema ha involucrado a todas las áreas de la DTI y ha demandado gran cantidad de horas en su atención.
· Se debe realizar la migración de la aplicación Móvil del Poder Judicial para la entrada en producción del Sistema de Gestión Nuevo.
· Implementación de cambio del campo sexo según lo dispuesto por el TSE, afecta 8 sistemas y se tiene fecha de vencimiento el 15 de marzo.
· Se debe dar atención a recomendaciones de auditoría próximas a vencer, incluso se han solicitado prórrogas para la atención de las mismas.
· En cuanto al Sistema de Evaluación del Desempeño, durante el primer periodo de Evaluación la DTI ha recibido 237 casos que han sido analizados por el Subproceso de Sistemas Administrativos correspondientes a excepciones que se han dado principalmente por el movimiento del personal en las oficinas, de estos casos se han atendido 182 y 55 aún están en proceso de análisis. Es importante indicar que para la atención de estas tareas el Subproceso de Sistemas Administrativos se vio en la obligación de designar 3 Profesionales en Informática durante los meses de enero y febrero del 2021, limitando el avance en otros compromisos que tenía adquiridos el subproceso.

Una vez expuesto lo anterior, la Licda. Urtecho Madrigal señala que la preocupación que se tiene es porque según las estimaciones, el cronograma de atención de las necesidades del Fondo es superior a los dos años y no se podría responder adecuadamente a los tiempos y prioridades que establece la SUPEN y que la Junta requiere.

Manifiesta el Máster Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de la DTIC: Esta preocupación de la DTIC sobre la carga de trabajo y la imposibilidad de cumplir con todos los requerimientos institucionales y en especial los del Fondo, se ve incrementada si se tiene en cuenta que a futuro podrían sucederse cambios regulatorios en caso de aprobarse la Ley de Empleo Público, cuyas prioridades de atención se anticipan como urgentes para el Poder Judicial.

Expone también una serie de acuerdos del Consejo Superior relativos a la atención por parte de la DTIC de los requerimientos de la Junta y hace ver que, hasta el momento, todo apunta a realizar, amparado en el Convenio existente, una coordinación para satisfacer esos requerimientos de una forma planificada.

[image: Texto

Descripción generada automáticamente]

Expone de igual forma, que existen, según la misma interpretación de la Junta, posibilidades que ese órgano haga frente a sus propios desarrollos, como lo establece el artículo 2 del acuerdo que se muestra a continuación:
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También, manifiesta que recientemente se reactivaron temas referentes a respuestas que la SUPEN está esperando de parte de la Junta del Fondo, pero que debido a la interpretación que se realiza del criterio de la Procuraduría, trasladan ahora para que la DTIC les colabore en la confección del plan de adopción de la norma SUGEF 14-17 y establecer el marco de gestión de tecnología. Esto va más allá de lo establecido en el convenio vigente y además no es nada sencillo de realizar.
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Sobre esto, da la palabra al Máster Michael Jiménez Ureña, Jefe del Subproceso de Normas y Estándares de TI, quien manifiesta: Según el acuerdo SUGEF 14-17, el establecimiento de un marco de gestión de TI, que también incluye la parte de gobierno, debe realizarse atendiendo el modelo propio del ente supervisado, en este caso la Junta del Fondo, teniendo en cuenta sus objetivos, riesgos y a las partes interesadas a quienes atiende.

Es evidente que los objetivos institucionales son diferentes a los del Fondo y por eso, lo realizado por la DTIC para el Poder Judicial no puede ni debe copiarse o extenderse a la Junta sin el análisis específico de esos elementos.

En este sentido, el plan y posteriormente el trabajo a realizar, requiere conocer la estrategia, los procesos, los riesgos y otros elementos propios de la Junta y en el caso del Poder Judicial, ese trabajo se ha venido realizando con el acompañamiento de una empresa consultora, experta en temas de gobierno y gestión de TI.

Lo recomendable en este caso, es que la Junta desarrolle por su parte el trabajo o lo pueda contratar, para así dar respuesta a los requerimientos de acatamiento señalados por la SUPEN.

Otro detalle importante es que la hoja de ruta sugerida en el propio acuerdo 14-17, establece un umbral de tiempo de 5 años para la implementación gradual del marco y en caso de que se opte por que la DTIC le brinde el acompañamiento, se debería asignar el recurso humano adicional para esa labor y durante todo el tiempo de duración del plan.

Por otro lado, resulta conveniente indicar que en una reunión convocada en el 2020 por la Junta del Fondo con la SUPEN, donde se dio participación a esta Dirección, se indicó que la SUPEN auditaría con base en el acuerdo 14-17 a la propia Junta, pero si se considera al Fondo como parte del Poder Judicial, es indispensable revisar los alcances de ese acuerdo en toda la dinámica de la DTIC, porque primero se parte de objetivos diferentes, segundo, la obligatoriedad de su cumplimiento sería a la entidad supervisada (Fondo de Jubilaciones y Pensiones) y no así al Poder Judicial.

Además, debe revisarse los requisitos a la luz de un modelo relacional y de control de las tecnologías existente en el Poder Judicial, donde la Comisión Gerencial de TI, según la reglamentación interna vigente, tiene la representación de las diversas áreas de la institución y colabora en la toma de decisiones en la materia, pero el acuerdo 14-17, presupone el establecimiento de un Comité que ayude a la Junta en dicha labor y que sería específico a sus objetivos de gestión y resultado.

Se suma a esto el hecho de que no puede visualizarse de la misma forma en que se gestionaba antes de la entrada en vigencia de la ley, porque el utilizar el marco regulatorio de SUPEN, era algo optativo para el Poder Judicial, de lo cual puede dar fe doña Ana Romero, Directora Ejecutiva, pero que ahora, como se observa en los oficios remitidos por la Superintendencia, son de acatamiento obligatorio para las entidades supervisadas.

Manifiesta la Máster Morales Navarro: Que, en la planificación anual operativa, en los proyectos tecnológicos institucionales y en los esfuerzos de estandarización y generación del marco de gobierno y gestión de TI, no se contemplaban las necesidades de la Junta, más allá de lo contenido en el convenio. 

Además, las necesidades de la Junta están siendo trasladas directamente a la Dirección de Tecnología sin pasar por la Comisión de TI, lo que imposibilita la visibilización del impacto que esto tiene por parte de este órgano de gobierno tecnológico y dejando de lado lo establecido en el convenio.

Manifiesta el Magistrado Rivas Loáiciga: Efectivamente es necesario dilucidar todos los elementos expuestos. Se entiende que la Junta del Fondo es un órgano perteneciente al Poder Judicial, pero tiene una figura de desconcentración máxima con independencia, autonomía y capacidad de contratación y uso de recursos propios.

De igual forma, debería consultarse a la Dirección Jurídica para que brinde el criterio de aplicabilidad de todos esos elementos, específicamente todo lo relativo a las tecnologías de información y comunicaciones.

La Máster Romero Jenkins señala: Que todo esto parte de una reforma legal mal elaborada con grandes vacíos que han tenido que venirse subsanando con diversos criterios de la Dirección Jurídica, la Procuraduría y de la SUPEN.

Expresa además que el tema se ha vuelto más claro con el último criterio vertido por la Procuraduría General de la República, que define la naturaleza jurídica de la Junta.

Sobre el comentario de don Luis acerca de la posibilidad de contratación y uso de recursos de la Junta, la Máster Romero Jenkins indica que según los últimos criterios, lo que se pretende desde ese órgano es que se les vea como al Ministerio Público o al OIJ, con independencia en su área de especialidad, con base en su expertiz, pero incluidos en el Poder Judicial como una oficina más y explica que sobre esta base se deben ir definiendo una serie de criterios adicionales, para lo cual, se convocó a una sesión de trabajo con la Comisión de Traspaso del Fondo, donde se podrán aclarar muchos de los aspectos.

Señala a su vez, que en cuanto al uso de los recursos del Fondo y de la posibilidad de contratación, la Dirección Ejecutiva en coordinación con la Dirección de Planificación realizaron una consulta a la Dirección Nacional de Presupuesto para saber cómo manejar las contrataciones de personal que requiere la Junta, en el entendido de que formaría parte del modelo de empleo del Poder Judicial.

Manifiesta el Máster Castrillo Vargas que, hasta el momento, no hay un acuerdo que deje sin efecto el convenio y que, ante esto, se crea un vacío de actuación.

Incluso se refiere al acuerdo que se muestra a continuación:
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Además, presenta una interpretación propia de la Junta, donde se observa la posibilidad de contratar personal, esto como una vía para dotar de recursos a la DTIC de forma tal que se puedan atender en tiempo las necesidades del Fondo.
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Una vez discutidos todos estos elementos se procede con la votación y por decisión unánime:

Se acordó: 1) Informar al Consejo Superior a y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones sobre los esfuerzos realizados por la Dirección de Tecnología. 2) Solicitar al Consejo Superior claridad sobre el proceder ahora con el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República, dado que lo vigente actualmente es el convenio y la DTI no está en capacidad de atender en el tiempo y con la prioridad requerida las necesidades de todos los órganos que atienden la operación de la Junta de Pensiones sin impactar los tiempos de otros proyectos y operaciones institucionales. 3) Reiterar la necesidad de contar con recurso humano extraordinario sea institucional mediante el mecanismo de asignación a proyectos, o bien, contratado por la Junta de Pensiones para que se realicen los desarrollos y mejoras necesarias a los sistemas involucrados en la operación del Fondo de Pensiones, atiendan nuevas necesidades propias del accionar de la Junta de Pensiones; así como la ejecución de las actividades para el establecimiento del modelo de gobierno y gestión tecnológica para la correcta operación de la misma conforme a los lineamientos de la SUPEN.

Se declara acuerdo firme.
…”
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El integrante suplente Bonilla Garro: “Lo conversaba con los integrantes del órgano, la insistencia de Dirección de Tecnología de Información, de hacer ver que tiene prioridades, tenemos pocos recursos y vea que Dirección de Tecnología de Información, el tema de la Junta Administradora del Fondo, relacionado los temas que priorizan, ha sido constante en el tema de la falta de recursos, no obstante, me parece importante, que la propuesta está muy bien en el sentido que se sienten para definir ese cronograma, entender cuál va a ser esa priorización con el Fondo, sobre todo indicar cuando va a ser y en qué medida van a ir surgiendo las nuevos sistemas que van a tener que pagar, que los va a hacer el Fondo, sobre todo porque la capacidad técnica, bien que mal venia dada por la Dirección de Tecnología de Información, anteriormente considero que es un tema muy técnico y delicado también, no es el ánimo de socavar una dirección, sino de más bien de aprovechar el recurso técnico que tiene conocimiento del tema, yo estaría de acuerdo y que se informe al Consejo, para qué quede en actas cual va a ser el resultado de ese cronograma.”

Responde la máster Romero Jenkins: “Con respecto a esta problemática, la Dirección de Tecnología de Información, hizo una propuesta que fue lo que quedó pendiente en la reunión, esa propuesta hay que verla a la brevedad, porque además es muy técnica, muy compleja, yo le dije a doña Kathia Morales que era de difícil comprensión para una persona que no es del área de tecnología. Ya lo demás se podría ir ordenando, yo igual podría apoyar, involucrarme directamente con el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, él es persona muy capaz, pero me parece que ocupa esa fuerza para poder avanzar con algunos temas, igual podría seguir colaborando, si Consejo lo dispone.  Si podría tenerse esa reunión con la señora directora de tecnología de la Información, me parece que es un tema urgente, debido a que no hemos llegado a ninguna parte, genera roces, los percibo a ellos bastante preocupados, indispuestos y creo que lo que debemos hacer es tratar de llegar a acuerdos, que sí que requieren recursos, cómo se los vamos a dar, cuándo se los vamos a dar, pero también ellos tendrán que aportar lo propio, me parece urgente, integrante Amador que hagamos esa reunión como prioridad con la Dirección de Tecnología de Información.  Reitero, hemos avanzado con las demás direcciones, pero en lo que es de Dirección de Tecnología de Información, tenemos los mayores obstáculos. Para ellos hay una carga importante y desarticularon en un principio el área que podía atender la Junta Administradora del Fondo, para atender muchas necesidades que tienen pero, tampoco pueden dejar de lado esto otro.”

Manifiesta el magistrado presidente Fernando Cruz: “Me llama la atención porque ellos dicen, solicitar al Consejo, claridad con en proceso de la Proveeduría, dado que lo vigente actualmente es el convenio, y la Dirección de Tecnología de Información, no está en capacidad de decir, tenemos ahí una tarea pendiente.”

Interviene la máster Romero Jenkins: “Don Fernando, con respecto al convenio, más bien lo que hay que aclararles, es un antecedente que este Consejo, acogió una gestión de la Junta y dispuso ponerle fin a ese convenio, porque ese convenio como estaba amparado a una posición anterior, estaba limitando el quehacer de la Dirección de Tecnología de Información, ahora con el nuevo criterio de la Procuraduría, el Fondo sigue siendo una estructura organizativa más del Poder Judicial, con algunas competencias y facultades dadas por Ley, cuando fue reformada, pero que requiere la atención de las demás dependencias de la institución, como ha venido siendo, me parece también importante con respecto a ese punto dos, aclararle que ese acuerdo que tomo el Consejo, ya se dejó sin efecto, o le puso fin al convenio.”

Manifiesta el magistrado presidente Fernando Cruz: “Sí, es conveniente que nos reuniéramos, me parece que hay que hacer muchos ajustes, para tener más claro el panorama, eso que se dijo que la Junta si pondría la financiación de las plazas, todo eso puede despejar temores, o incertidumbres.”
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Manifiesta del integrante Amador Badilla: “Desde la perspectiva de la Presidencia, me parece que hay un tema que es muy importante, que tal vez lo que defina de acuerdo con su agenda, siento que es importante, porque ya a cierto nivel, no estamos quedando rezagados.”

Manifiesta el magistrado presidente Fernando Cruz: “Hacer una reunión incluso con don Rodrigo Campos, Director Jurídico, nos permite dilucidar un camino que nos despeja muchos temas, que en medio de este ir y venir tan complicado, que ha sido positivo, no lo hemos hecho, entonces puede ser que eso permita afinar para que no haya esos desencuentros y desconfianzas.”

Adiciona el integrante suplente Bonilla Garro: “Tiene que quedar claro que en efecto, hay voluntad del Fondo, de financiar y tener esa autonomía en algún punto, pero también tiene que haber en este momento cierta comprensión de Dirección de Tecnología de Información, en este momento para llevar a cabo las necesidades del Fondo, la consistencia en definir esa ruta para decir, a partir de este punto ya esto va a ser financiado por el Fondo y lo digo porque me hace pensar que la insatisfacción viene por ese lado, de que no son autónomos ni independientes, pero hay un camino hacia eso, cuál sería la ruta para que esto pase, es lo que explicaba esa reunión con Tesorería y demás, pero es cierto también que no se pueden desperdiciar recursos, por parte del fondo mismo hay que tener un equilibrio y la comprensión de ambas, en una reunión.”

Indica el integrante Amador Badilla: “Podría ser con el Consejo, ya que el órgano va a resolver.”

Agrega el magistrado presidente Fernando Cruz: “Con las gerencias.”

Indica el integrante Amador Badilla: “Yo diría, que sea con la agenda del magistrado presidente, Cruz Castro.”

Agrega el magistrado presidente Fernando Cruz: “Podría ser la semana entrante.”
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Se acordó por mayoría: 1.) Tener conocido el oficio N° oficio N° CGTI-06-2021 del 18 de marzo de 2021, suscrito por la máster Kathia Morales Navarro, Secretaria de la Comisión Gerencial de Tecnología. 2.) Se le indica a la citada Dirección de Tecnología de la Información que este Consejo Superior, en sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo de 2021, tomó el siguiente acuerdo: “1.) Tomar nota del acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Poder Judicial, en sesión N° 2-2021 del 15 de marzo de 2021, artículo IV. 2.) De conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la citada Junta, en vista que ya perdió vigencia. 3.) Ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial que deben atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones…” En consecuencia con lo anterior, tomando en consideración que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es parte de la estructura interna del Poder Judicial, debe considerarse la misma como una oficina más del Poder Judicial, por lo anterior, deberá la Dirección de Tecnología de Información, proceder con la cooperación correspondiente a ese órgano. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del Despacho de la Presidencia, así como de la Administración del Consejo Superior, con la finalidad de coordinar lo pertinente a la realización de una reunión con las diferentes direcciones, para deliberar sobre la Junta Administradora del Fondo de jubilaciones. 4.) Remitir el presente acuerdo al Integrante Amador Badilla y a la máster Romero Jenkins para lo que corresponda. 5.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información. 6.) El Integrante Montero Zúñiga se abstiene de votar en el presente acuerdo, por formar parte del directorio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Posteriormente la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021 dirigido al Consejo Superior y con copia a esta Junta, hizo de conocimiento lo siguiente:
“En atención al oficio 2832-2021, en el que se transcribe el acuerdo tomado por ese Consejo mediante el artículo XLIX de la sesión 22-2021 del 16 de marzo de los corrientes, en el que se acuerda:

 2.) De conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la citada Junta, en vista que ya perdió vigencia.

 3.) Ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial que deben atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.”

Al respecto, me permito indicar que esta Dirección toma nota en lo que a la pérdida de vigencia del convenio se refiere.

Sobre el acuerdo del punto N°3, se informa que esta Dirección de Tecnología, luego de haber sostenido una serie de reuniones tanto con el personal de la Junta Administrativa del Fondo (JAFJPPJ), de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y de la Comisión de Traslado del Fondo, elaboró una propuesta base de trabajo que permitirá atender las necesidades tecnológicas del JAFJPPJ, en estricto alineamiento con los objetivos y estrategias puntuales de la Junta.

Ese informe ya fue puesto en conocimiento de los miembros de la Comisión de Traslado del Fondo, como de la Junta Administrativa, y se anexa a este oficio para su análisis y solicitud de aprobación por parte de la JAFJPPJ.

No obstante, conocedores de la imposibilidad para la institución y para la propia Junta para dotar a la DTIC durante este 2021 de recursos humanos adicionales para implementar el plan propuesto en el informe adjunto y ante la necesidad de atender “[…] con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.”, ordenada por el estimable Consejo Superior, esta Dirección está realizando una reorganización a lo interno de los proyectos y actividades de trabajo, conforme a las prioridades institucionales y a las capacidades y conocimientos del recurso existente.

Luego del análisis realizado, se estima reasignar dos recursos de Profesional en Informática 2 y uno de Profesional en Informática 1, para atender las necesidades correspondientes a la atención de mejoras, elaboración de términos de referencia, historias de usuario y otras labores propias de la ingeniería del software en apoyo a los requerimientos de la JAFJPPJ, directamente desde el Subproceso de Sistemas Administrativos.

Este esfuerzo, acarrea inevitablemente afectaciones e impactos sobre la planificación anual operativa de áreas dentro de la DTIC y otros compromisos que han sido aprobados por la administración superior, por lo que, de previo a su realización, se requiere del aval del distinguido Consejo Superior.  Los cambios e impactos son los que se muestran a continuación. 

· Integración del SIGAPJ con el Sistema de Compras Públicas: Se afectaría en 6 meses el cronograma total del proyecto, sin embargo; se hará el mayor esfuerzo para no afectar la Primera Etapa del Proyecto que debe estar lista en el mes de mayo del 2021, para iniciar con las capacitaciones y la entrada en producción a partir de julio y no comprometer las contrataciones de la institución. Es necesario tomar un recurso humano de este proyecto ya que es el que tiene conocimiento de los sistemas del FONDO; sin embargo, se realizaran los esfuerzos a lo interno para que no se retrase la entrada en producción de la integración con SICOP prevista para julio.
· Proyecto de Formulación de Presupuestos Plurianuales: Se afectaría en 13 meses la finalización de este proyecto ya que perdería el 50% de los recursos humanos asignados, quedando solo con un funcionario asignado con permiso con goce de salario a este proyecto.  Este retraso se propone reducirlo con la contratación por horas según demanda, dependerá de la capacidad presupuestaria.

· Afectación en las labores generales del Subproceso de Sistemas Administrativos: dado que los funcionarios que se asignarán colaboran también con otros proyectos y tareas, la asignación de los 3 recursos propuestos afectará también las labores de sostenibilidad de sistemas, cumplimiento de objetivos PAO y atención de informes de Auditoría, ante lo cual se solicita su autorización para coordinar con la Dirección de Planificación  la modificación correspondiente en las metas PAO, así como la inclusión de las metas asociadas al JAFJPPJ y revisar con la Auditoria Judicial la urgencia de implementación y prioridad institucional de los informes pendientes, valorando así una posible conciliación de nuevos plazos de ejecución.
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Por otro lado, en lo atinente a las actividades para el establecimiento del Marco de Gobierno y Gestión de TI para la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en los términos solicitados por la SUPEN en el oficio SP-489-2020 y que son indispensables para dar cumplimiento a lo establecido en el Acuerdo SUGEF 14-17, ante la imposibilidad de dotar de recurso humano en esta área de especialización,  se ha propuesto que la Dirección de Tecnología asigne especialistas para que asesoren técnicamente al personal que la Junta estime oportuno y se pueda generar los términos de referencia y otra documentación para la contratación de ese servicio a una empresa especializada.

Es menester señalar que, en las reuniones sostenidas con la SUPEN y que fueron coordinadas por la JAFJPPJ, esa Superintendencia ha manifestado que el marco de Gobierno y Gestión de las tecnologías debe ser específico a los objetivos del Fondo y que para ello se puede recurrir a empresas expertas para poder generarlo.

Una vez que los diversos documentos de la contratación se generen, corresponderá al personal de la Junta ponerlos en trámite y ser los administradores del contrato,  la Dirección de Tecnología fungirá como un ente de asesoría técnica y de consulta, en caso los casos que se  requiera.

Debido a la posible complejidad de las consultas y los trabajos a realizar por parte de la empresa contratada y el personal de la Junta durante la ejecución de la contratación en el año 2021 y años subsecuentes, se anticipan posibles impactos en los objetivos operativos de diversas áreas de la Dirección de Tecnología, especialmente del Subproceso de Normas y Estándares y del Subproceso de Sistemas Administrativos, pero sin descartar trabajos y esfuerzos no programados o anticipados en otras oficinas de esta dependencia, en razón de lo cual se visualiza como alta la probabilidad de tener que reformular los objetivos PAO de diversas oficinas de la DTIC.  Estos impactos deberán ser permanentemente monitoreados y en caso de ser necesario, se requerirá la flexibilidad institucional para realizar los ajustes en el sistema PAO.

Por otro lado, respecto de los servicios que ya se venían brindando para la atención de incidentes, solicitudes y sistemas como servicio, se continuarán bridando con el personal actual de la DTI como se ha realizado hasta ahora y como una oficina más del Poder Judicial, tal cual se nos indica.  Esto implica que los tiempos y prioridad de atención, serán los típicos para el resto de las oficinas judiciales.

Por último, sobre la logística de trabajo para atender las diversas necesidades, se coordinará, como se dispone en el acuerdo del Consejo Superior, de forma directa con las personas que designe la JAFJPPJ.

[bookmark: _Hlk69731800]Teniendo en cuenta lo indicado anteriormente, se plantea ante el estimable Consejo Superior la siguiente petitoria:

1. Autorizar a la DTI para realizar los ajustes en el Plan Anual Operativo, adecuando el Plan a las nuevas necesidades de la institución y a la asignación real de recursos, los cuales deberán ser comunicados a la Dirección de Planificación y se deberá actualizar en el sistema del PEI y PAO.

2. Autorizar la inclusión de las nuevas metas operativas y estratégicas relacionadas con el JAFJPPJ, lo cual deberá coordinar la Dirección de Planificación.

3. Autorizar la realización de ajustes en los cronogramas de los proyectos que se verán impactados con la propuesta realizada.

4. Autorizar a la Dirección de Tecnología de Información para que coordine con la Auditoría Judicial nuevos plazos para la atención de recomendaciones a cargo del subproceso de Sistemas Administrativos, pudiendo priorizarlas conforme a las necesidades institucionales y el nivel de afectación, acordando nuevos plazos de ejecución en aquellas que así sea posible.

5. Revalorar, en diciembre de este año, la posibilidad de dotar para el año 2022 los recursos descritos en la propuesta generada por la DTI, utilizando como fuente de financiamiento el que tenga a bien definir el Consejo Superior, lo anterior con el fin de lograr los objetivos planteados en dicho informe.”
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Asimismo, se entra a conocer el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021, artículo LXV, que dice:
“En sesión N° 25-21 celebrada el 25 de marzo de 2021, artículo XLIX, se tomó nota del acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Poder Judicial, en sesión N° 2-2021 del 15 de marzo de 2021, artículo IV. De conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, se dejó sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la citada Junta, en vista que ya perdió vigencia. Asimismo, se ordenó a todas las Direcciones del Poder Judicial que debían atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.

Mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021, la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, remitió el siguiente informe:

“En atención al oficio 2832-2021, en el que se transcribe el acuerdo tomado por ese Consejo mediante el artículo XLIX de la sesión 22-2021 del 16 de marzo de los corrientes, en el que se acuerda:

 2.) De conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la citada Junta, en vista que ya perdió vigencia.

 3.) Ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial que deben atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.”

Al respecto, me permito indicar que esta Dirección toma nota en lo que a la pérdida de vigencia del convenio se refiere.

Sobre el acuerdo del punto N°3, se informa que esta Dirección de Tecnología, luego de haber sostenido una serie de reuniones tanto con el personal de la Junta Administrativa del Fondo (JAFJPPJ), de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y de la Comisión de Traslado del Fondo, elaboró una propuesta base de trabajo que permitirá atender las necesidades tecnológicas del JAFJPPJ, en estricto alineamiento con los objetivos y estrategias puntuales de la Junta.

Ese informe ya fue puesto en conocimiento de los miembros de la Comisión de Traslado del Fondo, como de la Junta Administrativa, y se anexa a este oficio para su análisis y solicitud de aprobación por parte de la JAFJPPJ.

No obstante, conocedores de la imposibilidad para la institución y para la propia Junta para dotar a la DTIC durante este 2021 de recursos humanos adicionales para implementar el plan propuesto en el informe adjunto y ante la necesidad de atender “[…] con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones.”, ordenada por el estimable Consejo Superior, esta Dirección está realizando una reorganización a lo interno de los proyectos y actividades de trabajo, conforme a las prioridades institucionales y a las capacidades y conocimientos del recurso existente.

Luego del análisis realizado, se estima reasignar dos recursos de Profesional en Informática 2 y uno de Profesional en Informática 1, para atender las necesidades correspondientes a la atención de mejoras, elaboración de términos de referencia, historias de usuario y otras labores propias de la ingeniería del software en apoyo a los requerimientos de la JAFJPPJ, directamente desde el Subproceso de Sistemas Administrativos.

Este esfuerzo, acarrea inevitablemente afectaciones e impactos sobre la planificación anual operativa de áreas dentro de la DTIC y otros compromisos que han sido aprobados por la administración superior, por lo que, de previo a su realización, se requiere del aval del distinguido Consejo Superior.  Los cambios e impactos son los que se muestran a continuación. 

· Integración del SIGAPJ con el Sistema de Compras Públicas: Se afectaría en 6 meses el cronograma total del proyecto, sin embargo; se hará el mayor esfuerzo para no afectar la Primera Etapa del Proyecto que debe estar lista en el mes de mayo del 2021, para iniciar con las capacitaciones y la entrada en producción a partir de julio y no comprometer las contrataciones de la institución. Es necesario tomar un recurso humano de este proyecto ya que es el que tiene conocimiento de los sistemas del FONDO; sin embargo, se realizaran los esfuerzos a lo interno para que no se retrase la entrada en producción de la integración con SICOP prevista para julio.

· Proyecto de Formulación de Presupuestos Plurianuales: Se afectaría en 13 meses la finalización de este proyecto ya que perdería el 50% de los recursos humanos asignados, quedando solo con un funcionario asignado con permiso con goce de salario a este proyecto.  Este retraso se propone reducirlo con la contratación por horas según demanda, dependerá de la capacidad presupuestaria.

· Afectación en las labores generales del Subproceso de Sistemas Administrativos: dado que los funcionarios que se asignarán colaboran también con otros proyectos y tareas, la asignación de los 3 recursos propuestos afectará también las labores de sostenibilidad de sistemas, cumplimiento de objetivos PAO y atención de informes de Auditoría, ante lo cual se solicita su autorización para coordinar con la Dirección de Planificación  la modificación correspondiente en las metas PAO, así como la inclusión de las metas asociadas al JAFJPPJ y revisar con la Auditoria Judicial la urgencia de implementación y prioridad institucional de los informes pendientes, valorando así una posible conciliación de nuevos plazos de ejecución.

Por otro lado, en lo atinente a las actividades para el establecimiento del Marco de Gobierno y Gestión de TI para la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en los términos solicitados por la SUPEN en el oficio SP-489-2020 y que son indispensables para dar cumplimiento a lo establecido en el Acuerdo SUGEF 14-17, ante la imposibilidad de dotar de recurso humano en esta área de especialización,  se ha propuesto que la Dirección de Tecnología asigne especialistas para que asesoren técnicamente al personal que la Junta estime oportuno y se pueda generar los términos de referencia y otra documentación para la contratación de ese servicio a una empresa especializada.

Es menester señalar que, en las reuniones sostenidas con la SUPEN y que fueron coordinadas por la JAFJPPJ, esa Superintendencia ha manifestado que el marco de Gobierno y Gestión de las tecnologías debe ser específico a los objetivos del Fondo y que para ello se puede recurrir a empresas expertas para poder generarlo.

Una vez que los diversos documentos de la contratación se generen, corresponderá al personal de la Junta ponerlos en trámite y ser los administradores del contrato, la Dirección de Tecnología fungirá como un ente de asesoría técnica y de consulta, en caso los casos que se requiera.

Debido a la posible complejidad de las consultas y los trabajos a realizar por parte de la empresa contratada y el personal de la Junta durante la ejecución de la contratación en el año 2021 y años subsecuentes, se anticipan posibles impactos en los objetivos operativos de diversas áreas de la Dirección de Tecnología, especialmente del Subproceso de Normas y Estándares y del Subproceso de Sistemas Administrativos, pero sin descartar trabajos y esfuerzos no programados o anticipados en otras oficinas de esta dependencia, en razón de lo cual se visualiza como alta la probabilidad de tener que reformular los objetivos PAO de diversas oficinas de la DTIC.  Estos impactos deberán ser permanentemente monitoreados y en caso de ser necesario, se requerirá la flexibilidad institucional para realizar los ajustes en el sistema PAO.

Por otro lado, respecto de los servicios que ya se venían brindando para la atención de incidentes, solicitudes y sistemas como servicio, se continuarán bridando con el personal actual de la DTI como se ha realizado hasta ahora y como una oficina más del Poder Judicial, tal cual se nos indica.  Esto implica que los tiempos y prioridad de atención, serán los típicos para el resto de las oficinas judiciales.

Por último, sobre la logística de trabajo para atender las diversas necesidades, se coordinará, como se dispone en el acuerdo del Consejo Superior, de forma directa con las personas que designe la JAFJPPJ.

Teniendo en cuenta lo indicado anteriormente, se plantea ante el estimable Consejo Superior la siguiente petitoria:

6. Autorizar a la DTI para realizar los ajustes en el Plan Anual Operativo, adecuando el Plan a las nuevas necesidades de la institución y a la asignación real de recursos, los cuales deberán ser comunicados a la Dirección de Planificación y se deberá actualizar en el sistema del PEI y PAO.

7. Autorizar la inclusión de las nuevas metas operativas y estratégicas relacionadas con el JAFJPPJ, lo cual deberá coordinar la Dirección de Planificación.

8. Autorizar la realización de ajustes en los cronogramas de los proyectos que se verán impactados con la propuesta realizada.

9. Autorizar a la Dirección de Tecnología de Información para que coordine con la Auditoría Judicial nuevos plazos para la atención de recomendaciones a cargo del subproceso de Sistemas Administrativos, pudiendo priorizarlas conforme a las necesidades institucionales y el nivel de afectación, acordando nuevos plazos de ejecución en aquellas que así sea posible.

10. Revalorar, en diciembre de este año, la posibilidad de dotar para el año 2022 los recursos descritos en la propuesta generada por la DTI, utilizando como fuente de financiamiento el que tenga a bien definir el Consejo Superior, lo anterior con el fin de lograr los objetivos planteados en dicho informe.”
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Se acordó: Acoger en todos sus extremos la iniciativa de la Dirección de Tecnología de Información, mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021, en consecuencia autorizar a la citada Dirección, para que realice lo siguiente: 1) Efectúe los ajustes en el Plan Anual Operativo, adecuando el Plan a las nuevas necesidades de la institución y a la asignación real de recursos, los cuales deberán ser comunicados a la Dirección de Planificación y se deberá actualizar en el sistema del PEI y PAO. 2.) Haga la inclusión de las nuevas metas operativas y estratégicas relacionadas con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo cual deberá coordinar con la Dirección de Planificación. 3.) Realice los ajustes en los cronogramas de los proyectos que se verán impactados con la propuesta realizada. 4.) Coordine con la Auditoría Judicial nuevos plazos para la atención de recomendaciones a cargo del subproceso de Sistemas Administrativos, a fin de priorizarlas conforme a las necesidades institucionales y el nivel de afectación, acordando nuevos plazos de ejecución en aquellas que así sea posible. 5.) Este Consejo revalorara, en diciembre de este año, la posibilidad de dotar para el año 2022 los recursos descritos en la propuesta generada por la Dirección de Tecnología de Información, utilizando como fuente de financiamiento el presupuesto del Fondo, lo anterior con el fin de lograr los objetivos planteados en dicho informe. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Auditoría Judicial, la Dirección de Planificación y la Junta Administradora.  

El Integrante Montero Zúñiga, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.””
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[bookmark: _Hlk71643277]Por unanimidad se acordó: 1) Tener por conocido el acuerdo de sesión del Consejo Superior Nº 27-2021 celebrada el 8 de abril de 2021, artículo LII, mediante el cual conoció el informe remitido por la máster Kattia Morales Navarro, Secretaria de la Comisión Gerencial de Tecnología, mediante oficio N° CGTI-06-2021 del 18 de marzo de 2021. 2) Tener por recibido el informe suscrito por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021 dirigido al Consejo Superior y con copia a esta Junta, con el cual comunica que elaboró una propuesta base de trabajo que permitirá atender las necesidades tecnológicas de la JAFJPPJ, en estricto alineamiento con los objetivos y estrategias puntuales de esta Junta. 3) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021, artículo LXV, respecto a la aprobación de la iniciativa tomada por la Dirección de Tecnología de la Información. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233026]ARTÍCULO XXII
Documento N° 593-2021
	La señora Nombre 001, en correo electrónico del 21 de abril de 2021, presentó la siguiente gestión:
[bookmark: _Hlk71103739]“Me refiero al acuerdo tomado en la sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo del 2021 (Oficio N° 313-2021), relacionado con el reconocimiento del tiempo que el funcionario jubilado judicial fallecido JORGE ANTONIO FOURNIER ESTRADA laboró en el INS y específicamente al reintegro de ₡valor 001

En la sesión N° 110-19 celebrada el 19 de diciembre del 2019 el Consejo Superior del Poder Judicial (Oficio N° 890-2020) donde se acordó el reconocimiento que nos ocupa, se manifiesta que desde agosto 2018 la Unidad de Componentes Salariales debió haber considerado ese tiempo en el cálculo jubilatorio de mi esposo y no excluirlo por no haber localizado en su expediente personal algún documento probatorio: acción de personal, acta, otro.

Transcribo lo expresado por el Presidente Magistrado Cruz en la página 22, por su validez no sólo en el reconocimiento del tiempo servido en el INS, sino, en el reintegro de ₡valor 001

“Sí, en caso de existir duda razonable, que se realicen las gestiones para determinar la existencia de antecedentes de la decisión original, mediante su verificación en el Archivo Nacional, pero sin cargar dicho deber al administrado y sin que el mismo pueda arrastrar las consecuencias de las deficiencias administrativas”. El resaltado no corresponde al original.

El 19 de febrero 2020 y con base en el acuerdo del Consejo Superior, dirigí un oficio a la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento del tiempo de servicio y para que me aclararan a qué obedecía el reintegro de ₡valor 001pero a la fecha no he recibido respuesta.

Fue hasta hace dos días, lunes 19 de abril 2021, que en conversación telefónica sostenida con una funcionaria de la Unidad de Componentes Salariales muy gentilmente me dio a conocer el origen de esa suma cual es: las cuotas de la CCSS del 1º de junio de 1979 al 14 de mayo de 1981, periodo en que mi esposo laboró en el INS, calculadas a valor presente en agosto 2018.

Objeto este cálculo porque desde el 16 de setiembre de 1982, fecha en que el Poder Judicial reconoció al Sr. Fournier Estrada el tiempo laborado en el INS, correspondía a la Oficina de Personal solicitar a la CCSS el traslado de las cuotas, ajustarlas a los porcentajes de cotización del Régimen del Poder Judicial, calcularlas a valor presente (setiembre 1982) y solicitar a mi esposo cubrir la diferencia. Pero, como en 1982 no se hizo, se pretende trasladar a mi esposo y ahora a la suscrita, las consecuencias de esta omisión o yerro administrativo, en contraposición a lo expuesto por el Presidente Magistrado Cruz “ ...sin cargar dicho deber al administrado y sin que el mismo pueda arrastrar las consecuencias de las deficiencias administrativas”. Por tanto, estoy de acuerdo que la suma de 4,399,977.98 debe ser recalculada pero a setiembre 1982, fecha en que la Oficina de Personal debió tramitar ante la CCSS el traslado de las cuotas y solicitar a mi esposo el pago de la diferencia.

En relación con el acuerdo “... a fin de informarle posteriormente a la cónyuge sobreviviente si desea que se le reconozca ese tiempo servido para efectos de recalcularle el beneficio de la pensión, con la advertencia de que tendría que cancelar de previo el monto, para proceder al reajuste del beneficio.”, respetuosamente les manifiesto que la decisión de si acepto o no el reconocimiento del tiempo servido en el INS no sólo depende del eventual pago si es que así lo consideró la Dirección Jurídica en respuesta a la consulta que efectuó la Junta, sino, de si procede o no el pago retroactivo de los montos que mi esposo dejó de percibir mientras estuvo jubilado: 11 meses, 11 días y en consecuencia, lo que he dejado de recibir desde el 12 de diciembre del 2019. Este aspecto es altamente significativo en la decisión a tomar, porque de otorgarse el pago retroactivo, a este monto se le deduciría lo que supuestamente se debería reintegrar.

De antemano les agradezco la atención y comprensión que se sirvan prestar, así como, el envío de la respuesta a la consulta efectuada a la Dirección Jurídica y la aclaración de si procede o no el pago retroactivo.” 
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El Consejo Superior, en sesión N° 111-18 del 20 de diciembre de 2018, artículo XL, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI y por mayoría, se aprobó la jubilación del licenciado Jorge Antonio Fournier Estrada, Juez del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a partir del 01 de enero de 2019.
Posteriormente, el Consejo Superior, en sesión N° 110-19 celebrada el 19 de diciembre del 2019, artículo XIX, tuvo por rendido el criterio N° DJ-C-591-2019 del 12 de diciembre de 2019 emitido por la Dirección Jurídica y se hizo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, con el fin de que revisara los archivos y verificara si encuentra una documentación que permita variar la decisión original e informara a este Consejo.
Después, el referido Consejo, en sesión N°27-2020 celebrada el 24 de marzo de 2021, artículo XIII, se solicitó a la Dirección Jurídica enviar a un servidor o servidora judicial, a las instalaciones del Archivo Nacional para que solicitara y revisara la información que se requiere, y así continuar con el proceso señalado.
Luego, el Consejo Superior, en sesión N° 15-2021 celebrada el 23 de febrero de 2021, artículo XIX, tuvo por rendido el informe N° DJ-AJ-C-69-2021, del 12 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, y se trasladó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que valorara el eventual trámite de cobro de tiempo servido del jubilado fallecido Jorge Fournier Estrada.
Finalmente, esta Junta en sesión N° 12-2021 celebrada el 15 de marzo del 2021, artículo XVII, tuvo por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 15-2021 celebrada el 23 de febrero de 2021, artículo XIX, mediante el cual se conoció el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial N° DJ-AJ-C-69-2021, del 12 de febrero de 2021. Asimismo, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana que actualizara el cálculo a valor presente del tiempo servido del jubilado fallecido Jorge Fournier Estrada, a fin de informarle posteriormente a la cónyuge sobreviviente si desea que se le reconozca ese tiempo servido para efectos de recalcularle el beneficio de la pensión, con la advertencia de que tendría que cancelar de previo el monto, para proceder al reajuste del beneficio.
[bookmark: _Hlk71643663][bookmark: _Hlk71643652]Por unanimidad se acordó: 1) Tener por conocida la gestión de la señora Nombre 001, en correo electrónico del 21 de abril de 2021. 2) Comunicar a la señora Nombre 001que en virtud de que la gestión se hizo posterior al Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido, cuya modificación se realizó en el año 2014, debe aplicársele el reconocimiento de tiempo servido a valor presente. 3) Solicitar a la Dirección del Fondo para que coordine que se realice un escenario de cómo le hubiese quedado la jubilación al señor Fournier Estrada en caso de reconocer el tiempo servido en discusión y de ahí el cálculo del beneficio de pensión a la señora Nombre 001y lo haga de conocimiento de la gestionante, para su valoración. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233028]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 611-2021 

En sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero de 2021, artículo XII, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
“Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, abogado y jubilado, mediante correo del 18 de diciembre de 2020, mediante la cual solicita a esta Junta ¿Cuál es la norma que faculta a la Junta a proceder a deducir de la jubilación la llamada “Contribución Obligatoria Solidaria”, todo esto desde el año 2018? y ¿Qué fundamento legal tiene la Junta parar tal proceder?. 2) Indicarle al señor García Martínez que la Contribución Solidaria fue impuesta por disposición legal y las actuaciones de esta Junta se encuentran apegadas a la normativa vigente y si tiene alguna duda específica puede acudir a las instancias legales que correspondan. Se da por agotada la vía administrativa en razón que esta Junta ya ha brindado respuesta a su solicitud. Se declara acuerdo firme.”
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El señor Miguel Ángel García, Jubilado Judicial, en correo electrónico enviado el 23 de abril del 2021, expresó lo siguiente:
“Yo, Miguel Ángel García Martínez, mayor, jubilado del Fondo de Pensiones del Poder Judicial, abogado, datos 001 , con respeto a vengo a pedir efectivo cumplimiento y resguardo de mi derecho de petición y respuesta, a los efectos de lograr un adecuado control de la legalidad y transparencia de las actuaciones de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, del que como indiqué soy jubilado. Legitimación y motivo de mi petición. Como jubilado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se me ha procedido a deducir desde el año 2018 la contribución obligatoria solidaria, misma que surge a raíz de la modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 y sus reformas, mediante Ley 9544 del año 2018. Tengo meses de estar consultando a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones cuál es la norma legal, concreta, que ordena y a a la vez faculta y le ordena a la Junta a deducir esa contribución obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado. Sin lograr a la fecha que me respondan. Es claro que los funcionarios públicos, como lo son los miembros de la Junta Administradora del Fondo, están vinculados al principio de legalidad establecido constitucionalmente, sólo pueden hacer aquello que expresamente la ley les faculte; en especial tratándose de la toma de parte del patrimonio o prestaciones que como jubilado le corresponden a una persona. Por ejemplo: los fondos de pensiones rebajan el impuesto de la renta con base en un artículo determinado que la ley establece y ordena tal acción; la Junta Administradora del Fondo de Pensiones rebaja las cotizaciones de los jubilados porque el artículo: 239 del Poder Judicial le faculta y obliga a ello. Todo impuesto, tasa y contribución, según el Código Fiscal debe ser dispuesta por ley y debe existir de igual forma una ley que autorice a su cobro a un determinado ente estatal. Pues bien, lo único que pido, es que la administración, los funcionarios públicos que integran la Junta Administradora del Fondo, me informen: ¿Cuál es la norma que les faculta para deducir de mis prestaciones como jubilado del Poder Judicial la contribución obligatoria solidaria?. Si tal proceder obedece a que el artículo 239 de la Ley Orgánica del obliga a ello, por ser una cotización extraordinaria (y tal numeral es el que les faculta a ello, pues que lo indiquen). Y es que, considero, tengo derecho a saber si la deducción se me realiza por ser la misma una cotización extraordinaria, aparte de la ordinaria dispuesta en el artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; o bien se realiza la misma por otro motivo (por ejemplo: ser un tributo, en cuyo caso debería haber ley expresa que les faculte como ente recaudador) Pese a que he hecho múltiples solicitudes, incluso un recurso de amparo, buscando respuesta e información al respecto, no logro que se me responda por la administración esta simple pregunta…¿Cuál es la norma concreta que faculta a la Junta Administradora del Fondo a deducir de mis prestaciones como jubilado la contribución obligatoria solidaria ?. Tiene la administración la obligación de fundar jurídicamente sus actuaciones y yo, como persona y ciudadano, tengo derecho de que se me informe y conocer la ratio legis del proceder. Es necesario en una democracia poder ejercer el control de las actuaciones de los organismos públicos y ello sólo es posible si hay fundamentación. La fundamentación de los actos públicos, fáctica y legal, es consustancial a la democracia y , por ende, al Estado de Derecho y, a su vez un derecho humano fundamental de las personas. Los actos de los funcionarios públicos están dotados de autoridad, dado que ellos son dispuestos por el imperio de la razón, no en gozan de autoridad por razón del imperio. (imperio ratione, no ratio imperio). Se nos debe posibilitar acceder a la información o razones, pues de otro modo no podremos controlar y constatar la razonabilidad-legalidad. No se puede admitir que la administración responda que ha actuado conforme a derecho, por ejemplo, sin contestar, o informar lo que se solicita. Pido un pronunciamiento técnico al respecto, incluso pueden consultar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Desde el 20 de enero de los corrientes solicité a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que aclararán de forma técnica el acuerdo tomado en sesión N. 02-2021, Artículo XII, Documento N. 1133-2020, 15-2021. Como indiqué, hasta interpuse un recurso de amparo, el cual fue rechazado. Incluso he debido mandar varios correos, de nuevo, solicitando la información y, a la fecha, sigo sin respuesta. Espero no tener que insistir en nuevos recursos de amparo, no veo cual es la dificultad, o negatividad de brindar tal información. Conforme a la ley espero confirmación del recibo de la presente y respuesta en el plazo por ella previsto.”

-0-
[bookmark: _Hlk71715584]Por unanimidad se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del señor Miguel Ángel García, Jubilado Judicial, en correo electrónico del 23 de abril del 2021. 2) En vista de que esta Junta Administradora en sesión N° 18-2021 del 26 de abril de 2021, artículo VII, se inhibió de conocer las gestiones del señor García Martínez debido a que tuvo conocimiento de que el señor García presentó denuncia penal contra la Junta Administradora, trasladar el presente acuerdo a las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora para que en sesión extraordinaria lo conozcan y consideren en el análisis que corresponda respecto a los alegatos del señor García. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk71715584][bookmark: _Toc71233032]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 640-2021
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remite a conocimiento de esta Junta el correo electrónico recibido el 4 de mayo de 2021, que dice:
“Mi nombre es XXXXXXX. Soy jubilado judicial desde XXXX, luego de haber fungido por más de XXX como XXXX y otros cargos. 
 
Requiero hacerle una consulta, en el ámbito del manejo privado de mis datos personales, amparado por mis derechos constitucionles. (sic)
 
Dentro de la esfera de mi realización personal, deseo hacer un cambio en mi nombre, no así en mis apellidos o cualquier otro dato civil que me corresponde en el Registro Civil.
 
Mi convicción es que eso no tendría que afectar mi derecho normal de mi pensión, pero quisiera que me pudiera ayudar informándome si estoy en o correcto. 
 
El trámite lo realizaría ante el Registro Civil y luego ellos emitirían una constancia nueva con mi nuevo nombre, que yo presentaría al Fondo, según ellos me han informado. 
 
Le ruego, con la discrecionaldad (sic) y el respeto a los derechos humanos que caracterizan a nuestro Poder Judicial, me indique que trámite se requeriría en en el Fondo y si ello no afecta mi derecho a la pensión, como indiqué antes.
 
Si Usted lo requiriera puedo conversar persnalmente (sic) con Usted. ”
Datos 001
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión presentada por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora, mediante el cual una persona jubilada del régimen, solicita conocer si existe problema por cambiar su nombre en el Registro Civil. 2) Conforme el artículo 54 del Código Civil Costarricense y subsecuentes que indica: “Artículo 54.- Todo costarricense inscrito en el Registro del Estado Civil puede cambiar su nombre con autorización del Tribunal lo cual se hará por los trámites de la jurisdicción voluntaria promovidos al efecto. (Así reformado por Ley No. 5476 de 21 de diciembre de 1973, artículo 2º. Por Ley Nº 7020 de 6 de enero de 1986, artículo 2º, su número fue corrido del 36 al actual).” Fuente:
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=15437
[bookmark: _Hlk71617772] 3) Solicitar a la persona gestionante que una vez se realice la variación y cuente con el documento correspondiente lo presente ante esta Junta Administradora, para los efectos que correspondan. 4) La Secretaría General de la Corte, notificará de este acuerdo al MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta para que en resguardo de los datos personales de la persona gestionante realice la notificación correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233034]ARTÍCULO XXV 
Documento N° 602-2021
La doctora nombre 001, Jubilada Judicial, en correo electrónico de 22 de abril de 2021, realizó la siguiente consulta:
“Me pueden orientar con relación a la participación de personas pensionada o jubiladas judiciales, con relación a si seguimos teniendo la prohibición de participar en eventos partidarios, como ir a votar x precandidatos de un partido político? Como funcionarios no podemos, pero ya jubilados?
Les agradecería si me orientan en eso, no sé dónde preguntar.”
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[bookmark: _Hlk71644353]Por unanimidad se acordó: 1) Tener por conocida la gestión presentada por la doctora nombre 001, Jubilada Judicial, en correo electrónico de 22 de abril de 2021, mediante la cual consulta si las personas jubiladas judiciales continúan teniendo prohibición de participar en eventos partidarios. 2) Comunicar a la gestionante que la Ley Orgánica es específica para las personas servidoras judiciales activas, por lo cual no aplica para las personas jubiladas judiciales. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233036]ARTÍCULO XXVI
Documento N° 582-2021


Antecedentes de interés 

Mediante correo electrónico el: lunes, 12 de abril del 2021, el señor Nombre 001, remite al correo Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones, lo siguiente:
“Buenos días. El 5 de los corrientes remití a esa Honorable Junta por esta misma vía gestión para desactivar o revocar autorización para la deducción automática de mi pensión tractos mensuales para amortizar un préstamo que adeudo a Coopealianza R.L., por las razones que ahí expuse.
Mucho agradecería se me informara si esa mi gestión fue recibida por ustedes y el estado en que se encuentra.”

El máster Oslean Mora Valdez, encargado Apoyo Administrativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante correo electrónico el viernes 16 de abril 2021, responde al señor Nombre 001 lo siguiente:
“Don Nombre 001 respetuosamente y en atención a su solicitud, me permito indicar que la Junta Administradora del FJPPJ, en sesión N°. 35-2020, artículo IX del 26 de Octubre de 2020, adopto el acuerdo que a continuación destaco:
 
“3) Resaltar de las conclusiones de dicho dictamen lo siguiente: a) La naturaleza jurídica del salario (de un trabajador activo) es distinta a los que rigen las prestaciones económicas que otorga la seguridad social (jubilado o pensionado) y aunque nada impide que la Asamblea Legislativa regular las deducciones que sea posible practicar a las pensiones que otorgan los regímenes especiales para asegurar el pago de una prestación mínima suficiente, no es posible homologar con la legislación actual, la protección que “SI” goza el salario de un trabajador conforme al artículo 172 del Código de Trabajo, debido a lo cual no existe a hoy una prestación mínima suficiente definida para las jubilaciones y pensiones en general. b) Conforme a lo indicado en los incisos 2 y 4 de dicho dictamen, se aplicará el criterio que hace referencia al art. 59 de la Ley Constitutiva de la CCSS, así como lo estipulado en el art. 984, inciso 2 del Código Civil en el sentido de que las prestaciones en dinero acordadas a los beneficiarios del FJPPJ no podrán ceder, compensarse ni gravarse y no son susceptibles de embargo, ni secuestradas de forma alguna salvo en la mitad por concepto de pensiones alimenticias, debido a lo cual, las jubilaciones y pensiones del FJPPJ no estarán sujetas a deducciones no autorizadas por la persona beneficiaria. c) Según lo estipulado en el inciso 3) de dicho dictamen, las deducciones expresamente dispuestas por Ley deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, dado que estas se consideran retenciones legales al no ser formas de cesión de la pensión en sentido estricto, no dependen de la voluntad de la persona beneficiaria, sino en apego a lo dispuesto en la legislación costarricense. 4) Interpreta esta Junta Administradora que, las deducciones acordadas a las prestaciones económicas que cancela en las jubilaciones y pensiones del FJPPJ, son por mutuo acuerdo entre las partes, nacen de su propia voluntad, libre, autónoma y sin ningún tipo de coacción, en razón de lo cual en caso de que una persona beneficiaria decida retirar su autorización para la no aplicación de dicha deducción a la jubilación y/o pensión, deberá tramitar ante cada entidad deductora nota formal en la que se solicite el cese de dicha deducción automática a partir del siguiente mes calendario de recibida la misma. 5) Deberá la persona beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomar nota de que la “NO” aplicación de la deducción automática del rebajo respectivo no lo exime del cumplimiento de contratos o compromisos de diversa índole, debido a lo cual podrá verse afectado su récord crediticio, historial, nivel de morosidad o similares sin que el FJPPJ ni la Junta Administradora asuman responsabilidad alguna por dicha situación. 6) Deberá la administración informar del presente acuerdo a las diversas entidades deductoras para que a partir del mes de diciembre 2020 ajusten sus procedimientos y validaciones internas en apego a lo acá acordado, de igual forma se emitirá comunicación masiva a la población beneficiaria para que tome las medidas que consideren pertinentes” 
Por cuanto, conforme a lo acá resaltado, no resulta posible atender su solicitud y en su defecto corresponderá a la persona interesada realizar el tramite respectivo ante la institución financiera correspondiente.
Espero la información le sea de utilidad.”
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En relación con lo anterior, el señor Nombre 001, jubilado judicial, en correo electrónico del 19 de abril de 2021, comunicó:
“Buenas tardes: profundamente sorprendido con la decisión tomada por esa Honorable Junta y que me fuera comunicada por esta vía la noche del sábado 17 de abril en curso e ignorando el régimen impugnaticio que pudiese caber en contra de la misma, con el fin de patentizar mi absoluta disconformidad con ella como requisito de accesibilidad para las acciones legales que al parecer se avecinan, interpongo los recursos de revocatoria (o reconsideración) y, si cupiese y en vía subsidiaria el de apelación para ante el órgano superior administrativo competente.
Lo anterior por cuánto existe a mi juicio, un divorcio absoluto entre el ítem considerativo cabalmente hilado y la decisión final. Tal pareciera que son prosas de diverso origen pues en la parte considerativa, luego del análisis del informe de  la Procuraduría General de la República, vertido al parecer para OTRA SITUACIÓN AJENA A LA PRESENTE pero que sí es consecuente con mi gestión a ustedes formulada (al punto de hacer análisis tan solo tangencialmente conexo con la misma como el razonamiento de qué "....la no aplicación de la deducción automática del rebajo respectivo no lo exime del cumplimiento de contratos o compromisos de diversa índole, debido a lo cual podrá verse afectado su récord crediticio....", todo lo cual parece ser una admonición moral en rescate de mi condición invitándome a que no empecé el acogimiento de mi petición yo no abandone el cumplimiento a que estoy obligado y que parece anunciar una decisión en mi favor y parafraseando, además,  el informe de la Procuraduría General de la República que ante la laguna legal para el caso concreto invoca el principio doctrinario de la INDISPONIBILIDAD DE LAS PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL, en el sentido de que aun la voluntad expresa del derechohabiente es incapaz de subrogarse a la razón de ser del beneficio concedido para, en plausible y ajustada integración de la ley para la situación concreta acude a asemejar las prestaciones que brindan los distintos sistemas de seguridad social ajenos al Sistema de Invalidez, vejez y muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social para en base a lo prescrito por el artículo 59 de la Ley Consitutiva de ese ente estatal decantarse por la imposibilidad grasa de ceder a terceros ese auxilio social, salvo las excepciones (2) de ley, dentro de las que no se encuentra la presente) y rompiendo groseramente el hilo conductor de ese íter lógico con un abrupto rechazo del mismo, bajo el desamparado argumento "... conforme a lo acá resaltado no resulta posible atender su solicitud y en su defecto corresponderá a la persona interesada realizar el trámite respectivo ante la institución financiera correspondiente" !!!
Independientemente del destino que correrá esa gestión (fácilmente predecible) se evidencia la ausencia supina de correlación entre lo que se venía analizando y la conclusión groseramente extraña a la que se llegó. 
Pareciera ser que hubo un error consistente en asemejar este caso a alguno precedente y se le aparejó la solución que tan solo en apariencia zanjaba la cuestión.
Yo sé que extenderme sobre lo anterior en esta sede es estéril, por lo que mayores argumentos me servirán para próximos procesos legales pero, con todo y eso, estoy seguro de en nuestro Poder Judicial hay todavía multitud de funcionarios con principios suficientes para reconocer con hidalguía un error 
Y en el caso presente, el divorcio entre las partes considerativa y resolutiva de la decisión que combato es flagrante y causa un terrible perjuicio pues el INS se "comería" en dos o tres años el resto de la liquidez de mi pensión.
Agradezco una resolución coherente con lo gestionado.
Paralelamente, procederé a solicitar a Coopealianza R.L el levantamiento de la orden de deducción automática, razón de ser de esta petición.”
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No se omite indicar que el jueves, 22 de abril de 2021, se le notificó al señor Nombre 001, Jubilado Judicial, el acuerdo tomado en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril del 2021, artículo XXIV, mediante la Resolución N°51-2021 de las diez horas trece minutos del veintiuno de abril del dos mil veintiuno, que literalmente dice:
“El señor Nombre 001, Jubilado Judicial, en correo electrónico de 5 de abril de 2021, solicitó:

“Buenos días. Como lo podrán ver del correo que de seguido reenviaré, Coopealianza R.L en colusión con el INS, supuestamente amparados en un contrato de seguros que se me dice yo firmé a principios del año inmediato anterior al momento de la formalización de un crédito, pretenden dejarme en insubsistencia al elevar de forma significativa el monto mensual que yo debo abonar por dicha supuesta póliza, asumo que tan solo por el hecho de contar el suscrito con un año más de edad (hoy 74). 

Y de ello deduzco que de si Dios me concede más edad aún mi asignación mensual - hoy reducida a poco más de trescientos mil colones - será castigada año a año al punto de que en un futuro cercano mi pensión sería insuficiente para satisfacer ese rubro, debiendo el suscrito buscar fondos de no sé dónde para cubrirlo.

Como se lo hice ver a la funcionaria del INS que me envió la comunicación del incremento dicho a partir del primero de mayo venidero nunca, en ningún momento de la negociación con Coopealianza se me informó de tal incremento ni siquiera de que dentro de la cuota mensual de amortización del crédito hubiese una porción destinada a ese fin, aunque reconozco que lo supuse; pero lo que nunca pude imaginar fue lo del incremento por causa del fenómeno natural de avanzar en edad.

Por lo anterior mucho estimaré a dicha Junta dejar sin efecto de inmediato la autorización que oportunamente yo diera para que de mi pensión se hicieran las deducciones mensuales en favor de Coopealianza en abono a su crédito, es decir, revoco de manera definitiva tal autorización a partir del 15 de abril en curso a fin de pagar el suscrito a mi acreedora en sus oficinas o por consignación judicial si fuera necesario las cuotas mensuales subsiguientes en la forma en que se encuentran actualmente.

Y si por alguna razón ésta mi voluntad soberana fuera obstada por alguna reglamentación o norma legal, mucho les estimaría se me indicara su fuente para estudiar su constitucionalidad.

De momento, rechazo o no autorizo ningún incremento a lo que al día de hoy constituye mi amortización mensual al crédito dicho, esto en subsidio de que mi petición principal antes expuesta no resultare de recibo. Saludo cordial y muchas gracias!

PD. De seguido procederé al reenvío de correos dicho.
”
- 0 –

[bookmark: _Hlk71515195]Se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del señor Nombre 001, Jubilado Judicial, con correo del 5 de abril de 2021, relacionada con la aplicación de la deducción que le aplica la entidad Coopealianza R.L., a su beneficio de jubilación. 2) Interpreta esta Junta Administradora que, las deducciones acordadas a las prestaciones económicas que cancela en las jubilaciones y pensiones del FJPPJ, son por mutuo acuerdo entre las partes, nacen de su propia voluntad, libre, autónoma y sin ningún tipo de coacción, y que este órgano colegiado no intermedia en la relación existente entre las entidades deductoras y las personas beneficiarias de este régimen jubilatorio, por cuanto se dispuso en sesión N°. 35-2020, artículo IX que indica: “…en caso de que una persona beneficiaria decida retirar su autorización para la no aplicación de dicha deducción a la jubilación y/o pensión, deberá tramitar ante cada entidad deductora nota formal en la que se solicite el cese de dicha deducción automática a partir del siguiente mes calendario de recibida la misma.”. 3) Deberá la persona beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomar nota de que la “NO” aplicación de la deducción automática del rebajo respectivo no lo exime del cumplimiento de contratos o compromisos de diversa índole, debido a lo cual podrá verse afectado su récord crediticio, historial, nivel de morosidad o similares sin que el FJPPJ ni la Junta Administradora asuman responsabilidad alguna por dicha situación. 4) Dados los elementos anteriormente descritos, se rechaza la pretensión del señor Nombre 001 por cuanto la responsabilidad de dichos rebajos es entre las partes y no de esta Junta Administradora, como se señala en la Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y que esta Junta Administradora no embarga ni secuestra en forma alguna las jubilaciones, sino que brinda el servicio de deducciones a las entidades deductoras para que se apliquen a las personas jubiladas y pensionadas, donde se establecen los deberes y responsabilidades de las entidades deductoras para aplicar rebajos a las jubilaciones y pensiones. Se declara este acuerdo firme.”
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[bookmark: _Hlk71645165]Se acordó: 1) Tener por conocidas la gestión presentada por el jubilado judicial Nombre 001, en correo electrónico del 19 de abril de 2021, mediante la cual interpone los recursos de revocatoria (o reconsideración) y, si cupiese y en vía subsidiaria el de apelación para ante el órgano superior administrativo competente. 2) Comunicar al señor Nombre 001que conforme lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial la Junta Administradora no tiene superior jerárquico. 3) Que en la sesión de esta Junta Administradora N° 35-2020, artículo IX del 26 de octubre de 2020, se dispuso que las personas jubiladas debían coordinar con el ente financiero lo correspondiente a las deducciones acordadas a por mutuo acuerdo, dado que estas nacen de su propia voluntad, libre, autónoma y sin ningún tipo de coacción, por lo que este órgano colegiado no intermediaría en la relación bilateral. 4) Tomar nota que el señor Nombre 001se ajustará al procedimiento y solicitará directamente a Coopealianza R.L, el levantamiento de la deducción automática. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233038]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 623-2021

El señor Miguel Ángel García Martínez, jubilado judicial, en correo electrónico del 28 de abril de 2021, solicitó:
“Sirva la presente para extenderles un saludo cordial y a la vez para reiterar mi solicitud de respuesta a mi petición de proceder de deducir la colaboración obligatoria solidaria de mis prestaciones como jubilado en la forma que ordena la ley vigente, a saber según lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial N. 7333 del año 1993 y sus reformas; todo desde el 6 de abril de 2021.   
El criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, solicitado por la Junta, ya se rindió y tiene el número de referencia:  DJ-C-212-2021.”

- 0 -
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del señor Miguel Ángel García Martínez, jubilado judicial, en correo electrónico del 28 de abril de 2021. 2) En vista de que esta Junta Administradora en sesión N° 18-2021 del 26 de abril de 2021, artículo VII, se inhibió de conocer las gestiones del señor García Martínez debido a que tuvo conocimiento de que el señor García presentó denuncia penal contra la Junta Administradora, trasladar el presente acuerdo a las personas integrantes suplentes de la Junta Administradora para que en sesión extraordinaria lo conozcan y consideren en el análisis que corresponda respecto a los alegatos del señor García.  Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc71233040]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 571-2021 

En la sesión N° 16-2021 celebrada el 12 de abril de 2021, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de esta Junta Administradora, propone en sesión lo siguiente:  

“Basado en los resultados del estudio actuarial del periodo 2020, la remisión del oficio N° 32-PLA-IO-2021 de la Dirección de Planificación del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 22-2021, artículo N° XXXVII, el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 15-2021, articulo XX, así como la remisión del oficio SP-A-238-2021 de la Superintendencia de Pensiones, el integrante MBA. Mauricio Villalta Fallas considera solicitarle al actuario el impacto de los siguientes escenarios: a) Aumento en la edad de jubilación en 1 año adicional a la actualmente establecida. b) Disminución del porcentaje sobre los salarios para cálculo de jubilación en un 5% (es decir, pasar del 82% al 77% del salario de referencia) c) Aumento de cotización en un 1% (es decir pasar del 13% al 14% en la cuota obrera). d) El impacto de cobrar los 816 casos establecidos en el oficio N° 32-PLA-IO-2021 por una errónea aplicación del transitorio III (denominado dos por uno) de la Ley N°. 7302. 

Luego de un análisis de las propuestas y discusión sobre las mismas, se solicita algunos servicios adicionales al actuario matemático contratado para estos efectos, por unanimidad se acordó: 1.) Solicitar al actuario matemático máster Raúl Hernández González:  a) se refiera a las recomendaciones técnicas establecidas por la Superintendencia de Pensiones mediante el oficio N° SP-A-238-2021, en un plazo de 15 días naturales posteriores a la comunicación de este acuerdo.  b) Este cuerpo colegiado considera prudente solicitarle al Sr. Hernández que se tomen en cuenta las recomendaciones técnicas respectivas remitidas por la SUPEN y se ajuste lo que corresponda para la elaboración del próximo estudio actuarial. 2) Requerir los servicios del Sr. Hernández González para que elabore con los datos del periodo 2020 cuatro nuevos escenarios que consideren la variación de los siguientes supuestos: a) Aumento en la edad de jubilación en 1 año adicional a la actualmente establecida. b) Disminución del porcentaje sobre los salarios para cálculo de jubilación en un 5% (es decir, pasar del 82% al 77% del salario de referencia) c) Aumento de cotización en un 1% (es decir pasar del 13% al 14% en la cuota obrera). d) El impacto de cobrar los 816 casos establecidos en el oficio N° 32-PLA-IO-2021 por una errónea aplicación del transitorio III (denominado dos por uno) de la Ley N°. 7302. e) Elaborar un escenario en el cual se considere la habilitación para que las personas funcionarias judiciales con más de 20 años de laborar para el Poder Judicial al momento de la promulgación de la Ley N°. 9544, puedan jubilarse con los parámetros definidos por la anterior LOPJ (N°. 7333), esto con el fin de ser previsores ante los recursos de amparo presentados en este sentido por el colectivo judicial. 3) La Dirección de Gestión Humana y el Macroproceso Financiero Contable, tomarán nota para la remisión de la información necesaria que sea requerida por el Sr. Hernández. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Informa la Secretaría General de la Corte, que revisado los registros que mantiene esa oficina, a la fecha no se ha recibido la información solicitada al actuario matemático máster Raúl Hernández González, en sesión N° 16-2021 celebrada el 12 de abril de 2021, artículo XXIX.

Se acordó: 1) Tener por conocido lo indicado por la Secretaría General de la Corte, quien señala que revisados los registros que mantiene esa oficina, a la fecha no se ha recibido la información solicitada al actuario matemático máster Raúl Hernández González, en sesión N° 16-2021 celebrada el 12 de abril de 2021, artículo XXIX. 2) Hacer de conocimiento de la Secretaría General de la Corte que el señor Hernández González si presentó el informe solicitado, no obstante, en sesión 18-21 celebrada el 26 de abril de 2021, artículo XXIV, se acogieron unas modificaciones planteadas por el máster Mauricio Villalta Fallas, al acuerdo tomado en el artículo XXIX de sesión N° 16-2021, dándole un plazo adicional al actuario matemático, para la remisión del informe. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc35877711][bookmark: _Toc71233044]ARTÍCULO XXIX 
Documento N° 894-2020
En sesión N° 40-2020 celebrada el 7 de diciembre de 2020, artículo VIII, se tomó el acuerdo que dice:
“En sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre de 2020, artículo VII, se tomó nota de lo informado por el Macroproceso Financiero Contable y se suspendió el beneficio de pensión a la pensionada estudiante debido a que no se tiene por acreditado que la maestría en Dirección Estratégica en Ingeniería de Software ni la Universidad Europea del Atlántico estén reconocidas en el territorio nacional.

El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Macroproceso, las másteres Floribel Campos Solano, Jefa Proceso de Tesorería y Andrea Valerín Arroyo, Jefa Subproceso Egresos, todos del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 1540-TE-2020, comunicó lo siguiente:

“En atención al contenido del oficio N° 846-2020 de fecha 30 de octubre de 2020, relacionado con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre de 2020, artículo VII, que para lo que interesa señala: 

“[…] Suspender el beneficio de pensión a la pensionada estudiante debido a que no se tiene por acreditado que la maestría en Dirección Estratégica en Ingeniería de Software ni la Universidad Europea del Atlántico estén reconocidas en el territorio nacional. […]”

En cumplimiento a lo dispuesto por dicho Órgano Superior, se hace de su estimable conocimiento que esta oficina realizó la suspensión del beneficio de pensión de la joven nombre 001a partir del 01 de noviembre de 2020.

En virtud de lo expuesto, se consulta a esa Junta Administradora si procede efectuar algún cobro a la pensionada estudiante, por las sumas giradas en el mes de octubre de 2020 correspondientes al beneficio de pensión.”

- 0 –

Los másteres Miguel Ovares Chavarría, Floribel Campos Solano y Andrea Valerín Arroyo, en su orden, Jefe interino del Macroproceso Financiero Contable, Jefa interina del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 1593-TE-2020 del 25 de noviembre de 2020, gestionaron lo siguiente:

“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora, de manera atenta se traslada la petición presentada ante esta oficina, por la pensionada judicial nombre 001, relacionada con la suspensión del beneficio de pensión.

Para lo que interesa se transcribe la petición de la joven nombre 001remitida vía correo electrónico el día 18 de noviembre de 2020:

“[…] luego de la lectura del documento en el apartado en el cual se explica el por qué se me remueve el beneficio de la pensión, ya que se explica que los documentos que presente no se muestra una institución considerada por la junta como un ente reconocido en Costa Rica para el expedir estudios o títulos en el territorio nacional, deseo ver si es posible la reevaluación a esta resolución ya que la maestría que estoy cursando en FUNIBER en la Universidades Internacional Iberoamericana - UNINI México es reconocida por el CONARE (Consejo Nacional de Rectores) en Costa Rica como una universidad registrada apropiadamente y que puede expedir titulaciones en Costa Rica, además cuando se finalizan los estudios el CONARE es la institución por la cual se hace el reconocimiento de la maestría a nivel nacional, para apoyar mi reevaluación del caso me comunique con el CONARE y ellos me enviaron unos certificados con los cuales se hace el respaldo que la universidad es reconocida a nivel nacional, ver PDF adjuntos además adjunto un PDF con los correos que tuve con la Ofina de Reconocimiento y Equiparación del CONARE sobre la valiz de las univerisdades en Costa Rica. Muchas gracias por estar siempre al tanto de mi caso pero sí me gustaría que el mismo vuelva a ser evaluado por la Junta Administrativa de nuevo, para ver si el beneficio puede ser activado de nuevo ya que los estudios si están respaldados por una institución costarricense y en este caso el CONARE el este encargado de la educación superior. Si es necesario alguna otra información por favor hacermela saber y yo con gusto busco la misma, muchas gracias de antemano.”

Adicionalmente mediante correo electrónico del mismo día señaló:

“Me gustaría agregar que el reconocimiento y equiparación de la maestría se realiza cuando la misma se finalice, por lo tanto la maestría se cursa en la universidad y luego con el proceso debido en CONARE y uno con los papeles necesario realiza el proceso para que se convalide a nivel nacional el título, por ello deseo recalcar que la institución que acredita a nivel del territorio nacional la maestría que estoy cursando es el CONARE, muchas gracias de antemano y espero confirmación de la apertura de la reevaluation de mi caso”.

DATOS 001”

-0-

Previamente a resolver lo que corresponda y por no presentar un documento idóneo, se acordó: 1.) Solicitar a la joven nombre 001, que presente mediante una certificación sobre las materias y los bloques matriculados, con el fin de resolver la reactivación de la pensión. 2.) Mantener en suspenso la pensión a favor de la nombre 001. 

Hacer este acuerdo del Macroproceso Financiero Contable.””
- 0 -
Informa la Secretaría General de la Corte, que revisado los registros que mantiene esa oficina, a la fecha no se ha recibido la información solicitada a la joven nombre 001, en sesión N° 40-2020 del 7 de diciembre de 2020.

[bookmark: _Hlk71644606]Por unanimidad se acordó: 1) Tener por conocido lo indicado por la Secretaría General de la Corte, que revisados los registros que mantiene esa oficina, a la fecha no se ha recibido la información solicitada a la joven nombre 001, en sesión N° 40-2020 del 7 de diciembre de 2020. 2) Solicitar a la Secretaría General de la Corte que archive el tema dado que la presentación de la información depende exclusivamente de la pensionada. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXX
Documento N° 667-21

El MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora, hace de conocimiento de los demás integrantes del órgano lo relativo el presupuesto ajustado para el periodo 2022, mediante el siguiente reporte:


Al respecto se destaca que conforme a lo definido por la Junta Administradora del FJPPJ, se procedió a realizar la coordinación necesaria con la Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, ambas del Poder Judicial para efectuar el trámite de aprobación asociado al presupuesto 2022, conforme al mecanismo definido por la Dirección General de Presupuesto Nacional, en el programa “951-Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones” y por un monto total de ¢ 1,766,182,169.64** (Un mil setecientos sesenta y seis millones ciento ochenta y dos mil ciento sesenta y nueve colones con 64/100). 
Por unanimidad, se acordó: 1) Tomar nota del informe presentado por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora sobre presupuesto ajustado de la Junta Administradora para el periodo 2022. 2) Ratificar su aprobación y trámite respectivo efectuado, para incorporar el mismo a la corriente de trámite normal del Poder Judicial como el programa N°.  951 de este Poder de la República.  Se declara acuerdo firme.

	



Lic. Arnoldo Hernández Solano 
Presidente Junta Administradora
	







Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Secretaria Junta Administradora 
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A las 11:50 horas terminó la sesión.

Dirección de Gestion Humana (Macro Proceso)


U. de Control de Proceso


Proceso Administración humana 


Proceso Desarrollo Humano


U. de Investigación y Control de Calidad


U. de Presupuesto


Subproceso Administrativo de la Carrera Judicial


Subproceso Reclutamiento y Selección


Subproceso Administración de Personal


Subproceso Administración Salarial


U. de Prestaciones legales y Otros


U. de Jubilaciones y Pensiones


U. de Gestión Documental y Archivo


Area de Constancias y Certificacioes



Unidad de Jubilaciones y Pensiones


1 Coordinador de Unidad 2


1 Profesional 1


1 Asistente Administrativo 2


Cantidad de Actividades Realizadas (Sin Reajustes)
Jubilaciones	
Jan-16	Feb-16	Mar-16	Apr-16	May-16	Jun-16	Jul-16	Aug-16	Sep-16	Oct-16	Nov-16	Dec-16	Jan-17	Feb-17	Mar-17	Apr-17	May-17	Jun-17	Jul-17	Aug-17	Sep-17	Oct-17	Nov-17	Dec-17	Jan-18	Feb-18	Mar-18	Apr-18	May-18	Jun-18	Jul-18	Aug-18	Sep-18	Oct-18	Nov-18	Dec-18	Jan-19	Feb-19	Mar-19	Apr-19	May-19	Jun-19	Jul-19	Aug-19	Sep-19	Oct-19	Nov-19	Dec-19	Jan-20	Feb-20	19	16	19	14	10	14	16	8	16	14	18	17	20	19	11	14	27	18	18	16	13	17	23	24	28	19	24	29	22	24	23	12	12	15	31	46	34	33	28	22	22	24	19	26	25	23	28	25	5	13	Pensiones	
Jan-16	Feb-16	Mar-16	Apr-16	May-16	Jun-16	Jul-16	Aug-16	Sep-16	Oct-16	Nov-16	Dec-16	Jan-17	Feb-17	Mar-17	Apr-17	May-17	Jun-17	Jul-17	Aug-17	Sep-17	Oct-17	Nov-17	Dec-17	Jan-18	Feb-18	Mar-18	Apr-18	May-18	Jun-18	Jul-18	Aug-18	Sep-18	Oct-18	Nov-18	Dec-18	Jan-19	Feb-19	Mar-19	Apr-19	May-19	Jun-19	Jul-19	Aug-19	Sep-19	Oct-19	Nov-19	Dec-19	Jan-20	Feb-20	9	4	4	7	3	4	5	3	3	2	3	3	3	3	5	9	4	11	3	7	10	3	8	7	4	4	3	5	4	10	6	9	3	9	3	0	1	3	7	3	10	3	4	5	2	3	2	2	5	7	Promedio Jubilaciones	
Jan-16	Feb-16	Mar-16	Apr-16	May-16	Jun-16	Jul-16	Aug-16	Sep-16	Oct-16	Nov-16	Dec-16	Jan-17	Feb-17	Mar-17	Apr-17	May-17	Jun-17	Jul-17	Aug-17	Sep-17	Oct-17	Nov-17	Dec-17	Jan-18	Feb-18	Mar-18	Apr-18	May-18	Jun-18	Jul-18	Aug-18	Sep-18	Oct-18	Nov-18	Dec-18	Jan-19	Feb-19	Mar-19	Apr-19	May-19	Jun-19	Jul-19	Aug-19	Sep-19	Oct-19	Nov-19	Dec-19	Jan-20	Feb-20	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	20.26	Promedio Pensiones	
Jan-16	Feb-16	Mar-16	Apr-16	May-16	Jun-16	Jul-16	Aug-16	Sep-16	Oct-16	Nov-16	Dec-16	Jan-17	Feb-17	Mar-17	Apr-17	May-17	Jun-17	Jul-17	Aug-17	Sep-17	Oct-17	Nov-17	Dec-17	Jan-18	Feb-18	Mar-18	Apr-18	May-18	Jun-18	Jul-18	Aug-18	Sep-18	Oct-18	Nov-18	Dec-18	Jan-19	Feb-19	Mar-19	Apr-19	May-19	Jun-19	Jul-19	Aug-19	Sep-19	Oct-19	Nov-19	Dec-19	Jan-20	Feb-20	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	4.8	


Promedio Mensual
Jubilaciones	
año 2016	año 2017	año 2018	año 2019	15.0833333333333	18.3333333333333	23.75	25.75	Pensiones	
año 2016	año 2017	año 2018	año 2019	4.16666666666667	6.08333333333333	5	3.75	
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I. INFORMACIÓN GENERAL. 
 


1.1 Antecedente:  
 
En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril 
de 2014, artículo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo 
consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, el 
Macroproceso Financiero Contable (FICO) realizó el análisis comparativo de títulos 
valores de las inversiones relativas a las dependencias del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por los entes bancarios y 
custodia, que comprende la siguiente cartera de inversión: 
 


 Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
 
1.2 Procedimiento: 
 
El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que 
respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados1, así como los títulos 
valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos 
económicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la 
información con corte al 31 de marzo de 2021. 
 
1.3 Situaciones detectadas: 
 
En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propósito 
de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual 
generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la 
información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó: 
 
 No todos los cupones se reflejaban en dicho estado, algunos se muestran 


agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible 
conciliarlos individualmente. 
 


 Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que 
difieren a los registrados por el Poder Judicial o que del todo no se encuentran 
algunos cupones.  


 
Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses 
anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses 
para inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunión sostenida con el 
custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses 
proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada 
cupón), por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente 
conciliación. 
 
 
 


 
1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico. 
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Dado lo anterior, a continuación, se presentan los anexos donde se muestra el análisis 
realizado: 
 
I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL  


Notas LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS


Principales 445,050,915,200.05             445,050,915,198.01           83,365,077.98       83,365,077.97          77,546,683.93 77,546,683.93      31,471.00      31,471.00           


Intereses 212,480,642,853.66             212,504,447,476.01           11,963,853.65       11,964,388.18          836,263.58 835,974.06


Total registrado ₡657,531,558,053.71 ₡657,555,362,674.02 $95,328,931.63 $95,329,466.15 78,382,947.51        78,382,657.99      31,471.00      31,471.00           


BCR Custodio
Diferencia en principales -                            
Diferencias en tasas de interes


Diferencias de redondeo


Diferencias de redondeo  2.04                                    0.01                          
Consultas Efectuadas 1 (23,804,622.35)                   ($534.53) 289.52                  
Diferencia por metodología
Inversiones de otras dependencias


Saldos ajustados ₡657,531,558,053.71 ₡657,531,558,053.71 $95,328,931.63 $95,328,931.63 78,382,947.51        78,382,947.51      31,471.00      31,471.00           


Diferencia ₡0.00 ₡0.00 $0.00 $0.00 $0.00 $0.00 $0.00 $0.00
Notas:


(1) Mensualmente, se reportan las diferencias a las entidades bancarias y a la Unidad de Inversiones para los ajustes correspondientes. Estas diferencias obedecen principalmente a cupones en
colones y los UDES, de los cuales el Banco no refleja la información en el estado de cuenta. Respecto a la diferencia presentada en dólares ($534.53) se compone de informacion no reflejada en el
estado de cuenta del banco como cupones en el cual los montos no coinciden con respecto a la información del banco respecto a los que arroja el sistema de inversiones. 


DOLARES UDES


(2) Se refiere a los Fondos de inversión cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversión (SAFI).


Análisis comparativo de Títulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


Al 31 de marzo del 2021


COLONES Participaciones FI (2)


 
 
Para el mes de marzo de 2021, en el análisis comparativo de la información brindada 
por los emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de 
los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma 
atenta, se indican las observaciones siguientes: 


Operaciones reportadas por el Custodio BCR: 


Se presenta una diferencia entre el dato del Poder Judicial y la información remitida 
por el custodio en cupones por la suma de: -¢23,804,622.35, $534.53 y 289.52 en 
UDES.  


 


II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES 


En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de 
instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones que 
corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el BCR, 
siendo que las diferencias más significativas en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
se debe a: 
 


 El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no 
contienen toda la información necesaria para conciliar con el sistema de cartera 
de inversiones (SCI), por lo que el Poder Judicial realiza la conciliación de 
manera distinta. 


 
 Que, en algunos cupones que se lograron conciliar, se presentan diferencias 


entre el monto del Poder Judicial y el contenido en los estados de cuenta del 
BCR.    
 


Asimismo, como seguimiento se remite comunicación a las entidades bancarias y 
custodia, respecto del análisis comparativo individual de informe presentado por cada 
ente emisor y custodio. 
 
Conforme al análisis al informe, se determinó que las diferencias encontradas son 
justificables, toda vez que existe un compromiso formal por parte del custodio a 
subsanar lo detectado.  
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Lic. Fabián Salas Fernández 
Jefe, a.i. Proceso de Inversiones 


 
 
 


CGS/BCH 
 
C: Unidad de Gestión y Desarrollo de la Calidad. 
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San José, 22 de abril 2021 


 


 


Señora 


Floribel Campos Solano 


Jefa, Proceso de Tesorería 


Macro Proceso, Financiero Contable, Poder Judicial 


Presente 


 


 


Estimada Señora:  


 


En referencia a la aplicación del 15 de abril de 2021, para el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ID 3110759688, específicamente 


para la planilla de carga en BCR Comercial: 3110759688202104512.txt, con 2977 


créditos sinpes y por un monto total de ¢1.135.396.595,55, procedemos a aclarar 


lo sucedido. 


Para la fecha en mención se contaba con siete planillas a aplicar, iniciando su 


proceso a las 03:00 a.m., hora definida puesto que en el rango de horario de 


las 02:00 a.m. a 05:00 a.m. la carga transaccional entre los diferentes bancos es 


baja, a pesar de ello, existe el riesgo que los otros bancos se encuentren 


ejecutando procesos de cierre, mantenimiento a los equipos o se den 


problemas de comunicación y no se cuente con el personal en sitio para 


atender los diferentes situaciones que se puedan presentar. 


El proceso de aplicación de los 3023 líneas Sinpe, que corresponde al total de 


créditos de los archivos cargados en las 7 transferencias, inicia de forma 


correcta para su procesamiento, sin embargo se presentaron varios errores de 


comunicación con las entidades destino y con el Banco Central, 


principalmente con el Banco Popular y con el Banco Nacional.  


En la aplicación de la Planilla 3110759688202104512.txt , se procesan 543 


créditos de manera correcta, pero se vió afectada precisamente por errores 


de comunicación, que inciden en el procesamiento por parte del sistema del 


BCR. 


El Banco de Costa Rica, dentro del protocolo de atención especial, que brinda 


a las planillas del Poder Judicial, detecta el problema presentado, iniciando la 


revisión de cada una de las 2.977 líneas de crédito, que se encontraban con 


estado Aplicándose. 







 


  


Producto de la revisión y debido a la cantidad de créditos pendientes, se 


procedió a generar un script de base de datos que permitiera reprocesar la 


planilla, el cual fue ejecutado a las 10:00 a.m., esto en primer instancia, permite 


la revisión completa, posteriormente a las 11:03 a.m. se ejecuta un script de 


base de datos para la aplicación de la planilla, logrando procesar con éxito 


2.957 créditos sinpes de los 2.977 pendientes, proceso que finaliza a las 12:10 


p.m. 


Los 20 créditos sinpe rechazos presentaron problemas de comunicación con las 


entidades destinos que quedaron distribuidas de la siguiente forma: 


• 15 créditos sinpe del Banco Popular 


•   3 créditos sinpe del Banco Nacional 


•   1 crédito sinpe de la Mutual Alajuela 


•   1 crédito sinpe de Scotiabank  


 


Para el procesamiento de estos 20 créditos, se ejecuto el protocolo actual del 


negocio y se logro ejecutar la planilla al 100%.  


El Banco de Costa Rica, consecuente con su compromiso en el protocolo de 


atención de planillas del Poder Judicial y buscando la mejora continua de los 


procesos, el día 16/04/2021, ha realizado ajustes técnicos al flujo de aplicación 


de planillas, homologando los tiempos de reprocesamiento de créditos sinpe 


inestables, entre los sistemas de BCR Comercial y CGP (módulo de gestión con 


el BCCR), con el fin de evitar las inconsistencias de estados entre ambos 


sistemas, para minimizar los riesgos como el materializado en este caso. 


Adicionalmente se esta trabajando en una revisión y actualización de los 


procesos de monitoreo, que agilizará la atención de cualquier incidente, que 


se pueda manifestar en la aplicación de las planillas. 


Cabe mensionar que este protocolo se realiza solo al Poder Judicial y por varios 


años en forma exitosa el  BCR ha generado un proceso exclusivo de apoyo 


operativo al área Financiero Contable y la Dirección Financiera del Poder 


Judicial, de tal forma que las transferencias rechazadas se proceden a 


gestionar de nuevo por nuestro personal, amparado por un protocolo 


previamente aprobado por las partes, de esta forma el beneficiario de la 


transferencia recibe un servicio más expedito  y el proceso operativo del PJ se 


aliviana. 


 


 







 


  


Ante situaciones normales  el resto de nuestros clientes generán un nuevo 


proceso de pago de las transferencias rechazadas y logran acreditar en un 


menor tiempo. Esta es la propuesta que se está realizando a la nueva oficina 


encargada de la acreditación de las planillas, según la reunión sostenida en 


días pasados, donde estaríamos modificando el protocolo y el BCR estaría 


siempre en acompañamiento del proceso pero con la opción de autogestión 


por parte del Poder Judicial. 


Adicionalmente, existe la opción de considerar la aplicación de las planillas 


bajo el modo SINPE T+1,  ya que, si bien es cierto, entre las 2 a.m. a 5 a.m. se da 


baja carga transaccional y a pesar de los ajustes aplicados, como todo 


proceso tecnológico,  no está exento de los riesgos mencionados. 


Entre las ventajas del procesamiento en Sinpe T+1 están: 


 Se realiza bajo intercambio de cámaras en procesos batch, lo que garantiza 


que no existan problemas de comunicación o saturación de servicios entre 


las entidades involucradas 


 El proceso Sinpe T+1 esta diseñado para el procesamiento de grandes 


cantidades de transferencias sinpe de manera simultánea, a diferencia del 


proceso de Sinpe en Linea que, puede generar problemas de comunicación 


o denegación de servicio. 


 


Reiteramos el compromiso del Banco de Costa Rica, en brindarles la mayor 


seguridad en las gestiones financieras del Poder Judicial, ante cualquier 


incidente que se presente, de forma que se pueda mitigar cualquier afectación 


en los procesos solicitados. 


 


Quedamos a la orden para ampliar cualquier detalle que considere 


conveniente. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


 


 


Carla Alfaro Ávila                                                                    Carlos Luis Sibaja Morales  


Gerente Regional BCR                                                       Ejecutivo BCR 


Gestión Sector Público                                                       Gestión Sector Público  
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Articulo 224 bis- Los servidores con veinte o mas afios de servicio en el Poder Judicial podrin acogerse a una jubilacién anticipada
5110 se cumpliera con la edad o el nimero de afos de sevicio, citado en el articulo anterior. Esta se calculara de a siguiente
forma:

2) Si el retiro se produjera al cumplir treinta  cinco o mis aios de servicio, pero sin haber cumplido s sesenta y cinco aios de.
edad, Ia jublacién se calculars en proporcién a la edad del servidor:

1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta afos y los hombres al menos sesenta y dos afos.
|

2) l cilculo se hard multplicando la pensién obtenida segin 1o establecido en el articulo 224 para el célculo de la fubilacién
ordinaria, por la edad del servidor y ¢l producto se dvidir entre sesenta y cinco; el resuitado de esta operacién constituird
el monto de a jubilacién anticipada.

) Si ¢l retiro se produjera al cumplic el servidor sesenta y cinco o mis afos de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco afos
de servicio, Ia jubilacién se acordar en proporcién a los afos laborados, siempre ue el nmero de afos servidos no sea nferior
a veinte. Para fjara, se multiplicars el monto de la Jubilacion ordinaria, ndicado en el artculo 224 por el nimero de aos servidos.
¥ ¢l producto se dividird entre treinta y cinco; el resultado sers el monto de la jublacién anticpada.
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TRANSITORIO VI- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensién sequn lo establecia el
texto del titulo IX de Ia Ley N.© 7333, de § de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgacion de la presents ley,
podran pensionarse al amparo de fas disposiciones establecidas en el mencionado texto.

Rige a partir de su publicacién.

Dado en fa Presidencia de la Repiblica, a los veinticuatro dias del mes de abril del aiio dos mil dieciocho.

Ejecitese y publiquese.
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b) Si el retiro se produjera al cumpli el servidor sesenta y cinco 0 mas afios de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco afios de
servicio, la jubilacion se acordars en proporcion 3 los afios laborados, siempre que el numero de 3fios servidos no sea inferior 3
veinte. para fijaria, se multiplicara el monto de la jubilacién ordinaria, indicado en el articulo 224 por el nimero de afios servidos y el
producto se dividird entre treinta y cinco; el resultado serd el monto de la jubilacién anticipada.




oleObject1.docx
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 

DEL PODER JUDICIAL



“Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 240 bis, ley 9544)"



CAPÍTULO I

DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES



Artículo 1. Regulación. El presente reglamento norma y desarrolla lo relativo al otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada, con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en adelante “el Fondo”, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y que estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) conforme lo establece el artículo 240 bis de la Ley 9544 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para las personas asociadas, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, este último por el mecanismo financiero aplicable al efecto, figura o medio jurídico autorizado por la Contraloría General de la República, cuando así se requiera.



Artículo 2. Definiciones. Para los efectos de la aplicación de este reglamento, se entiende por:



Auditoría Interna: Órgano interno que ejerce la vigilancia y control posterior de los préstamos concedidos a las entidades sujetas de préstamos. 



Cuotas: Es el pago periódico que se compromete a realizar un deudor a su acreedor con el fin de devolver el financiamiento que éste le otorgó, incluyen amortización e intereses.



Entidades autorizadas para préstamos: cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada e instituciones bancarias del Estado, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, según lo indicado en el artículo 240 bis, inciso a) de la Ley 9544, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial.



Mecanismo Financiero Privado: Método o fuente a través de la cual se proporciona financiamiento, que permita la ejecución del crédito otorgado por la Junta Administradora.





Mecanismo Financiero Público: Método, fuente o figura jurídica autorizada por la Contraloría General de la República, por medio de las cuales sea factible proporcionar financiamiento para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial.



Rendimiento Nominal de Inversiones = Intereses ganados en los últimos 6 meses + Amortización de Descuentos – Amortización de Primas – Comisiones Bursátiles) / (Saldo Promedio de la Cartera de Inversiones) * 2. Este rendimiento se calculará en los meses de junio y diciembre por el Departamento Financiero Contable, quien lo comunicará con 10 días hábiles de antelación a la aplicación a las entidades autorizadas.



Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula:



(Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).



CAPÍTULO II

DE LA CONCESIÓN DE LOS PRÉSTAMOS A LAS INSTITUCIONES BANCARIAS DEL ESTADO, COOPERATIVAS, CAJAS DE AHORRO, ASOCIACIONES Y SINDICATOS Y AL PODER JUDICIAL,

SUJETOS DE PRÉSTAMOS



Artículo 3. Préstamo a Entidades Autorizadas: El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el artículo N°497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos.



Artículo 4. Aprobación. Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación del Comité de Riesgos, el cual funge como Comité de Crédito. 



Artículo 5. Límites. En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas (Según artículo N°240 Bis de la Ley 9544) y de ese 25% tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola entidad a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial.









Artículo 6. Usos. Las entidades usarán los préstamos otorgados por el Fondo, para conceder créditos a las personas servidoras activas, jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, conforme las reglas establecidas en este reglamento, en las condiciones y demás aspectos que se definan en los convenios y contratos específicos que se lleguen a suscribir con ocasión del otorgamiento de los créditos. 



En el caso del Poder Judicial, los préstamos que se lleguen a otorgar por medio del Fondo serán destinados única y exclusivamente para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la República, utilizando los medios y figuras autorizadas por la Contraloría General de la República.



Artículo 7. Cobro. Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas. 



En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, la entidad deudora deberá cancelar la cuota correspondiente dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente.



Si no cancela dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente, la entidad deudora deberá cancelar los intereses moratorios correspondientes.



Artículo 8. Plazos. El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años, y el plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales.



Artículo 9. Tasa de Interés. La tasa de Interés aplicable para todos los créditos que otorgue el FJPPJ será tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica (BCCR) para operaciones en moneda nacional más un porcentaje o diferencial que aprobará el Comité de Riesgos y que será determinado de acuerdo con la prima por riesgo, un margen de utilidad razonable y las condiciones del mercado financiero nacional. La tasa de interés será revisable trimestralmente. 



La tasa máxima y piso se definirá en los contratos de cada préstamo, las cuales se negociarán al momento de la formalización. La tasa máxima en ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el BCCR, conforme a la Ley N°.9859, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor.



Artículo 10. Intereses Moratorios. En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859.



Artículo 11. Cobro Administrativo y cobro Judicial. Se procederá al cobro administrativo cuando la Junta Administradora lo determine y al cobro judicial a partir de los 90 días de atraso de la operación de crédito.

Artículo 12. Tipos de Préstamos. El tipo de préstamo que podrá otorgarse es:



a) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.



Artículo 13. Garantías. Las Entidades autorizadas deberán ofrecer al Fondo como garantía de cumplimiento de su obligación de préstamos una o algunas de las siguientes opciones:



a) Cesión de hipotecas en primer grado y/o cesión de pagarés que formen parte de la cartera de crédito de las entidades autorizadas, a excepción de operaciones garantizadas con el aporte obrero.

	

b) La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales.



c) La constitución de un Fideicomiso de Garantía, en el cual son cedidos por parte del Fideicomitente, pagarés e hipotecas que no hayan presentado morosidad alguna y en caso de que alguna operación de las cedidas presente morosidad luego de la cesión inicial, deberá ser sustituida. 



El Fideicomisario será el FJPPJ, el Fideicomitente es la entidad a la cual se le otorga el crédito y el Fiduciario es una entidad bancaria registrada en la SUGEF para este efecto.



Los costos del fideicomiso serán asumidos enteramente por el Fideicomitente.



En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las garantías que permita rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros.



Artículo 14. Pólizas. La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que:



a) Los pagarés y las hipotecas están cubiertos por una póliza de saldos deudores, durante el plazo del préstamo del FJPPJ.



b) Para el caso de hipotecas deberá evidenciarse la póliza de incendio y desastres naturales a excepción de préstamos para compra de lote.



c) En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las pólizas que permitan rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios. 



En ningún caso será aceptable compartir pólizas con una entidad financiera.







Artículo 15. Endeudamiento. Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando el endeudamiento máximo definido por el Comité de Riesgos en su función de Comité de Crédito, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera.



Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial.



Artículo 16. Amortizaciones Anticipadas. En caso de amortizaciones anticipadas por parte de las entidades sujetas de préstamo, se cobrará una comisión del 3% sobre el saldo por pronto pago, durante el 50% del plazo originalmente pactado en el contrato de crédito.



Artículo 17. Requisitos para el otorgamiento de crédito. Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar al funcionario que defina la Junta Administradora FJPPJ, los siguientes requisitos previos: 



a) Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF).

b) Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la estructura que posee para este fin.

c) Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar.

d) Los tres últimos estados financieros auditados.



Para el caso del Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, se requiere únicamente cumplir con los incisos “c” y “d” de este artículo. 



Para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto.



CAPÍTULO III

DE LOS CONTROLES A EJERCER  



Artículo 18. Análisis de Crédito. En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ.



Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FJPPJ.

Artículo 19. Resolución. La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición la recomendación del Comité de Riesgos en su función de Comité de Crédito.



Artículo 20. Deberes. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial será informada trimestralmente sobre el cumplimiento de las cláusulas contractuales por parte de las entidades autorizadas por el uso de recursos del Fondo.



CAPÍTULO IV

DISPOSICIONES FINALES



[bookmark: _Hlk38958385]Artículo 21. No previsto. Los aspectos no previstos en este reglamento serán resueltos por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



Artículo 22. Vigencia. Este reglamento deroga los anteriores y rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.
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20 60 180 240 170 3 400,00 15,53% A

Atención de Llamadas 

400 2 8 14 8 3 200,00 14,61% A

Atención de Correos Electrónicos

200 5 10 15 10 2 000,00 9,13% A

Confección de informe de jubilación

15 60 120 180 120 1 800,00 8,22% B

Confección de oficios 

8 90 180 270 180 1 440,00 6,58% B

Cálculo de reajustes por revaloración

10 60 90 120 90 900,00 4,11% B

estudios para fijación de derecho

5 60 180 240 170 850,00 3,88% C

Estudio para ordinaria jubilación

2 210 300 390 300 600,00 2,74% C

Recalculo de jubilación

4 40 90 140 90 360,00 1,64% C
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		JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL



		REGLAMENTO DE CRÉDITO



		Número de Artículo

		Descripción Original

		Propuesta Final



		Artículo 1. Regulación.

		El presente reglamento norma y desarrolla lo relativo al otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada, con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en adelante “el Fondo”, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y que estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) conforme lo establece el artículo 240 bis de la Ley 9544 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para las personas asociadas, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, este último por el mecanismo financiero aplicable al efecto, figura o medio jurídico autorizado por la Contraloría General de la República, cuando así se requiera.

		Sin cambios. Se mantiene la descripción original.



		Artículo 2. Definiciones

		Para los efectos de la aplicación de este reglamento, se entiende por: 

Auditoría Interna: Órgano interno que ejerce la vigilancia y control posterior de los préstamos concedidos a las entidades sujetas de préstamos.  

 Cuotas: Es el pago periódico que se compromete a realizar un deudor a su acreedor con el fin de devolver el financiamiento que éste le otorgó, incluyen amortización e intereses. 

 Entidades autorizadas para préstamos: cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada e instituciones bancarias del Estado, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, según lo indicado en el artículo 240 bis, inciso a) de la Ley 9544, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 

 Mecanismo Financiero Privado: Método o fuente a través de la cual se proporciona financiamiento, que permita la ejecución del crédito otorgado por la Junta Administradora. 

 Mecanismo Financiero Público: Método, fuente o figura jurídica autorizada por la Contraloría General de la República, por medio de las cuales sea factible proporcionar financiamiento para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 

 Rendimiento Nominal de Inversiones = Intereses ganados en los últimos 6 meses + Amortización de Descuentos – Amortización de Primas – Comisiones Bursátiles) / (Saldo Promedio de la Cartera de Inversiones) * 2. Este rendimiento se calculará en los meses de junio y diciembre por el Departamento Financiero Contable, quien lo comunicará con 10 días hábiles de antelación a la aplicación a las entidades autorizadas. 

		Para los efectos de la aplicación de este reglamento, se entiende por: 

Auditoría Interna: Órgano interno que ejerce la vigilancia y control posterior de los préstamos concedidos a las entidades sujetas de préstamos.  

Cuotas: Es el pago periódico que se compromete a realizar un deudor a su acreedor con el fin de devolver el financiamiento que éste le otorgó, incluyen amortización e intereses. 

Entidades autorizadas para préstamos: cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada e instituciones bancarias del Estado, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras, según lo indicado en el artículo 240 bis, inciso a) de la Ley 9544, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 

Mecanismo Financiero Privado: Método o fuente a través de la cual se proporciona financiamiento, que permita la ejecución del crédito otorgado por la Junta Administradora. 

Mecanismo Financiero Público: Método, fuente o figura jurídica autorizada por la Contraloría General de la República, por medio de las cuales sea factible proporcionar financiamiento para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial. 

Rendimiento Nominal de Inversiones = Intereses ganados en los últimos 6 meses + Amortización de Descuentos – Amortización de Primas – Comisiones Bursátiles) / (Saldo Promedio de la Cartera de Inversiones) * 2. Este rendimiento se calculará en los meses de junio y diciembre por el Departamento Financiero Contable, quien lo comunicará con 10 días hábiles de antelación a la aplicación a las entidades autorizadas.

[bookmark: _Hlk70324022]Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto se tendrá la siguiente fórmula:



[bookmark: _Hlk70324022](Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual).



		Artículo 3. Préstamo a Entidades Autorizadas:

		El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos. 

		[bookmark: _Hlk70324138]El Fondo otorgará crédito a las entidades autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un contrato que especifique el rendimiento nominal a cobrar, el monto total del crédito, la tasa de interés y el parámetro de ajuste de acuerdo con el artículo N°9 de este Reglamento y con el artículo N°497 del Código de Comercio, el plazo de vencimiento y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos.



		Artículo 4. Aprobación

		Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas sujetas de estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 



		[bookmark: _Hlk70324236][bookmark: _Hlk70324271]Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas con base en la recomendación del Comité de Riesgos el cual funge como Comité de Crédito. sujetas de estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 



		Artículo 5.

 Límites

		En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas y tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola entidad a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 



		[bookmark: _Hlk70324353]En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas (Según artículo N°240 Bis de la Ley 9544) y de ese 25% tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola entidad, a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 



		Artículo 6.

 Usos.

		Las entidades usarán los préstamos otorgados por el Fondo, para conceder créditos a las personas servidoras activas, jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, conforme las reglas establecidas en este reglamento, en las condiciones y demás aspectos que se definan en los convenios y contratos específicos que se lleguen a suscribir con ocasión del otorgamiento de los créditos. 



En el caso del Poder Judicial, los préstamos que se lleguen a otorgar por medio del Fondo serán destinados única y exclusivamente para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la República, utilizando los medios y figuras autorizadas por la Contraloría General de la República. 

		Sin cambios. Se mantiene la descripción original.



		Artículo 7.

 Cobro.

		Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  

 

En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor deberá cancelar la cuota correspondiente dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente.

		Los cobros se deducirán de los fondos mensuales que percibe la entidad autorizada por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y vencidas.  

[bookmark: _Hlk70324472]En los casos en los cuales no sea posible aplicar la deducción directa, el deudor la entidad deudora deberá cancelar la cuota correspondiente dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente. 

[bookmark: _Hlk70324532]Si no cancela dentro de los primeros 5 días hábiles del mes siguiente, la entidad deudora deberá cancelar los intereses moratorios correspondientes.



		Artículo 8.

 Plazos.

		El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años, y menor a este en caso de que estudios financieros y/o actuariales del Fondo así lo requiera. 

		[bookmark: _Hlk70324576]El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 años y el plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios financieros y/o actuariales. menor a este en caso de que estudios financieros y/o actuariales del Fondo así lo requiera.



		Artículo 9. 

Tasa de Interés[footnoteRef:2]. [2:  Justificación de la tasa de interés propuesta.
En los instrumentos a tasa variable, el Código de Comercio, artículo N°497 permite la tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica (BCRR) para operaciones en moneda nacional y la tasa prime rate para operaciones en dólares americanos. De manera que, la tasa que sirve para referenciar los créditos del FJPPJ en colones es la tasa básica pasiva del BCCR.
Una tasa actuarial no puede ser referencia para una tasa de crédito por razones técnicas. No toma en cuenta aspectos del mercado al momento del otorgamiento del crédito, no es conocida y es calculada únicamente una vez al año.
La curva soberana no puede ser referencia para una tasa de crédito porque refleja lo que está hoy a los distintos plazos de un instrumento de referencia, entonces mañana puede ser completamente diferente. Lo que hace la curva soberana es mostrar las expectativas con respecto al futuro de tasas de interés.  
Además de la tasa básica, se estará considerando un margen, en el cual se tomarán en cuenta distintos factores, incluso la tasa actuarial que es una restricción muy particular de cada fondo.
 ] 


		a) Para plazos inferiores a 10 años, se prestarán recursos del FJPPJ a la tasa mayor resultante del rendimiento nominal del FJPPJ + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ) y el rendimiento de mercado del título valor del sector público que tengan un plazo similar al plazo restante del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ). 

b) Para plazos superiores a 10 años, se prestará con una tasa igual a la tasa real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto de crédito.

c) La tasa máxima y mínima que se cobrará a las entidades autorizadas se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización.

		a) Para plazos inferiores a 10 años, se prestarán recursos del FJPPJ a la tasa mayor resultante del rendimiento nominal del FJPPJ + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ) y el rendimiento de mercado del título valor del sector público que tengan un plazo similar al plazo restante del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del FJPPJ). 

b) Para plazos superiores a 10 años, se prestará con una tasa  igual a la tasa básica pasiva más un porcentaje o diferencial por riesgo, la cual va a ser determinada por el Proceso de Inversiones. real de equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto de crédito.c) 



La tasa de Interés aplicable para todos los créditos que otorgue el FJPPJ será tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica (BCCR) para operaciones en moneda nacional más un porcentaje o diferencial que aprobará el Comité de Riesgos y que será determinado de acuerdo con la prima por riesgo, un margen de utilidad razonable y las condiciones del mercado financiero nacional.



Esta tasa será revisable trimestralmente.



La tasa máxima y mínima piso que se cobrará a las entidades autorizadas se definirá en los contratos de cada préstamo las cuales se negociarán al momento de la formalización. La tasa máxima en ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica (BCCR), conforme a la Ley N°. 9859, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor.



		Artículo 10. Impago Intereses Moratorios 

		En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°. 9859

		Nombre del artículo.



		[bookmark: _Hlk70324926]Artículo 11. Cobro Administrativo y cobro Judicial

		

		[bookmark: _Hlk70324945]Se procederá al cobro administrativo cuando la Junta Administradora lo determine y al cobro judicial a partir de los 90 días de atraso de la operación de crédito.



		Artículo 112. Tipos de Préstamos

		Los tipos de préstamos que se podrán otorgarse son: 

a) Única Amortización. El préstamo se amortiza hasta el final del préstamo en un solo tracto.

b) Revolutiva: Al cumplirse cada año desde la fecha de formalización, se puede disponer de lo que se haya amortizado. 

c) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.

		Renumerar el artículo



El Los tipos de préstamos que se podrán otorgarse son es: 

a) Única Amortización. El préstamo se amortiza hasta el final del préstamo en un solo tracto. 

b) Revolutiva: Al cumplirse cada año desde la fecha de formalización, se puede disponer de lo que se haya amortizado.  

c)a) Cuotas Niveladas: Préstamo con cuotas iguales durante el plazo del préstamo.



		Artículo 123. Garantías

		Las Entidades autorizadas deberán ofrecer al Fondo como garantía de cumplimiento de su obligación de préstamos una o algunas de las siguientes opciones: 

 

a) Cesión de hipotecas en primer grado y/o cesión de pagarés que formen parte de la cartera de crédito de las entidades autorizadas, a excepción de operaciones garantizadas con el aporte obrero. 

b) La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales. 

 c) La constitución de un Fideicomiso de Garantía, en el cual son cedidos por parte del Fideicomitente, pagarés e hipotecas que no hayan presentado morosidad alguna y en caso de que alguna operación de las cedidas presente morosidad luego de la cesión inicial, deberá ser sustituida.  

 El Fideicomisario será el FJPPJ, el Fideicomitente es la entidad a la cual se le otorga el crédito y el Fiduciario es una entidad bancaria registrada en la SUGEF para este efecto. 

 Los costos del fideicomiso serán asumidos enteramente por el Fideicomitente. 

 d) Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 

 

En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las garantías que permita rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros. 



		Renumerar el artículo

Las Entidades autorizadas deberán ofrecer al Fondo como garantía de cumplimiento de su obligación de préstamos una o algunas de las siguientes opciones: 

 

a) Cesión de hipotecas en primer grado y/o cesión de pagarés que formen parte de la cartera de crédito de las entidades autorizadas, a excepción de operaciones garantizadas con el aporte obrero. 

b) La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de afiliación y de deducción por préstamos por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales. 

 c) La constitución de un Fideicomiso de Garantía, en el cual son cedidos por parte del Fideicomitente, pagarés e hipotecas que no hayan presentado morosidad alguna y en caso de que alguna operación de las cedidas presente morosidad luego de la cesión inicial, deberá ser sustituida.  

 El Fideicomisario será el FJPPJ, el Fideicomitente es la entidad a la cual se le otorga el crédito y el Fiduciario es una entidad bancaria registrada en la SUGEF para este efecto. 

 Los costos del fideicomiso serán asumidos enteramente por el Fideicomitente. 

 d) Si se presenta una mora igual o mayor a 3 cuotas de atraso, el Fondo hará exigible la garantía dada por la entidad autorizada a fin de cancelar los saldos de los préstamos realizados, para lo cual, la entidad autorizada hará la cancelación en efectivo o trasladando la garantía al FJPPJ. 

 

En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las garantías que permita rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros. 





		Artículo 134. Pólizas

		La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que: 

 

a) Los pagarés y las hipotecas están cubiertos por una póliza de saldos deudores, durante el plazo del préstamo del FJPPJ. 

 

b) Para el caso de hipotecas deberá evidenciarse la póliza de incendio y desastres naturales a excepción de préstamos para compra de lote. 

 

c) En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las pólizas que permitan rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios.  



En ningún caso será aceptable compartir pólizas con una entidad financiera.



		Renumerar el artículo

La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva de que: 

 

a) Los pagarés y las hipotecas están cubiertos por una póliza de saldos deudores, durante el plazo del préstamo del FJPPJ. 

 

b) Para el caso de hipotecas deberá evidenciarse la póliza de incendio y desastres naturales a excepción de préstamos para compra de lote. 



c) En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las pólizas que permitan rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios.  



En ningún caso será aceptable compartir pólizas con una entidad financiera.







		Artículo 145. Endeudamiento

		Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando endeudamiento máximo definido por la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto para deudores como fiadores, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial

		Renumerar el artículo



[bookmark: _Hlk70325420]Las entidades sujetas de préstamo otorgarán sus créditos con recursos del FJPPJ, respetando el endeudamiento máximo definido por el Comité de Riesgos en su función de Comité de Crédito la Junta Administradora del Fondo y según el artículo 512 del Código de Comercio, dejando evidencia documental del análisis efectuado, sobre el salario líquido una vez deducidas todas las cuotas de créditos susceptibles a deducción del salario, tanto para deudores como fiadores, con el fin de mantener una razonable capacidad financiera. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial



		Artículo 15.- Fiador

		Es un requisito indispensable, que el plazo restante para jubilarse (para servidores judiciales o pensionarse para los demás) de un fiador sea mayor al plazo del crédito, caso contrario, firmará un consentimiento expreso que autorice en el caso de que el deudor no pague, se le deduzca el cobro por planilla. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial

		Eliminar



Es un requisito indispensable, que el plazo restante para jubilarse (para servidores judiciales o pensionarse para los demás) de un fiador sea mayor al plazo del crédito, caso contrario, firmará un consentimiento expreso que autorice en el caso de que el deudor no pague, se le deduzca el cobro por planilla. 

 

Lo anterior, no aplica para los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial



		Artículo 16. Amortizaciones Anticipadas

		En caso de amortizaciones anticipadas por parte de las entidades sujetas de préstamo, se cobrará una comisión del 3% sobre el saldo por pronto pago, durante el 50% del plazo originalmente pactado en el contrato de crédito.

		Ninguna



		Artículo 17.  Requisitos de para el otorgamiento de crédito

		Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar a la persona encargada de la Tesorería de la Junta Administradora, los siguientes requisitos previos:    

 

a) Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF). 

b) Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la estructura que posee para este fin. 

c) Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar. 

d) Los tres últimos estados financieros auditados. 

 Para el caso del Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, se requiere únicamente cumplir con los incisos “c” y “d” de este artículo.  

 

Para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto

		Ajuste Nombre del artículo.



[bookmark: _Hlk70325550]Las entidades autorizadas que soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar al funcionario que defina la Junta Administradora FJPPJ Tesorería de la Junta Administradora, los siguientes requisitos previos:    

 

a) Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF). 

b) Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la estructura que posee para este fin. 

c) Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar. 

d) Los tres últimos estados financieros auditados. 

Para el caso del Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, se requiere únicamente cumplir con los incisos “c” y “d” de este artículo.  

 

Para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto



		Artículo 18.   Análisis de Crédito

		En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en el artículo 17 y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. 

 

Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ.

		En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ asumirá las funciones de Comité de Crédito y realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en el este reglamento el artículo, 17, y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ. 

 

Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ FJPPJ. 



		Artículo 19.  Resolución

		La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones.

		[bookmark: _Hlk70325890]La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de préstamo, una vez que tenga a su disposición la recomendación del Comité de Riesgos en su función de Comité de Crédito. los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de Inversiones.



		Artículo 20. Deberes

		La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial será informada trimestralmente sobre el cumplimiento de las cláusulas contractuales por parte de las entidades autorizadas por el uso de recursos del Fondo.

		Ninguna



		Artículo 21. No previsto.

		Los aspectos no previstos en este reglamento serán resueltos por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  

		Ninguna



		Artículo 22. Vigencia

		Este reglamento deroga los anteriores y rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.

		Ninguna
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San José, 17 de marzo de 2021 


N° 2534-2021 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


 


Señora 


Licda. Nacira Valverde Bermúdez 


Directora de Planificación 


 


Estimada señora: 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por 


el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo del 2021, 


que literalmente dice: 


 


“ARTÍCULO XXXVII 


 


Documento N° 3248-2013, 463-2021, 1220-2021 


 


En sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, número 4-2021 celebrada el 25 de enero de 2021, artículo XVIII, se tuvo por conocido el 


oficio N° 32-PLA-OI-2021 del 12 de enero de 2021, suscrito por la licenciada Nacira Valverde 


Bermúdez, Directora interina de Planificación, mediante el cual remite el informe suscrito por la 


licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado 


con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en 


la Unidad de Jubilaciones y Pensiones” y dado que el informe está dirigido a este Consejo Superior 


del Poder Judicial, se dispuso estar a la espera de lo que defina este Órgano referente al citado 


estudio. 


La master Nacira Valverde Bermúdez, directora interina de la Dirección de Planificación, 


mediante oficio 32-PLA-OI-2021, remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana 


Ureña, jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el “Estudio sobre la 


Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y atención de casos en la Unidad de 


Jubilaciones y Pensiones”. 


 


Seguidamente se transcribe el informe citado, que dice: 


 


“(…) 


 


En atención al oficio 7021-2019 del 11 de julio de 2019, donde se 


transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 25 


de junio de 2019, artículo LXXXVII, le remito el informe suscrito por la Licda. 
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Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, 


relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota 


de trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”. 


 


Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 1605-PLA-


OI-2020, del 16 de octubre de 2020, el preliminar de este documento fue puesto 


en conocimiento de la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora a.i. de Gestión 


Humana.  Además, se le solicitó criterio a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 


Como respuesta se recibió oficio PJ-DGH-AP-4214-2020 de 29 de octubre de 


2020. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se 


presenta.” 


-0- 


 


A esos efectos se transcribe el Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de 


trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, que dice: 


 


Dirección de Planificación Fecha: 08 de enero de 2021 


Subproceso: Organización Institucional.  


Justificación: 


Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de trabajo y 


cronograma para atención de casos y determinación de las sumas giradas de 


más, a los jubilados cuyo beneficio se aprobó con la aplicación anterior del 


Transitorio III de la Ley 7302 por parte de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones. 


Para: 
Consejo Superior,  


Copia(s): Dirección de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal, 


Dirección de Gestión Humana, Dirección Jurídica, Financiero Contable, Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Oficios y 


Referencias: 


Con este informe se contestan los oficios de la Secretaría General de la Corte 


7021-19, 12478-19 y 446-2020 la referencia interna de la Dirección de 


Planificación 1177-2019. 


 


I.- Antecedentes 


 


• El Consejo Superior en sesión 100-15 celebrada el 12 de noviembre 


del año 2015, artículo LXXXVII, toma nota de la copia de los oficios DJ-AJ-


1537-2015 de la Dirección Jurídica y 1126-AUD-2015 de la Auditoría, y en lo 


conducente, dispone, comunicar a la Auditoría que este Consejo estaría a la 


espera de la emisión del informe final sobre la aplicación del Transitorio III de 
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Ley 7302. Asimismo, como medida precautoria y en resguardo de los intereses 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, suspende 


temporalmente, a partir de la fecha de ese acuerdo, la interpretación que se había 


venido aplicando del Transitorio III de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones). 


 


• Acuerdo del Consejo Superior en sesión 54-16 celebrada el 1 de 


junio del 2016, artículo VI, del que se extrae lo relevante: 


 


“El máster Walter Jiménez Sorio, Ex Auditor Judicial, en oficio N°539-


31-SAFJP-2016 de 30 de mayo de 2016, comunicó: 


 


“… remito el estudio efectuado por la Sección de Auditoría del Fondo de 


Jubilaciones y la Unidad Jurídica del Despacho a mi cargo, denominado 


“Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”, del 


cual se desprende el tema que nos ocupa referente a la “Interpretación y 


aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con Cargo al 


Presupuesto Nacional (Marco) en el otorgamiento de jubilaciones y pensiones”. 


 


El objetivo de esta auditoría consistió en evaluar si las jubilaciones, 


pensiones y aguinaldo, se otorgaron y ajustaron conforme a la normativa 


aplicable y si cumplen con las condiciones de cálculo, registro, presentación y 


revelación adecuadas. 


 


En razón de que la comunicación de la Superintendencia de Pensiones 


(SUPEN) contiene una interpretación distinta a la realizada por la Auditoría de 


esta Institución y distinta también a la que se venía aplicando en este Consejo y 


vista la importancia técnica de ese órgano, se acordó:  


 


1) Remitir a la Auditoría el oficio SP-629-2016, suscrito por el licenciado 


Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, para criterio e informe a 


este Consejo. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de las organizaciones 


gremiales y sindicatos del Poder Judicial, para lo que a bien estimen manifestar, 


en el plazo de ocho días después de recibida la comunicación de este acuerdo. 


Se declara acuerdo.”.  


 


• El Consejo Superior en sesión número 94-16 celebrada el 12 de 


octubre del 2016 artículo I, acuerda: 


 


“1.) Acoger la recomendación 4.1 de la Auditoría y en consecuencia 


suspender en forma definitiva la aplicación que se venía dando al Transitorio III 
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de la Ley 7302 (Ley Marco de Pensiones) en cuanto a los requisitos para el 


otorgamiento del descuento (dos por uno), antes de la medida transitoria que se 


dispuso en la sesión de este Consejo Superior, Nº100-15 celebrada el 12 de 


noviembre del 2015, artículo LXXXVII. En ese entendido, la disposición 


transitoria III de la Ley Marco de Pensiones (descuento del 2 x 1), aplica única 


y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de 


la Ley Orgánica del Poder Judicial, es decir, la persona servidora se podría 


jubilar si ha cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados 


para la Administración Pública sea al menos de 30. 2.) Aprobar la 


recomendación 4.2 de la Auditoría y proponer a Corte Plena la modificación al 


Reglamento del Título IX de las jubilaciones y pensiones judiciales, para 


incorporar los lineamientos correspondientes a la forma de aplicación del 


transitorio III de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto 


Nacional (Ley Nº7302). A esos efectos la Dirección Jurídica remitirá a este 


Consejo la redacción de la propuesta a presentar a la Corte Plena. 3.) Respecto 


a la recomendación N° 4.3 de la Auditoría, por mayoría, se dispone a tomar la 


decisión que corresponda, respecto a las jubilaciones ya otorgadas, una vez que 


la Sala Constitucional haya resuelto la acción de inconstitucionalidad Nº12592-


14, presentada contra los artículos 34, 40 y el transitorio 3 del Código Procesal 


Contencioso Administrativo. Así votaron la magistrada Villanueva y los 


integrantes Arauz y Mora.”. 


 


• Acuerdo del Consejo Superior en sesión número 105-16 celebrada 


el 12 de octubre del 2016 artículo XXIV, donde se transcribe lo más relevante: 


 


“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante 


nota N°5447-DE-2016 del 10 de noviembre del 2016, remite el informe N°3867-


AP-16, referente a las observaciones de la visita Superintendencia de Pensiones, 


el cual dice: 


 


“Mediante oficio SP-1132-2016, del 20 de octubre de 2016, la 


Superintendencia de Pensiones comunica situaciones de riesgo operativo, legal 


y de solvencia y los principales hallazgos de una visita realizada al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, producto del estudio para verificar 


la aplicación del Transitorio III de la Ley denominada Régimen General de 


Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Ley Marco N°7302), en 


beneficios concedidos desde 1977 hasta enero de 2016. 


 


Donde se acordó: 1) Tomar nota del oficio Nº5447-DE-2016 de la 


Dirección Ejecutiva, en que remitió el informe de la Dirección de Gestión 


Humana Nº3867-AP-16. 2) Acoger el proyecto de respuesta transcrito 
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anteriormente y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones 


(SUPEN), con base en la audiencia concedida. Se declara acuerdo firme.”. 


 


• El Consejo Superior en sesión 33-18 de 24 de abril de 2018, artículo 


LXXXIV, solicita criterio a la Dirección Jurídica para que analice el marco 


normativo y jurisprudencial respecto a las sumas giradas de más a servidores y 


servidoras judiciales y en el plazo de un mes contados a partir de la comunicación 


de este acuerdo informe lo que corresponda. En ese momento, se hizo este 


acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones. 


 


• El Consejo Superior en sesión 39-18 celebrada el 10 de mayo del 


2018, artículo II, en lo conducente, insta a la Dirección Jurídica para que a la 


brevedad emita el criterio jurídico solicitado, así como el proyecto de 


Reglamento para la conformación de la Junta Administrativa, que debería 


presentar el 15 de mayo de 2018. 


 


• El Consejo Superior en sesión 50-18 del 1 de junio de 2018, artículo 


XXVI, amplió el plazo del informe solicitado a la Dirección Jurídica, en sesión 


33-18 celebrada el 24 de abril de 2018, artículo LXXXIV, por tres meses y se 


estuvo a la espera de lo correspondiente. 


 


• El Consejo Superior en sesión número 70-18 celebrada el 7 de 


agosto de 2018, en su artículo XX, dispuso: 


 


“1.) Deberá la Dirección Jurídica en coordinación con la Dirección de 


Gestión Humana, determinar las sumas giradas demás a las personas jubiladas 


judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III 


(dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo 


al Presupuesto Nacional N°7302, y en caso de tratarse de actos declarativos de 


derechos o de errores aritméticos proceda a instaurar el procedimiento más 


idóneo, sea de nulidad absoluta, evidente y manifiesta en vía administrativa o el 


proceso de lesividad en sede jurisdiccional. 2.) En aquellos casos en que la 


Dirección Jurídica considere que los beneficios jubilatorios otorgados son 


ilegítimos, deberá informar al Tribunal de la Inspección Judicial para que 


investigue y siente las responsabilidades que correspondan.”. 


 


• En el oficio número 4265-AP-2018 de 13 de setiembre de 2018, el 


Subproceso de Administración de Personal, Gestión Humana hace de 


conocimiento del Órgano Superior la imposibilidad de ejecutar lo dispuesto 


respecto al cálculo de las jubilaciones y sumas pagadas de más, con el equipo de 
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trabajo existente en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de 


Gestión Humana. Debido a que, para determinar las sumas giradas de más a las 


personas jubiladas que se vieron beneficiadas con la aplicación del Transitorio 


III de la Ley 7302 “Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto 


Nacional” debe realizarse un estudio a todos los beneficios de jubilación 


concedidos entre el 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015. 


 


• El Consejo Superior en la sesión número 89-18 celebrada el 11 de 


octubre 2018, dispuso: 


 


“1.)        Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión 


Humana, remitido mediante oficio N°4265-AP-2018 de 13 de setiembre de 2018.  


2.) Solicitar a la citada Dirección que remita a este Consejo Superior un plan de 


trabajo de cómo se llevaría a cabo el proceso de revisión y análisis, de las sumas 


giradas demás, de las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas 


con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada 


Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302; en 


el cual se deberá indicar de forma detallada, el recurso profesional que se 


requerirá y el tiempo estimado para llevar a cabo la labor; asimismo la 


estimación económica del proyecto a implementar a partir del 2019. 


 


3.) Hacer de este acuerdo de conocimiento de la Dirección de 


Planificación. 


 


Las Direcciones Jurídica y de Planificación, tomaran nota para lo que 


corresponda.”. 


 


• La Dirección de Gestión Humana con el fin de cumplir con este 


acuerdo y en apego a las disposiciones institucionales, presentó ante la Dirección 


de Planificación, los formularios respectivos, con el fin de atender el estudio 


correspondiente, desde la perspectiva de un proyecto institucional. Lo indicado, 


debido a que, con el número de personas colaboradoras de la Unidad de 


Jubilaciones y Pensiones, era imposible atenderlo en conjunto con las labores 


cotidianas que se ejecutan y que tienen como finalidad la determinación de los 


beneficios de jubilación y pensión. 


 


• La Dirección Jurídica mediante oficio número DJ-4137-2018 del 18 


de diciembre de 2018, hace algunas acotaciones relacionadas con el acuerdo 


adoptado por el Consejo Superior en la sesión número 70-18 celebrada el 7 de 
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agosto de 2018, en su artículo XX y recomienda modificar dicho acuerdo y 


propone la redacción de éste. 


 


• El Consejo Superior en sesión número 2-19 celebrada el 10 de enero 


del 2019, acuerda lo que se transcribe a continuación: 


 


“Tener por rendido el informe DJ-4137-2018 de la Dirección Jurídica, 


en consecuencia: Tener por modificado el acuerdo tomado por este Consejo en 


sesión Nº70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, de la siguiente manera: 


 


“1.- Disponer que la Dirección de Gestión Humana realice un estudio de 


las jubilaciones otorgadas desde el 1 de enero del año 2008 hasta la fecha, en 


donde se haya aplicado el indicado transitorio III del Régimen General de 


Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional. 


 


2.- Con base en cada estudio realizado, la Dirección de Gestión Humana 


deberá referir a la Dirección Jurídica un informe por períodos bianuales de los 


casos, en donde se adjuntará a cada uno de ellos un expediente que contenga al 


menos la siguiente información: 


 


- Personas que se les aplicó correctamente el indicado transitorio. 


 


- -Personas que se les aplicó el transitorio sin contar con ninguno de 


los dos requisitos de la norma. 


 


- Personas que se les aplicó la norma a pesar de no contar con los 


años de servicio necesarios. 


 


- Personas que se les aplicó la norma a pesar de no contar con la 


edad necesaria. 


 


- Otros supuestos. 


 


3.- A cada caso debe acompañarse de un expediente con el acto 


administrativo que dio lugar a la jubilación y el estudio respectivo, en donde 


deberá constar el estado actual de la persona jubilada, fundamentalmente en lo 


que corresponde a cuotas cotizadas con posterioridad a la jubilación y edad a 


este momento de la persona. 


 


4.- Una vez recibido cada bloque bianual, la Dirección Jurídica realizará 


el análisis respectivo de cada caso y determinará: 
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- Procedencia o no de la apertura de un procedimiento anulatorio. 


 


- Determinación de si procede un procedimiento administrativo o 


lesividad si fuere el caso. 


 


- Consecuencias posibles de una eventual anulación de cada caso. 


 


5.- Con base en lo determinado, la Dirección Jurídica emitirá un informe 


para conocimiento de este Consejo Superior a efecto de adoptar las respectivas 


decisiones respecto del respectivo bloque de casos de jubilados de análisis. 


 


6.- Las respectivas responsabilidades administrativas, de existir, serán 


determinadas una vez que se cumpla el respectivo procedimiento anulatorio. 


 


2.) En razón de lo anterior, la Dirección Gestión Humana deberá 


presentar un cronograma a este Consejo de la forma en que se atenderán las 


recomendaciones, valorando de forme prioritariamente los asuntos de vieja 


data. 
 


La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda.”. 


 


• El Consejo Superior en sesión 10-19 celebrada el 7 de febrero de 


2019, artículo XXIV, tomó el acuerdo que literalmente dice:  


 


“1.) Tener por rendido el informe N°72-02-SAFJP-2019 de la Auditoría 


Judicial, referente al “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de 


recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”. 2.) Tomar nota 


de los resultados expuestos en este informe. 3.) Deberá la Dirección Jurídica, 


dentro del plazo de cuatros meses indicado por esa instancia a la Auditoría 


Judicial mediante correo electrónico del 16 de enero del 2019, remitir ante este 


Consejo, la redacción de la propuesta a presentar a la Corte Plena para así dar 


consecución a la recomendación 4.2 de la Auditoría y proponer a Corte Plena 


la modificación al Reglamento del Título IX de las jubilaciones y pensiones 


judiciales, para incorporar los lineamientos correspondientes a la forma de 


aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con cargo al 


Presupuesto Nacional (Ley Nº7302). 4.) Tomar en cuenta, en caso de que el 


documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, que deberá 


preverse lo establecido en la Ley Nº8968 “Protección de la Persona Frente al 


tratamiento de sus datos personales”. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento de 
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la Auditoría Judicial, Dirección Jurídica, Dirección Ejecutiva, Corte Plena, 


Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales. 


 


El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que 


considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones 


que otorgó el transitorio 1 de la ley N°9544 del 24 de abril de 2018, era mientras 


se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual 


venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una 


extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de 


tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una 


interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.”. 


 


• La Dirección de Gestión Humana mediante oficio 720-AP-2019 de 


21 de febrero de 2019, indica que para la Unidad de Jubilaciones y Pensiones no 


es factible abordar el estudio requerido de los 1075 casos de jubilación que deben 


revisarse. 


 


“Es importante señalar que la reforma a la ley de jubilaciones y pensiones 


del Poder Judicial, produjo un incremento de las gestiones de jubilaciones, 


fijaciones de derecho y pensiones presentadas en la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones, cuyo promedio mensual pasó de 25 solicitudes a 36 casos de 


jubilación por mes. Del mismo modo, los trámites de pensión registraron un 


incremento, pasando de 4 gestiones a 8 solicitudes mensuales.”. 


 


• El Consejo Superior en sesión número 22-19 celebrada el 12 de 


marzo del 2019, articulo LXXI, acuerda:   


 


“1.) Devolver el oficio N°720-AP-2019 de 21 de febrero de 2019, a la 


Dirección de Gestión Humana, para que en el plazo de 5 días hábiles a partir de 


comunicado el presente acuerdo, remita a este órgano un informe puntualizando 


como se conformará el equipo de trabajo, cual es el planteamiento concreto de 


cómo se realizará el estudio y cuánto tiempo se requiere. 2.) Asimismo, deberá 


la citada Dirección valorar e informar cuales plazas de los permisos otorgados 


de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en 


sesión 110-18 celebrada el 19 de diciembre de 2018, artículo I, para realizar 


proyectos de interés institucional, que vencen el próximo 31 de marzo del 


presente año, se pueden reasignar para hacerle frente al presente estudio, dado 


que, para este órgano colegiado el tema es prioritario. 
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La Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, tomarán nota 


para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”. 


 


• El Consejo Superior en sesión número 32-19 celebrada el 09 de 


abril del 2019, articulo XXXIV, acuerda:  


 


“Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación de la Dirección de 


Gestión Humana. 2.) Otorgar a la citada Dirección 15 días a partir de la 


comunicación del presente acuerdo, para que rinda el informe solicitado en la 


sesión N°22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, artículo LXXI.  Se declara 


acuerdo firme.”. 


 


• El Consejo Superior en sesión Nº50-19 del 31 de mayo de 2019, 


artículo LVI, se dispuso que debía la Dirección de Gestión Humana en el plazo 


de 5 días atender lo solicitado por este Órgano Superior en sesión Nº22-19 


celebrada el 12 de marzo de 2019, artículo LXXI, o en su defecto informar el 


estado en que se encuentra; con la advertencia que de no hacerlo, se remitiría al 


Tribunal de la Inspección Judicial para lo de cargo. Previamente a resolver lo 


correspondiente, se acordó: 
  


“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá 


presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana 


existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de 


Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”. 


 


• La Corte Plena, en sesión 43-18 aprobó el “Reglamento de 


Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial” y, posteriormente, en sesión 21-19 celebrada el 3 de junio 


2019, artículo XV, dispuso aprobar su modificación, permitiendo con ello el 


reinicio del proceso electoral para la conformación de JAFJPPJ. 


 


• El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 57-19 celebrada 


el 25 de junio del 2019, articulo LXXXVII, acordó:  


 


“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá 


presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana 


existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de 


Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”. 
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• Corte Plena en sesión 44-19 celebrada el 21 de octubre de 2019, 


artículo XXXIV, se acordó:  


 


“1) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior 


referente al informe N°72-02-SAFJP-2019 de la Auditoría Judicial “Informe 


sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría 


dirigidas al Consejo Superior”, relacionadas con el estudio denominado 


“Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”. 2.) 


Tener por rendido el informe de la Dirección Jurídica sobre la competencia de 


la Corte para conocer la propuesta de modificación al Reglamento del Título IX 


de las jubilaciones y pensiones judiciales, contenidas en el punto 4.2 del informe 


N°72-02-SAFJP-2019 que se da cuenta y hacerlo de conocimiento del Consejo 


Superior del Poder Judicial y de la Auditoría.” 


 


• El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 94-19 celebrada 


el 29 de octubre del 2019, artículo XXX, se acordó: 


 


“Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por la Comisión de 


traslado de funciones a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilación.  2.) Acoger el criterio de la Dirección Jurídica y con base en sus 


razonamientos autorizar que por el plazo inicial de dos años se mantendrá todo 


el apoyo para la operación del Fondo, entendiéndose los servicios 


administrativos y demás recursos necesarios para su funcionamiento y 


continuidad del Fondo. 3.) La Secretaría General de la Corte y Consejo Superior 


mantendrá el apoyo a la elaboración de agendas, actas y comunicación de 


acuerdos, la Dirección Ejecutiva, el Departamento Financiero Contable, la 


Dirección de Gestión Humana, la Dirección de Tecnologías de la Información, 


la Dirección Jurídica, la Secretaría General de la Corte, el Departamento de 


Trabajo Social y demás dependencias institucionales, continuaran con el soporte 


en todos los servicios existentes como se realiza a esta fecha. Todo lo anterior, 


conforme lo disponga la Junta Administradora en el entendido que es un órgano 


del Poder Judicial, conforme al artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial. 4.) La Auditoría, se mantendrá vigilante del uso de los recursos 


públicos y demás actuaciones de la Junta conforme a las competencias que la 


ley da ese órgano fiscalizador y asesor. 5.) Aprobar la suscripción del Convenio 


entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial y este Poder de la República. 6.) Hacer de conocimiento de los miembros 


designados que integrarán la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, este acuerdo y la disposición institucional de 


promover un convenio, donde se defina los recursos institucionales que se 
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facilitarán para su buen funcionamiento, dada la relación inter orgánica con el 


Poder Judicial, como un órgano más dependiente de este.  Para lo cual las 


direcciones Jurídica y Ejecutiva prepararán el borrador de convenio, en 


coordinación con los miembros de la Junta 7.) Solicitar a las Direcciones de 


Planificación y Jurídica, que colaboren con la definición de estructuras y 


revisión de reglamentos que requiera la Junta Administradora, ya designada por 


la Corte y el Colectivo Judicial, a fin de facilitar el inicio de sus labores el 


próximo mes de febrero de 2020, tal y como lo dispuso la Corte en sesión N°45-


18 del 28 de octubre de 2019, artículo VI.” 


 


• El Consejo Superior en sesión 102-2019 del 21 de noviembre de 


2019, artículo XCVI, se acordó: 


 


“Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión N°44-19 


celebrada el 21 de octubre de 2019, artículo XXXIV, referente al informe N°72-


02-SAFJP-2019 de la Auditoría Judicial “Informe sobre el resultado del primer 


seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, 


relacionadas con el estudio denominado “Evaluación sobre el otorgamiento y 


ajustes de jubilaciones y pensiones”. Se declara acuerdo firme.” 


 


• El Consejo Superior en sesión 02-2020 del 09 de enero de 2020, 


artículo LXIX, acordó: 


 


“1.) Tomar nota de lo indicado por la Secretaría General de la Corte. 2.) 


Reiterar a la Dirección de Planificación que, en el plazo de un mes, debe 


presentar el informe solicitado por este Consejo Superior, en sesión número 57-


19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo LXXXVII, con el apercibimiento 


que en caso de no hacerlo se remitirá al Tribunal de la Inspección Judicial. Se 


declara acuerdo firme.” 


 


II. Justificación 


 


A solicitud del Consejo Superior en la sesión 57-19 celebrada el 25 de 


junio del 2019, donde se acordó: 


 


“Trasladar a estudio a la Dirección de Planificación, en el cual deberá 


presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humano 


existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de 


Gestión Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”. 
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Lo anterior, ya que según se desprende del acuerdo tomado, existen 


aproximadamente 1075 casos de jubilación que deben someterse a revisión por 


parte del Subproceso de Administración Salarial, Dirección de Gestión Humana, 


para determinar si se realizó algún cálculo de manera errónea en cuanto al 


beneficio que se aprobó con la aplicación anterior del Transitorio III de la Ley 


7302, lo cual no se tiene estimado, pero es un impacto económico considerable, 


lo que convierte el tema de atención prioritaria. 


 


III. Información Relevante 


 


3.1.- Información general sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial 


 


El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se crea mediante 


la Ley 34 del 9 de junio de 1939, misma que modifica la Ley Orgánica del Poder 


(Ley 8 de 29 de noviembre de 1937) para incluir el Título XI “De las Jubilaciones 


y Pensiones Judiciales”. 


 


Como resultado de lo anterior, se elabora el “Reglamento de la Ley de 


Jubilaciones y Pensiones Judiciales”, el cual se promulgó a través del Decreto 


número 2 del siete de julio de 1939. A partir del 9 de junio de 1939 y hasta el 31 


de diciembre de 1993, el Título “De las Jubilaciones y Pensiones Judiciales” fue 


reformado en varias ocasiones en busca de mejorar las prestaciones del régimen 


y su sostenibilidad financiera. 


 


El 1 de enero de 1994 entra en vigencia la Ley 7333 (Reforma Integral a 


la Ley Orgánica del Poder Judicial) y esta Ley trae aparejada una modificación 


integral de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por ende esta modificación 


alcanza al Título “De las Jubilaciones y Pensiones”. Esta modificación sufre una 


reforma introducida por la Ley 7605 (Modificación de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial) vigente a partir del 26 de junio de 1996. 


 


Relacionado con el tema de jubilaciones es necesario considerar la Ley 


7302 “Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional” y sus 


reformas, especialmente el Transitorio III de la Ley 7359 vigente a partir del 1 


de octubre de 1993. Lo anterior, debido a que este Transitorio estable la 


posibilidad de restar a la edad requerida por la Ley para el retiro, un año por cada 


dos de servicio acumulado antes del 15 de julio de 1992. 


 


3.1.1.-Leyes y Modificaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
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● Ley 34 de 9 de junio de 1939, vigente a partir del 1 de julio de 1939 


 


● Ley 3370 de 6 de agosto de 1964, vigente a partir del 15 de agosto de 


1964 


● Ley 3485 de 28 de enero de 1965, vigente a partir del 6 de febrero de 


1965 


● Ley 6869 de 9 de noviembre de 1983, vigente a partir del 30 de 


noviembre de 1983 


 


● Ley 7302 de 8 de junio de 1992, vigente a partir del 15 de julio de 1992 


 


● Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 , vigente a partir del 1 de enero de 


1994 


● Ley 7605 de 20 de setiembre de 1993, vigente a partir del 26 de junio 


de 1996 


● Ley 9544 del 22 de mayo de 2018, vigente a partir del 22 de mayo de 


2018 


 


➢ El artículo 4 de la Ley 7302 de 8 de junio de 1992, indica: 


 


“Artículo 4. Tendrán derecho a acogerse a la jubilación: 


 


Los servidores que tengan al menos sesenta años de edad, que hayan 


servido al estado y cotizado para el régimen especial al que pertenezcan al 


menos por treinta años. 


 


Los servidores que tengan más de sesenta y cinco años de edad y que 


hayan cotizado para el régimen especial al que pertenezcan por más de veinte 


años. 


 


El trabajador que cumpla con los requisitos legales para optar por su 


jubilación deberá gozar de libertad para ejercer ese derecho. Quedan prohibidas 


expresamente las intimaciones, discriminaciones o cualquier otra forma de 


presión u hostigamiento para que el trabajador se jubile en forma obligatoria 


por exclusivas razones de edad.”. 


 


(…) 


 


“Transitorio III. Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o 


jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de 


esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta 
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norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años 


servidos y cotizados para la Administración Pública. En todo caso, para poder 


pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años 


de edad y los años servidos que determine su régimen.””. 


 


3.2.- Información General de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial. - 


 


➢ Estructura de la Unidad Jubilaciones y Pensiones ubicada en la 


Dirección de Gestión Humana: 


 


Es importante señalar el dónde se ubica la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones, la cual es objeto del presente estudio, por lo que se muestra un 


organigrama resumido de la Dirección de Gestión Humana, que permite delimitar 


y observar, la estructura formal y la ubicación de esta. 


 


Figura 1 


Ubicación Formal y Organizacional de la Unidad Jubilaciones y Pensiones 


 


 
 


Fuente: Elaboración propia a partir del organigrama de la Dirección de Gestión Humana. 


 


Tal como se aprecia la Unidad de Jubilaciones y Pensiones pertenece al 


Subproceso de Administración de Personal, y al Proceso de Administración 


Dirección de 
Gestion 
Humana 
(Macro 


Proceso)


U. de Control de 
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Humana de la Dirección de Gestión Humana. En caso de requerir un mayor 


detalle se puede seguir el siguiente vínculo, Estructura Organizacional del 


Macroproceso Dirección gestión Humana.  


 


3.2.1.- Estructura de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones: 


 


Figura 2 


Estructura Unidad Jubilaciones y Pensiones 


 
Fuente: Relación de puestos, elaboración propia.  


 


Tal como se aprecia la Unidad está conformada formalmente por 3 


recursos, es importante acotar que informalmente se cuenta con la colaboración 


de un recurso adicional de Técnico Administrativo 2, el cual está adscrito al 


Subproceso de Administración de Personal, el mismo colabora con todo el tema 


referente a las valoraciones médicas.  


 


3.2.2.- Principales funciones asignadas a la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones  


 


La Unidad de Jubilaciones y Pensiones es responsable de determinar el 


beneficio de jubilación de las personas servidoras judiciales, que cumplan con 


los requisitos que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial para tales efectos. 


 


Asimismo, como resultado del fallecimiento de una persona jubilada o 


servidora judicial, establece el beneficio de pensión para las personas que les 


corresponda según lo establecido en la normativa de pensiones y jubilaciones 


(citar la normativa asociada). 


 


Unidad de 
Jubilaciones y 


Pensiones


1 Coordinador 
de Unidad 2


1 Profesional 1
1 Asistente 


Administrativo 
2
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Además, ejecuta las tareas necesarias para mantener actualizados ambos 


beneficios. 


 


Figura 3 


Principales Funciones Unidad de Pensiones y Jubilaciones 


 


 
 


Fuente: Elaboración propia a partir de información suministrada.  


 


3.3.- Funciones del personal adscrito a la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones 


 


A continuación, se muestran las principales actividades ejecutadas por el 


personal que conforma la unidad, es importante indicar que también hay labores 


directas especialmente de aprobaciones realizadas por las jefaturas del 


Subproceso y Proceso correspondientes.  


 


Tabla 1 


Funciones del Personal de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones 
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Clase 


Ancha 
Actividades que Realiza 


Colaborad


or 


Asistente 


Administra


tivo 2 


Confección de constancias o certificaciones de tiempo servido para 


jubilación. 


David 


Castillo 


Mora 


Constancia de operadora de pensiones para el retiro del ROP 


Confección de constancias (evidencia de que la persona usuaria no 


pertenece al régimen de jubilaciones del Poder Judicial) 


Reporte de asignación mensual en un periodo 


Cálculo de pensión 


Acrecimientos de pensión  


Redistribución por afectación del porcentaje en las pensiones 


Profesional 


1 


Cálculo de reajustes por revaloración 


Gabriela 


Jarquín 


Valladares 


Cálculo de jubilación  


Estudio para ordinariar la jubilación 


Recalculo de jubilación 


Confección de informe de jubilación 


Técnica 


Administra


tiva 2 


Confección de protocolos referencia para estudio de invalidez 


Karla 


Quesada 


Calderón 


Confección hoja de solicitud de la valoración 


Crear expediente físico y digital con: oficio de solicitud de cita 


dirigido a la Comisión Calificadora de la Invalidez, hoja de 


solicitud, copia de la cédula, protocolos debidamente completados 


por el centro médico, documentación medica que el paciente 


considere debe aportar, correo de solicitud 


Se remite el expediente físico a la Comisión Calificadora de 


Invalidez 


Coordinad


or de 


Unidad 2 


Revisión y aprobación técnica del cálculo de jubilación y pensión. 


Leda 


Córdoba 


Montero 


Revisión y aprobación técnica de reajustes en jubilaciones y 


pensiones 


Cálculo de reajuste por costo de vida a jubilados y pensionados 


Confección de informes de pensión 


Confección de informes varios 


Confección del informe de la comunicación del resultado de la 


valoración Médica al Consejo Superior, cuando la persona es 


catalogada NO INVALIDA. 


Fuente: A partir de información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 


 


Tal como se evidencia las funciones del Asistente Administrativo 2 están 


muy ligados con el servicio de la persona usuaria, contacto y atención de esta, 
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tramitación de solicitudes e información. Según indicaciones de la Licda. Leda 


Cordoba, Coordinadora de Unidad 2, se tiene una gran carga de trabajo, por lo 


que han indicado en varias ocasiones se requiere reforzar el recurso. 


 


El Técnico Administrativo 2, no pertenece a la estructura formal definida 


de la unidad, pero brinda colaboración con las funciones relacionadas a esta 


Unidad. 


 


El profesional 1, tiene asignados en su mayoría los cálculos y análisis de 


jubilaciones, siendo el llamado a realizar los reajustes que dan origen al presente 


estudio; actividad que se considera de especial relevancia, ya que se debe realizar 


una correcta aplicación de los cálculos, tanto para el fondo de jubilaciones, como 


para las personas beneficiarias de este. 


 


La Coordinadora de Unidad 2, se dedica en su mayoría funciones de 


coordinación y revisión del trabajo realizado por el personal a cargo, donde se 


destaca el conocimiento técnico en la aplicación de la normativa vigente, así 


como sus reformas y modificaciones históricas. 


 


Según estimaciones por parte de la Dirección de Gestión Humana, del 


personal que tiene relación directa con gestiones o labores de la Unidad de 


Jubilaciones y Pensiones, es el siguiente, con su respectivo porcentaje de 


dedicación. 


 


Tabla 2 


Porcentajes de utilización de los colaboradores en funciones 


relacionadas con la Unidad de Jubilaciones y Pensiones 


 


Número de puesto Categoría del puesto 


Porcentaje de tiempo invertido en 


labores del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones  


103611 Asistente Administrativo 2 100% 


43595 Profesional 1 100% 


48480 Coordinador(a) de Unidad 2 70% 


43590 Jefe Administrativo 4 40% 


43588 Subdirector(a) General 1 10% 


Fuente: información suministrada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 


 


De lo indicado por el Lic. Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4 del 


Subproceso de Administración de Personal, de la Dirección de Gestión Humana, 
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se puede apreciar que su puesto como Jefatura dedica aproximadamente un 40% 


de su tiempo laboral a gestiones relacionadas con la Unidad de Jubilaciones, y 


así para los dos puestos de Subdirectores con un 10% cada uno. 


 


Se tienen aproximadamente 3 recursos dedicados completamente a 


labores de jubilaciones y pensiones, los cuales se resaltan en azul y corresponden 


al personal de propio de la Unidad; el cual es objeto del presente estudio para 


determinar la posibilidad de que asuma el reproceso del recalculo, según lo que 


indica gestión humana el recurso tiene una dedicación completa, por lo que la 


capacidad de asumir estas actividades es limitada. 


 


3.4.- Labor a Realizar por Parte de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones  


 


Tal como se indicó en antecedentes el origen del presente estudio 


contempla el recalculo del beneficio otorgado a las personas jubiladas entre el 1 


de enero de 2008 y 12 de noviembre de 2015, fecha en la cual el Consejo Superior 


dispuso la suspensión temporal de la aplicación del Transitorio III, tal y como se 


venía aplicando.  


 


Es importante indicar que con el paso del tiempo muchos de estos casos 


se vuelven imposibles de recuperar por prescripción legal. En el oficio 720-AP-


2019 de la Dirección de Gestión Humana de febrero de 2019 se indicó que 


existían aproximadamente 1075 casos para estudio o análisis, comparando esta 


información con datos suministrados por esta misma Dirección (Lic. Carlos 


Lizano Alfaro, Jefe Subproceso Administración de Personal) a marzo de 2020 se 


estima una cantidad de 816 casos para estudio y análisis; por lo que se ha perdido 


la posibilidad de realizar gestiones de cobro para 259 registros.  


 


La Dirección de Planificación procedió con el análisis y revisión de los 


816 casos citados, los cuales fueron suministrados en un archivo o base de datos 


de Excel, de los cuales se desglosa la siguiente información. 


 


3.4.1.- Tipos de Casos: 


 


La Dirección de Gestión Humana determino que existen tres tipos de 


aplicaciones posibles: 


 


“Tipo A: Servidores y servidoras judiciales que obtuvieron su derecho a 


la jubilación con el requisito de 30 o más años de servicio, pero sin alcanzar la 


edad requerida para la correcta aplicación del Transitorio III de la Ley 7302. 
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En estos casos lo que corresponde es el recalculo del porcentaje de 


beneficio, considerando la edad al momento del retiro contra la edad establecida 


por ley. El nuevo porcentaje será el que se utilice para el establecimiento del 


monto de jubilación correcto. 


 


Tipo B: Casos en los cuales los beneficios se aprobaron con el requisito 


de la edad por la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7302, pero 


sin contar con 30 años de servicio. Lo anterior implica que al momento de la 


jubilación no poseían ni el tiempo ni la edad para acogerse a la jubilación. Para 


los casos anteriores no existe claridad sobre el método de corrección del 


beneficio, esto en razón de que los jubilados y jubiladas no cumplían con el 


tiempo ni con la edad para la jubilación, situándonos en una imposibilidad 


material de elección sobre como ajustar el porcentaje de derecho si no 


alcanzaron legalmente bajo la correcta interpretación del Transitorio, ninguno 


de los requisitos mínimos. 


 


Tipo C: Beneficios de pensión que se derivan de jubilaciones que fueron 


aprobadas con la interpretación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7302. 


No existe certeza jurídica sobre como reajustar el porcentaje de jubilación. 


Aunado a lo anterior, se presenta el tema de las sumas giradas de más al 


jubilado, sujeto sobre el cual existe una imposibilidad material de cobro debido 


al deceso ya acontecido del mismo.”. 


 


Con la base de datos suministrada se procedió a la clasificación de los 


casos por tipo antes descrito y el posible tipo de expediente, considerando que 


para fechas anteriores al año 2013 se trataba de expediente físico, los cuales están 


escaneados no obstante incide en la duración del proceso de revisión. 


 


Tabla 3 


 


Tipos de Casos para Análisis y Tipo de Expediente 


Tipo Aplicación Expediente Digital Expediente Físico Total general 


A 328 215 543 


B 92 82 174 


C 40 59 99 


Total general 460 356 816 


Fuente: elaboración propia a partir de información suministrada por la Unidad de 


Jubilaciones y Pensiones. 
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Los casos indicados como expediente físico son 356 en total y 215 de tipo 


A, los cuales suponen una duración mayor en el proceso de revisión en 


comparación a sus homólogos digitales, esto ya que conlleva una labor de 


búsqueda de la resolución del Consejo Superior, dichos archivos están 


escaneados pero como paquetes completos (todo el expediente) por lo que se 


debe revisar todo el archivo, el cual no tiene índices o clasificación.  


 


Resulta relevante acotar la necesidad imperiosa de definir el 


proceder en los casos de tipo B y C, sobre los que no se tiene definido el cómo 


recalcular o cobrar el monto de jubilación o pensión, en total son 273 casos 


que representan el 33.45% de los casos a revisar.  


 


Se sugiere empezar de manera inmediata con el proceso de revisión y 


recalculo para los 543 casos tipo A (los cuales si se pueden gestionar), no obstante 


es necesario que la Dirección Jurídica defina los requerimientos, formato y 


machote del expediente para dar continuidad al procedimiento administrativo o 


de lesividad que corresponda aplicar en estos casos.  


 


En línea con lo antes mencionado resulta relevante observar los registros 


por su fecha de registro, lo que permitirá ver los posibles vencimientos o 


caducidades. 


 


3.4.2.- Registros o Casos por Fecha de Registro:  


 


A continuación, se pueden observar los casos a revisar por año y mes en 


que fueron registrados. 


 


Tabla 4 


Distribución de casos para análisis según mes y año en que 


se otorgaron 


(observar prescripción) 


Mes/Año 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 


Enero 24 12 14 9 16 13 12 


Febrero 17 5 4 5 7 7 10 


Marzo 4 9 5 7 11 6 10 


Abril 4 5 7 4 8 3 8 


Mayo 13 6 3 7   5 6 


Junio 10 3 8 10 18 5 6 


Julio 16 9 25 32 23 22 11 
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Agosto 5 7 11 7 8 8 4 


Setiembre 2 6 11 16 13 16 9 


Octubre 10 6 8 8 7 9 4 


Noviembre 8 8 9 12 7 4 8 


Diciembre 16 16 30 15 11 7 6 


Total 129 92 135 132 129 105 94 


Fuente: elaboración propia a partir de información suministrada por la 


Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 


 


Considerando el periodo de prescripción de 10 años se puede observar los 


casos en los que se podría perder la posibilidad de recuperación de las sumas 


pagadas de más por lo que resulta urgente se inicie con las labores necesarias 


para dicha gestión, por lo que de no empezar a atender esta labor en el presente 


año se restarían 129 registros a revisar, correspondientes a beneficios otorgados 


en el año 2010.  


 


Ahora bien, a continuación se muestra la misma distribución, pero para 


los casos Tipo A, los cuales son los que se podrían trabajar en este momento:  


 


 Tabla 5 


Distribución de casos tipo A, para análisis según mes y año 


en que se otorgaron. (prescripción) 


Mes/Año 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016  Total 


Enero 12 9 6 4 12 9 12 64 


Febrero 12 4 2 4 4 2 8 36 


Marzo   9 2 4 10 6 10 41 


Abril 1 3 3 2 4 1 7 21 


Mayo 9 1 2 3   3 6 24 


Junio 7 2 4 5 12 4 6 40 


Julio 12 2 14 19 18 17 10 92 


Agosto 2 5 6 5 5 6 4 33 


Setiembre 2 4 7 11 6 11 9 50 


Octubre 5 4 5 3 6 5 3 31 


Noviembre 4 5 7 7 6 3 7 39 


Diciembre 11 15 17 9 8 6 6 72 


Total 77 63 75 76 91 73 88 543 
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Fuente: elaboración propia a partir de información 


suministrada por la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones. 


 


Como se aprecia en el cuadro anterior la cantidad de casos Tipo A, que se 


tendrían que revisar mensualmente es relativamente baja, se tiene julio y 


diciembre los cuales presentan una tendencia elevada en comparación con sus 


similares. La tabla permite observar que sería importante analizar, revisar y 


tramitar al menos en una primera instancia los procesos para los años del 2010 al 


2012, aproximadamente 215 casos tipo A (prontos a prescribir), con esto tener 


un margen de tiempo para trabajar de manera mensual con los 328 casos restantes 


según cada mes, en promedio se requería trabajar 7 casos (tipo A) para los 


registros de los años 2013 al 2016.  


 


Lo anterior considerando que únicamente se pueden trabajar los casos 


tipo A, en el momento que se tenga definido el proceder para casos tipo B y C, 


con esto se deben trabajar al menos los registros antiguos (141 para años 2010 al 


2012) para mantener el margen de tiempo, por lo que la cuota mensual de trabajo 


aumentaría a un promedio de al menos 10 registros mensuales (registros del 2013 


al 2016), siempre y cuando se mantenga el margen de tiempo para garantizar el 


análisis de estos. 


 


3.4.3.- Actividades a realizar para la revisión propuesta.  


 


Según lo indicado por la Dirección de Gestión Humana en el oficio 


número PJ-DGH-AP-2436-AP-2019, del 7 de junio de 2019, visto por el Consejo 


Superior del Poder Judicial, en la sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, 


artículo LXXXVII las actividades a realizar son: 


 


“El objetivo del estudio se enfoca en la determinación de las sumas 


giradas de más, a los jubilados cuyo beneficio se aprobó con la aplicación 


anterior del Transitorio III de la Ley 7302. Para el logro de lo señalado, se 


realizaron ejercicios de prueba con el propósito de establecer la guía 


procedimental de común aplicación y que se detalla de seguido: 


 


1- Revisar los expedientes de cada una de las personas jubiladas entre 


el 1 de enero de 2008 y 12 de noviembre de 2015, fecha en la cual el Consejo 


Superior dispuso la suspensión temporal de la aplicación del Transitorio III tal 


y como se venía aplicando; con la finalidad de determinar la correcta Ley a 


aplicar, su adecuada fórmula matemática y clasificación pertinente a registrar 


en el sistema. 
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2- Diseñar, probar e implementar una hoja electrónica que permita 


realizar los cálculos de los beneficios de jubilación en los casos que 


corresponda. 


 


3- Diseñar, probar e implementar una hoja de cálculo que contenga 


todos los aumentos por costo de vida, Ajuste de ICS (2013) que se hayan 


sucedido desde el 1 de enero de 2008 al 31 de diciembre de 2019 y los cambios 


en la forma de ejecutar el aumento por costo de vida. 


 


4- Diseñar, probar e implementar una hoja de cálculo que permita 


determinar las diferencias semestrales entre el monto de jubilación incorrecto 


y el monto correcto de jubilación. 


 


5- Determinar el monto de beneficio de jubilación correcto y utilizando 


la hoja de cálculo diseñada actualizar el monto con los aumentos por costo de 


vida que se hayan sucedido entre la fecha de rige del beneficio y la fecha en que 


se hará la corrección del monto de beneficio. 


 


6- Determinar las sumas giradas de más en los beneficios de jubilación 


o pensión utilizando la hoja de cálculo diseñada con esa finalidad. 


 


7- Confeccionar los expedientes requeridos por la Dirección Jurídica 


sobre las situaciones encontradas para que se analice las acciones a seguir.” 


 


Para el presente estudio se realizó una medición in situ el 6 de mayo de 


2020, donde se mide lo antes descrito en los puntos del 2 al 4 y logra evidenciar 


que ya se tiene una propuesta de hoja para la realización de los cálculos; 


únicamente estaría pendiente la aprobación, además de que se realizó una 


depuración de las actividades específicas por desarrollar para cada registro, en 


específico:  


 


1- Realizar la búsqueda del expediente (Físico o escaneado, o Digital 


(más ordenado y fácil de ubicar)) 


 


2- Localizar el Acuerdo del Consejo que avala la Jubilación. 


 


3- Anotar el porcentaje aprobado. 


 


4- Realizar recalculo del porcentaje con aplicación correcta 


transitorio, (definir para casos tipo b y c). 
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5- Calcular los montos semestrales tanto con él con el porcentaje 


aprobado (histórico de Movimientos de lo efectivamente pagado) y porcentaje 


corregido (recalculo del monto correcto apagar), considerando los ajustes de 


costo de vida correspondientes.  


 


6- Revisar si existen reajustes, para aplicar los mismos a los montos 


semestrales, históricos y recalculados. 


 


7- Calcular los reajustes a ingresar en el sistema. 


 


8- Ingresar reajustes al sistema (para cada semestre se ingresa una 


clasificación y los reajustes que correspondan). 


 


9- Remitir estudio para aprobación de la Coordinadora. 


 


10- Remitir estudio para aprobación de Jefatura y Macroproceso. 


 


11- Confeccionar resolución para enviar a Financiero Contable 


(pendiente de definir el formato). 


 


12- Proceso que aplicará el Departamento Financiero Contable. 


 


13- Pase a Cobro Administrativo. 


 


La ejecución de las actividades citadas del 1 al 11 corresponden 


actualmente a la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones. Lo señalado en los puntos 11, 12 y 13 (destacadas en negrita), aún 


están pendientes de definir por los responsables, así como la duración de estos y 


el recurso disponible para su ejecución (12 y 13), por lo que la Dirección Jurídica 


y Financiero Contable con la colaboración de la Dirección de Gestión Humana 


deberán definir y clarificar el proceso a seguir para realizar el cobro y 


recuperación de sumas de más de la manera más eficaz y eficiente. 


 


3.4.4.- Estimación del tiempo total del estudio.  


 


Con el objetivo de cuantificar el efecto en cantidad de recurso necesario 


para realizar la actividad de corrección encomendada, se realizó un ejercicio de 


medición de la duración en la realización de las actividades enumeradas 


anteriormente del 1 al 8, y con esto tener una idea de los posibles escenarios en 


cuanto al recurso necesario, considerando el volumen de trabajo actual de la 


Unidad para la definición del cronograma solicitado.  
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Es importante indicar que dicha medición únicamente se pudo aplicar a 


los casos Tipo A, ya que es para estos que se tiene conocimientos del proceder 


en cuanto al recalculo del monto correcto de subsidio que se debió otorgar. Para 


los tipos B y C se podría asumir una duración similar, especialmente en cuanto a 


la revisión del monto o beneficio otorgado, no obstante, lo que corresponde al 


recalculo del monto que se debió otorgar de momento no es posible realizar, 


debido a que no se ha definido como se realizaría para estos casos.  


 


 


A continuación, se muestran los resultados obtenidos por esa medición:  


 


Tabla 6 


Resultados de medición realizada para casos tipo A 


 


Actividad (cambiar a verbo a 


infinitivo de cada actividad) 


Expediente 


Físico 


Expediente 


Digital 


Duración 


Estándar Observaciones 


1-      Realiza la búsqueda del 


expediente (Físico o escaneado, 


o Digital (más ordenado y fácil 


de ubicar)) 5 min 2-3 min 5   


2-      Se busca el Acuerdo del 


Consejo que avala la Jubilación. 5 a 30 min 5 a 10 min 10   


3-      Se anota el porcentaje 


aprobado. 2 min 2 min 2   


4-      Se realiza recalculo del 


porcentaje con aplicación 


correcta transitorio, (definir 


para casos tipo b y c) 10 min 10 min 10 


La duración 


puede variar si se 


presentan 


reajustes 


5-      Calcula los montos 


semestrales tanto con el 


porcentaje aprobado (histórico 


de Movimientos de lo 


efectivamente pagado) y 


porcentaje corregido (recalculo 


del monto correcto apagar), 


considerando los ajustes de 


costo de vida correspondientes. 15 min 15 min 15   


6-      Se revisa, si existen 


reajustes, para aplicar los 10 min 10 min 10   
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mismos a los montos 


semestrales, históricos y 


recalculados. 


7-      Se calculan los reajustes a 


ingresar en el sistema 7 min 7 min 7   


8-      Ingresan reajustes al 


sistema (para cada semestre se 


ingresa una clasificación y los 


reajustes que correspondan) 


3 a 5 min c/u 


3 a 5 min 


c/u 45 


En promedio los 


casos presentan 


14 semestres a 


revisar, (mínimo 


8, máximo 22), 


calculo 


corresponde a 


duración 3 min 


TOTAL 
  


  104   


Fuente: elaboración propia a partir de mediciones realizas in situ. 


 


Es importante indicar que en la duración de la labor influyen muchas 


variables, como el tipo de caso, la complejidad, experiencia y conocimientos de 


recurso, disponibilidad de sistemas, otras fuentes de interrupción y el tipo de 


expediente, lo que añade variabilidad en los valores resultantes, en el caso de la 


labor a realizar se puede estar hablando de procesos que van desde los 45 minutos 


hasta 2 horas, 20 minutos. En este caso la duración estándar y base para los 


cálculos indiferentemente del tipo de expediente nos arroja 1 hora y 44 minutos.  


 


Adicional a la medición realizada a la base de datos con los registros 


indicados por la Unidad de Jubilaciones se le aplicó una simulación con los 


supuestos de tiempos mínimos, promedios y máximos, para obtener una 


estimación de la duración estándar, esto considerando la cantidad de semestres 


que posee cada registro, lo que influye en la cantidad de ajustes que se deben 


realizar, adicional al tipo de expediente. De dicho análisis se desprende la 


siguiente información: 


Figura 4 


Estimación de Duración en Minutos para cada registro 
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Fuente: elaboración propia a partir de estimaciones 


realizadas con los datos suministrados por la Dirección 


de Gestión Humana 


 


Al correr el ejercicio para los 816 casos se puede apreciar las estimaciones 


en duración mínima, promedio, máxima y estándar; es importante acotar que 


entre mayor cantidad de semestres se estima mayor duración (por lo que registros 


más antiguos implican mayor inversión de tiempo). El dato máximo está 


considerando una variabilidad elevada, siendo este valor estimado de 6 horas y 5 


minutos (considera la medición realizada con duración máxima en todas las 


actividades) para el registro más antiguo a revisar, en contra parte con la duración 


mínima de 45 minutos. 


 


Se debe destacar que el valor relevante es la línea morada, referente a la 


duración estándar, y la línea morada punteada que representa su promedio, 


alrededor de los 104 minutos, dichos datos como se observan se mueven a la baja 


en el eje X (cantidad de Semestres) por lo que entre más semestres para revisar, 


mayor duración, por lo que resulta relevante no solo revisar los casos próximos 


a vencer, si no la totalidad de estos, ya que si se realiza de manera oportuna esto 


influirá en la duración de las revisiones.  


 


3.4.5.- Estimación del recurso necesario para ejecutar la labor 


 


Considerando la medición realizada in situ, así como los 816 registros que 


se deben revisar inicialmente, especialmente los tipos A (ya que no se tiene claro 


el cálculo o proceder para los tipos B y C, para estos últimos la duración puede 


ser incluso mayor o menor, ya que no se tienen claridad del calculo que se debe 


realizar, las fuentes de información necesarias para los cálculos), se realizan 
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estimaciones para determinar la cantidad de recurso necesario y la duración de 


este. 


 


Se debe mencionar que existen algunos registros que no van a requerir 


que se ejecute todo el proceso de recalculo, por tratarse de casos de incapacidad 


absoluta y permanente, los que son considerados casos excepcionales. 


 


Se estimó la posibilidad de filtrar dichos casos por el porcentaje de 


asignación de la jubilación (valor o dato que el Excel facilita, casos menores al 


70%), no obstante dicho proceder no garantizaría que se trate de este tipo de 


casos, siendo lo recomendable la revisión de todos los registros y una vez 


identificados omitir aquellos donde no procede la revisión por aplicación errónea 


del transitorio, lo cual permitirá un tiempo de revisión menor que el requerido 


para la totalidad de cálculo de un proceso que sí lo amerite. 


 


Se tiene claro que en este tipo de procesos se pueden generar variaciones 


en la duración o estimaciones realizadas, lo cual influiría en el recurso necesario 


para realizar dicha labor, en adición a otras variables cualitativas como la 


experiencia del personal, por lo que considerando el dato estándar de duración 


(104 minutos), se muestran las siguientes estimaciones:  


 


Tabla 7 


Duración estimada en la revisión de casos 


 


Detalle Atención Total Tipo A 


Cantidad de Registros 816 543 


Duración Estándar 104 min 104 min 


Tiempo laboral Necesario (min) 84864 56472 


Tiempo Jornada Laboral  465 min 465 min 


Cantidad Días Laborales Necesarios (1 


recurso)  
182,5 121,4 


Cantidad Meses Laborales (21 días por 


mes) 
8,7 5,8 


Cantidad Días Laborales Necesarios (2 


recursos)  
91,3 60,7 


Cantidad Meses Laborales (21 días por 


mes) 
4,3 2,9 


Fuente: Elaboración propia. 
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Siendo así se puede realizar la estimación del recurso necesario para la 


atención de esta labor, esto considerando un 100% de dedicación a la actividad, 


de manera básica los 816 casos por la duración estándar (816 * 104 min), 84864 


minutos en total, esto se divide en el tiempo efectivo de una jornada laboral 


(considerando 7:45 horas efectivas al día, o en su defecto 465 minutos), 


84864/465 es igual a 182.5 días laborales (8.7 meses) para que un recurso 


dedicado al 100% realice las labores indicadas, o 91.25 días laborales (4.35 


meses) con dos recursos capacitados y dedicados al 100%. 


 


También se muestra el mismo ejercicio, pero para los casos tipo A, los 


cuales son los que se podrían trabajar y recalcular actualmente, con un recurso 


dedicado al 100% se podría avanzar en las labores citadas en un plazo estimado 


de 5.8 meses y con dos recursos en 2.9 meses. 


 


Ahora bien, con la distribución de casos y sus diversas variables, en 


especial la cantidad de semestres a revisar, considerando como fecha de corte el 


30 de setiembre de 2020, se realiza una simulación para cada uno de los registros 


de la base de datos, generando la siguiente tabla con las duraciones en meses. 


 


Tabla 8 


Duración estimada en la revisión de casos por tipo y 


expediente con 1 recurso dedicado al 100% (meses) 


 


Tipo 


Aplicación Digital Físico Total, general 


A 2,7 2,9 5,6 


 B 0,8 1,1 1,9 


C 0,4 0,8 1,2 


Total, general 3,9 4,8 8,7 


Fuente: Elaboración propia 


 


La tabla anterior nos da una idea más detallada de la duración esperada, 


que considera las particularidades de cada registro, por lo que se aprecia que para 


los casos tipo A, se estima una duración de 5.6 meses con un recurso asignado al 


100%, tal y como se indicó en la tabla 6 que muestra el total de casos para 


revisión. Por lo que, si se considerara trabajar solo los casos tipo A, su duración 


ronda los 5 meses y medio, con una desviación de +-0.7 meses o 15 días. 


 


En el caso de los tipo B y C, al no existir certeza sobre el proceder legal, 


y como realizar el proceso, no se tiene una estimación correcta del recurso 
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requerido, ya que esto va a depender del tipo de recalculo que se deba realizar y 


la complejidad de este, lo que puede variar el tiempo de ejecución así como los 


recursos destinados para la atención de estas labores. 


 


Si bien es cierto resulta relevante la estimación de lo que implicaría 


ejecutar esta actividad, también es importante evaluar la capacidad actual de la 


Unidad de Jubilaciones y Pensiones, así como su carga de trabajo, con el objetivo 


de determinar si el recurso ordinario puede trabajar lo solicitado. 


 


3.5.- Estadísticas de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial.  


 


A continuación, se muestran las principales estadísticas de la Unidad en 


análisis, es importante considerar que su principal objetivo es el análisis de 


jubilaciones y pensiones, y todo lo que engloba el tema, como reajustes, revisión 


tiempo servido, atención de la persona usuaria. 


 


Tabla 9 


Datos de Salidas de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones  


 


Detalle 2016 2017 2018 2019 2020* 


Promedio 


(2016-


2019) 


Desv 


Estándar 


Salida 


Mensual 


Trámites Jubilaciones 181 220 285 309 18 249 50,9 21 


Fijar Derecho 20 30 27 9 4 22 8,1 2 


Solicitudes Jubilados 154 174 238 265 7 208 45,3 17 


Reactiva Jubilación 1 5 11 20 3 9 7,2 1 


Separados 6 11 9 15 4 10 3,3 1 


Trámite Pensiones 50 73 60 45 12 57 10,7 5 


Acrecimientos de pensión 6 13 6 0 1 6 4,6 1 


Tramites Pensiones 44 60 54 45 11 51 6,6 4 


Total general 231 293 345 354 30 306 49,0 25 


         
Jubilaciones-reajustes 530 8742 140 6851 3515 4066 3792,7 339 


Pensiones-reajustes 325 2028 3 1483 746 960 826,6 80 


Total Reajustes 855 10770 143 8334 4261 5026 4614,6 419 


Notas: 2020*, incluye datos hasta febrero 2020. 


Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas suministradas. 
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En el caso de las actividades relacionadas con “Trámite Jubilaciones”, 


esta presenta una tendencia creciente, comparando el año 2019 versus el 2016, 


se tiene un aumento nominal de 128 registros, lo que representa un 70% más de 


lo tramitado en el 2016, lo que aproximadamente equivaldría a 10.6 gestiones 


adicionales por mes.  


 


El conglomerado de actividades de “Trámite Pensiones”, en ese mismo 


periodo (2016-2019) registra 5 casos menos para una variación del -10%. Para el 


total de esos registros, sin considerar las labores de reajustes, se tiene un aumento 


nominal de 123 casos (53.25% más), lo que equivale a que se recibieron 10.25 


casos más por mes en el 2019 en comparación a lo que se registró en el 2016. 


Comparando esto para periodo 2018-2019 se da una variación de 9 registros en 


total para un aumento del 2.65%.  


 


En el caso de los reajustes para los rubros de jubilaciones y pensiones, 


existe mucha variabilidad en la cantidad que se registra por año, en promedio se 


registran 5026 reajustes por año con una desviación estándar de 4614.  


 


Para el año 2017 y 2019 se registraron 10770 y 8334 muy por encima del 


promedio citado, un 80% de los reajustes citados corresponden a jubilaciones, 


aproximadamente 4066 del promedio (5026). En reunión sostenida con la 


Coordinadora de Unidad, Licda. Cordoba Montero indicó que la variabilidad en 


el total de reajustes responde al flujo de trabajo que ingrese a la Unidad y el nivel 


de priorización de los tipos de asuntos que se conocen, teniendo como casos de 


primer orden en atención los relacionados a trámites de jubilaciones. 


 


Los reajustes en su mayor parte obedecen a solicitudes de las personas 


beneficiarias, ya que algún pago no se contabilizó en el cálculo del beneficio, o 


consideran debe revisarse el mismo. 


 


Ahora bien, en la siguiente gráfica se aprecian los datos respecto a la carga 


de trabajo, sin contemplar los reajustes, los cuales presentan una significativa 


variabilidad, con la finalidad de que se aprecie el comportamiento de la carga 


ordinaria de trabajo: 


 


Figura 5 


Comportamiento Histórico Jubilaciones y Pensiones (sin Reajustes)  
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Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas suministradas. 


 


Como se aprecia en la gráfica la tendencia en jubilaciones es creciente, el 


2018 es donde se encuentran más meses que superan el promedio histórico de 


ingreso, además de eso se observa diciembre con un alto volumen 46, en 


promedio se tramitan por mes 25 casos (jubilaciones y pensiones), lo cual deja 


entrever la variabilidad y aumento que se ha presentado en la carga de trabajo, 


aspecto importante a considerar al ejecutar la actividad de recalculo. 


 


Lo anterior se evidencia aún más en la siguiente gráfica donde se observa 


el promedio mensual de salida por año para los trámites de jubilaciones y 


pensiones.  


 


Figura 6 


Promedio de Salida Mensual por año 
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Fuente: Elaboración propia a partir de estadísticas suministradas. 


 


Se debe acotar que el dato que se muestra corresponde a la salida, ya que 


se solicitó información referente a la entrada, sin embargo no se brindaron los 


datos, no obstante, según indicaciones de la Licda. Cordoba Montero los datos 


son referencia de la entrada de la Unidad, ya que por lo general atienden todas 


las solicitudes o casos que les ingresan en el mes. 


 


3.6.- Medición de Carga de Trabajo Adicional  


 


Si bien es cierto se tiene un aumento en las principales variables o 


estadísticas que explican la carga de trabajo, es importante medir la utilización 


del recurso, para esto se aplicó una metodología con una lista de actividades para 


cada una de las plazas que pertenece a la unidad.  


 


Con esta metodología, cada colaborador procedió a llenar una matriz, 


donde se consignaron las actividades realizadas, la periodicidad (Diario, 


Interdiario, Semanal, Quincenal, Mensual, Trimestral, Cuatrimestral, Semestral 


o Anual), así como el volumen promedio que ejecutan, adicional, además 


consignaron la duración en cada una de estas actividades (en minutos) indicando 


la tiempo mínimo, promedio y máximo, con esta información se calcula una 


duración estándar, la cual considera una distribución beta (considera 1 desviación 


estándar para el mínimo, 4 para el promedio y 1 para el máximo).  


 


Con esto se estima cuantos minutos al mes utiliza el recurso en realizar 


sus labores, por ende conociendo el tiempo laboral disponible, sirve para 
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determinar el porcentaje de utilización del recurso y el promedio de horas 


laborales trabajadas diariamente y la composición (representación) de cada una 


de esas actividades en la jornada de cada puesto.  


 


Si bien es cierto la herramienta posee cierta subjetividad al tratarse de 


información ingresada por la percepción del colaborador, esta se minimiza 


realizando una depuración y revisión de los volúmenes y duraciones en conjunto 


con el personal, adicional si fuese necesario se pueden realizar mediciones in situ 


de las actividades que mayor volumen de trabajo aportan. 


 


En este caso el ejercicio sirve como base y aproximación, para ser 


considerara en conjunto con la información estadística y de esta determinar la 


carga de trabajo.  


 


Para efectos de los cálculos se considera que el mes cuenta con 21 días 


hábiles y cada día con un tiempo efectivo laboral de 7 horas y 45 minutos. A 


continuación, se muestra un resumen de la información obtenida para cada uno 


de los colaboradores de la Unidad.  


 


3.6.1 Asistente Administrativo 


 


Se muestra la información que completó el puesto de Asistente 


Administrativo 2, la cual fue revisada por la Coordinadora de Unidad y la Jefatura 


del Subproceso de Administración de Personal. 


 


Figura 7 


Análisis Lista de Actividades Asistente Administrativo 2 
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Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada.  


 


Este caso se envió a revisión de la Coordinadora de Unidad, Licda. 


Cordoba Montero, al registrarse volúmenes y duraciones importantes, 


especialmente en las actividades clasificadas tipo A y B (última columna), ya que 


supera en gran medida la capacidad de trabajo normal de un recurso, en promedio 


69.82 horas al día, casi lo equivalente a lo que realizarían en conjunto 9 recursos 


de esta misma categoría; la atención de llamadas y correos representa un 80% de 


la carga laboral, por lo que mediante correo electrónico, indica:  


 


“Al respecto me permito indicar que en efecto existe un error 


involuntario en la incorporación de los datos en la tabla, ya que los datos 


atención de llamadas y atención de correos están invertidos, por lo que adjunto 


la tabla con los valores correctos.”.  


 


Adicional indica que, al atender una línea telefónica, que funciona como 


central se tiene ese alto volumen de llamadas y que por el tipo de consultas y 


usuarios las duraciones de estas se extienden; aunado a la atención de la cuenta 


de correo oficial de la Unidad, la cual tiene un porcentaje de ingreso considerable; 


motivos que considera son causal de contar con una persona que se dedica 


solamente a este tipo de labores.   
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Una vez aplicadas las correcciones se obtiene que el recurso trabaja 


aproximadamente el equivalente a 3.4 recursos, lo que daría un promedio de 


26.37 horas por día, lo cual supera las horas totales de las que se compone el día, 


pero al tomar en cuenta que la herramienta maneja cierta subjetividad, adicional 


que al existir mucha variabilidad en las duraciones, se puede ocasionar un efecto 


que altere los resultados, no obstante según indica la Licda. Córdoba Montero, 


efectivamente este recurso se encuentra sobrecargado de trabajo, por lo que 


algunas gestiones las debe realizar en horario extraordinario.  


 


3.6.2.- Técnico Administrativo 2 


 


Este recurso como se mencionó anteriormente no corresponde a recurso 


formal de la unidad, si no a una colaboración o apoyo para las gestiones de esta, 


no obstante, resulta importante aplicar el instrumento para determinar la 


utilización de este. 


 


Figura 8 


Análisis Lista de Actividades Técnico Administrativo 2 


 


  
Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada.  


 


El Asistente Administrativo 2, dedica un 73.8% de su tiempo laboral a la 


confección de protocolos referencia para estudio de invalidez y un 9.85% a 


“Crear expediente físico y digital con: oficio de solicitud de cita dirigido a la 


Comisión Calificadora de la Invalidez, hoja de solicitud, copia de la cédula, 


protocolos debidamente completados por el centro médico, documentación 



mailto:secre_corte@poder-judicial.go.cr





 
                    Corte Suprema de Justicia 


                           Secretaría General 


Teléfonos: 2295-3845 // 2295-3711 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José 


 


39 


medica que el paciente considere debe aportar, correo de solicitud”, estas dos 


actividades representan más del 80% de su tiempo laboral. 


 


El recurso labora como 0.99 unidades o a un 99.78% de su capacidad, en 


promedio labora 7.73 horas por día. 


 


3.6.3.- Profesional 1 


 


El Profesional 1, según indica la Licda. Córdoba Montero es el que debe 


asumir la labor de recalculo del transitorio, por ser actividades directamente 


relacionadas con el perfil competencial. 


 


Figura 9 


Análisis Lista de Actividades Profesional 1 


 


 
Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada. 


 


El 80% del tiempo laboral del recurso se destina a cálculos de jubilación 


(33.56%), estudios de tiempo servido (15.33%), atención de llamadas (14.61%), 


atención de correos electrónicos (9.13%) y confección del informe de jubilación 


(8.22%), según los resultados labora como 2.24 recursos, para un promedio de 


17.38 horas por día, por lo que se realizó la consulta a la Licda. Cordoba Montero 


que indica:  


 


“En jubilaciones se realizan más de tiempos servidos que cálculos de 


jubilación porque hay personas que solicitan acogerse al beneficio de jubilación, 


pero cuando se les realiza el tiempo servido se determina que no cuenta con los 


requisitos establecidos por ley.  (el cálculo de jubilación se demora 120 minutos 


los cuales incluyen los 60 minutos que se tarda en hacer el tiempo servido).”. 
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Cálculo de jubilación 15 180 540 600 490 7 350,00 33,56% A


estudios de tiempo servido 20 60 180 240 170 3 400,00 15,53% A


Atención de Llamadas 400 2 8 14 8 3 200,00 14,61% A


Atención de Correos Electrónicos 200 5 10 15 10 2 000,00 9,13% A


Confección de informe de jubilación 15 60 120 180 120 1 800,00 8,22% B


Confección de oficios 8 90 180 270 180 1 440,00 6,58% B


Cálculo de reajustes por revaloración 10 60 90 120 90 900,00 4,11% B


estudios para fijación de derecho 5 60 180 240 170 850,00 3,88% C
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Adicionalmente indicó que se dedica tiempo significativo en la atención 


de otra línea telefónica, correos y consultas, por motivo de cambios en cálculos 


de jubilaciones y pensiones, así como las reformas de la ley. 


 


Realizando ajustes con las indicaciones para las tareas de cálculos de 


jubilación, y estudios de tiempo servido se obtiene que trabaja como 1.6 recursos, 


en promedio 12.57 horas al día, lo cual sumado al aumento en solicitudes de 


jubilación y pensión imposibilitan asumir una mejor atención de la revisión y 


corrección de las aplicaciones errores del transitorio III. 


 


3.6.4.- Coordinador de Unidad 2 


 


Figura 10 


Análisis Lista de Actividades Coordinador de Unidad 2 


 


 
 


Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada. 


 


La coordinadora, Licda. Cordoba Montero según los resultados de la 


herramienta dedica en total un 66% de su tiempo laboral en atención de llamadas 


(39.92%) y correos electrónicos (27.52%), seguido por confección de informes 


de pensión, que representan un 23.59%, lo anterior sumado representa el 90.03% 


de la carga laboral. Según el análisis labora como 1.47 recursos, en promedio 


11.47 horas al día. 


 


En términos generales se aprecia una utilización del recurso superior al 


80%, y en algunos casos incluso superior al 100%, lo que demuestra que existe 
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Revisión y aprobación técnica del cálculo de pensión 10 5 10 15 10 100,00 0,69% C


Revisión y aprobación de acrecimientos 5 5 10 15 10 4,17 0,03% C


Reuniones 0,00%


VOLUMEN DE TRABAJO (No. De 


veces)


TIEMPO x UNIDAD


(MINUTOS)
ÁREA DE RESULTADOS


TIEMPO 


ESTANDAR x 


UNIDAD
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poca capacidad instalada para atender de manera eficiente la labor de revisión del 


transitorio, que se considera con un reproceso. 


 


 


3.6.5.- Resumen de las actividades del equipo de trabajo  


 


Tabla 10 


Resumen de resultados de la herramienta lista de 


actividades 


 


Clase Ancha Colaborador 


Cantidad de 


Recurso 


equivalente* 


Promedio Horas 


Laboradas por 


Día 


Asistente 


Administrativo 2 
David Castillo Mora 


3,40 26,37 Horas/Día 


Técnico 


Administrativo 2 


Karla Quesada 


Calderón 1,00 7,73 Horas/Día 


Profesional 1 
Gabriela Jarquín 


González 1,62 12,57 Horas/Día 


Coordinador de 


Unidad 2 


Leda Córdoba 


Montero 1,47 11,42 Horas/Día 


Notas: * Corresponde a percepción, según las cargas de trabajo, 


duraciones indicadas y variabilidad de los procesos. 


Fuente: Elaboración propia a partir de información solicitada. 


 


Se tiene a manera general para la Unidad en análisis que la totalidad de 


los recursos se están utilizando a su capacidad máxima, llama la atención el 


Asistente Administrativo 2, que asume labores de atención de central telefónica, 


lo cual viene a saturar la percepción y horas destinadas a estas labores. 


 


Si bien es cierto existe un tercer nivel de depuración de la 


herramienta tal como mediciones in situ, y verificaciones aún mayores a los 


datos reportados, el resultado general es suficiente para determinar las 


actividades que generan la mayor cantidad de trabajo y evidenciar que la 


Unidad posee una capacidad limitada para asumir por completo la labor 


designada. Si bien dicha labor corresponde a retrabajo, la capacidad 


operativa para resolver de manera oportuna no es la necesaria. 


 


3.7.- Estimación del Impacto Económico 
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Si bien es cierto se realizaron mediciones de la estimado del tiempo 


probable para proceder con la revisión de los beneficios otorgados bajo el 


Transitorio III de la Ley 7302, las limitaciones ocasionadas por la pandemia 


COVID-19 no permitieron que fueran más representativas, no obstante, se 


consideran suficientes para determinar duraciones válidas y aproximadas para 


realizar el siguiente ejercicio. 


 


Se realizaron 6 revisiones de expedientes de manera aleatoria de los 816 


registros, de los cuales un 50% de los revisados aplicaba algún recalculo, de lo 


que se desprende la siguiente información a modo de ilustración: 


 


Tabla 11 


Resultados de las revisiones completas de registros que 


aplica corrección en el beneficio otorgado bajo el 


Transitorio III 


 de la Ley 7302 


 


ID 
Monto 


Actual  


% 


Asign


ado 


Canti


dad 


Semes


tre 


(redon


deado


) 


Suma de 


Mas Acum 


(aprox 


cierre I 


semestre 


2020) 


Suma de Mas 


Promedio por 


Semestre 


% 


Representació


n Monto 


Actual (suma 


de más 


promedio por 


semestre) 


% 


Representa


ción Acum 


Suma de 


Mas 


/Monto 


actual 


                               


1  


₡3 328 


293,17 86,81 


                  


10  


-₡9 365 


370,99 ₡913 023,61 27,43% 281,39% 


                               


2  


₡708 


297,42 90,25 


                  


20  


-₡6 947 


325,22 ₡340 555,16 48,08% 980,85% 


                               


3 1  


₡5 331 


845,49 100 


                  


19  


-₡5 628 


964,29 ₡294 689,04 5,53% 105,57% 


* 


₡3 122 


812,03 92,35 17 


-₡7 313 


886,83 ₡516 089,27 27,01% 455,94% 


Notas: 1 jubilado tomó beneficio de jubilación, luego reingreso a laborar el primer calculo es 


erróneo. 


 *Promedio  


Fuente: Elaboración Propia  


 


La revisión de los registros, (proceso que se debe realizar a los 816 casos), 


permite observar un resumen de la información más relevante, así como observar 


el monto de beneficio actual que se recibe, el porcentaje que les fue asignado 
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(cálculo), la cantidad de semestres que han transcurrido hasta el proceso de 


revisión (lo que influye en los montos a recuperar), y el monto acumulado 


aproximado de suma de más a recuperar al primer semestre del 2020. Este monto 


se divide entre la cantidad de semestres y nos da un promedio de lo que representa 


la suma de más por semestre para los casos que se utilizaron para evidenciar la 


situación bajo análisis. 


 


Adicional se ve la representación de ese promedio que se paga demás 


semestralmente entre el monto del beneficio actual, donde las cifras van desde 


un 5.53% hasta un 48.08% de lo que reciben por mes. En la última columna se 


puede visualizar lo que representa el acumulado de suma de más en relación con 


el monto del beneficio actual, donde las cifras van desde 105.57% (1.05 veces) 


hasta 980.85% (9.8 veces). 


 


En promedio esta variable, representa para los casos analizados un 


455.94% o 4.5 veces más el monto que reciben actualmente los jubilados o 


pensionados. Al aplicar esa línea de análisis para los 816 registros pendientes de 


análisis, los cuales devengan en su totalidad un monto actual de 


₡1,660,452,882.98 se podría estimar que las sumas pagadas de más representan 


un monto cercano a los ₡7,570,668,874,66. 


 


No obstante, considerando que no todos los registros son sujetos al 


recalculo, asumiendo que de la totalidad de casos solo un 50% reciba sumas de 


más, se tendría un monto estimado de ₡3,785,334,437.33, aplicando incluso solo 


a un 25% de los registros el monto se aproximaría a ₡1,892,667,218.66, cifras 


que se consideran relevantes.  


 


Es importante indicar que entre más transcurra el tiempo de 


recalculo de los beneficios obtenidos por jubilación y pensión bajo análisis 


(816 casos), las sumas pagadas de más seguirán en aumento, con el agravante 


de no ser recuperadas (por prescripción) y que el Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones continué con el pago del beneficio otorgado de manera errónea.  


 


En línea con lo indicado anteriormente y utilizando los datos de la tabla 


anterior se realiza un ejercicio más detallado considerando particularidades de 


los registros, utilizando como base el promedio de sumas pagadas de más por 


semestre para esos tres casos, que representa un 27,01% del monto actual que se 


recibe de pago por mes (el acumulado sumas de más, se divide entre la cantidad 


de semestres y luego se divide por el monto actual de beneficio).  
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Con el porcentaje estimado (27,01% promedio) se realiza el siguiente 


ejercicio de cálculo para determinar el impacto económico del pago de suma 


pagadas de más para todos los registros, con fecha de corte al 30 de setiembre de 


2020 (fecha utilizada para el ejercicio): 


 


Tabla 12  


Estimación de Impacto económico (sumas de más) 


 


Tipo Caso / 


Estado 
Activo 


Estado 


beneficio 


Excluido 


Estado 


Beneficio 


Suspendido 


Total general de 


sumas pagadas 


de más 


(estimado) 


A ₡4 561 024 070,99 


₡65 853 


103,71 ₡18 696 484,47 


₡4 645 573 


659,17 


B ₡1 256 983 776,42 


₡92 194 


313,09 ₡14 188 928,20 


₡1 363 367 


017,71 


C ₡376 147 172,65 


₡47 805 


713,60 ₡1 067 890,92 ₡425 020 777,17 


Total 


general ₡6 194 155 020,07 


₡205 853 


130,39 ₡33 953 303,58 


₡6 433 961 


454,04 


              Fuente: Elaboración propia a partir de supuestos. 


 


La tabla anterior muestra una estimación del posible impacto económico, 


realizando una inferencia, en este caso se considera el 100% de registros, para un 


total ₡6,433,961,454.04. Al sensibilizar este dato suponiendo que solo aplica 


algún recalculo para el 50% de los casos, se obtiene que se podría estimar las 


sumas de más acumuladas de ₡3,216,980,727.02 aproximadamente; con la 


misma lógica únicamente para los casos o registros tipo A en estado activo, se 


tendría la suma de ₡2,280,512,035.50.  


 


El cálculo considera los beneficios excluidos que son aquellos que por 


algún motivo ya no se pagan, como por muerte del beneficiario y los beneficios 


suspendidos, que son aquellos que se pagaron y temporalmente encuentran en 


ese estado, para citar un ejemplo como el de la persona jubilada que se reinserta 


en la fuerza laboral nuevamente. Es importante acotar que en estos casos se debe 


analizar si procede el cobro o no, y a quien se le cobraría o si aplica realizar un 


ajuste al monto con el objetivo de no perjudicar la sostenibilidad actuarial del 


fondo. 
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Para los registros tipo B y C, el monto puede ser superior al mostrado, ya 


que, por la naturaleza de estos, no se cumplía con muchas de las condiciones para 


optar por el beneficio, por lo que el impacto que estos han generado en el fondo 


de jubilaciones en estos momentos es inestimable. 


 


3.8.- Estudio del Estado Actuarial del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial. 


 


Según el último estudio de valuación actuarial del régimen de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se desprende la siguiente información 


( https://www.supen.fi.cr/web/supen/estudios-actuariales), con corte al 31 de 


diciembre de 2019, realizado por el Actuario Raúl Hernández González, MBA. 


 


Figura 11 


Caracterización de la Población Jubilada y Pensionada del Fondo al 31 de diciembre de 


2019 


 
Fuente: Estudio Actuarial, Poder Judicial.  


 


Tal como se observa, “actualmente el Fondo tiene 3089 derechos 


ordinarios (jubilatorios) que representan el 71.74% del total, mientras que los 


derechos por invalidez 419 son el 9.73% del total y los derechos sucesorios 798 


representan un 18.53%. En este último grupo llama la atención 102 casos de hijos 


mayores de 25 años, que son un 2,37% del total de derechos; porcentaje que es 


relativamente significativo, si se observa otros Fondos de Pensiones.”. 


 


En total a la fecha de corte se tienen 4306 beneficios activos, lo que 


representa el 31.89% de la base de colaboradores activos (13,500.00), con un 


derecho promedio de 1,561,365 colones, para el 2019 se otorgaron 297 nuevos 


derechos (6.89% del total de beneficios).  


 


Ahora bien, con el monto estimado de sumas pagadas de más se podría 


contribuir con la sostenibilidad actuarial del fondo, en todos sus escenarios, ya 


que sería una inyección de capital que se podría reinvertir, en adición a las sumas 
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que se dejarían de pagar sin ser un derecho adquirido, ya que estos 816 registros 


representan el 18.95%.  


 


A continuación, se muestran los escenarios que brindó el estudio 


actuarial, el cual en su mayoría evidencia un déficit del fondo: 


 


Figura 12 


Resumen de los Escenarios 


 


 
Fuente: Estudio Actuarial, corte a diciembre 2019. 


 


Tal como se aprecia en los escenarios donde el resultado es un déficit, 


este podría ser menor al considerar que se reintegra el dinero pagado de más, el 


cual se podría invertir y aumentar la rentabilidad; de igual manera por la 


reducción en los montos de beneficios (al jubilado o pensionado) que se deberían 


de erogar a futuro.  Por lo anterior, se podría impactar directamente el indicador 


de solvencia del fondo de manera positiva. 


 


3.9.- Posibles escenarios para realizar un Plan de Atención Remedial: 


 


Se detallan los posibles escenarios para atender lo solicitado por el 


Consejo Superior respecto a la revisión y cobro de las sumas pagadas de más por 


la aplicación errónea del transitorio III de la Ley 7302. 
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3.9.1- Escenario 1 


 


No otorgar recurso adicional para la realización de la actividad y utilizar 


el equipo de trabajo actual con una cuota de trabajo definida, donde es importante 


considerar que no existe capacidad instalada para abordar de manera eficiente la 


revisión de los registros.  


 


De igual forma, fijando una cuota de revisión de 10 registros o casos al 


mes, en el supuesto de que la revisión inicie en octubre 2020, y siempre se cumpla 


esa cuota mínima, se tendrían los siguientes resultados: 


 


Tabla 13 


Posible Resultado de la Aplicación Escenario 1, Iniciando 


revisión en octubre 2020 


 


Detalle A B C Total, general 


Prescrito Antes de inicio revisión 59 23 16 98 


Registros con revisión Ajustada 472 148 82 702 


Prescribe por Falta Capacidad 12 3 1 16 


Total, general 543 174 99 816 


Fuente: Elaboración Propia. 


 


Trabajando con prioridad los registros más antiguos y tipo A, al iniciar en 


octubre 2020, de los 816 registros que se tenían para trabajar, habrán prescrito 


98, trabajando con la cuota mínima, y con una programación muy ajustada en el 


pase y traslado a cobro de los expedientes (sin holgura), se trabajarían 


aproximadamente 702 registros. 


 


Es del caso indicar que de existir alguna complicación o imprevistos, 


como el aumento de la demanda de los servicios normales de la Unidad o rotación 


de personal, es probable que se incremente el número de casos prescritos, lo cual 


es una variable a considerar en este escenario. 


 


En la simulación realizada para este ejercicio se determinó que los meses 


para los que se posee un efecto donde la cuota estimada no es suficiente para 


atender los registros próximos a prescribir, serían los meses previstos de revisión 


de diciembre 2020, enero 2021 y febrero 2021, en donde prescribirían 16 


registros aproximadamente, conformados de la siguiente manera: 6 para 


diciembre 2020, 7 para enero 2021 y 3 para febrero 2021. 
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Aplicando este plan se trabajaría ajustado al vencimiento o prescripción 


de los casos, y se estaría exigiendo la capacidad de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones, limitando la posibilidad de atender posibles eventualidades, de 


poderse aplicar y seguir lo establecido seria hasta aproximadamente junio 2021, 


donde se empezaría a tener alguna holgura en los tiempos de revisión esto en el 


sentido de que se revisarían los casos 3 meses antes de su prescripción.  


 


La revisión de estos 10 registros mensualmente tomaría 


aproximadamente 1040 minutos al mes (104 min por registro), lo que equivale a 


un 10% del tiempo laboral ordinario de un recurso, considerando 21 días 


laborales al mes, 7.45 horas por día, cumpliendo lo propuesto se estaría 


finalizando la revisión de los registros aproximadamente el 30 de abril de 2025.  


 


Por la capacidad limitada se podría considerar asignar y autorizar el uso 


de horas extras para la ejecución de la actividad considerando como base los 1040 


minutos al mes (18 horas en total), distribuidas aproximadamente en 5 horas por 


semana, con lo que se aprovecharía la experiencia del recurso que actualmente 


ejecuta la labor. 


 


3.9.2.- Escenario 2 


 


Asignar un recurso adicional para que aborde la totalidad de los registros 


a revisar, a partir de octubre 2020, con esto, de los 816 casos que se tienen 


pendientes, se tendrían 718 registros aproximadamente para revisión, 


considerando los de mayor antigüedad y en espera de definir el criterio legal y el 


proceder para los tipos B y C. 


 


Con la medición realizada y el tiempo promedio para realizar lo indicado 


para cada registro, (104 min), se esperaría una duración total alrededor de 74.672 


minutos, lo que equivale a un recurso dedicado al 100% alrededor de 7.64 meses, 


o bien, por 9 meses aproximadamente, tomando en consideración los procesos de 


capacitación o entrenamiento sea para los nuevos recursos como para los que 


sustituyen al recurso ordinario que realizará la labor. 


 


Se puede valorar la realización del trabajo de manera más intensificada 


dedicando 2 recursos al 100% con un estimado de duración de 3.82, es decir, 5 


meses aproximadamente para cada recurso tomando en consideración el proceso 


de capacitación o entrenamiento, sea para los nuevos recursos como para los que 


sustituyen al recurso ordinario que realizará la labor. 
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Para esta segunda opción, debe indicarse que no se cuenta con contenido 


presupuestario, y existe lineamientos institucionales que limitan la asignación de 


nuevos recursos. 


 


3.9.3.- Coste Aproximado de los Escenarios 


 


Se debe considerar que existe un coste asociado directamente con el 


recurso necesario para realizar los análisis y gestiones, y generar la resolución 


para realizar la recuperación de las sumas de más, en este caso tal como se ha 


venido trabajando se determina utilizar la clase ancha Profesional 1, la cual 


presenta los siguientes costos promedio:  


 


Tabla 14 


Costo estimado Profesional 1  


 


Estimación Costo Plaza Profesional 1 


Costo Anual ₡26 032 000,00 


Costo Mensual (12 meses) ₡2 169 333,33 


Costo Día (365 Días) ₡71 320,55 


Costo Hora (8 Horas) ₡8 915,07 


Costo Hora Extra ₡13 372,60 


Fuente: Elaboración propia con la 


estimación de costos de plazas 2021. 


 


Lo indicado en la tabla anterior sirve como base para determinar el posible 


costo de la aplicación de los escenarios propuestos, así como sus variantes y 


variables cualitativas, esto para considerarlo en la toma de decisiones. 


 


Tabla 15 


Costo estimado de los diversos escenarios 


 


Detalle Duración  
Coste Recurso 


(Profesional 1) 
Observación 


Escenario 1: 


Recurso 


Propio 


                                                  -    ₡0,00 


Prescripciones próximas y 


sin holgura para 


eventuales aumentos de la 


demanda de Pensiones o 


Jubilaciones de la Unidad.  
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Escenario 1: 


Horas Extra 
56 meses (18 h mensuales) ₡13 479 583,56 


Autorizando 18 h extra 


máximo por mes. 


Escenario 2: 


Plan remedial 


Completo (1 


Recurso) 


9 meses ₡19 524 000,00 


Se podrían iniciar a 


gestionar la recuperación 


de todos los registros en 


menos de 9 meses.  


Escenario 2: 


Plan Remedial 


Completo (2 


Recursos) 


10 meses (5 por colaborador) ₡21 693 333,33 


Se podría gestionar el 


cobro de todos los casos 


en menos de 5 meses.  


 


Fuentes: Elaboración Propia. 


 


Los costos estimados anteriormente no consideran el mobiliario el cual 


asciende a ¢1.184.510,07 por colaborador (Computadora, Estación de servicio 


con aditamento para mouse, Silla giratoria secretarial, además se debe considerar 


las limitaciones de espacio que tiene la Unidad y el respeto a las normas de 


distanciamiento por la pandemia. 


 


Si bien es cierto el escenario 1, es el que tentativamente representa el 


menor costo visible, es el escenario que mayor riesgo representa ya que se podría 


dar una prescripción masiva de los casos, lo cual generaría perdidas por montos 


no recuperados y la obligación de seguir devengando un monto de jubilación o 


pensión que no corresponde por Ley, monto que según las estimaciones 


realizadas podría ascender al cierre de setiembre 2020 a ₡6.433.961.454,04, 


posterior a la fecha indicada, el monto estimado aumentaría y en algunos casos 


se volvería irrecuperable y prescrito, por lo que se tendría que seguir 


desembolsando el beneficio con el cálculo erróneo. 


 


Se debe de rescatar que a pesar de tratarse de un reproceso que impacta 


de forma considerable el fondo de jubilaciones del Poder Judicial, el posible coste 


para resarcir o corregir dichos cálculos es mucho menor que las pérdidas que 


genera el no realizar el proceso de recuperación.  


 


3.10.- Criterio de la Dirección de Planificación  


 


Esta Dirección considera importante se realice con premura la revisión, 


correcciones y proceso para recuperación de las sumas de más, tal como se ha 


indicado en el informe, la recuperación de estos dineros colaboraría en la 


solvencia actuarial del fondo, si bien es cierto actualmente se está en análisis la 
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estructura y funciones que tomará la Junta Administradora del Fondo de 


Pensiones y Jubilaciones, no se debe esperar a definir dicho asunto. 


 


Se debe considerar que el requerimiento y análisis de recurso comprende 


la etapa de revisión y recalculo de las sumas de más, donde aún no se tiene 


definido el formato ni la documentación para ser remitida al Departamento 


Financiero Contable para su respectivo cobro, además se asume que se realizará 


con el recurso ordinario, no obstante, según el volumen de casos puede ser 


necesario reforzar la capacidad instalada. 


 


Se debe realizar la salvedad que aún existen vacíos en cuanto al proceso 


de corrección y recalculo que se debe realizar, así como el respectivo cobro, tal 


y como lo ha señalado la Dirección de Gestión Humana, lo que puede requerir 


de recurso adicional para que conteste y de seguimiento a las apelaciones y 


recursos que presenten las personas a las cuales se les debe aplicar el proceso de 


recuperación de sumas de más.  


 


En línea con lo señalado se debe definir: 


 


1- El proceder en los casos que se encuentran en estado excluidos o 


suspendidos, que se les realizó el cálculo de manera errónea. 


 


2- La manera de recálculo de porcentaje o monto de jubilación para los 


casos indicados como tipo B y C, los cuales representan aproximadamente el 


33% de los casos a revisar y es probable que por no cumplir ninguna de las 


condiciones legales, los montos a recuperar sean de una cuantía mayor a los casos 


tipo A. Para estos casos B y C se sugieren varias maneras para el recalculo:  


 


a- Aplicar el cálculo como si se tratara de un caso de incapacidad absoluta 


y permanente, posterior a eso comparar y calcular las sumas de más, y realizar 


las notificaciones respectivas y el ajuste al monto del beneficio. 


 


b- Calcular las cuotas o diferencia de cotizaciones que debió aportar la 


persona jubilada o pensionada para cumplir con los requisitos y obtener ese 


monto de beneficio, con la intención de no ir en detrimento de la estabilidad del 


fondo.  


 


3- El formato y la documentación necesaria para la resolución que se debe 


enviar al Departamento Financiero Contable para iniciar el proceso de 


recuperación.  
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Es de vital importancia definir estos aspectos que podrían generar atrasos 


en los procesos, en especial el punto 3, para dar inicio con las gestiones para los 


casos tipo A. 


 


Destacar al menos un recurso dedicado al 100% por un lapso de 9 meses 


aproximadamente (permiso con goce de salario y sustitución sería el escenario 


ideal), para atender las labores de revisión de la totalidad de los casos que no se 


encuentren prescriptos, así como las actividades de recuperación de las sumas 


pagadas de más, dando prioridad a los de mayor antigüedad. Sin embargo, tiene 


la limitante de las restricciones presupuestarias para su implementación por el 


momento. 


 


Es importante acotar que la estimación de las posibles sumas de más a 


recuperar podría ascender a un monto ₡3 216 980 727,02, aproximadamente al 


cierre de setiembre 2020, cifra que conforme transcurra el tiempo será mayor, 


esto respecto a los 816 registros pendientes de revisión.  


 


En línea con lo indicado, la revisión realizada a tres de los 816 casos, 


determinó un monto acumulado aproximado de ₡21 941 660,50 (por sumas de 


más), en promedio ₡7 313 886,83 por registro o caso, por lo que se evidencia 


que cualquiera de los escenarios planteados versus el posible costo asociado a la 


aplicación de estos, es menor e ínfimo en comparación a las sumas que se deben 


de recuperar.  


 


Si bien es cierto, actualmente se encuentra en discusión el tema de la 


estructura de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, así como si su conformación debe ser con recurso interno o 


externo, por la premura del asunto y para evitar la prescripción de más casos, no 


se puede estar a la espera de la definición de tema y se debe buscar alternativas 


que permitan trabajar un plan remedial con los casos próximos a vencer.  


 


Esta Dirección recalca que si bien el estudio contempla únicamente la 


parte del recalculo para determinar las sumas de más, en este proceso existen 


muchos aspectos ya indicados que se deben definir y en los que se requiere el 


criterio legal, adicional se debe realizar la previsión para las etapas posteriores 


del proceso y otras posibles situaciones que se presenten, como el seguimiento 


de los casos, y la atención de los posibles recursos de apelaciones.  


 


Finalmente, para los casos tipos B y C existen muchas posibilidades en 


cuanto a su proceso de recuperación (sumas pagadas de más), ya sea calculando 


las cuotas que debió aportar la persona jubilada o pensionada al fondo para 
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cumplir con la edad de retiro, estimar el monto de jubilación o el porcentaje de 


beneficio como si se tratase de una incapacidad absoluta y permanente, y el tipo 


de cálculo para ese periodo, no obstante, por lo sensible del tema, debe ser sujeto 


a revisión del sustento legal que permita ejercer acciones para estimar las sumas 


de más y su respectivo cobro, lo cual debe ser valorado por la Dirección de 


Gestión Humana, la Dirección Jurídica y la Junta de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, aspecto vital para el proceso de recuperación y evitar prescripción 


de estos casos. 


 


3.11 Informe Puesto en Consulta 


 


La versión preliminar de este informe fue puesta en consulta mediante el 


oficio1605-PLA-OI-2020 del 16 de octubre de 2020 de las oficinas involucradas, 


de las cuales se recibió la contestación del Subproceso de Administración de 


Personal de la Dirección de Gestión Humana mediante oficio PJ-DGH-AP-4214-


2020 del 29 de octubre de 2020, por lo que a continuación se muestra las 


observaciones remitidas, así como el criterio de esta Dirección: 
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Observaciones del Subproceso de 


Administración de Personal 


Criterio de la Dirección 


de Planificación 


1 


Sobre la composición de plazas de la Unidad 


de Jubilaciones y Pensiones, se indica que se 


cuenta con un Asistente Administrativo 2, lo 


cual es incorrecto ya que la plaza es de clase 


Auxiliar Administrativo. 


Se toma nota, no obstante, se mantiene el 


tipo de puesto consignado, ya que la 


información consignada en el estudio 


corresponde a lo repostado en la Relación 


de Puestos SIGA al 10 de noviembre 2020 


de la Dirección de Gestión Humana, para el 


puesto 103611 “Asistente Administrativo 


2”. 


2 De la Tabla #1, se recibieron varias 


observaciones 


 


a) Cambio en el segundo apellido de la 


servidora que ocupa el puesto de 


Profesional 1 (Valladares por Jarquín) 


b) Se solicita realizar ajustes de forma y 


fondo en las labores que desempeña el 


puesto de Coordinadora o Coordinador 


de Unidad 2. 


 


 


 


 


a) Se procede con el cambio indicado 


b) Se realizan los ajustes propuestos. 
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3 


En la tabla #6 con el detalle de los tiempos, el 


punto 5 no considera la comprobación del 


histórico de pagos; sino que establece una 


comparación entre los montos con porcentaje 


incorrecto contra porcentaje correcto, pero al 


final las diferencias para cobrar resultan del 


cálculo de monto correcto contra lo pagado, lo 


cual requiere verificar el maestro y adicional 


analizar posibles ajustes aplicados, lo cual 


incluye posibles reajustes por reingreso, 


sentencias o sumas de salario canceladas 


posterior a la fecha de rige del beneficio. 


Ciertamente las sentencias o reingresos son 


poco frecuentes, se debe realizar la 


verificación total contra el maestro, por lo cual 


estimar una duración estándar de 15 minutos se 


considera por debajo del promedio. El punto 6 


trata sobre la revisión de reajustes 


extraordinarios, pero no considera que para 


estos casos incluso se deben recrear los 


antecedentes del reajuste para su correcta 


aplicación conforme el nuevo monto y 


porcentaje. 


 


Se toma nota de lo indicado, no obstante, en 


las mediciones realizadas (por medio de 


muestreo) se tomaron en cuenta las 


variables que se mencionan, las cuales 


deberán estar sujetas al análisis por parte de 


la Unidad, una vez que se inicien las 


labores de cálculo. 


4 


En cuanto al punto 4.3 del apartado 


“Elementos Conclusivos”, se señala que la 


función principal de la Unidad de Jubilaciones 


y Pensiones es realizar los cálculos de 


jubilación, no obstante, con la Ley 7333 y 


hoy en día con los cambios introducidos por 


la ley 9544, Reforma al Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones, el cálculo de 


pensiones sigue teniendo un peso importante 


en la función de la Unidad, esto debido al 


total de gestiones presentadas para trámite 


y su relevancia por significar el posible 


ingreso para población adulta mayor. 


 


Se toma nota de lo indicado y se modifica 


el elemento conclusivo. El apartado de 


información relevante que origina el 


elemento resolutivo si contempla ambas 


labores. 
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5 


Sobre el apartado de “Elementos 


Conclusivos”, se solicita variar el punto 4.10, 


en lo respectivo a: 


a) Corregir el nombre de la Coordinadora 


de la Unidad que es Leda Córdoba 


Montero y   


b) Reemplazar el cargo del licenciado 


Carlos Lizano de Jefe de 


Administración Salarial a Jefe de 


Administración de Personal  


c) Modificar el puesto asistente 


administrativo 2 a Auxiliar 


Administrativo. 


 


Los puntos a y b se proceden a variar en el 


elemento conclusivo y donde corresponda 


en el apartado de información relevante. 


Respecto al punto C, se mantiene el tipo de 


puesto el cual se encuentra de acuerdo con 


la relación de puestos de la Dirección de 


Gestión Humana.  


6 


El informe referencia las funciones realizadas 


por la Técnico Administrativo 2, que son 


competencia de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones, sin embargo, se debe destacar que 


esto sucede debido a que la capacidad 


operativa de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones no permite que su personal ejecute 


esas labores. 


 


Se toma nota, ya que el informe indica que 


es una plaza que brinda colaboración a la 


Unidad de Jubilaciones y Pensiones.  


7 


Debido a que se solicita en este informe que se 


defina la documentación (expediente) que 


requiere la Dirección Jurídica para proceder al 


cobro de las sumas de más resultantes, no se 


consideran los tiempos posibles que le pueda 


tomar a la Unidad confeccionar estos legajos, 


lo cual evidentemente incrementará los 


tiempos de trabajo de cada estudio. 


Lo mencionado se indica en el informe, ya 


que, en el proceso de medición, no se 


abarcó la totalidad de este por la limitante 


de aun no tener definido este punto, el cual 


se debe considerar a la hora de la 


implementación.  
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8 


Un punto adicional que debe ser considerado, 


es la recién aprobada modificación a la ley de 


retiro del ROP, la cual puede ocasionar que, en 


corto plazo, las personas que a esta fecha ya 


tienen derecho adquirido presenten a la Unidad 


la solicitud de jubilación para obtener mejores 


condiciones en la política de retiro. Esto, sin 


lugar a dudas afectará los tiempos actuales de 


gestión de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones. 


Se toma nota de lo indicado, no obstante 


con el escenario recomendado no debería 


existir afectación directa, ya que se está 


proponiendo recurso humano adicional de 


manera temporal, para uso exclusivo de las 


labores de recálculo.  


9 


En cuanto a la posibilidad de redistribuir 


recursos de las plazas que en este momento 


controla la Dirección de Gestión Humana, se 


informa que luego de un análisis 


pormenorizado, se establece que a esta fecha y 


con base en las funciones habituales y nuevas 


tareas impuestas por la promulgación de leyes 


recientes como la 9635, ley de Fortalecimiento 


de la Finanzas Públicas; Ley 9859, conocida 


como ley de usura; sumado a los proyectos de 


interés del Poder Judicial que desarrolla la 


Dirección de Gestión Humana, no existe 


viabilidad para redistribuir recursos que 


puedan asumir el estudio de los casos del dos 


por uno. 


Se toma nota de lo indicado, no obstante, 


esta Dirección estima que se mantenga lo 


recomendado como una medida alterna y 


temporal de solución tal como se aplica en 


diferentes oficinas actualmente, en razón de 


las limitantes presupuestarias a nivel 


institucional, y que se analicen las 


consecuencias de las labores que estarán 


desatendidas así como  el impacto que 


conlleva para la institución, por lo que se 


insta a la Dirección de Gestión Humana, 


reconsiderar lo indicado y establecer las 


prioridades. 


 


Las observaciones planteadas no presentan modificaciones de fondo a lo 


indicado en el informe preliminar, por lo que las recomendaciones se mantienen 


incólumes.  


 


IV. Elementos Conclusivos 


 


4.1.- El Consejo Superior en sesión 50-19 del 31 de mayo de 2019, 


artículo LVI, solicitó a esta Dirección realizar un estudio, “en el cual se deberá 


presentar a este Consejo un cronograma de trabajo con el recurso humana 


existente, así como cuotas de trabajo que debe de cumplir la Dirección de Gestión 


Humana, para el cumplimento de la laborar señalada.”. 
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Recalcular los beneficios y sumas de más, que se generaron por una mala 


interpretación del Transitorio III La Ley 7302 de 8 de junio de 1992, vigente a 


partir del 15 de julio de 1992. 


 


4.2.- La Unidad de Jubilaciones y Pensiones se encuentra adscrita al 


subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, 


y cuenta con 3 recursos asignados de manera formal, 1 adicional informal que ha 


brindado colaboraciones.  


 


4.3.- La principal función de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones es 


responsable de determinar el beneficio de jubilación de las personas servidoras 


judiciales y el cálculo de pensiones que cumplan con los requisitos que exige la 


Ley Orgánica del Poder Judicial para tales efectos. 


 


4.4.- Existen 3 tipos de casos, Tipo A, Tipo B y Tipo C, para los dos 


últimos no se tiene claro el proceder para el cálculo del beneficio correcto que se 


debió otorgar, el cual es la base para determinar las sumas de más.   


 


4.5.- A febrero 2019 se tenían aproximadamente 1075 registros para 


revisión, no obstante, a marzo 2020 únicamente se tienen 816 registros para 


revisar, de los cuales 543 son tipo A, 174 tipo B y 99 tipo C, aproximadamente 


259 registros menos que han prescrito.  


 


4.6.- Para los casos tipo B y C, se recomienda que la Dirección de Gestión 


Humana se solicite un criterio legal a la Dirección Jurídica, que indique como 


proceder para efectos del recalculo de los beneficios de jubilación que se 


otorgaron sin el cumplimiento de los requisitos de edad y tiempo de servicio, así 


como la posibilidad legal de proceder al cobro de las sumas giradas de más a 


jubilados y jubiladas ya fallecidos. 


 


Adicional se debe definir el formato y requerimientos de la resolución de 


cobro que se debe trasladar a financiero contable (no se estimó la duración de 


este proceso). 


 


4.7.- Para registros anteriores al 2013 se posee el expediente físico o 


escaneado esto dificulta o vuelve un poco más lento el proceso de revisión y 


búsqueda de los expedientes, aproximadamente 356 registros de los 816.  


 


4.8.- Se estima una duración promedio de revisión de expedientes de 104 


minutos (sin confección de la resolución), existen casos en donde únicamente se 


debe revisar y recalcular, pero no procede realizar ajustes estos supondrían una 
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duración menor, no obstante, por la variabilidad y complejidad de algunos casos 


esta también podría tender a ser mayor.  


 


4.9.- La Unidad de Jubilaciones y Pensiones ha tenido un aumento en la 


cantidad de actividades y estudios realizados a lo largo del tiempo, corresponde 


a un aumento del 70% la comparación de los años 2016 versus 2019, y en su 


mayoría por asuntos referentes a jubilaciones. Lo que significa pasar de 19 


gestiones en promedio por mes a 29.5.  


 


4.10.- Al aplicar la herramienta “Lista de Actividades” en términos 


generales se tiene un uso igual o superior al 100% del recurso humano, lo cual 


esta apegado a lo indicado por la coordinadora Licda. Leda Córdoba Montero y 


el Jefe de Administración de Personal, Lic. Carlos Lizano. El puesto con mayor 


recargo es el asistente administrativo 2, en su mayoría por labores de atención al 


cliente, central telefónica de Gestión Humana y cuenta oficial de correo.  


 


4.11.- De la revisión realizada, se estima el posible impacto de las sumas 


de más acumuladas a recuperar (corte setiembre 2020), el cual ronda los 


₡2,984,065,827.98 o ₡3,216,980,727.02 según el método de inferencia, esto 


considerando que solo aplique el recalculo para un 50% de los registros, por lo 


que el monto es representativo.  


 


4.12.- Según el informe de estado actuarial con corte de diciembre 2019, 


se han dado mejoras en la solvencia del fondo de jubilaciones y pensiones, no 


obstante, en 7/8 escenarios presenta un déficit, el cual podría ser menor o nulo, 


al recuperar las sumas pagadas de más y ajustar los montos de los beneficios a 


otorgar a esos beneficiados que recibieron un monto o beneficio que no 


corresponde con lo indicado por la ley.  


 


4.13.- La Unidad de Jubilaciones y Pensiones aún no ha iniciado con la 


revisión de los registros por lo que existen prescripciones, se estima establecer 


una cuota mínima de 10 registros por mes, si se iniciara en octubre 2020, se 


garantiza que los registros que no hayan prescrito sean gestionados previo al 


vencimiento, no obstante no se tendría holgura para gestionar y para tres meses 


pico se requeriría una mayor producción.   


 


4.14.- Se plantean 3 escenarios para posible solución de lo solicitado por 


el Consejo Superior, siendo el recomendable el escenario 2, ya que permite 


atender de manera prioritaria y exclusiva los registros que son sujetos a realizar 


la gestión de cobro. 
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4.15.- El costo aproximado de la aplicación de cualquiera de los 


escenarios indicados es mucho menor del costo de prescripción y no recuperación 


de los montos otorgados por las sumas de más a los beneficiarios del fondo, por 


lo que la implementación de cualquiera de ellos se justifica económicamente de 


manera positiva.  


 


4.16.- La Dirección de Planificación determina que es importante no solo 


definir el recurso necesario para el análisis y revisión de los registros (alcance 


del actual estudio), sino también el recurso necesario para realizar el cobro y 


brindar el posterior seguimiento de los casos (tanto en vías legales), que garantice 


la adecuada gestión de los procesos, no obstante, existen vacíos que deben ser 


definidos por Gestión Humana, Financiero Contable y la Dirección Jurídica.  


 


 


V. Recomendaciones 


 


Al Consejo Superior 


 


5.1.- Como resultado del análisis efectuado se recomienda la aplicación 


de alguno de los siguientes escenarios, que se resumen a continuación (detalle 


completo de los escenarios en información relevante): 


 


Escenario 1 


 


No otorgar recurso adicional para la realización de la actividad y utilizar 


el equipo de trabajo actual con una cuota de trabajo definida, donde es importante 


considerar que no existe capacidad instalada para abordar de manera eficiente la 


revisión de los registros. 


 


Posible Resultado de la Aplicación Escenario 1,  


Iniciando revisión en octubre 2020 


Detalle A B C Total, general 


Prescrito Antes de inicio revisión 59 23 16 98 


Registros con revisión Ajustada 472 148 82 702 


Prescribe por Falta Capacidad 12 3 1 16 


Total, general 543 174 99 816 


Fuente: Elaboración Propia. 


 


Trabajando con prioridad los registros más antiguos y tipo A, al iniciar en 


octubre 2020, de los 816 registros que se tenían para trabajar, habrán prescrito 
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98, trabajando con la cuota mínima, y con una programación muy ajustada en el 


pase y traslado a cobro de los expedientes (sin holgura), se trabajarían 


aproximadamente 702 registros. 


 


Escenario 2 


 


Otorgar recurso adicional para que aborde la totalidad de los registros a 


revisar, a partir de octubre 2020, con esto, de los 816 casos que se tienen 


pendientes, se tendrían 718 registros aproximadamente para revisión, 


considerando los de mayor antigüedad y en espera de definir el criterio legal y el 


proceder para los tipos B y C. 


 


Con la medición realizada y el tiempo promedio para realizar lo indicado 


para cada registro, (104 min), se esperaría una duración total alrededor de 74672 


minutos, lo que equivale a un recurso dedicado al 100% alrededor de 7.64 a 9 


meses, tomando en consideración los procesos de capacitación o entrenamiento 


sea para los nuevos recursos como para los que sustituyen al recurso ordinario 


que realizará la labor.  


 


Se puede valorar la realización del trabajo de manera más intensificada 


dedicando 2 recursos al 100% con un estimado de duración de 3.82 a 5 meses 


para cada recurso, tomando en consideración el proceso de capacitación o 


entrenamiento, sea para los nuevos recursos como para los que sustituyen al 


recurso ordinario que realizará la labor.  


 


Costo Aproximado de los escenarios propuestos 


 


Para cada uno de los escenarios anteriores, se desglosa el posible costo de 


los recursos adicionales. 


 


Lo indicado en la tabla anterior sirve como base para determinar el posible 


costo de la aplicación de los escenarios propuestos, así como sus variantes y 


variables cualitativas, esto para considerarlo en la toma de decisiones.  


 


Costo estimado de los diversos escenarios 


 


Detalle Duración  
Coste Recurso 


(Profesional 1) 
Observación 
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Escenario 1: 


Recurso 


Propio 


                                                  -    ₡0,00 


Prescripciones próximas y 


sin holgura para 


eventuales aumentos de la 


demanda de Pensiones o 


Jubilaciones de la Unidad.  


Escenario 1: 


Horas Extra 
56 meses (18 h mensuales) ₡13 479 583,56 


Autorizando 18 h extra 


máximo por mes. 


Escenario 2: 


Plan remedial 


Completo (1 


Recurso) 


9 meses ₡19 524 000,00 


Se podrían iniciar a 


gestionar la recuperación 


de todos los registros en 


menos de 9 meses.  


Escenario 2: 


Plan Remedial 


Completo (2 


Recursos) 


10 meses (5 por colaborador) ₡21 693 333,33 


Se podría gestionar el 


cobro de todos los casos 


en menos de 5 meses.  


 


Los costos estimados anteriormente no consideran el mobiliario el cual 


asciende a ¢1.184.510,07 por colaborador (Computadora, Estación de servicio 


con aditamento para mouse, Silla giratoria secretarial, además se debe considerar 


las limitaciones de espacio que tiene la Unidad y el respeto a las normas de 


distanciamiento por la pandemia.  


 


Salvo mejor criterio, considerando las limitantes presupuestarias, 


esta Dirección recomienda la aprobación del escenario 2, plan remedial por 


9 meses con la asignación de al menos un recurso adicional (Profesional 1) 


dedicado al 100% a la revisión y el cálculo de todos los registros pendientes 


de revisión, que si bien significa una erogación presupuestaria adicional, no 


es comparable respecto al costo a nivel institucional que se puede generar de 


no recuperar las sumas pagadas de más o en el caso de que se materialice la 


prescripción de los asuntos, como ya se está presentando. 


 


Para disponer del recurso adicional, se proponen algunas 


alternativas en las recomendaciones 5.3 y 5.4. 


 


5.2.- Establecer a los responsables de definir el proceder para el recalculo 


de las sumas pagadas de más para los casos indicados como tipo B y C, sobre los 


que no se tiene definido el cómo recalcular o cobrar el monto de jubilación o 


pensión, en total son 273 casos que representan el 33.45% de los casos a revisar.  
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A la Dirección de Gestión Humana, Departamento Financiero 


Contable, la Dirección Jurídica y los Directivos del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial. 


 


5.3. A la Dirección de Gestión Humana, se le recomienda, realizar un 


análisis de los recursos asignados a lo interno de los Subprocesos que la 


conforman para una posible redistribución y asignarlo en la Unidad de 


Jubilaciones y Pensiones, tomando en cuenta que, a manera de ejemplo, se ha 


realizado una reducción en el presupuesto para Capacitaciones (tanto en lo que 


resta del presente como el próximo año), que podrían generar una subutilización 


del recurso profesional. Al realizarse una valoración en la carga de trabajo de 


esas otras áreas internas de la Dirección, podría redistribuirse por el tiempo 


recomendado en el escenario 2 el personal profesional que coadyuve con el plan 


remedial. Esto por el impacto que genera la realización de la tarea a desarrollar. 


 


5.4. A la Dirección de Gestión Humana y a la Junta Directiva del 


Fondo de Jubilaciones, se le sugiere que en caso de no ser factible la asignación 


del recurso sugerido en la recomendación anterior, se valore a través de la 


metodología de proyectos (de existir el contenido económico necesario), 


implementar la solicitud ante el órgano decisor para asignar por 9 meses un 


permiso con goce de salario y sustitución. Es viable también sugerir, que, de no 


poder asignarse las dos anteriores acciones, se haga del conocimiento de los 


Directivos del Fondo de Jubilaciones el presente informe para que se tomen las 


acciones pertinentes. 


 


5.5. A la Dirección Jurídica y coordinación con la Dirección de 


Gestión Humana: Revisar y definir si existe la posibilidad legal de proceder al 


cobro de las sumas giradas de más a jubilados y jubiladas ya fallecidos, casos de 


pensionados y beneficios en estado excluido o suspendido. 


 


5.6. Al Departamento Financiero Contable en coordinación con la 


Dirección de Gestión Humana y Dirección Jurídica: Definir los 


requerimientos, formato y machote del expediente o resolución para iniciar el 


procedimiento administrativo o de lesividad que corresponda aplicar en estos 


casos.  


 


5.7. A los Directivos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, el 


Departamento Financiero Contable y la Dirección Jurídica: Determinar el 


procedimiento, requerimientos y responsables del proceso, que garantice la 
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efectiva recuperación de las sumas pagadas de más por jubilación y pensión, por 


la incorrecta aplicación del transitorio III de la Ley 7302. 


 


5.8. Una vez que se disponga del acuerdo que permita tener claro el 


escenario avalado y la disposición del recurso, esta Dirección por medio del 


Subproceso de Evaluación dará un seguimiento de las recomendaciones y 


brindará en caso de requerirse un acompañamiento en la implementación del Plan 


Remedial, y la rendición de cuentas que brinde cada mes la Unidad de 


Jubilaciones y Pensiones. 


 


ANEXOS 


 


Anexo  Detalle Documento 


Adjunto 


1 Acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la 


sesión 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, inserto oficio 


número PJ-DGH-AP-2436-AP-2019 


… 


2 Correo con lista de beneficios depurados al 16 de marzo de 2020 … 


3 Herramienta Lista de Actividades Depuradas: 


- Asistente Administrativo 2 


- Técnico Administrativo 2 


- Profesional 1 


- Coordinador de Unidad 2 


 


… 


4 Estudio Actuarial Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial con corte al 31 diciembre de 2019 


… 


5 Minuta de Reunión 03 de marzo de 2020  … 


6 Oficio respuesta por parte de la Dirección de Gestión Humana, PJ-


DGH-AP-4214-2020  


… 


 


(…).” 


-0- 


 


Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe Nº 32-PLA-IO-2021 de la Dirección de 


Planificación, relacionado con el “Estudio sobre la Capacidad Instalada, definición de cuota de 


trabajo y atención de casos en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones”. 2.) Aprobar el escenario 


propuesto número 2: Plan remedial Completo (1 Recurso), recomendado así por el ente técnico. 


Dicho recurso estará dedicado al 100% a la revisión y el cálculo de todos los registros pendientes 


de revisión. Siendo que la erogación presupuestaria adicional, no es comparable respecto al costo 


a nivel institucional que se puede generar de no recuperar las sumas pagadas de más o en el caso 
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de que se materialice la prescripción de los asuntos. Para disponer del recurso adicional, se deberá 


proceder conforme lo indicado en las recomendaciones 5.3 y 5.4. 3.) Comunicar este acuerdo a las 


oficinas requeridas, para que a la brevedad implementen las recomendaciones propuestas. 4.) 


Indicar a la Dirección de Gestión Humana que deberá priorizar la inclusión de los dos recursos a 


la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en la próxima solicitud de permisos, con el fin de reforzar 


esa sección para la labor encomendada. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


 


La Dirección de Planificación tomará nota para los fines correspondientes. Se declara 


acuerdo firme.” 


 


Atentamente,  


 


 


 


 


Vanessa Fernández Salas  


Prosecretaria General interina 


Secretaría General de la Corte 


 


Cc:  


  Dirección de Gestión Humana 


  Dirección jurídica  


  Departamento Financiero Contable  


  Unidad de Jubilaciones y Pensiones 


  Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


Diligencias / Refs: (3248-2013, 463-2021, 1220-2021) 


ediazo 
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1807-DTI-2020

San José, 15 de setiembre 2020

Señores

Integrantes

Comité Gerencial Informática



 Estimados(as) Señores(as):

En atención a la solicitud enviada por la señora Ana Lucrecia Ruiz, Secretaria de la Junta Administradora de Pensiones, mediante correo electrónico con fecha 10 de setiembre del 2020 donde indica que se requieren algunas mejoras en el contenido de la página web así como la creación de una nueva sección llamada “Preguntas Frecuentes”, no obstante, según lo establecido en el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, específicamente en la Cláusula Tercera: Apoyo del Poder Judicial referente a servicios de Tecnología de la Información, se indica: 

“En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso. Sin embargo, si se requiere de mejoras o migración a nuevas plataformas el financiamiento de estos cambios deberá ser suplido por la Junta Administradora del Fondo, y previa aprobación del Consejo Superior, como autoridad encargada de la política administrativa del Poder Judicial, según lo regula la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se deberá valorar la disponibilidad del recurso humano de la Dirección de Tecnología de la Información”.

Dicha solicitud de incorporación de la sección llamada “Preguntas Frecuentes” en el sitio web, no formaba parte del paquete inicial de ajustes aprobados, por lo que se solicita al Comité Gerencial de Informática autorización para realizar la nueva sección solicitada en el sitio web del Fondo de Pensiones del Poder Judicial. 

Es importante mencionar que, para la atención de esta mejora se requiere la asignación de 1 recurso a medio tiempo, durante la primera semana del mes de octubre sin considerar el tiempo de revisión por parte de los usuarios. Esto impactará levemente la continuidad de las mejoras en la accesibilidad de los sitios web de Gestión Humana.





 Atentamente,



		Lic. Orlando Castrillo Vargas

Sub Director Tecnología de Información
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2031-DTI-2020

19 de octubre 2020

Señores

Integrantes

Comité Gerencial Informática



 Estimados(as) Señores(as):

El pasado 17 de setiembre del 2020, se recibió un correo electrónico del señor Fabián Salas Fernández Jefe a.i del Proceso de Inversiones de Financiero Contable del Poder Judicial donde solicita: “…la atención y colaboración que nos puedan brindar, a la brevedad que les sea posible, con estos requerimientos (detallados en el correo infra), con el objetivo de poder realizar el registro correcto de las operaciones de CANJE y adicionalmente no haya inconvenientes con el traslado oportuno de los archivos a la Superintendencia de Pensiones”. Los requerimientos en mención hacían referencia a mejoras en el Sistema de Inversiones y por la urgencia indicada fueron atendidas de inmediato por el equipo de la Unidad de Sistemas de Administrativos del Subproceso de Sistemas Administrativos de la DTI para lograr el envío correcto de los archivos contables a la SUPEN. 

 	Es importante mencionar que, para la atención de estas mejoras se utilizaron 81 horas de un recurso a tiempo completo, esto impactó la continuidad de atención de las mejoras en el Sistema de Reclutamiento de la Dirección de Gestión Humana y del Sistema de Reparación de Vehículos del Departamento de Proveeduría.

La instalación en producción se realizó mediante una solicitud de emergencia al ECAB de la DTI el día 6 de octubre del 2020 y con ello se logró el envío a tiempo y correcto de los archivos contables a SUPEN el día 7 de octubre del 2020.

Según lo establecido en el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, específicamente en la Cláusula Tercera: Apoyo del Poder Judicial referente a servicios de Tecnología de la Información, se indica: 

“En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso…”.

Por lo anterior, hacemos del conocimiento de las tareas realizadas por el equipo técnico de la DTI y solicitar su aprobación por el accionar debido a la urgencia planteada y para no atrasar los procesos ante la SUPEN.



 Atentamente,



		Lic. Orlando Castrillo Vargas

Sub Director Tecnología de Información
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  304-DTI-2021

San José, 10 de febrero 2021





Señores y señoras

Consejo Superior

Poder Judicial

 

Estimados señores y estimadas señoras

 

En atención al oficio N° 720-2021 del Consejo Superior en el que se analiza el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo VI, referente a la atención de requerimientos para los sistemas de ese Fondo por parte de la DTIC, me permito indicar que esta Dirección ha continuado atendiendo dichos requerimientos conforme lo establece el convenio según su cláusula N° 3 que en lo que interesa literalmente dice:

En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso. Sin embargo, si se requiere de mejoras o migración a nuevas plataformas el financiamiento de estos cambios deberá ser suplido por la Junta Administradora del Fondo, y previa aprobación del Consejo Superior, como autoridad encargada de la política administrativa del Poder Judicial, según lo regula la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se deberá valorar la disponibilidad del recurso humano de la Dirección de Tecnología de Ia Información.

Adicionalmente, mediante oficio 39-2021 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con fecha del 15 de enero del 2021 se indica lo siguiente al Comité Gerencial de Tecnologías de Información:

1) Tener por conocido el oficio N° 0485-PI-2020 del 18 de diciembre de 2020, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso de Inversiones, mediante el que hacen de conocimiento de la Junta Administradora, que para dar cumplimiento a la solicitud de la Superitendencia de Pensiones, es requerido el apoyo por parte de la Dirección de Tecnología de la Información del Poder Judicial, para efectos de realizar las mejoras en el Sistema de Inversiones (SCI) y el Sistema Contable. Asimismo, informó del plazo requerido para poder realizar las mejoras sugeridas, esto a fin de cumplir con la reglamentación de SUPEN y evitar las posibles sanciones administrativas y económicas para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de lo cual esta Junta se había pronunciado en sesión N° 41-2020 celebrada el 14 de diciembre del 2020, artículo VII. 2) De conformidad con el convenio interinstitucional suscrito entre la Corte Suprema de Justicia y esta Junta Administradora, solicitar al Comité Gerencial de la Dirección de Tecnología de la Información el apoyo para realizar las mejoras remitidas en el GIS RF-962123-3-94230 en los sistemas indicados por el Macroproceso Financiero Contable con el fin de cumplir con la reglamentación de SUPEN y evitar las posibles sanciones administrativas y económicas para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Al respecto, es importante informar que a la fecha la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones ha remitido a la Dirección de Tecnología de Información más de 57 solicitudes de mejoras en los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones correspondientes al Sistema de Inversiones, Sistema Contable del Poder Judicial y Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (Cálculo y pagos de beneficios de Jubilados y Pensionados), las cuales se detallan en el Anexo1. En la mayor parte de estos requerimientos no está identificado el alcance y los tiempos que tardaría la Dirección de Tecnología de Información en el desarrollo, pruebas e implementación de estas, dado que se requiere un análisis detallado de cada uno de los requerimientos por parte de las áreas usuarias.

Dada la limitación de recurso humano para la atención de lo requerido por todos los sistemas de la institución, se ha determinado que no se tiene capacidad para atender todos los pendientes por lo que se ha solicitado a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones su priorización con el fin de atender lo más urgente primero. Se ha sugerido además a dicha Junta considerar la posibilidad de contratar personal en tecnología que pueda colaborar con la atención de sus requerimientos. 

Cabe indicar que para poder destinar más recurso humano a la atención de las necesidades de Fondo se deberá dejar de atender requerimientos de otros sistemas que también están catalogados como urgentes por lo que estos cambios tendrían que ser aprobados por la Comisión Gerencial de Tecnología y el Consejo Superior. 

Es importante también que ese honorable Consejo tenga conocimiento que la Dirección de Tecnología de Información recibe en el Subproceso de Sistemas Administrativos y en el Subproceso de Sistemas Jurisdiccionales alrededor de 8278 solicitudes de trabajo por año, que son tramitados desde las diferentes oficinas del Poder Judicial con el objetivo de aplicar mejoras y actualizaciones en los sistemas institucionales, de los cuales durante el 2020 fue posible atender 7057 solicitudes de trabajo, por lo que queda pendiente de atender un total de 1221 solicitudes, las cuales se estarían arrastrando  para el 2021, es decir se tiene pendiente de atender un 15% de las tareas que se solicitaron desde distintas oficinas, sin considerar las tareas que son obligatorias de atender por esta Dirección como es el caso de recomendaciones de auditoría, obsolescencia y sostenibilidad de los sistemas por lo que la situación resulta compleja de resolver a la luz de las limitaciones de recursos humanos y económicos a los que se enfrenta la institución. 

En cuanto a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el Subproceso de Sistemas Administrativos durante el 2020 recibió un total de 347 solicitudes de trabajo de las cuales atendió un total de 292, todas relacionadas con la sostenibilidad del sistema, quedando pendiente 55 solicitudes de trabajo, relacionadas en su mayoría con mejoras en los sistemas.

Esta situación se repite año con año y dada la limitación de recurso humano tiende a agravarse por lo que resulta preocupante la cantidad de requerimientos que se catalogan como máxima prioridad o que adquieren esta condición debido al tiempo que han pasado sin atenderse. Resulta necesaria por tanto la priorización del trabajo por parte de la Administración Superior y que se tenga conocimiento de la situación.

En línea con lo indicado la Dirección de Tecnología debe por tanto buscar la forma de atender lo más urgente y crítico, no solo en los sistemas del Fondo sino en todos los sistemas de la institución, para lo cual se reitera el compromiso de hacer el mejor esfuerzo y mantener informada a la Administración Superior para que se puedan tomar decisiones acordes a la estrategia institucional. 

Por último, con el fin de propiciar un mejor entendimiento de esta realidad, se les solicita una audiencia que le permita a esta Dirección explicar con detalle la situación y se tomen las mejores decisiones tanto para el Fondo como para el Poder Judicial.

Se adjunta anexo con el estado de las solicitudes recibidas.

Sin más por el momento me despido, 



 

Mba. Kattia Morales Navarro

Directora,

Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones



 c.c. Comité Gerencial de Tecnología del Poder Judicial

        Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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Anexo #1. Nuevos requerimientos solicitados a la Dirección de Tecnología en los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones:

		Solicitud

		Oficios relacionados

		Estado

		Estimación  aproximada en días

		Prioridad (Alta, Media, Baja)

		



		Mejoras solicitadas al Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		



		1. GIS #280196 registrado el 21/10/2019 por Financiero Contable: Se requiere Mejora al SIGA Fondo para la Integración con el Sistema Contable, correspondiente a ajustes de Aportes del Fondo de Jubilaciones incluidos en las liquidaciones correspondientes a los códigos de deducción 83000 y 800005

		 

		Suspendido.

En su momento se suspendió en espera de lo que se definiría en el Convenio, por el momento se mantiene suspendido porque el usuario no ha elevado la solicitud a la Comisión Gerencial de TI.

		2,5

		Baja

		



		2. GIS #194169 registrado el 19/12/2019 por Financiero Contable: Boleta 1033-TI-2019: cuando una solicitud de traslado de cuotas por RTSFPJ, pase a estado “Anulado” se le desasocien los estudios de Reconocimiento de Tiempo Servido.

		 

		Suspendido.

En su momento se suspendió en espera de lo que se definiría en el Convenio, por el momento se mantiene suspendido porque el usuario no ha elevado la solicitud a la Comisión Gerencial de TI.

		2,5

		Media

		



		3. GIS #18583 registrado el 18/05/2020 por la Undiad de Deducciones de Gestión Humana: atendiendo la consulta de la señora Tatiana de la SUPEN, se requiere un reporte donde se puedan visualizar los afiliados por mes, con la condición de los afiliados (ya sea interinos o propietarios), en este caso se quiere el mes de abril, ya que indican en la SUPEN que existen 409 afiliados menos que los reportados en marzo, por lo que se debe justificar.

		 

		Suspendido

Para la aclarar la duda de SUPEN se brindó la información de los afiliados que no estaban para el mes indicado, pero el desarrollo de un reporte está suspendido porque el usuario no ha elevado la solicitud a la Comisión Gerencial de TI.

		2,5

		Alta

		



		4. Vía correo electrónico el día 20 de febrero del 2020 la Lcda. Ingrid Moya Aguilar, consulta sobre cómo agregar el estado “Aprobación por Junta Administradora FJPPJ” e inactivar la aprobación del Consejo Superior

		 

		Suspendido

Se realizó una reunión con miembros de la Junta y Gestión Humana para definir las funcionalidades que requerirían ajustes, además se realizó una estimación por parte de DTI sobre el tiempo que conllevaría atender esto y se está preparando un oficio para responder qué se dejaría de atender e informando que deben enviar la solicitud a la Comisión General de TI.

		60

		Media

		



		5. En jubilaciones, que en la pantalla Ley a aplicar se tenga una opción que le permita escoger a la persona que confecciona el cálculo de la jubilación, si el mismo se corresponde con la Ley 7333 o con la Ley 9544, ya que actualmente solamente se visualiza la ley 7333.

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		61,5

		Alta

		



		6. Que se modifique la calculadora de manera que esta incluya los parámetros tanto de la Ley 7333 como de la Ley 9544, esto para jubilación como para separaciones por incapacidad absoluta y permanente. Lo anterior implica establecer el monto de jubilación con los mejores 24 salarios o con 240 salarios indexados tal y como lo establece la ley 9544. También se deben corregir los parámetros que permiten establecer el porcentaje del beneficio sobre la edad o el tiempo de servicio ya que son diferentes entre leyes. 

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		25

		Alta

		



		7. Que se pueda modificar la fecha de rige de las pensiones y acrecimientos, fecha del acuerdo y porcentaje en la aprobación final.

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		4,5

		Alta

		



		8. En el cálculo de pensiones, que en la pantalla porcentajes para el cálculo del beneficio, en la parte donde dice porcentaje de beneficio el sistema indique 80% ya que actualmente el sistema indica 100% y 66,66%, que eran los parámetros de la Ley 7333, sin embargo, con la entrada en vigencia de la ley 9544 a partir del 22 de mayo del 2018 estos parámetros variaron y todas las pensiones se calculan utilizando como parámetro el 80%.

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		49

		Alta

		



		9. En la parte de reajustes se incluya en el combo de tipos de reajustes uno se llame OTROS, que permita incluir montos no solo porcentaje, ya que actualmente cuando se debe incluir un reajuste por pago de algún componente u horas extra se debe escoger el concepto COSTO DE VIDA ya que los demás solamente permiten incluir porcentajes. 

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		0

		No procede

		



		10. Ver la posibilidad de que en la parte de Tiempo servido se adjunten documento que respalden el estudio. 

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		6

		Media

		



		11. Que las casillas tanto del cálculo de jubilación como de pensión donde se visualizan las fechas sean más amplias ya que actualmente no se visualizan completas.

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.” 

		1

		Alta

		



		12. A nivel de la pantalla de aprobación, se requiere que en la pantalla de aprobación final para tramites de jubilaciones y pensiones, se incluya dentro del combo la opción “Junta Administradora del Fondo”, esto por cuanto la opción actual solo registra “Consejo Superior” y con la entrada en vigencia de la Ley 9544, esta aprobación es competencia de la Junta Administradora.

		 

		Suspendido. Solicitado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de Gestión Humana.

Solicitud relacionada con los cambios que se proponían con el proyecto “Migración del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual detuvo su marcha en razón de que el Consejo Superior en la sesión 101-2018, artículo XCIV, dispuso:

“Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con las mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

		0

		Media

		



		13. En la pantalla de Mantenimiento de Reconocimiento de Tiempo Servido, se necesita la mejora específicamente, en el detalle de salarios, ya que se requiere contar con un procedimiento (ya existente en otra pantalla) que permita indexar los reconocimientos de Tiempo Servido para mejorar el tiempo del registro.

		 

		Suspendido. El subproceso de Administración Salarial de Gestión Humana lo informa a la Junta Administradora del Fondo, mediante el oficio PJ-DGH-SAS-2165-2020 con fecha 22 de mayo del 2020.

		6

		Media

		



		14. APROBACION FINAL Tiempo Servido:

Es en este módulo específicamente es donde se visualizan la mayor cantidad de ajustes para nuestro proceso como tal, puesto que es necesario contar con una nueva aprobación en estado actual: Aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en virtud de que ahora los reconocimientos para efectos de jubilación son aprobados por ese Órgano.

		 

		Suspendido. El subproceso de Administración Salarial de Gestión Humana lo informa a la Junta Administradora del Fondo, mediante el oficio PJ-DGH-SAS-2165-2020 con fecha 22 de mayo del 2020.

		12,5

		Media

		



		15. APROBACION FINAL Tiempo Servido:

Si en el estado actual se selecciona la opción de Aprobado por el Consejo Superior, al ingresar a la pantalla Información del Reconocimiento, no exista nada relacionado al monto a reintegrar como tal, ya que esta información solo se debe visualizar en la pantalla, en caso que el estado actual sea Aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		 

		Suspendido. El subproceso de Administración Salarial de Gestión Humana lo informa a la Junta Administradora del Fondo, mediante el oficio PJ-DGH-SAS-2165-2020 con fecha 22 de mayo del 2020.

		2,6

		Media

		



		16. APROBACION FINAL Tiempo Servido:

Una vez que se ingresa a la sesión de aprobación por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el profesional encargado por parte de FICO, tenga en su pantalla un espacio para registrar la fecha a partir de cuando se inicia con el rebajo a la persona servidora, así como también un espacio para ingresar la fecha final de rebajo, puesto que, si eventualmente se dejara sin efecto el reintegro al Fondo, se pueda determinar la proporcionalidad del monto reintegrado con respecto al tiempo servido.

Esta pantalla a su vez, deberá contar con alguna opción para seleccionar el estado en el que se encuentra el monto a reintegrar (Activo, Finalizado, Cesado) donde se pueda Cesar el rebajo a partir de la Aprobación de la Junta si alguna persona así lo solicitara.

		 

		Suspendido. El subproceso de Administración Salarial de Gestión Humana lo informa a la Junta Administradora del Fondo, mediante el oficio PJ-DGH-SAS-2165-2020 con fecha 22 de mayo del 2020.

		6

		Baja

		



		17. RESULTADO PARA LA SECRETARIA:

En esta pantalla se requieren ajustes, por cuanto está diseñada según se realizaban los informes antes de la modificación al artículo 231 a la Ley Orgánica, además que se deberá contar con directrices claras con relación al RTS solo para efecto de anualidades, ya que esto vendría a modificar el reporte que se genera al día de hoy, asimismo en caso de que el estudio se realice únicamente para efecto de jubilación, deberá contener otra información de interés para la Junta Administradora del Fondo.

		 

		Suspendido. El subproceso de Administración Salarial de Gestión Humana lo informa a la Junta Administradora del Fondo, mediante el oficio PJ-DGH-SAS-2165-2020 con fecha 22 de mayo del 2020.

		2,5

		Media

		



		18.Mejora a reporte del SIGA FONDO "Información Contable" monto en cuenta bancaria a mostrar. Se registró en el Azure en Contabilidad con el elemento 191062 por FICO el 25/06/2020.

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
No tiene GIS

		6

		Baja

		



		19.Integración Sistema de Gestión Humana y el SIGA Fondo para la carga de los aportes (recomendación de la Auditoría externa)

		931-2020

		Suspendido. Se había pedido a la Junta que conversaran al respecto con gestión humana porque en una reunión de años anteriores, habían dicho de parte de Gestión Humana que esto no era posible

		0

		Baja

		



		20. Solicitud de mejora N° 65-TE-2021 Proceso generación de planilla aguinaldo

		65-TE-2021 

		Suspendido, a la espera de la aprobación de la Comisión Gerencial de TI.

		2,5

		Baja

		



		21. Solicitud de mejora N° 67-TE-2021 Modificación período Reporte renta anual

		67-TE-2021 

		Suspendido, a la espera de la aprobación de la Comisión Gerencial de TI.

		1

		Media

		



		22. Solicitud de Cambio N° 4 Modificación cálculo contribución solidaria II Q

		92-TE-2021

		Suspendido, a la espera de la aprobación de la Comisión Gerencial de TI.

		1

		Alta

		



		23. MATRIZ DE SEGUIMIENTO A CARTAS DE GERENCIA ANTERIORES CG 2018
HALLAZGO 01: OPORTUNIDADES DE MEJORA IDENTIFICADAS EN LOS SISTEMAS DEL FPJ.Los sistemas sólo deben permitir la existencia de una sesión de usuario a la vez. Valorar que cuentas de usuario no requieren tener múltiples sesiones abiertas y restringirlas a una sola.

		 

		Suspendido, se debe valorar el impacto del cambio

		 

		Media

		



		24. Mejora para manejar el tipo de periodo aplica y el tipo de periodo pago para el Salario escolar, de forma tal que el sistema guarde los registros con tipo "Salario escolar" pero pueda interpretar que para los archivos de SUPEN debe crearse con tipo "Quincenal".

		 

		Suspendido, se va a realizar una verificación técnica para verlo con el usuario, se les informó vía correo electrónico la necesidad de plantear esta mejora porque genera scripts que afectan hasta 43 mil registros.

		 

		Media

		



		25. GIS #8130 registrado el 13/04/2020 por Financiero Contable: Mejora a reporte " Asocie de Movimiento bancario a los traslados de fondos por periodo y estado" FJPPJ.

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.

El usuario no lo ha remitido aun a la Comisión Gerencial de TI.

		6

		Media

		



		26. GIS #6072 registrado el 20/04/2020 por Financiero Contable: Mejora reporte "Auxiliares automáticos" módulo de contabilidad FJPPJ.

		 

		Suspendido.

El usuario no lo ha remitido aun a la Comisión Gerencial de TI.

		0

		Baja

		



		27. G8IS #328810 registrado el 14-02-2020 por Financiero Contable: Elemento de trabajo pendiente del producto 105983: Otros docs-Errores Bancarios registro 3016 SJOAPL31

		 

		Suspendido

		0

		Baja

		



		28. Elemento de trabajo pendiente del producto 157980: Integración con el SCI - Asiento de Vencimientos/ Principales vencidos en fin de semana

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido

Reportado en el 2019 No tiene GIS

		25

		Baja

		



		29. Elemento de trabajo pendiente del producto 158324: Integración con el Sistema de Cartera de Inversiones (SCI), para el registro de la Amortización del Principal.

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido

No tiene GIS. El escenario no se ha presentado. Depende de un tipo de inversión. Requiere mayor análisis por parte de FICO.

		25

		Baja

		



		30. GIS #305022 registrado el 23/12/2019 por Financiero Contable:  Elemento de trabajo pendiente del producto 103833: Mejora: Procesos de Libros- Tipo de Proceso- Revaloración de Cuentas

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido

		12,5

		Baja

		



		31. GIS #192962 registrado el 07-03-2019 por Financiero Contable: Elemento de trabajo pendiente del producto 117047: Mejora: reporte "Resumen de asientos por tipo y Subtipo de asiento y rango de fechas"

		 

		Suspendido

Podría presentarse en otras áreas. Se planteó por un caso en el FJPPJ.

		12,5

		Media

		



		Mejoras solicitadas al Sistema Contable del Poder Judicial 

		



		32. GIS #305018 registrado el 23-12-2019 por Financiero Contable: Elemento de trabajo pendiente del producto 141573: Interfaces agrupaciones adicionales para el asiento de Liquidaciones deducción 900304

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido

		25

		Baja

		



		33. GIS #280099 registrado el 21-10-2019 por Financiero Contable: Elemento de trabajo 154639: Mejora: PARCA (grabar liquidaciones) Modificación Interface auxiliar para el asiento de Liquidaciones deducción 83000 y 800005. Boleta 443-2019

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.

		12,5

		Baja

		



		34. GIS #31160 registrado por FICO el 25/06/2020 Elemento de trabajo#191009: Mejora a Reporte de Balances y analítico  generado de forma acumulada antes de cierre FJPPJ. Boleta 0138-2020

		931-2020

		Suspendido.

		12,5

		Media

		



		35. Archivo de préstamos

		SP-1218-2020 
931-2020

		Suspendido.
Se está a la espera que SUPEN aclare las dudas sobre el archivo. El último correo que tenemos al respecto indican:

From: Luis Abarca Padilla <labarcap@Poder-Judicial.go.cr> 
Sent: viernes, 15 de enero de 2021 12:02
To: Mercedes Soto Morales <msotomor@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Juan Diego Víquez Oviedo <jviquezo@Poder-Judicial.go.cr>; Randall Fuentes Solano <rfuentes@Poder-Judicial.go.cr>; Oslean Mora Valdez <omorava@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Ovares Chavarría <movares@Poder-Judicial.go.cr>; Marcela Darce Ramírez <mdarce@Poder-Judicial.go.cr>
Subject: RE: Oficio N° 828-2020

Saludos Mercedes, efectivamente no tenemos información oficial adicional al oficio SP-1608-2020.

Según conversé con don Oslean, informalmente pareciera que darán la opción de entregar fuera del sistema de la VES, pero por ahora no tenemos nada oficial.

Estamos a la espera y por consiguiente el desarrollo del archivo continuaría detenido.

En cuanto tengamos información nueva estaríamos comunicándoles.

		61,5

		Alta

		



		36. GIS #85681 registrado por FICO el 25/09/2020 Elemento de trabajo#207556: Mejora reestructurar balance y analitico  Boleta 0200-2020

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Listo, el cambio era una necesidad en las 5 áreas que cubre  el sistema, ya se instaló en producción el cambio.

		0

		Alta-LISTO

		



		37. Sistema o módulo que ejecute los cálculos para el traslado de cuotas de FJPPJ a los diferentes regímenes (sustitución de la hoja actuarial)

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		25

		Media

		



		38. Reportería módulo de préstamos

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		8

		Baja

		



		39.Fechas de vencimiento de impuesto de renta de los reportos

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		25

		Media

		



		40. Resumen de las cuentas por cobrar a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		25

		Media

		



		41. Mejora: Ajustes integración asiento de ventas

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		25

		Media

		



		42. Contabilización de los reajustes por costo de vida en Liquidaciones de Fallecimiento del Fondo de Jubilaciones y Pensiones FJPPJ

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		25

		Media

		



		43. Mejoras en las pantallas de aprobación de registros

		931-2020. Anexo oficio 747-FC-2020.

		Suspendido.
Sin GIS

		25

		Baja

		



		44. Se debe considerar los requerimientos para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos

		39-2021

		No contamos con requerimientos, se consultó por correo y tenemos la siguiente respuesta:

From: Luis Abarca Padilla <labarcap@Poder-Judicial.go.cr> 
Sent: lunes, 18 de enero de 2021 16:07
To: Mercedes Soto Morales <msotomor@Poder-Judicial.go.cr>
Subject: RE: Oficio N° 39-2021

Saludos Mercedes, no tengo claro el tema. En teoría los cambios son en el SCI, pero del lado del SConta depende de la valoración que realicen en Inversiones.

		0

		Alta

		



		45. MATRIZ DE SEGUIMIENTO A CARTAS DE GERENCIA ANTERIORES CG 2018
HALLAZGO 01: OPORTUNIDADES DE MEJORA IDENTIFICADAS EN LOS SISTEMAS DEL FPJ.Los sistemas sólo deben permitir la existencia de una sesión de usuario a la vez. Valorar que cuentas de usuario no requieren tener múltiples sesiones abiertas y restringirlas a una sola.

		 

		Suspendido, se debe valorar el impacto del cambio

		 

		Media

		



		Mejoras solicitadas al Sistema de Inversiones



		46. Analizar las implicaciones de registro a nivel del sistema SCI en la compra de instrumentos internacionales.

		 

		Pendiente

		2 días

		Alta

		



		47. Cambio en la pantalla del SCI de compras de Fondos de Inversión, permitiendo modificar los datos ingresados (hasta tanto no estén aprobados). GIS-IM-612398-2-176419.

		 

		Pendiente

		1,5 días

		Baja

		



		48. Ajustar el proceso de firma digital en el Sistema SCI.

		 

		Pendiente

		3,5 días

		Baja

		



		49. Crear un reporte de cupones pendientes de cobro.

		 

		Pendiente

		1,5 días

		Baja

		



		50. Mejoras al módulo de compras de Fondos de Inversión, en la pantalla de Expediente de Inversión (mostrar número de resolución en el proceso de registro).

		 

		Pendiente

		1,5 días

		Baja

		



		51. Incluir al Reporte de Dividendos en Fondos Abiertos la columna de rendimientos y la columna del valor de participación origen.

		 

		Pendiente

		1,5 días

		Baja

		



		52. Ajustar el proceso de carga del vector de precios (reconocimiento fecha del SCI para vector cargado).

		 

		Pendiente

		1,5 días

		Media

		



		53. Mejorar los procesos de captura de errores en la inclusión de datos, GIS-IM-718719-2-205598

		 

		Pendiente

		3,5 días

		Media

		



		54. Cambio en la módulo de compras de bonos, pantalla boletas de operación, incluir campos: Ceval, Sub Ceval, Custodia, SubCustodia, los cuales en la actualidad se mantienen en la pantalla de deuda detalle.

		 

		Pendiente

		1,5 días

		Media

		



		55. GIS: 169643, Inclusión de restricción en fecha de compañia

		 

		Pendiente

		2 días

		Media

		



		56. Oficio 39-2021 sobre Carga de Instrumentos para el manejo de liquidez

		 

		Pendiente

		Pendiente de Estimar

		Alta

		



		57. Oficio 931-2020 Requerimientos normativos de la SUPEN

		 

		Pendiente

		Definir el alcance por parte de FICO

		Alta
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396-DTI-2021 


26 de febrero de 2021  


Señores(as) 


Integrantes 


Comité Gerencial Informática 


 


 Estimados(as) Señores(as): 


Con el fin de dar cumplimiento al nuevo orden de prelación acordado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 


37-2020 del 16 de noviembre de 2020, artículo XII, el Macroproceso Financiero Contable 


registró mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios” el caso N° 109274, la 


boleta 92-TE-2021 “Solicitud de Cambio N° 4 Modif. cálculo Contrib. Solidaria II Q (orden 


prelación)”, para que se modifique el proceso de cálculo de la deducción denominada 


Contribución Solidaria en la segunda quincena de cada mes, ya que, con el nuevo orden 


de prelación de las deducciones de ley autorizado por la Junta Administradora, al calcular 


dicha deducción el sistema deberá considerar las deducciones de ley aplicadas en la 


primera quincena del mes, excluyendo las deducciones Pensión Alimentaria y Retroactivos 


de Pensión Alimentaria. 


La solicitud mencionada, fue aprobada por Ingrid Moya Aguilar, Tesorera de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones, mediante correo electrónico el día 27 de enero 


del 2021, además el Macroproceso Financiero Contable elevó la misma a valoración del 


Comité Gerencial de Tecnología el mismo día mediante correo electrónico. 


Por  lo anterior, considerando que era un cambio urgente que se requería aplicar en 


el ambiente de producción antes de la II Quincena de febrero de 2021 se procedió a 


desarrollar el ajuste en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y se aplicó en 


producción el día 16 de febrero del 2021. Es importante señalar que este cambio en 
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particular se catalogó como simple por parte de la DTI y fue posible aplicarlo en las fechas 


solicitadas. 


Solicitud de mejora 


N° 92-TE-2021 Modificación cálculo Contribución Solidaria (II Q orden de prelación nuevo).msg
 


Atentamente, 


 


 


 


Lic. Orlando Castrillo Vargas   Lic. Karla Urtecho Madrigal 


Sub Director Tecnología de 


Información 


  Jefe a.i. del Subproceso de 


Sistemas Administrativos 
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 05 de marzo de 2021

N° 255-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio



[bookmark: _Hlk58417600][bookmark: _Hlk59027630]Señor

MBA. Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino

Departamento Financiero Contable



[bookmark: _Hlk59027630]Estimado señor:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 09-2021 celebrada el 1 de marzo de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc65245948]“ARTÍCULO IX  



Documento N°  339, 343-2021



En sesión N° 41-2020 celebrada el 14 de diciembre del 2020, artículo XVII, se tuvo por conocido el oficio N° SP-1552-2020 del 4 de diciembre del 2020, suscrito por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en el que comunicó que dicha entidad estaría desarrollando un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos el cual requiere de la inclusión de un capítulo en el “Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados”, denominado “Manejo de liquidez”. Asimismo, se hizo de conocimiento del Macroproceso Financiero Contable para que indicara a esta Junta que se necesitaba para cumplir con lo indicado por la SUPEN. Además se solicitó a la citada Superintendencia, ampliar a noviembre del 2021 el plazo para cumplir con lo indicado en el Borrador de Acuerdo Manejo de Liquidez, ya que no era posible cumplir en el plazo establecido en el borrador, en razón de que se estaba a la espera del criterio de la Procuraduría y por no contarse con el recurso humano para su puesta en funcionamiento.



La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 684-DE-2021 24 de febrero del 2021, remitió el oficio N° SP-217-2021 de fecha 19 de febrero en curso, suscrito por la señora Rocio Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones (SUPEN), que dice:

[bookmark: _Hlk65159552][bookmark: _Hlk65159552]

“La Superintendencia de Pensiones ha desarrollado un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos, con el propósito de automatizar el proceso y a la vez disponer de información que sobre este tema resulta relevante para las labores de supervisión.



Dicho sistema requiere de la inclusión de un capítulo en el Manual de Información para las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados, denominado Manejo de liquidez, para incorporar el descriptivo y los requerimientos para el suministro de los archivos de manejo de liquidez.



Posterior al periodo de consulta externa se adjunta el acuerdo de superintendente que incorpora los ajustes producto de las observaciones recibidas.



Por este medio, se les estará comunicando el procedimiento para el ambiente de pruebas del módulo de manejo de liquidez, el cual estimamos podría estar habilitado para el mes de abril.”

[bookmark: _MON_1675058704][bookmark: _MON_1675058704]





-0-



[bookmark: _Toc65245949]Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 684-DE-2021 24 de febrero del 2021, mediante el cual remitió el oficio N° SP-217-2021, suscrito por la señora Rocio Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones (SUPEN), referente al desarrollo de un sistema de información para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos, con el fin de automatizar el proceso y a la vez disponer de información que resulta relevante para las labores de supervisión. 2.) Trasladar lo indicado por la Superintendencia de Pensiones al Departamento Financiero Contable para que en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información procedan atender ese requerimiento. Se declara este acuerdo firme.”







Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Superintendencia de Pensiones (SUPEN)

Dirección de Tecnología de la Información

Diligencias / Refs: (1198-2020 / 339-2021 / 343-2021)

Stephanie A.
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Sesion del Consejo Superior N° 14-2021 celebrada el 18
de febrero del 2021, “ARTICULO XLVII

Analizada por este Consejo Superior la presente gestion, se
acordé: Trasladar a la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que coordine lo
pertinente con la Direccion de Tecnologia de la Informacion, lo
relativo a las prioridades y la estrategia de abordaje de los
requerimientos pendientes solicitados por ese érgano, en aras de
alinear los sistema a la normativa emitida por la Superintendencia
de Pensiones.”
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Sesion del Consejo Superior N° 14-2021 celebrada el 18
de febrero del 2021, “ARTICULO LXVI

Se acordd:

1.) Tener por conocidos los acuerdos adoptados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesion N° 06-
2021, celebrada el 8 de febrero de 2021, articulos 11l y XXIV.

2.) Tomando en consideracion el criterio emitido por la Procuraduria General de la Reptiblica N® C-021-2021 del 29 de enero de 2021,
se acogen las pretensiones emitidas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en consecuencia:

. a.) Remitir el presente acuerdo a la Comision de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que
replantee el enfoque de las labores que se le encomendaron, tomando en consideracion los nuevos elementos aportados en el
citado dictamen de la Procuraduria General de la Republica y lo solicitado por la Junta.

+ b.) La Direccién Ejecutiva y la Direccién de Planificaciéon deberan valorar lo correspondiente en cuanto al tema
presupuestario, referente a la metodologia para incorporar recursos econémicos de la Junta Administradora al
presupuesto del Poder Judicial, con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga
esa Junta Administradora.

3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para los fines
correspondientes.”
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 San José, 26 de abril de 2021 


 


Licenciado 


Arnoldo Hernández Solano 


Presidente 


Junta Administradora Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial 


S.  O.  


 


Asunto: Observaciones Reglamento de 


Crédito FJPPJ. 


 


Estimado señor: 


 


En atención al oficio N° SP-160-2021, suscrito por el señor Mauricio A. Soto 


Rodríguez, Director División Regímenes Colectivos y al Plan de Acción presentado 


a la Junta Administradora del FJPPJ por el MPM. Oslean Mora Valdez, de acuerdo 


con el análisis y la recomendación realizado por el Comité de Riesgos, en la sesión 


N°90-2021 del 22 de abril de 2021, se traslada para su valoración la propuesta de 


modificación del “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones 


bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de 


personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder 


Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


(artículo 240 bis, ley 9544)”, para que se han analizados y atendidos por la Junta 


Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial. 


 


Con respecto a la propuesta del Artículo N°9 Tasa de Interés, se resaltan los 


aspectos que se valoraron: 


 


1. En los instrumentos a tasa variable, el Código de Comercio, artículo N°497 


permite la tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica (BCRR) para 


operaciones en moneda nacional y la tasa prime rate para operaciones en 


dólares americanos. De manera que, la tasa que sirve para referenciar los 


créditos del FJPPJ en colones es la tasa básica pasiva del BCCR. 


2. Una tasa actuarial no puede ser referencia para una tasa de crédito por 


razones técnicas. No toma en cuenta aspectos del mercado al momento del 


otorgamiento del crédito, no es conocida y es calculada únicamente una vez 


al año. 
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3. La curva soberana no puede ser referencia para una tasa de crédito porque 


refleja lo que está hoy a los distintos plazos de un instrumento de referencia, 


entonces mañana puede ser completamente diferente. Lo que hace la curva 


soberana es mostrar las expectativas con respecto al futuro de tasas de 


interés.   


4. Además de la tasa básica, se estará considerando un margen, en el cual se 


tomarán en cuenta distintos factores, incluso la tasa actuarial que es una 


restricción muy particular de cada fondo. 


Es importante indicar que para esta propuesta se contó con las observaciones por 


parte del Comité de Inversiones y los Procesos de Riesgos e Inversiones. 


 


Atentamente,  


 


 


  
MBA. José Andrés Lizano Vargas 


Jefe Proceso de Riesgos 


CC.: 
Archivo 
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		JOSE ANDRES LIZANO VARGAS (FIRMA)










image4.png
Oficio SUPEN SP-259-2021

Esta Superintendencia recibié el oficio N° 0217-2021 del 24 de .
febrero de 2021, mediante el cual detalla cinco etapas para SUPEN e)
conformar la estructura administrativa requerida en el SP-439-
2020 del 16 de abril de 2020; sin embargo, en el oficio no se
anexa el plan de accién actualizado, conforme a lo expuesto en la
reunion efectuada el pasado martes 16 de febrero de 2021

Asimismo, se requiere el plan de accion con actividades, plazos y
responsables para atender los requerimientos de tecnologias de
informacion que le fueron comunicados mediante SP-489-2020 del
24 de abril de 2020.

Por lo anterior, se le agradece que, en un plazo maximo de quince
dias habiles posteriores al recibo de esta comunicacién, remita los —_—
planes de accién solicitados. e
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Sesion del Consejo Superior N° 118-2020 celebrada el
10 de diciembre de 2020, “ARTICULO XLIV

Analizada por el Consejo Superior la presente gestion, se
acord6: Indicar a la Direcciéon de Tecnologia de la
Informaciéon, que deberd continuar brindando Ila
colaboracién a la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de
conformidad con el convenio interinstitucional de
prestacién de servicios suscrito por la Corte Suprema de
Justicia y esa Junta Administradora.

Acuerdo comunicado el 25 de enero del 2021
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551-DTI-2021

26 de marzo del 2021



Licenciado

Gary Amador Badilla, Coordinador

Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 

Poder Judicial



Estimado señor

En atención a lo solicitado por la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se adjunta informe, en calidad de borrador, en el cual se remite propuesta de organización para proveer de servicios de Tecnología de la Información y Comunicaciones a la Junta de Jubilaciones y Pensiones a corto plazo, (tomando en consideración que las demás  direcciones continúan prestando los servicios al fondo) y mediano plazo (donde la Junta de Jubilaciones tendrá una estructura organizacional propia, misma que fue presentada en reunión de esta  Comisión.

Se queda a la orden para poder realizar una explicación verbal del mismo y para recibir observaciones para la versión final en un plazo de 5 días hábiles.



Atentamente,



Kattia Morales Navarro, Directora

Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones



 Copia

Msc. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.

MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones.
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Introducción

El presente informe se realiza  a raíz de solicitud expresa de la Comisión de traslado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual solicita una propuesta de organización para que la Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicaciones brinde los servicios necesarios a la Junta de Jubilaciones y Pensiones a corto plazo (tomando en consideración que las demás  direcciones continúan prestando los servicios al fondo) y mediano plazo (donde la Junta de Jubilaciones tendrá una estructura organizacional propia, misma que fue presentada en reunión de la comisión de traspaso del Fondo). Lo anterior tomando en consideración la respuesta de la Procuraduría General de la Republica, Dictamen N°. C-021-2021, donde se indica que la misma es un órgano más del Poder Judicial y, por tanto, la Dirección de Tecnología deberá brindar los servicios tecnológicos que requieran en la misma forma que se hace con las demás dependencias de la institución.

Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones

Poder Judicial

Para lograr lo solicitado es necesario iniciar dimensionando cuales son los servicios que brinda la Dirección de Tecnología actualmente a la Junta de Jubilaciones y Pensiones; así como a a los órganos que brindan servicio a esta, dimensionar además la plataforma tecnológica utilizada para brindar dichos servicios, realizar un inventario de los sistemas que atienden las necesidades de la Junta de Jubilaciones de Pensiones y los órganos que dan servicio a la misma,  de igual forma realizar un inventario de las mejoras y solicitudes realizadas por la Junta en estos dos años, identificando las solicitudes atendidas como las solicitudes pendientes de atender, así como el esfuerzo requerido para atender lo pendiente. Por último, proponer una estrategia de corto, mediano y largo plazo en el tema correspondiente al desarrollo tecnológico de la junta.

0



Situación actual del soporte tecnológico brindado a la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Actualmente la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones (DTIC) brinda servicios  directamente a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial, así como a  los órganos que durante la transición brindan diversos servicios a esta junta, dentro de los cuales se identifican a la Dirección de Gestión Humana, proceso de Administración de Personal en la cual se ubica la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, así como al Departamento de Financiero Contable en el cual personal del Subproceso de Egresos con su Unidad de Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como personal de la Unidad de Inversiones y Subproceso de Contabilidad atienden labores relacionadas a la administración del Fondo de Pensiones. En este momento todo el personal relacionado a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones se ubica en el Edificio de la Plaza de Justicia (Edificio del Organismo de Investigación Judicial OIJ), en el I Circuito Judicial de San José.

La Dirección de Tecnología de la Información  a raíz de la nueva estructura organizacional cuenta con dos procesos, a saber, el Proceso de Infraestructura el cual atiende todo lo relacionado con gestión del servicio y plataforma tecnológica institucional (servidores, almacenamiento, respaldos, computadoras, licenciamiento de oficina, entre otros) y el Proceso de Sistemas el cual tiene a cargo el desarrollo, mantenimiento y sostenibilidad de los sistemas, páginas WEB, apps, entre otros; utilizados dentro de la institución, así como  los servicios expuestos a las áreas externas. Ambos procesos brindan actualmente servicios al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial  así como a las Direcciones que brindan servicio a esta última.

Catálogo de servicios de TI

La Dirección de Tecnología por medio de la herramienta GIS, expone el catálogo de servicios que están disponibles a todas las dependencias del Poder judicial incluidas las áreas que brindan apoyo a la Junta de Pensiones del Poder Judicial, en la imagen adjunta se indican dichos servicios: 

[image: ]

La Junta y las áreas de apoyo no necesariamente utilizan todos los servicios mostrados en la gráfica anterior, pero dentro de las labores que realizan este es el catálogo disponible institucionalmente. Uno de los servicios más comúnmente utilizados por la Junta de Jubilaciones y Pensiones y las áreas que brindan servicios a la misma es el de “Sistemas de Información” donde se solicita la elaboración de informes, cambios y mejoras a los sistemas. Pero no solamente se brindan y se utilizan los servicios de desarrollo y mantenimiento de sistemas, sino que es importante indicar que los integrantes del fondo, así como las áreas de servicio a la misma, también realizan solicitudes, reportes de incidentes y problemas en la plataforma tecnológica asignada por el Poder Judicial.

Catálogo de sistemas

Dentro de los servicios brindados a la Junta de Jubilaciones y Pensiones y las áreas que brindan servicio a la misma, se encuentran como se indicó anteriormente los servicios relacionados con sistemas, actualmente los que apoyan directamente los procesos de gestión del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial son los siguientes:

· Sistema de Inversiones

· Sistema Contable

· Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Es de relevancia indicar que  el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tiene una integración muy compleja con el Sistema de Gestión Humana SIGA-GFH debido a que en ese sistema nace la información de los empleados del Poder Judicial, necesaria para realizar el cálculo de los beneficios de jubilación, efectuar el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones y los cálculos mensuales del impuesto de la renta correspondiente a los montos percibidos como empleado y jubilados de la institución, es por esta razón que en muchas ocasiones se deben realizar mejoras a los sistemas de GH para poder atender se forma adecuada las necesidades del Fondo y los Requerimientos de la SUPEN.

Desde que se crea la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, se han atendido mediante el convenio pactado por esta y el Poder Judicial una serie de mejoras urgentes, así como sostenibilidad y soporte de todos los sistemas mencionados.

A continuación, se presenta en detalle para cada sistema una breve descripción, así como la interoperabilidad con otros sistemas del Poder Judicial y datos que muestra la complejidad de cada uno de ellos.

		Sistema de Inversiones



		Módulos o Subsistemas utilizados

		Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.



		99 Funcionalidades

81 Reportes

		Sistemas del Poder Judicial:

Sistema Contable del Poder Judicial

Sistema de Seguridad PJ

Componente de Envío Masivo de Correos Electrónicos

Sistemas o Entidades Externas:

Banco Central de Costa Rica: Utiliza servicios en línea del BCCR.

Superintendencia de Pensiones: Generación de Archivos de inversiones.



		Sistema de Gestión Humana



		Módulos o Subsistemas utilizados

		Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.



		Subsistema de Administración de Personal

Subsistema Administración Salarial

Subsistema de Proposición Electrónica de Nombramientos

Subsistema de Reclutamiento y Selección

		Sistemas del Poder Judicial:

Sistema Contable del Poder Judicial

Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



		Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



		Módulos o Subsistemas utilizados

		Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.



		El Sistema está conformado por 300 funcionalidades, está integrado por: 

Módulos del Sistema:

Seguridad del Sistema

Parámetros Generales

Reconocimiento de Tiempo Servido

Cálculo de Jubilación

Cálculo de Pensión

Aportes

Reajustes

Gestión de Pagos

Información Personal

Exclusiones y Liquidaciones

Interfases Internas y Externas

Deducciones

Servicios disponibles en la Intranet del Poder Judicial:

Calculadora de Jubilación

Solicitud de Jubilación

Servicios disponibles en el Portal Web del Poder Judicial:

Carga de Deducciones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (utilizado por las Entidades Deductoras).

Emisión de Certificaciones del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial. (Disponible para otros regímenes de Pensiones tales como la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, Ministerio de Trabajo y Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la C.C.S.S.)

Solicitud de Pensión derivada del fallecimiento de (ex) funcionarios judiciales.

Trámite para la Solicitud de acrecimiento de pensión.

Consulta de Planilla de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial.

		Sistemas del Poder Judicial:

Sistema Contable del Poder Judicial

Sistema de Gestión Humana: Existe total dependencia de la información del Empleado para el Cálculo de Beneficios y el Reconocimiento de Tiempo Servido. Así mismo, para generar el pago de Jubilados debe estar finalizado el pago de empleados con el fin de calcular la “Renta Conjunta”  con la sumatoria de los montos pagados en GFH y el Fondo de Jubilaciones para reportarlo Ministerio de Hacienda)

Interfaces con Entidades Externas:

Tribunal Supremo de Elecciones: Utiliza servicios en línea del TSE. (Durante el primer trimestre del 2021 se hicieron ajustes en el campo “Sexo” según las disposiciones del TSE y el criterio de la Dirección Jurídica.)

Entidades Bancarias: Genera archivos de Pago para las Entidades Bancarias.

Superintendencia de Pensiones: Generación de Archivos de Aportes de Empleados, Jubilados y Pensionados para la SUPEN.

Entidades Deductoras: Recibe archivos de Carga de deducciones y genera resultados de las deducciones aplicadas.

Otros Regímenes de Pensiones:

Se tienen convenios recíprocos para certificar si una persona pertenece a otros regímenes de pensiones, tales como Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, Ministerio de Trabajo y Régimen de Invalidez Vejez y Muerte de la CCSS.

Caja Costarricense del Seguro Social:

Cruce de información con la CCSS para validar si algún jubilado y pensionado del Poder Judicial emitió aportes adicionales a esa entidad.

Ministerio de Hacienda:

El Sistema del Fondo de Jubilaciones genera un Reporte que permite al Departamento Financiero Contable reportar de forma mensual la Renta aplicada a los Jubilados y Pensionados al Ministerio de Hacienda.



		Sistema Contable del Poder Judicial



		Módulos o Subsistemas utilizados

		Interfaces con Otros Sistemas e instituciones.



		El Sistema está conformado por 154 interfaces con otros sistemas y 349 funcionalidades y reportes.

Módulos del Sistema:

Libro de Bancos

Cuentas por Cobrar

Cuentas por Pagar

Cajas

Contabilidad

Conciliaciones

Interfases Internas y Externas

Interfases SIGA-Contabilidad

Parámetros

		Sistemas del Poder Judicial:

Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sistema de Gestión Humana.

Sistema de Inversiones.

Sistema de Ejecución Presupuestaria.

Componente de Envío Masivo de Correos Electrónicos

Interfaces con Entidades Externas:

Superintendencia de Pensiones: Generación de Archivos de Saldos Contables.





Cantidad de tareas atendidas y esfuerzo en horas para la sostenibilidad de los sistemas 2020-Febrero  2021:

A continuación, se realiza un dimensionamiento de las solicitudes recibidas por el subproceso de Sistemas Administrativos, referentes a los sistemas indicados que son utilizados por la junta de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, así como del esfuerzo requerido para atender los mismos.

En cuanto a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el Subproceso de Sistemas Administrativos durante el 2020 y 2021 recibió un total de 594 solicitudes de trabajo de las cuales se han atendido un total de 537 solicitudes, todas relacionadas con la sostenibilidad del sistema y mejoras urgentes. A la fecha se tiene pendiente la atención de 57 solicitudes de trabajo (incluyendo las recibidas en el 2021), relacionadas en su mayoría con mejoras en los sistemas.

El esfuerzo en horas que ha realizado la Dirección de Tecnología de Información durante el 2020 y el primer bimestre del 2021 para brindar sostenibilidad a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones fue de 1998 horas aproximadamente, esto quiere decir que la DTI ha invertido mensualmente aproximadamente 143 horas brindando sostenibilidad a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones durante 14 meses. Es importante indicar que la DTI no tiene un solo recurso asignado al mantenimiento y desarrollo de las mejoras de los diferentes sistemas utilizados para la gestión del fondo ya que al ser varios sistemas el conocimiento se encuentra en diferentes personas, que, dependiendo de la solicitud y el sistema, se saca de su labor cotidiana y se asignan a atender la necesidad, el dimensionamiento en horas se da de la recopilación de todas las horas laboradas por los diferentes equipos.

Adicionalmente, por parte de la Dirección de Tecnología de información se han atendido solicitudes de usuarios externos a la institución, encargados de emitir certificaciones y constancias de otros Regímenes de Pensiones, se han atendido consultas tramitadas por usuarios de 48 entidades deductoras, se ha brindado apoyo durante la generación de las planillas y procesos de pagos quincenales, se ha brindado apoyo técnico para el cumplimiento de las obligaciones mensuales del Poder Judicial con la Superintendencia de Pensiones en los plazos establecidos por dicha entidad, entre otras labores.

Como se puede observar la Dirección de Tecnología con los recursos existentes y con el compromiso puesto en que el fondo de jubilaciones se gestione de la mejor forma, ha venido haciendo lo posible por prestar el servicio de desarrollo de sistemas. Sin embargo, los recursos humanos asignados son muy reducidos y las prioridades institucionales producto de la entrada en vigencia de nuevas leyes, así como de compromisos adquiridos, son cuantiosas. Producto de la nueva estructura de la Dirección de Tecnología que entró en vigencia en el 2019,  se redujo significativamente el personal asignado al subproceso de Sistemas Administrativos dado que según el informe de planificación 671-pla-2018, los proyectos se atenderían con recursos por 44, situación que se agravó cuando en el 2020 se devolvieron 5 plazas asignadas al subproceso de Sistemas Administrativos  para atender la nueva estructura, atendiendo la necesidad  de recortes presupuestarios.

Requerimientos pendientes de atender por el subproceso de Sistemas Administrativos 

A continuación, se presenta un cuadro con las mejoras pendientes de atender por el subproceso de sistemas administrativos, en el mismo se presenta un estimado del esfuerzo requerido para la realización de dichas solicitudes. Desde el establecimiento del Convenio y hasta diciembre del 2020 la Dirección de Tecnología ha recibido solicitudes de mejoras en los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones remitidas por parte de los Departamentos Financiero Contable, la Dirección de Gestión Humana y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en total se contabilizan 57 mejoras pendientes de atender, las cuales se procede a detallar:

		Sistema

		Cantidad de Requerimientos solicitados a la DTI

		Tiempo estimado 1 recurso en días



		Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		25

		267,1 días



		Sistema Contable

		20

		350,5 días



		Sistema de Inversiones

		12

		172,5 días



		Total

		57

		790,1 días





Según las estimaciones realizadas por el Subproceso de Sistemas Administrativos se requieren alrededor de 5136 horas para atender las solicitudes recibidas por la DTI y que se encuentran pendientes a la fecha. En esta estimación se analizan solamente los requerimientos a los sistemas existentes, no así las necesidades de nuevos sistemas como el de votación, administración de actas entre otros. De igual forma la necesidad de mantenimiento de los sistemas es constante y responde incluso a solicitudes de la SUPEN, por lo que es de suponer que la lista de solicitudes se vea incrementada en el tiempo.

Además de estas mejoras, se hace necesario efectuar una serie de modificaciones a los sistemas con la finalidad de independizarlos de tal forma que la Junta del Fondo los pueda gestionar conforme la normativa de la CONASSIF y la SUPEN. Para esto se requiere la inversión de 24,6 meses de trabajo adicionales, a partir de la formulación del proyecto y la orden de inicio del mismo.

Separación de los Sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los Sistemas Institucionales, conformación de un equipo de trabajo dedicado a las necesidades del Fondo de jubilaciones:

Los sistemas del Fondo de Jubilaciones tienen total dependencia de algunos sistemas instituciones del área administrativa, como parte de las mayores dependencias se tiene lo siguiente:

1. El sistema del Fondo Jubilaciones y Pensiones FJP se encuentra integrado con el Sistema de Gestión de Factor Humano SIGA-GFH y viceversa, incluso tienen dependencia a nivel de la base de datos, por lo que es necesario realizar separaciones desde ambos sistemas.

2. El sistema Contable del Poder Judicial fue creado para 4 áreas contables, por lo que su separación deberá ser analizada considerando una arquitectura de sistemas muy compleja, considerando costos de licencias muy elevados como es el uso del Microsoft BizTalk.

3. El sistema de Inversiones fue desarrollado para otras 3 áreas del Poder Judicial, por lo que debe analizarse su utilización únicamente para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

A continuación, se muestra una estimación preliminar del esfuerzo mínimo requerido para separar los sistemas institucionales de los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones: 

		Sistema

		Esfuerzo en días hábiles por parte de Subproceso de Sistemas Administrativos (un recurso a tiempo completo)

		Esfuerzo en días hábiles por parte de un equipo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (un recurso a tiempo completo)

		Observaciones



		Esfuerzo en días hábiles por parte de un equipo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones(un recurso a tiempo completo)



		112

		319

		Por parte del Subproceso de Sistemas Administrativos corresponde el desarrollo de los servicios web que se expondrían para el consumo del sistema del Fondo, para no utilizar las consultas directas a la base de datos de Gestión Humana.



		Inversiones

		17

		60

		Por parte del Subproceso de Sistemas Administrativos corresponde a la capacitación técnica del sistema



		Contabilidad

		26

		113

		Por parte del Subproceso de Sistemas Administrativos corresponde a la capacitación técnica del sistema



		Total en días Hábiles

		155

		492

		



		Total en meses

		7,75

		24,6

		





Obsolescencia de los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y la necesidad de migrarlos a una nueva arquitectura:

Durante el año 2017 la Dirección de Tecnología de Información informó a la Administración Superior las debilidades del  Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones debido a su obsolescencia y la necesidad urgente de enforcar esfuerzos para atender estas tareas, durante el año 2018 se otorgó un permiso con goce de salario para realizar las siguientes tareas:

· Se corrigieron las vulnerabilidades en el código fuente detectadas con la herramienta Veracode.

· Se realizó un nuevo diseño gráfico de los servicios del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones disponibles en internet, de manera que pueden accederse desde una computadora o un dispositivo móvil.

· Se realizó la migración de la base de datos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a SQL 2016. 

· Se migró la seguridad de las aplicaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que se encuentran disponibles en el sitio Web del Poder Judicial, lo cual es necesario para cumplir con las disposiciones establecidas en el “Lineamiento de uso de contraseñas”.

· Se realizó la migración del Sistema al Framework 4.0., dado que la plataforma tecnológica actual no cuenta con “soporte Microsoft”.

· Se ajustó el código fuente del Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de manera que permita trabajar con el Sistema Operativo Windows 10.

Los esfuerzos señalados en el punto anterior, se hicieron de forma urgente para mantener en funcionamiento el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que inició su desarrollo en el año 2007 y está instalado en el ambiente de producción desde el año 2010; sin embargo, el Consejo Superior, mediante oficio 12854-18 correspondiente a la sesión 101-18 celebrada el 20 de noviembre de 2018 indicó lo siguiente ante la solicitud realizada por la DTI sobre continuar otorgando el permiso con goce de salario durante el 2019  Se acordó: “Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con la mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”.

Por lo anterior quedaron pendientes de realizar las siguientes labores, necesarias y urgentes para continuar con la utilización del sistema:

· Realizar el análisis de la Arquitectura en la que deberá ser migrado el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

· Iniciar el análisis del rediseño de procesos para la migración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

· Iniciar la migración de la plataforma de desarrollo y el rediseño de los módulos del sistema, debido a que el sistema se desarrolló con las herramientas que actualmente se encuentran obsoletas, en total se deben migrar 300 funcionalidades.

En cuanto al Sistema de Inversiones, la última migración del sistema se realizó en el año 2013, por lo que en el corto plazo debe realizarse una actualización de la herramienta para que pueda continuar funcionando correctamente, además de analizarse las vulnerabilidades del código fuente actual.

El Sistema Contable está integrado con el Sistema de Seguridad del SIGA-PJ, el cual se encuentra obsoleto y carece de sostenibilidad, por lo que resulta urgente migrar el sistema a Seguridad-PJ que es de uso institucional.

Atención de Estudios de Auditoría

Los Sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones son supervisados por auditorías externas y la Superintendencia de Pensiones, los cuales emiten recomendaciones específicas sobre el uso de los sistemas, estas recomendaciones cuentan con plazos de atención y se da seguimiento constante sobre los avances en dichas recomendaciones, situación que demanda atención constante de los recursos técnicos para procurar el cumplimiento de los mismos. 

Durante el primer trimestre del 2021 se realizó el estudio de la auditoría externa a cargo del Despacho Carvajal y Colegiados, el cual solicitó evidencia de 18 aspectos técnicos que actualmente están en proceso de revisión para emitir recomendaciones.

Además, en la auditoría del Poder Judicial existe una auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que emitió constantes recomendaciones sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y que la institución deberá definir si continuarán auditando dichos sistemas

En total, las labores pendientes para tener a punto lo requerido por la Junta de Jubilaciones para su correcta operación, actualización e individualización de los sistemas, implica solo en personal de Tecnología el esfuerzo de 61,62 meses de trabajo de una persona a tiempo completo. 

Se estima que la migración y separación de los sistemas tardaría como mínimo 4 años considerando que se contará con el apoyo de una contratación por horas y una contraparte técnica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Catálogo de activos tecnológicos 

Como se expuso anteriormente, la DTI brinda varios servicios para la Gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dentro de los cuales se encuentran además los servicios de plataforma tecnológica, el servicio de Red, internet, VPN, entre otros. A continuación, se describe la plataforma tecnológica actual, utilizada para atender las necesidades del Fondo de jubilaciones y las áreas de apoyo; así como los principales servicios que el Proceso de infraestructura brinda a los mismos:

Equipos Servidores

En este caso los servidores se comparten con otras oficinas que utilizan los mismos sistemas, y en algunos casos por otros sistemas.

		Cantidad

		Uso

		Ambiente



		15

		Servidores físicos 

		Todos los ambientes



		2

		Servidor Virtual Aplicación

		Pruebas



		5

		Servidor Virtual Aplicación

		Producción



		3

		Servidor Virtual Aplicación

		Contingencia



		1

		Servidor Virtual Aplicación

		Desarrollo



		2

		Servidor virtual (Nube)

		Producción



		4

		Servidor virtual Bases de datos 

		Producción



		2

		Servidor virtual Reportes

		Producción



		2

		Servidor virtual Bases de datos 

		Pruebas





Plataforma de ofimática y colaboración: 

De acuerdo a la lista aportada por el señor Oslean Mora, Administrador del Fondo; el personal de la institución involucrado en las diferentes gestiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, incluidos miembros de la Junta Administradora que son personas funcionarias, se identifican 25 personas en total, cuyas suscripciones Office 365 están distribuidas de la siguiente manera:

· 21 personas con suscripción tipo E3

· 3 personas con suscripción tipo E1 

· 1 persona con suscripción tipo Exchange Online



Almacenamiento 

La infraestructura de almacenamiento que se le brinda a este servicio se encuentra distribuidos en 6 dispositivos diferentes, para garantizar el mejor desempeño y disponibilidad de la información. El tamaño total a la fecha, en datos propios para el servicio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones es de 2 TB en todos sus ambientes.

Bases de datos

· Se tiene un total de 6 bases de datos en ambiente de producción para los 3 principales sistemas (Siga_FJP, Contabilidad_PJ y SCI) con un tamaño a la fecha de 100Gb.

· De igual manera, a la fecha se recuenta 200 Gb en bases de datos destinadas para los ambientes de pruebas y contingencias para esos sistemas.

· Los sistemas principales del Fondo hacen referencia a las bases de datos de los sistemas de SeguridadPJ, Siga_GFH y la consulta del Registro Judicial.

Equipamiento de usuario final 

Actualmente la DTIC ha suministrado equipo institucional al personal relacionado con el Fondo, Inversiones y Sistema Contable, distribuyéndose de la siguiente manera:

· Macroproceso Financiero Contable: 14 computadoras portátiles y 1 computadora de escritorio, para un total de 15 equipos institucionales

· Gestión Humana: 3 computadoras portátiles y 2 computadoras de escritorio, para un total de 5 equipos institucionales

· Junta del Fondo: 5 computadoras portátiles y 1 computadoras de escritorio, para un total de 6 equipos institucionales

Redes de comunicación

En el Edificio de la Plaza de la Justicia se ofrece el servicio de la red de comunicación local, con la cual pueden interconectar su equipo de cómputo y acceder a los servicios tecnológicos de la institución. Para brindar el servicio la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones cuenta con una infraestructura de cableado y equipo de comunicación actualizado con capacidades de conectividad de 1gbps en este edificio, ha creado cuartos de comunicación exclusivos en el primer piso en área adjunta al Departamento de Financiero Contable y en tercer piso en área adjunta a la Dirección de Gestión Humana con el fin de cumplir con las buenas prácticas y asegurar el buen desempeño y continuidad del servicio de comunicación local para que las oficinas que se ubican en estos pisos,  incluyendo las que tienen funciones de administración del fondo puedan realizar sus labores.

Adicionalmente, se brinda el servicio de red inalámbrica institucional en las zonas de reunión tanto de la Dirección de Gestión Humana como en el Departamento de Financiero Contable, para el apoyo de sus sesiones, seguimientos, coordinaciones, entre otros.

En equipamiento local son aproximadamente 30 distribuidores (switches) de comunicación, además del equipo de comunicación principal del edificio donde su utilización es para todos los usuarios en el edificio y se encuentra en un esquema de alta disponibilidad.

Internet

La DTIC brinda el servicio de Internet institucional el cual apoya las labores de la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tanto en la labor diaria del personal involucrado para ejercer su firma digital, para las actividades relacionadas a las inversiones y acceso a las plataformas de la banca para los movimientos.  El servicio de Internet también permite brindar servicios a los jubilados como es la consulta del pago en línea, así como cumplir con la transparencia de la publicación de los estados del fondo entre otra información que a través de este servicio se publican en el Sitio Web, al alcance de todos los involucrados.

Este servicio utiliza una plataforma de Internet de 1Gbps de manera distribuida para un esquema de alta disponibilidad utilizado para toda la institución.

Telefonía

El personal involucrado en las actividades de la administración del Fondo cuenta con el servicio de telefonía, a través del cual realizan las coordinaciones internas en la institución y con otros entes externos en cumplimiento a sus labores.   

VPN

En apoyo a las labores en modalidad remota por el teletrabajo, la DTIC ha coordinado y ejecutado la ampliación de capacidad y actualización del procedimiento con los requerimientos para asignar el servicio de VPN, en apoyo al cumplimiento de las funciones y responsabilidades de las oficinas judiciales, siendo las unidades y subprocesos relacionados a la administración del Fondo parte de los funcionarios que lo utilizan.

Servicios de seguridad 

Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones

Poder Judicial

La DTIC ha realizado los esfuerzos en implementar soluciones de seguridad de vanguardia para asegurar la protección de vulnerabilidades y amenazas cibernéticas que puedan ocasionar interrupción o degradación de servicios o incluso la pérdida o secuestro de información crítica. Con este servicio integral compuesto por diversas soluciones desde las protecciones que incluyen la información que va y viene desde Internet, el Sitio Web, los servicios expuestos por Internet como es la consulta del pago a los jubilados y pensionados, el acceso a las redes de comunicación y acceso a la información en el centro de datos principal del Poder Judicial,  sin dejar de lado la seguridad desde cada equipo institucional con la plataforma de seguridad que incluye el antivirus.  Con este servicio se da protección a la información del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y a los servicios que brinda de manera digital.

0



Propuesta para la atención tecnológica de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Antecedentes de la propuesta

Antes de presentar la propuesta para el apoyo y desarrollo tecnológico que se debe procurar para un correcto acompañamiento a las actividades de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, resulta necesario caracterizar a ese órgano y entender la importancia que tiene.

De esta forma, según se establece en el artículo 239 de la Ley 9544, Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N˚ 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas, “Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.”

En ese mismo artículo se establecen algunas responsabilidades y atribuciones de la Junta, dentro de las que se pueden destacar el ítem g) y el h), que literalmente indican:

“g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.

h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.”

Y por último, se señala al final de dicho artículo lo siguiente:

“La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”

Como puede observarse, aunque adscrita al Poder Judicial, la naturaleza de la Junta y por ende sus objetivos, son muy específicos y no pueden englobarse dentro de los elementos estratégicos institucionales, por lo que como se verá más adelante, se requiere que el modelo de gobierno y gestión de TI se ajusten mejor a esos objetivos. 

En consecuencia, en el documento denominado “Para Plan estratégico del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 2020-2025", en la página 27, se puede encontrar los elementos del marco estratégico definidos de la siguiente forma:

“Visión: Mantener la efectividad en la solidez y solvencia logrando la estabilidad financiera a largo plazo con base en los valores y la legislación correspondiente.

Misión: Administrar los fondos provenientes de los diferentes aportes e ingresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme la legislación vigente con una rentabilidad competitiva y las mejores prácticas mitigación de riesgo.

Valores: Compromiso, Iniciativa, Responsabilidad, Excelencia, Honradez y Transparencia.”

De igual forma, puede ubicarse en esa misma página, un análisis FODA, donde para los efectos se pueden destacar tres de sus debilidades:

“DEBILIDADES:

3 - No hay una estructura administrativa dependiente de la Junta.

4 - Se está en el proceso de adaptación a la normativa de SUPEN, por lo que, no está completa. 

6 - Falta desarrollo en TI.”



Y se propone además, un diseño estratégico que se resume en la siguiente imagen:

[image: ]

Fuente: Plan estratégico del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 2020-2025, página 28

Como se observa, la propia Junta define como uno de sus ejes estratégicos el impulso que la tecnología les puede dar para cumplir con sus necesidades operativas de funcionamiento y la satisfacción de las personas jubiladas y pensionadas.

Y definen el eje estratégico en la página 29 de dicho documento, de la siguiente forma:

“Eje Estratégico Tecnológico: Desarrollar la estructura tecnológica óptima

1. Desarrollar del Plan Tecnológico.

a. Elaborar e implementar el marco de gestión tecnológica.

b. Implementar las mejoras en la página web y crear otros medios de comunicación tecnológica para atender dudas y generar accesibilidad a la información.

c. Digitalizar, incluir y unificar la información de los expedientes de las personas servidoras judiciales en sistemas informáticos para el cálculo de jubilaciones.

d. Dotar al sistema de generación de reportes para consultar el progreso en el cumplimiento de requisitos (tiempo servido, edad, históricos).”

Ahora bien, con el fin de satisfacer estas necesidades de la Junta del Fondo, ese órgano en su documento denominado “Informe propuesta de estructura administrativa determina:

“[…] dos modelos de organización denominados de Corto y Mediano plazo, enfocando el primero a una atención más inmediata de las labores vitales a ser asumidas por la Junta Administradora del FJPPJ y la segunda, en búsqueda de una estructura básica suficiente para la independencia total del Poder Judicial, situación que, en aquel momento, se veía como una posibilidad.”

En el caso de la organización de corto plazo, se propone la siguiente estructura con la consideración de que “[…] se enfoca en trasladar a control de la Junta Administradora del FJPPJ el “Core” de su negocio, manteniendo un apoyo amparado en el convenio vigente en ese momento, con la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial para aquellas actividades consideradas “accesorias” y la contratación de servicios tercerizados amparados en los contratos de proveedores externos vigentes a ese momento.”
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Fuente: Informe propuesta de estructura administrativa, Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, p. 10

Por su parte, la alternativa de mediano plazo, “[…] incluye aquellas áreas que permiten ante una eventual declaración de independiente del Poder Judicial, poder asumir el resto de las tareas vitales que garanticen el funcionamiento de un régimen de pensiones, manteniendo siempre el apoyo de servicios tercerizados con proveedores externos.”, y se representa gráficamente de la siguiente manera:
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Fuente: Informe propuesta de estructura administrativa, Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, p. 11

Por último, la Junta Administrativa en una propuesta de estructura organizacional contenida en un documento tipo presentación, con la consideración de que “Conforme a las facultades establecidas por Ley, analizado el dictamen de la Procuraduría General de la República y en consideración de los productos emitidos por la consultoría especializada contratada, se procede a presentar la propuesta de estructura propia, conforme a los elementos que a continuación se enumeran.”
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Fuente: Presentación “Propuesta de organización, Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, slide 13

De todo lo anteriormente expuesto, se desprende que la Junta Administrativa del Fondo tiene unos objetivos claramente establecidos y que son diferentes a los del Poder Judicial.  Adicionalmente, están visibilizando una estructura propia para la prestación de sus servicios y ejecución de sus procesos y también, han definido como un elemento estratégico de apoyo a estos elementos (estrategia y operación) a su desarrollo tecnológico.

Esta combinación de criterios es la que la alternativa para el desarrollo tecnológico pretende cubrir.

Construcción de una propuesta para la debida atención de las necesidades del Fondo desde la perspectiva de Infraestructura Tecnológica

Valorando la situación actual tanto del Fondo como de la DTIC se propone a continuación una hoja de ruta dividida en tres etapas, cada una de las cuales puede resolverse mediante la combinación de diversas estrategias cuya escogencia dependerá de la disponibilidad de recursos tanto de la Junta como del Poder Judicial. En particular, se proponen a continuación dos opciones para atender los requerimientos de infraestructura y se presentaran las diferentes opciones para avanzar en las tres etapas de madurez tecnológica que se proponen para la Junta en el tema de servicios de Sistemas. 

Opciones propuestas y sus consideraciones respecto a los servicios brindados por el Proceso de Infraestructura

A continuación, se presentan dos opciones y sus variaciones, las cuales podrán ser consideradas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones conforme la misma vaya obteniendo madurez en su operación y conforme los Sistemas que utiliza actualmente se puedan ir individualizando y separando los sistemas de la institución.

[image: ]

Opción #1 Infraestructura: Servicio XASS (todo como servicio)  

En el siguiente cuadro se describe una propuesta que corresponde a mantener la forma de dotación de servicios que actualmente se tiene y donde se atiende a los servicios tecnológicos dirigidos hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones:

Servicios e infraestructura que se provee en el centro de datos principal del Poder Judicial.

		Elemento

		Cantidad

		Observaciones



		Rack

		6

		Aprovisionado por la DTIC.



		Servidores físicos

		15

		Rol de hipervisor, aportados por la DTIC, donde se distribuyen los servidores virtuales y se comparte con otros de la infraestructura del Poder Judicial.



		Almacenamiento

		6

		Alojamiento de datos, aportados por la DTIC y se comparte con otros de la infraestructura del Poder Judicial.



		Solución de Respaldos

		1

		Respaldo de data y servidores aportados por la DTIC y se comparte con otros de la infraestructura del Poder Judicial.



		Licenciamiento virtualización

		31

		Aportado por la DTIC y se comparte con el utilizado por Poder Judicial.



		Licenciamiento sistema operativo

		19

		Aportado por la DTIC y se comparte con el utilizado por Poder Judicial.



		Licenciamiento motor de base de datos

		6

		Aportado por la DTIC y se comparte con el utilizado por Poder Judicial.



		Servicios de Publicación en internet

		2

		Aportado por la DTIC y se comparte contrato firmado por el Poder Judicial con empresa proveedora de servicios en nube.



		Plataforma de ofimática y colaboración

		25

		Suscripciones Office365 que son gestionadas por profesionales de la DTIC.



		Equipo de comunicación de servidores

		10

		Distribuidores (switches) de redes de almacenamiento para dar conectividad a la infraestructura de servidores.





Nota: Para este servicio tipo XAAS, se aclara que la infraestructura y recursos, no son de uso exclusivo para los sistemas del Fondo de Pensiones, es compartida con los demás sistemas institucionales.

Además de lo indicado en el cuadro anterior, tanto los equipos servidores, así como los equipos de usuario final cuentan con respectiva suite de seguridad, de igual manera se aprovisiona recursos para el resguardo y retención de datos.

Consideraciones relevantes de la propuesta:

1. La administración de la Junta del Fondo de Pensiones deberá en un corto o mediano plazo aportar subsidio económico por un mecanismo a determinar, que ayuden a dar sostenibilidad, renovar y aumentar las capacidades de la plataforma tecnológica cuando así sea necesario.

2. Para la administración de toda la infraestructura expuesta, a la fecha no será necesario contar con personal adicional en el Proceso de Infraestructura ya que la administración de toda esta plataforma es subsumida en las labores propias del Subproceso de Base Tecnologica, por lo que no se tiene personal especializado en atender la plataforma del Fondo de Jubilaciones. 

3. En cuanto a Gestión del Servicio y Subproceso de Telemática se otorgaría un tiempo de respuesta a partir de la realización del reporte a través de la herramienta de Aranda conocida como GIS, este tiempo puede cambiar según se establezcan los acuerdos de servicio que están en desarrollo por parte de la DTIC.  De requerirse tiempos menores, se puede valorar la contratación de un técnico especializado 5 que se dedique de forma exclusiva a la atención del Fondo.

4. En relación a los servicios de telecomunicaciones:  comunicación de redes locales y su integración a la red de comunicación del Poder Judicial, se continúan en las mismas condiciones, controles y lineamientos.     En un escenario donde el personal que labora en la administración del fondo se traslade a una ubicación nueva donde no existen oficinas judiciales,  se debe prever el cumplimiento en todos sus extremos de los requisitos del cableado estructurado (voz y datos)  tal cual hoy se tramitan en el alquiler de los locales para oficinas judiciales,  así como el solicitante debe prever el presupuesto para los servicios a adquirir con un proveedor de telecomunicaciones,  a saber,  enlace de comunicación y telefonía y la inversión en bienes, switches, central, teléfonos,  entre otros según sea la necesidad para implementar la red de comunicación y la telefonía.
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Opción #2 Infraestructura: Servicio de Colocación, administración de la Infraestructura y adquisición de personal técnico en tecnología para la Junta.

Para considerar esta opción, es necesario que el Proceso de Sistemas tenga aislado de los sistemas institucionales, los módulos correspondientes al Fondo de Pensiones, por lo tanto solo será posible aplicar el mismo cuando este desarrollo se realice. Dado que es necesario asignar servidores, almacenamiento, respaldo y seguridad de forma exclusiva a los sistemas del Fondo.

El entorno que se propone brindará los servicios de Colocación y Administración de la Infraestructura Tecnológica a adquirir por la Junta Administradora del Fondo.  Esto es, la Junta realiza la inversión en equipamiento tecnológico y la DTIC lo administra y le brinda colocación en el Centro de Datos Principal del Poder Judicial.

Lo anterior, corresponde a equipos de tipo servidor, almacenamiento en red, solución de respaldo, licenciamiento requerido, equipo de telecomunicación, suscripciones ofimáticas y colaborativas.

Basado en la situación actual del catálogo de activos tecnológicos, la distribución de los recursos a adquirir por la Junta Administradora del Fondo serían los siguientes:

		Elemento

		Cantidad

		Observaciones



		Servidores físicos

		5

		La base de servidores virtuales, para los ambientes de producción, desarrollo y contingencia. 



		Almacenamiento

		2

		Alojamiento de datos para todos los ambientes.



		Solución de Respaldos

		1

		Respaldo de los datos, que permitirán dar continuidad en los servicios ante un daño o error.



		Licenciamiento virtualización

		11

		2 licencias por servidor físico y 1 licencia para la administración del entorno virtualizado.



		Licenciamiento sistema operativo

		19

		Licencias de Sistema Operativa Windows Server, para los servidores virtuales que se requieran en todos los ambientes.



		Licenciamiento motor de base de datos

		6

		Licencias del Sistema Gestor de Base de Datos, para los servidores virtuales destinados para este fin en todos los ambientes.



		Plataforma de ofimática y colaboración

		25

		Suscripciones Office365.



		Publicación en internet

		2

		Servidores en nube, para publicaciones hacia usuarios externos.





Consideraciones relevantes de la propuesta:

1. La administración de la Junta del Fondo de Pensiones deberá en un corto o mediano plazo aportar subsidio económico por un mecanismo a determinar, que permitan adquirir, dar sostenibilidad, actualizar y aumentar las capacidades de la plataforma tecnológica cuando así sea necesario.



2. En cuanto a Gestión del Servicio se propone a la Junta Administradora del Fondo contratar al menos 1 persona en el puesto de Técnico Especializado 5 para que asuma el soporte técnico de los 25 integrantes del aparato Administrativo de la Junta, dicha contratación sería con fondos de la Junta y trabajaría en estrecha coordinación con la Dirección de Tecnología.

3. En esta opción se pueden aplicar variaciones, las cuales serán potestad de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y del Consejo Superior, definir el modelo a seguir, sea que la DTI continúa brindando el servicio de colocación y administración de la plataforma tecnológica que sostiene los sistemas, o bien, seleccionar alguna de las siguientes alternativas:

1. Mantener la colocación en el centro de Datos del Poder Judicial y asumir por su propia cuenta la gestión y administración de esta infraestructura y servicios, para lo cual deberá de analizar y contratar personal que asuma los siguientes roles que se deberán encargar de esa administración:



i. Rol infraestructura de servidores, almacenamiento y respaldo.

ii. Rol infraestructura de Telecomunicaciones.

iii. Rol para la implementación de las mejoras y nuevas versiones de los sistemas.

iv. Rol para la plataforma ofimática y colaboración.

v. Rol para la administración de bases de datos.



2. Asumir la Colocación en un centro de datos independiente al del Poder Judicial y la administración del mismo, donde se debe además de contratar el personal que asume los roles expuestos en el punto anterior, asumir el costo de hospedaje de los equipos en el centro de datos que se seleccione, así como el diseño y contratación de los enlaces de comunicación con este centro,

Alternativas para el desarrollo tecnológico de la Junta del Fondo

La Dirección de tecnología, luego de analizar la situación actual, valorar las necesidades pendientes para la correcta gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como su plan estratégico, propone  a continuación una estrategia de adopción de las tecnologías de forma incremental, pudiendo pasar de un modelo completamente dependiente de la Dirección de Tecnología con sistemas y plataformas tecnológicas  ligadas a las plataformas de Poder Judicial, a un modelo de autosuficiencia, según las capacidades económicas y administrativas de la misma.  Para lograr lo anterior se propone un modelo de atención y desarrollo tecnológico para la Junta que se divide en tres etapas como se muestra en próximo gráfico.
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Fuente: Elaboración propia

Cabe señalar que para garantizar el éxito de las etapas que se describirán más adelante, es necesario contar con el apoyo de las diversas áreas y así poder definir con claridad los requerimientos de los sistemas.   El apoyo debe venir de diferentes formas, pero especialmente en el involucramiento de los usuarios expertos porque de otra manera no será posible avanzar con el desarrollo de las mejoras o la calidad de los productos puede verse comprometida.  Así mismo, es necesario el apoyo de los usuarios expertos durante el proceso de pruebas y la aceptación de las mejoras desarrolladas, así como de las pruebas y aprobación de los productos migrados a nuevas tecnologías y la separación de los sistemas.

Etapa inicial

En esta etapa, se tiene una dependencia absoluta de los servicios que ofrece la Dirección de Tecnología y además, al compartir los recursos con el resto del Poder Judicial, las prioridades y tiempos de atención dependen de las capacidades que se tengan en ese momento en la Dirección, las prioridades solicitadas por la Junta de Jubilaciones y Pensiones deberán ser atendidas conforme a las capacidades del recurso humano asignado. Las decisiones sobre las prioridades de atención deben ser conciliadas a través de la Comisión Gerencial de TI como órgano asesor sobre la materia en la institución. 

Un resumen de la estructura propuesta para la atención durante esta fase inicial se puede observar en la siguiente figura:
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Fuente: Elaboración propia

Resulta de interés indicar que, durante esta fase la definición de prioridades para la atención de requisitos y de mejoras en los sistemas existentes que dan soporte a los procesos de la Junta del Fondo, seguirán la ruta de ser avaladas por la Junta Administrativa del Fondo, quienes posteriormente deberán hacer llegar esas mejoras a la Comisión Gerencial de TI para su aprobación y posterior remisión a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones.

De igual forma, se propone que los compromisos de atención se pacten entre la Junta y la Dirección de Tecnología a través de Acuerdos de nivel de servicio (SLA’s). Esta negociación de acuerdos y de niveles compromiso de atención, debe realizarse teniendo en cuenta las capacidades actuales de la DTIC y además, los impactos que tienen cuando se utilizan recursos compartidos con el resto del Poder Judicial.

Recursos requeridos

Se necesita un equipo de trabajo de 6 personas para realizar las mejoras en los sistemas de información que soportan el Fondo e ir dando forma al Marco de Gestión de TI en los términos en que lo solicita la SUPEN y la normativa aplicable.

Se propone que una de esas 6 personas, asuma, además de las actividades programadas en el cronograma de trabajo, el rol de coordinador de las labores de esa unidad, de forma tal que sea la persona responsable de dar seguimiento al avance de los objetivos planteados y servir de enlace entre la Junta Administrativa del Fondo y la Dirección de Tecnología.

Cuatro de esas personas, se dedicarán a atender las mejoras pendientes y que son urgentes del total de las 57 que se tienen reportadas a este momento y cuyo cuadro resumen se presenta a continuación:

		Sistema

		Cantidad de Requerimientos solicitados a la DTI



		Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		25



		Sistema Contable

		20



		Sistema de Inversiones

		12



		Total

		57





En caso de surgir nuevos requerimientos, deberán ser priorizados y el alcance podría variar, requiriendo una nueva planificación del esfuerzo.

Este equipo se encargaría a su vez, de construir las especificaciones técnicas y coordinar lo necesario para elaborar la documentación de las contrataciones que se ejecutarán en las etapas siguientes.  Específicamente aquellas que pretenden separar los sistemas y además migrarlos a las nuevas plataformas.

Las otras dos personas, se encargarán de estructurar los documentos de la contratación para el establecimiento del Marco de Gestión de TI para la Junta.  Además durante el 2021, estarán capacitándose y asumiendo el seguimiento y verificación de los estudios de auditoría. Y de igual forma, se encargarán de iniciar la documentación de los acuerdos de servicio que se requieren negociar entre la Junta del Fondo y la DTIC.

Alternativas para el aprovisionamiento de los recursos humanos

Opción 1: 6 Permisos con goce de salario

Esta opción consiste en brindar el servicio de desarrollo de sistemas y establecimiento del marco de gestión de TI mediante la asignación de Permisos con Goce de Salario asociados al proyecto de Mejoramiento de los Sistemas de Fondo de Jubilaciones y Pensiones mediante el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  Esta opción dependerá de la capacidad económica y la factibilidad legal de asignar recursos mediante este mecanismo.

Opción 2: 6 personas contratadas por la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Con base en el dictamen N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la República la Junta Administradora del Fondo de Pensiones en su sesión N° 06-2021 celebrada el 08 de febrero de 2021 acuerda en su Artículo III que: 

“c) La contratación de nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de empleo público como cualquier otro servidor del Poder Judicial.”

Como se observa, la Junta tiene capacidad para crear nuevos puestos y en particular se podrían crear las plazas de profesionales en tecnología que se requieren para la atención permanente de las necesidades del fondo. 

El personal contratado por la Junta en esta primera etapa, deberá destacarse a la DTIC con el fin de iniciar los procesos de traslado de conocimiento y formación que requerirán para ejercer sus labores.

En caso de que ninguna de estas dos opciones de dotación del personal sea viables o no se puedan llevar a cabo, se puede plantear la posibilidad de realizar alguna contratación en cualquiera de las siguientes dos variables:

· Contratación de servicios con fondos de la Junta Administrativa del Fondo

El pronunciamiento de la Procuraduría también faculta a la Junta a contratar servicios. 

Dada la dificultad de contar con personal adicional, se propone una opción donde el personal que en este momento atiende los sistemas del Fondo de Pensiones deje de atender la sostenibilidad de estos sistemas para pasar a fungir como contraparte de contrataciones de servicios que haría la Junta. En particular se requieren contrataciones para el tema de mantenimiento de los sistemas (mejoras, sostenibilidad, migración y separación) y para la definición del marco de gobierno en TI.

Esta opción tiene la desventaja de que el avance que se pueda dar depende de la capacidad de los recursos de la DTIC asignados a la sostenibilidad de los sistemas del Fondo para fungir como contraparte de las contrataciones. Se prevé que el avance sea mejor que lo que se puede hacer en la actualidad, pero más lento que lo que se obtendría con los escenarios #1 y #2. Existe el riesgo de no poder cumplir a tiempo con los compromisos en materia de tecnología que tiene la Junta con la SUPEN y la CONASSIF por lo que se podrían presentar multas y otras consecuencias.

· Contratación de servicios con fondos del Poder Judicial

Este último escenario corresponde a la situación actual en la que no se cuenta con recursos humanos para atender los requerimientos de la Junta y se espera contar en algún momento con recursos para poder contratar con recursos de la institución al menos las necesidades más urgentes.   Se debe valorar la factibilidad legal de esta opción.

Este proceso es sumamente lento y definitivamente las necesidades del Fondo no serían atendidas en el tiempo requerido por los órganos fiscalizadores lo que, además de representar riesgos, generaría multas a la Junta.

Estas opciones, tienen la particularidad de que los tiempos dependerán de los esfuerzos institucionales para lograr realizar las contrataciones y eso puede impactar en el avance de la realización de las actividades de programación y desarrollo de las mejoras y de la estructuración del marco de gestión de TI de la Junta.

Recursos aportados por la DTIC 

Se mantienen los servicios de Infraestructura funcionando y a disposición de la Junta del Fondo como hasta ahora se ha venido realizando y en los términos descritos en la Opción #1 Infraestructura: Servicio XASS (todo como servicio).

En esta fase, se busca que el equipo asignado a la DTIC en cualquiera de las alternativas sugeridas, específicamente el que se definió para realizar las actividades de gobierno y establecimiento del Marco de Gestión de TI, inicie su fase de capacitación, tanto de las mejores prácticas y de la normativa aplicable y específica al Fondo, como del conocimiento de los procesos, riesgos y otros elementos de la Junta.  También, deben generar durante el 2021 el cartel de contratación para el Desarrollo del Modelo de Gobierno y Gestión Tecnológico de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Este mismo equipo, será el responsable de iniciar con los procesos de control y atender, verificar y evaluar el cumplimiento de las auditorías específicas de TI del Fondo y reportarlo al Comité de Auditoría de la Junta.

En línea con esto, debe hacerse hincapié en que la SUPEN ha indicado de manera reiterada que el objeto de estudio siempre será la Junta y con el modelo propuesto, se satisface el requerimiento regulatorio.

Durante esta etapa inicial, aunque el marco regulatorio establece la responsabilidad de la Junta Administrativa de ejercer el gobierno de TI, se tiene una dependencia de las decisiones que se tomen por parte de los órganos de Dirección (Gobierno de TI) del Poder Judicial, ya que al “competir” por el uso de recursos institucionales y de las capacidades existentes en la DTIC, esas decisiones impactan a otras oficinas y proyectos del Poder Judicial.
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Fuente: Elaboración propia 

Etapa de transición

En la etapa de transición el principal objetivo es ir preparando un equipo de trabajo exclusivo para que atienda las necesidades del Fondo de Jubilaciones y pensiones, superadas las mejoras urgentes durante el 2021 se pretende que en el 2022 se inicie con el proyecto de individualización de los sistemas de forma tal que los mismos puedan se alojados en una plataforma tecnológica exclusiva para el Fondo de Pensiones  que el mantenimiento, sostenibilidad y  actualización de los mismos se puede realizar de forma independiente, por lo que durante esta fase preparan las tecnologías para la tercera etapa  de autosuficiencia.

Esto dependerá de la asignación de los recursos en cualquiera de las modalidades presentadas, e incluso, por los tiempos que demanda la contratación administrativa, se estima un traslape entre etapas que deberá ser dimensionado en su momento por el equipo asignado.



Un resumen de esta etapa se puede visualizar en la siguiente gráfica:
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Fuente: Elaboración propia 

Durante esta fase, se empieza a dar forma a una unidad propia en la Junta del Fondo que le permita ir ganando en autonomía.  Las decisiones de la Junta serán propias en cuando a los sistemas de información y la Unidad de TI se constituirá en contraparte de las contrataciones de horas de desarrollo de software para la separación de los sistemas y además para migrarlos a las nuevas tecnologías y evitar así la obsolescencia de las aplicaciones que soportan los procesos del Fondo.  De igual forma, la Unidad de TI, contará con el personal necesario para hacer frente como contraparte al proyecto de creación del Marco de Gestión de TI.

En esta fase, deben revisarse los SLA´s para ajustarlos a la nueva realidad, donde la Unidad de TI de la Junta va a ir asumiendo sus propios procesos y por ende mejorarán los tiempos de respuesta y atención de las solicitudes e incidentes.  Además, los tiempos de desarrollo de mejoras y proyectos van a estar marcados por las contrataciones que se lleven a cabo.

Recursos requeridos

Se requiere que el mismo equipo definido en la Etapa Inicial (6 personas), se mantenga para que se ocupe de culminar las mejoras de prioridad alta a los sistemas y ejecuten las contrataciones para lograr la separación de los sistemas e información propia del Fondo de la que es propiedad del Poder Judicial y la contratación del establecimiento del marco de gestión de TI.  Así como la documentación y ajustes a los acuerdos de nivel de servicio.

Se recomienda mantener la modalidad de un coordinador para esa unidad de TI específica del Fondo para que sirva de enlace entre los diferentes actores, sea la Junta Administrativa y la Dirección de Tecnología y de seguimiento contractual y al cronograma de actividades que se defina.

Adicionalmente, el equipo debe restablecer sus funciones para que funjan como contraparte técnica de las contrataciones que se establezcan para la separación de sistemas y migración a nuevas tecnologías, el soporte diario a necesidades específicas de la SUPEN en los sistemas y cualquier requerimiento urgente que salga por parte de la Junta, esto de conformidad con las prioridades que se establezcan.

Alternativas para el aprovisionamiento de los recursos

Opción 1: 6 Permisos con goce de salario

Esta opción consiste en mantener el servicio de desarrollo de sistemas y establecimiento del marco de gestión de TI mediante la continuidad de los Permisos con Goce de Salario asociados al proyecto de Mejoramiento de los Sistemas de Fondo de Jubilaciones y pensiones mediante el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  Esta opción dependerá de la capacidad económica y la factibilidad legal de asignar recursos mediante este mecanismo.

Opción 2: 6 personas contratadas por la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y PensionesLa otra opción para aprovisionar los recursos humanos al equipo de la Unidad de TI del Fondo, es basarse en el dictamen N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la República la Junta Administradora del Fondo de Pensiones en su sesión N° 06-2021 celebrada el 08 de febrero de 2021 acuerda en su Artículo III que: 

“c) La contratación de nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de empleo público como cualquier otro servidor del Poder Judicial.”

Como se observa, la Junta tiene capacidad para crear nuevos puestos y en particular se podrían crear las plazas de profesionales en tecnología que se requieren para la atención permanente de las necesidades del fondo. 

El personal contratado por la Junta en esta etapa, puede depender administrativamente de ese órgano o podría decidirse trasladarlo a la DTIC como una unidad específica de atención a las necesidades del Fondo, para lo cual debería modificarse la estructura organizativa.

Requisito de contratación

Aunado a las opciones anteriores, es requisito fundamental que durante esta etapa de transición, la Junta del Fondo cuente con contrataciones que le permitan realizar las mejoras, la sostenibilidad, la migración y la separación de los sistemas que soportan sus procesos.

Para ello hay dos alternativas:

· Contratación de servicios con fondos de la Junta Administrativa del Fondo

El pronunciamiento de la Procuraduría y la interpretación de la Junta Administrativa conducen a evaluar esta posibilidad de contratar servicios como una alternativa que supla de horas o de apoyo para el desarrollo, las asesorías o el cumplimiento normativo. 

Para ello, la Junta debe girar los presupuestos correspondientes a soportar estas contrataciones.

· Contratación de servicios con fondos del Poder Judicial

Esta alternativa es idéntica a la anterior, pero la presupuestación y la priorización de la asignación de recursos para que la Unidad de TI del Fondo realice las contrataciones, recaerán en el Poder Judicial, para lo cual se recomienda evaluar si esta alternativa es válida desde el punto de vista legal.

Recursos aportados por la DTIC

Se mantienen los servicios de Infraestructura funcionando y a disposición de la Junta del Fondo como hasta ahora se ha venido realizando y en los términos descritos en la Opción #1 Infraestructura: Servicio XASS (todo como servicio).

Este modelo, también dota a la Junta de mayor autonomía en su marco de gobierno de TI debido principalmente a que las decisiones que tomen, pueden ser puestas en práctica a través de su Unidad de TI propia y tendrá un punto de contacto con la Dirección de Tecnología para lo referente a los servicios de Infraestructura.  Además, la DTIC habilita un servicio de asesoría a esa Unidad Tecnológica para que los desarrollos y servicios, se presten de conformidad con el marco normativo institucional.
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Fuente: Elaboración propia 

Durante esta etapa de transición, el modelo de gobierno se empieza a acercar más a lo requerido por el marco regulador.

Etapa de autosuficiencia

En esta etapa, los sistemas que atienden las necesidades de Fondo se encuentran separados, pero con interoperabilidad con los sistemas internos del Poder Judicial, se asume que en la fase de transición además se migró a las nuevas tecnologías por lo que los sistemas se encuentran actualizados, por lo que queda operar y continuar en el ciclo de mejora continua de los sistemas. De igual forma el personal asignado a la Unidad de TI del Fondo sea contratado por estos, o bien, por medio del artículo 44 de la ley orgánica del Poder Judicial se encuentran capacitados para ser autosuficientes y atender las necesidades que el Gobierno del Fondo defina como prioritarias.

De igual forma al estar los sistemas separados, desde el proceso de infraestructura se podrá asignar equipo tecnológico exclusivo para atender estos sistemas, por lo que la Junta podrá decidir si continua con el servicio de colocación y administración de la plataforma tecnológica por parte del Poder Judicial y o si se inclina a una autosuficiencia completa, según se propone en la Opción 2 de Infraestructura.

Un resumen de la propuesta de esta etapa se puede observar a continuación:
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Como se observa la Unidad de TI del Fondo, que bien puede estar adscrita a la Junta o a la DTIC, decisión que habrá que tomar en su momento, tendrá una capacidad de dotar a la Junta con recursos propios de diferentes tecnologías que le permitan satisfacer sus necesidades, estrategias y objetivos puntuales.

Para ello, pueden ver a los servicios de la DTIC como si se tratase de un proveedor más y seleccionar y contratar proveedores de TI para suplir otras necesidades a su conveniencia.  Esto hace que el modelo de aprovisionamiento y gestión tecnológica, sea mucho más flexible.

Se recomienda valorar la estructura, para determinar si a partir de esta etapa, se requiere una Jefatura para esa unidad e incluso una mayor cantidad de personal.  Decisiones que deberán estar basadas en los requerimientos, complejidad, riesgos y demás elementos propios de la Junta Administrativa de la Junta del Fondo.

Recursos requeridos

Se requiere el mismo equipo de 6 personas que han venido laborando en las etapas anteriores, con la salvedad de que la Unidad de TI de la Junta debería estar constituida con plena facultad y modelo de organización administrativa.

Alternativa para el aprovisionamiento de los recursos

Se recomienda que en esta etapa, el personal sea de planta y se encuentre nombrado, sea en una estructura propia de la Junta o dado como recurso a una unidad creada dentro de la Dirección de Tecnología.

Esta definición deberá realizarse durante la etapa de transición por los órganos competentes.

Contrataciones

En esta etapa, se propone que la Unidad de TI pueda a través de los procesos de presupuestación se incluyan las necesidades y requisitos para soportar la operación tecnológica del Fondo.

Para ello hay dos alternativas:

· Contratación de servicios con fondos de la Junta Administrativa del Fondo

El pronunciamiento de la Procuraduría y la interpretación de la Junta Administrativa conducen a evaluar esta posibilidad de contar servicios como una alternativa que supla de horas o de apoyo para el desarrollo, las asesorías o el cumplimiento normativo. 

Para ello, la Junta debe girar los presupuestos correspondientes a soportar estas contrataciones.

· Contratación de servicios con fondos del Poder Judicial

Esta alternativa es idéntica a la anterior, pero la presupuestación y la priorización de la asignación de recursos para que la Unidad de TI del Fondo realice las contrataciones, recaerán en el Poder Judicial, para lo cual se recomienda evaluar si esta alternativa es válida desde el punto de vista legal.

Recursos aportados por la DTIC

El entorno que se propone brindará los servicios de Colocación y Administración de la Infraestructura Tecnológica a adquirir por la Junta Administradora del Fondo.  Esto es, la Junta realiza la inversión en equipamiento tecnológico y la DTIC lo administra y le brinda colocación en el Centro de Datos Principal del Poder Judicial.

Lo anterior, corresponde a equipos de tipo servidor, almacenamiento en red, solución de respaldo, licenciamiento requerido, equipo de telecomunicación, suscripciones ofimáticas y colaborativas.

Esta modalidad se describe en la opción #2 Infraestructura: Servicio de Colocación, administración de la Infraestructura y adquisición de personal técnico en tecnología para la Junta, presentada anteriormente.

Sobre el marco de gobierno de TI, durante esta etapa ya se tendrá el modelo que permite cumplir cabalmente con lo que solicita la normativa nacional dictada al respecto.  Resumen que se presenta a continuación:

Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones

Poder Judicial
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Principales riesgos identificados

Riesgos asociados a la asignación de permisos con goce de salario por el artículo 44 (PCGS)

Cuando se asignan PCGS para atender proyectos de interés institucional, la persona propietaria de la plaza sobre la que se otorga el permiso debe dedicarse a la función que para la cual se otorga el mismo. 

En este caso el ideal es que, de otorgarse dichos permisos, el personal que pase a realizar las mejoras requeridas por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones sea el que tiene el conocimiento sobre estos sistemas lo cual haría más ágil la implementación de las mejoras requeridas, así como la confección de los carteles indicados. 

No obstante, es responsabilidad de esta Dirección indicar que, ante este escenario, los nuevos recursos que vendrían a sustituir al personal de experiencia y que está asignado a proyectos de alto impacto y alta prioridad de la institución, tendrán una curva de aprendizaje que deberá asumir el Poder Judicial, misma que impactaría los cronogramas de los proyectos asociados. 

De aprobarse esta opción, se realizará el análisis de impacto correspondiente y se pondrá en conocimiento de la Administración Superior.

Riegos asociados a la asignación de personal nuevo por parte de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder

El reforzamiento del Subproceso de Sistemas Administrativos con personal contratado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones es una de las opciones que se pueden sostener de mejor forma a largo plazo. 

No obstante, es importante indicar que el personal que se contrate, a pesar de que deba cumplir con conocimientos técnicos necesarios para el puesto, no tendrá el conocimiento del negocio ni  el conocimiento en los sistemas, por lo que la Junta de Jubilaciones y Pensiones deberá asumir el costo de la curva de aprendizaje de este personal y el Poder Judicial deberá asumir el costo de la capacitación, acompañamiento y administración de este personal, durante la fase de inicio y la fase de transición.  

Lo anterior provocará que se prolongue el tiempo para la obtención de los primeros resultados y también retrasos en los proyectos que se desarrollan en la DTIC ya que el personal de esa Dirección tendrá que dedicar tiempo a la capacitación del personal de la Junta. Sin embargo, a largo plazo esta opción tiene como beneficio que esa transmisión de conocimiento no se necesitará más con lo que los requerimientos siguientes se atenderán de forma más expedita. 

Riesgos asociados de no contar con el personal adicional necesario para atender las necesidades del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Este es el escenario de perder-perder, dado que el no asignar recursos extraordinarios implicara para la junta el no ver satisfechas sus necesidades en el tiempo esperado e implica para el Poder Judicial una afectación en los cronogramas de los proyectos en ejecución, la mayoría prioritarios para la institución por atender temas legales. En este caso el mayor riesgo es el incumplimiento con la SUGEF y el incumplimiento de los plazos pactados en proyectos estratégicos institucionales como la integración con el SICOP, ya que son los proyectos donde se encuentra asignado el personal que conoce de los sistemas de la Junta. En este escenario tendríamos proyectos prioritarios compitiendo por recursos compartidos, donde la prioridad de uno afecta la ejecución del otro, por lo que la administración superior deberá definir las prioridades de atención y la DTI comunicar las modificaciones que se deban realizar a los cronogramas producto de esta priorización.
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La siguiente figura muestra el esquema de reporte de las posiciones de la organizacién de corto plazo, asi como de los diferentes comités
y servicios a seguir brindandoles de manera tercerizada o bien mediante el convenio suscrito con el Poder Judicial.
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Etapa Inicial: Estructura resumen
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GOBIERNO DETI

La Junta Administrativa del Fondo tiene la responsabilidad de Gobierno de TI, pero en la Etapa
Inicial al existir una dependencia absoluta de los servicios tecnolégicos del Poder Judicial,
también se depende de las decisiones que tomen en la capa de Gobierno y Direccion de Tl en
cuanto a prioridades de atencion.
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Etapa de Transicion: Estructura resumen
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GOBIERNO DE TI

La Junta Administrativa del Fondo tiene la responsabilidad de Gobierno de Tl y lo que decida es
ejecutado en parte por su Unidad de Tl y otra a través de los servicios tecnolégicos del Poder
Judicial, especialmente en los temas referentes a infraestructura.
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Durante la Etapa de Transicién, hay atencién de proyectos nuevos
indispensables para el Fondo y se establece un hibrido del Gobierno de TI.
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Etapa de Autosuficiencia: Estructura resumen
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GOBIERNO DE TI

La Junta Administrativa del Fondo tiene la responsabilidad de Gobierno de Tl y posee un modelo

flexible para seleccionar de conformidad con su estrategia, los mejores proveedores de servicio

de TI, pudiendo hacer las contrataciones que estime convenientes y que el equipo que posee le
soporte sus procesos.
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Durante la Etapa de Autosuficiencia, la Junta puede desarrollar todas aquellas estrategias
tecnologicas que mejor apliquen a los objetivos propios de su modelo de negocio.






image2.jpeg

Catalogo de Servicios (Servicios al Negocio)

= & o ¥

Monitoreo ~ Gestion de base de datos Directorioactivo Gestion de servidores

De: ra de —E
sistemas de informacién o - ol
= v 0000
q‘m‘x AlojamientoWeb  Respaldoy recuperacion Almacenamiento
===\

Configuracion de
programas

—

alSy

n deinformes

SRl Accesoa red Videoconferencias
institucional
“Implantacién de
\ sistema /
rofesionales Habilitar camara de Gesell Internet

CorreoElectrénico

Ly

Fax  Gestionderedes Telefoni

Capacitaciones ainteractiva

leu pizal







image3.png

DISENO ESTRATEGICO

Mercadeo y Comunicacién

Maximizacion de Rentabilidad
Eficaz

Personas Jubiladas
y Pensionadas

Estrutura y Procesos Eficientes







image1.png

DTIC

Direccion de Tecnologias de Informacién
y Comunicaciones

| | | ] | ]
| |
| ]
[ |
| |
-
r a1 - "
|
L
| | e |

1_ PROPUESTA
DESARROLLO

TECNOLOGICO

" DELAJUNTA
FONDO

r |
L -
L
= =
=
u
= =

Alternativas y opciones para lograr el

apoyo tecnoldgico a las estrategias y

objetivos del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial.









Oficina / Centro Gestor 
Anterior


Oficina / Centro Gestor 
Nuevo


0 REMUNERACIONES 552,961,850.57₡                        694,875,083.32₡                        1,247,836,933.89₡                     
1 SERVICIOS                 -₡                                               323,686,791.78₡                        323,686,791.78₡                        
2 MATERIALES Y SUMINISTROS -₡                                               2,000,000.00₡                             2,000,000.00₡                             
5 BIENES DURADEROS -₡                                               165,826,121.13₡                        165,826,121.13₡                        
6 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 6,702,894.18₡                             20,129,428.66₡                          26,832,322.84₡                          


559,664,744.75₡                        1,206,517,424.89₡                     1,766,182,169.64₡                     
31.69% 68.31%


Presupuesto Total


PRESUPUESTO 2022 JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES PODER JUDICIAL


Proporción de Presupuesto Asumido


Prog. 951







Total


1,766,182,170


0 REMUNERACIONES 1,247,836,934


0.01 Remuneraciones Básicas 373,543,283
0.01.01 Sueldos para cargos fijos 328,144,800
0.01.03 Servicios especiales 31,098,600
0.01.05 Suplencias 14,299,883


0.02 Remuneraciones Eventuales 22,798,560
0.02.01 Tiempo extraordinario 22,798,560


0.03 Incentivos Salariales 571,631,033
0.03.01 Retribución por años servidos 85,318,293
0.03.02 Restricción al ejercicio libre de la profesión 172,654,659
0.03.03 Decimotercer mes 74,459,452
0.03.04 Salario escolar 66,953,335
0.03.99 Otros incentivos salariales 172,245,293


0.04 Contribuciones Patronales al Desarrollo y la Seguridad Social 87,117,559
0.04.01 Cont.Patr.al Seguro de Salud de CCSS 82,649,992
0.04.05 Cont.Patr.al Banco Popular y Des.Com. 4,467,567


0.05 Contribuc. Patron. a Fondos de Pens. y Otros Fondos de Capitaliz. 192,746,499
0.05.02 Aport.Patr.al Reg.Oblig.Pens.Complem. 26,805,403
0.05.03 Aport.Patr.al Fondo Cap.Laboral 13,402,701
0.05.04 Contrib..Patr.a Otr.Fond.Adm.Por Ent.Púb. 128,308,528
0.05.05 Contrib..Patr.a Fond.Adm.Por Ent.Priv. 24,229,867


1 SERVICIOS                 323,686,792


1.03 Servicios Comerciales y Financieros 29,166,188
1.03.01 Información 12,726,188
1.03.02 Publicidad y Propaganda 15,000,000
1.03.06 Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales 1,440,000


1.04 Servicios de Gestión y Apoyo 168,712,268
1.04.02 Servicios Jurídicos 31,994,820
1.04.04 Servicios en Ciencias Económicas 66,197,884
1.04.05 Servicios de Desarrollo de Sistemas Informáticos 40,000,000
1.04.99 Otros servicios de gestión y apoyo 30,519,564


1.05 Gastos de Viaje y de Transporte 1,000,000
1.05.02 Viáticos dentro del país 1,000,000


PRESUPUESTO 2022 JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES PODER JUDICIAL


TOTAL GENERAL


CÓD. Concepto


En colones sin centimos
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Total


PRESUPUESTO 2022 JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES PODER JUDICIAL


CÓD. Concepto


En colones sin centimos


1.06 Seguros, Reaseguros y Otras Obligaciones 30,639,078
1.06.01 Seguros 30,639,078


1.07 Capacitación y Protocolo 59,454,587
1.07.01 Actividades de capacitación 50,354,587
1.07.02 Actividades protocolarias y sociales 9,100,000


1.99 Servicios Diversos 34,714,671
1.99.01 Servicios de Regulación 33,714,671
1.99.99 Otros servicios no especificados 1,000,000


2 MATERIALES Y SUMINISTROS 2,000,000


2.04 Herramientas, Repuestos y Accesorios 0
2.04.01 Herramientas e instrumentos 0
2.04.02 Repuestos y accesorios


2.99 Útiles, Materiales y Suministros Diversos 2,000,000
2.99.01 Utiles y materiales de oficina y cómputo 2,000,000


5 BIENES DURADEROS 165,826,121


5.01 Maquinaria, Equipo y Mobiliario 20,882,400
5.01.04 Equipo y mobiliario de oficina 0
5.01.05 Equipo y programas  de cómputo 20,882,400


5.99 Bienes Duraderos Diversos 144,943,721
5.99.03 Bienes Intangibles 144,943,721


6 TRANSFERENCIAS CORRIENTES 26,832,323


6.01 Transferencias Corrientes al Sector Público 14,832,323
6.01.02 Transferencias Corrientes a Órganos Desconcentrados 12,598,539
6.01.03 Transf.corrient.a Instituc.Descentr.no Empresar. 2,233,784


6.06 Otras Transferencias Corrientes al Sector Privado 12,000,000
6.06.01 Indemnizaciones 12,000,000
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Detalle Año 2018 Año 2019 Año 2020
Aporte Activos N/A 1,348,206,746.00₡ 1,387,930,369.00₡  
Aporte Jubilados y Pensionados N/A 387,886,872.00₡     407,650,129.00₡     


1,736,093,618.00₡ 1,795,580,498.00₡  1,777,734,434.00₡ 
Fuente: Estados Financieros Auditados 148,144,536.17₡     


Total de Gastos Presupuesto 1,766,182,170₡       
Excedente Estimado 11,552,264₡             
Porcentual 0.65%


Total de presupuesto de JUNAFO 1,206,517,425₡       
Excedente estimado 571,217,009₡           
Porcentual 32.13%


Ingresos Percibidos Comisión de Adminsitración
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29 de abril de 2021 
  
 


Licenciado   
Luis Sánchez Peñaranda  
Jefe Custodia de Valores  
Banco de Costa Rica 


 
 


 Asunto: Resultado conciliación títulos valores 
marzo 2021 


 
 


Estimado señor:  
 


Para los fines correspondientes, se comunica que producto del proceso de conciliación 
de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que realiza 
este Poder de la República con los estados de cuenta de los títulos valores brindados 
por esa Custodia, se identificaron diferencias según información que mantiene el 
Sistema de Inversiones del Poder Judicial  con respecto al estado de cuenta recibido, 
por lo que a continuación se detalla un resumen de lo analizado:   
 
1. Las operaciones que mostraban diferencia en enero 2021, ya fueron subsanadas 


para este periodo de marzo 2021, quedando solo los siguientes casos pendientes. 
 


1.1 Caso 1: Cupon colones y dólares faltantes estado de cuenta custodio: 
 
 


Detalle de cupones en colones no reportados en Estado de Cuenta Custodio 
 


 
 


Detalle de cupones en dólares no reportados en Estado de Cuenta Custodio 
 


 
 
 


1.2 Caso 2: Cupones colones, dólares y udes con diferencia: 
 
 


Se presentan diferencias entre el dato del Poder Judicial y la información remitida por 
ese custodio en cupones por la suma de: -¢23,804,622.35 (suma de más), $534.53 y 
289.52 en UDES, para lo cual se adjunta el resultado de conciliación efectuado. 
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Se requiere que se refleje en el Reporte de ese Custodio, la cartera completa que 
mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para realizar la citada 
conciliación. 
 


Detalle de cupones del estado de cuenta Custodio 
 


 
 
Dado lo anterior, considerando las diferencias que se presentan a partir del cambio de 
formato de dicho estado, es indispensable que se tomen las medidas necesarias con el 
fin de que se incluya en los estados de cuenta toda la información con respecto a los 
principales y los cupones de las inversiones, dado que, se debe informar a la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los resultados 
de la conciliación mensual y la solución a las inconsistencias que se presenten.  
 
Finalmente, se indica que mediante oficios GG-03-134-2021 / BCR-CEV-049-2021, del 
Banco de Costa Rica se brindó respuesta al oficio N.° 007-PI-2021, correspondiente a 
las conciliaciones del mes de diciembre 2020, dado que los demás oficios anteriores a 
este contemplaban una reiteración de lo sucedido.  
 
Cabe indicar, que la mayoría de las diferencias se han subsanado, quedando pendiente 
algunas inconsistencias conforme se indicó. 
 
 
 
Atentamente,  
 
 


 
Lic. Fabián Salas Fernández   


Jefe a.i. Proceso de Inversiones  
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